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INTRODUCCIÓN

Ernesto Treviño Ronzón 
José Galindo Rodríguez 

Michael T. Ducey

A inicios de 2017 se cumplieron cien años de la promulgación de la 
Constitución vigente en el territorio mexicano. Es un hecho relevante 
porque una de las características de los Estados contemporáneos es el 
apego a un marco constitucional, en torno al cual se organiza gran par-
te de su vida política, pública, social y económica. En tal marco, la cons-
titución de México –también conocida como la Ley Suprema o la Ley 
Fundamental en que se asienta el Estado– es un elemento que logra 
condensar algunas de las más importantes aspiraciones, compromisos 
y obligaciones que los gobiernos y los ciudadanos que habitan este terri-
torio acuerdan impulsar para sí mismos.

Por otro lado, la vigencia del texto constitucional es un asunto en 
sí relevante, pues no se trata de una prevalencia inerte, o meramente 
inercial, sino de una marcada por el cambio constante, por la transfor-
mación, por el debate y por la insatisfacción en torno a lo que en sus lí-
neas está expresado, prometido o, en su caso, silenciado y excluido.

REFLEXIONAR SOBRE LA CONSTITUCIÓN  
EN SU ANIVERSARIO

La llegada del aniversario de la también conocida como Constitución de 
1917 abrió un amplio proceso de reflexión en torno a su pertinencia, 
organización, alcances y también en torno a sus problemas. Durante el 
lustro previo al centenario, se ha desarrollado una cantidad significati-
va de discusiones y análisis en espacios universitarios y legislativos, en 
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foros públicos y en los medios de comunicación masiva. El gobierno 
federal, los gobiernos de los estados e integrantes de los tres poderes de 
la Unión se propusieron desarrollar actividades diversas en torno al 
centenario, como una suerte de reconocimiento del impacto que la Cons-
titución tuvo y sigue teniendo en la vida nacional. En diversos foros, desde 
plazas cívicas y bibliotecas públicas hasta recintos legislativos, durante 
todo este tiempo se observaron diferentes ejercicios de conmemoración 
y de análisis. Este libro y los trabajos en él contenidos forman parte de 
este momento de necesaria reflexión colectiva sobre la Constitución.

México, nunca está de más recordarlo, es un país grande, comple-
jo, diverso, marcado por problemas de diferente orden, y el texto cons-
titucional es, hasta cierto punto, una superficie de inscripción donde 
podemos leer precisamente parte de esa complejidad. La Constitución 
ha experimentado un número significativo de modificaciones que de 
una forma u otra han tratado de responder a las demandas de quienes 
han logrado expresar en ella sus expectativas, convicciones, desacuer-
dos o aspiraciones. Al momento de escribir esta introducción se conta-
bilizan alrededor de 700 modificaciones publicadas en más de 230 de-
cretos.1 En este sentido, el actual texto constitucional se encuentra en 
una situación paradójica y, si se quiere, liminal: es y al mismo tiempo no 
es aquel que se firmó en la ciudad de Querétaro bajo la sombra del ciclo 
revolucionario de principios del siglo veinte.

En los cien años que han transcurrido desde 1917, México se ha 
transformado en casi todos sus ámbitos, y la Constitución expresa parte 
de este proceso. Como se podrá apreciar en algunos capítulos de este 
libro, esta dinámica la ha convertido en un texto criticado por su exten-
sión, por la técnica legislativa con que se ha transformado, por los fines 
y las condiciones en que se ha hecho. Asimismo, junto con la Constitu-
ción y su largo proceso histórico, se ha verificado el desarrollo de todo 

1	� Véase Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Secretaría General, Secre-
taría de Servicios Parlamentarios (2017).
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un género discursivo bajo el cual es posible articular los así llamados 
textos constitucionales –las diferentes modificaciones a la Constitución 
y las leyes que de ella se derivan–, así como todo un campo de conoci-
miento en torno al cual especialistas de diferentes disciplinas han bus-
cado explicar su devenir y sus alcances.

Como todo campo de conocimientos, en el ámbito de los estudios 
sobre la Constitución es posible identificar tendencias temáticas, insti-
tucionales y hasta de enfoques que han variado con el paso de los años 
y según algunas coyunturas clave. La nacionalización de los hidrocar-
buros de los años treinta, el movimiento estudiantil de los sesenta, el 
levantamiento zapatista de los noventa o la crisis de violencia de este 
siglo xxi han tenido implicaciones a nivel constitucional que han lleva-
do a detonar estudios sobre las reformas y su impacto en la configuración 
política de México, sobre el campo y la situación agraria, sobre la eco-
nomía, sobre los derechos o sobre la seguridad. El último ciclo de refor-
mas constitucionales de 2013 inauguró también un nuevo momento de 
discusiones sociales, políticas y académicas que no ha terminado y que 
se ha caracterizado por incluir a muchas personas más en los debates y 
por incrementar, aunque sea temporalmente, la atención de la ciudada-
nía hacia los procesos de reforma y sus implicaciones.2

ORGANIZACIÓN DE LA OBRA

Este libro en particular responde a una iniciativa regional impulsada 
por académicos de la Universidad Veracruzana orientada a discutir al-
gunas dimensiones del proceso histórico de la Constitución. Los convo-

2	� Los trabajos de análisis sobre la Constitución son numerosos. Están expresados en 
incontables libros, capítulos de libros, memorias de congresos, artículos científicos o 
investigaciones especiales presentadas al Congreso de la Unión o a las mismas autorida-
des gubernamentales. Algunos de esos trabajos son citados en este libro por los autores 
de los capítulos. Por otro lado, en años recientes inició un ciclo de publicación de escritos 
que han buscado poner bajo nueva luz hechos históricos, procesos políticos y también 
asuntos estructurales de la Constitución. Es el caso de los trabajos de Marván (2017), 
Cossío y Silva-Herzog Márquez (2017), Esquivel, Ibarra y Salazar (2017), entre otros.
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cantes estábamos interesados en propiciar un diálogo desde diferentes 
disciplinas, sobre viejas y nuevas temáticas en torno a la misma. La con-
vocatoria fue respondida con entusiasmo, de modo que el libro contiene 
14 escritos organizados en cinco secciones que buscan adentrar al lector 
en reflexiones novedosas, críticas, históricas y contemporáneas, decons-
tructivas y, en algún grado, proyectivas del discurso constitucional.

La primera sección lleva por título El Estado, el pueblo y la Consti-
tución en el contexto global, e incluye tres capítulos. Alberto Javier Ol-
vera Rivera presenta una discusión sobre el constitucionalismo y la 
ausencia de Estado de derecho en México. Víctor Manuel Andrade 
Guevara presenta un análisis de la Constitución de 1917 a la luz del de-
recho global y del así llamado nuevo constitucionalismo, mientras que 
Ernesto Treviño Ronzón aborda la continuidad y el cambio en la Cons-
titución a través del análisis de la construcción político-discursiva del 
pueblo. Con esta sección, se abre la reflexión crítica sobre el estado ac-
tual del texto constitucional y de otros aspectos sociales y políticos, en 
una escala global y local, con una mirada sincrónica y diacrónica dis-
continua, con énfasis en algunos de los principales problemas del docu-
mento constitucional, su relación con el sistema político y de cara a la 
construcción del estado de derecho y de los actores sociales.

La segunda sección del libro se titula Actores locales en procesos 
constitucionales. En ella se incluyen dos capítulos. Uno es de Efraín 
Quiñonez León, quien presenta una discusión sobre la muerte y la re-
surrección del ayuntamiento. Ahí, el autor problematiza, entre otros 
temas, el tratamiento de los ayuntamientos, sus atribuciones y poderes, 
así como la ficción autonómica de las alcaldías. El otro escrito de la sección 
es de José Martín Blásquez Ojeda, quien reflexiona sobre el constitu-
yente de Querétaro de 1917. Seguramente el lector encontrará significa-
tivo el énfasis que hace en las aportaciones de la diputación veracruza-
na, un aspecto poco trabajado todavía.

La tercera sección se titula Libertades en el estado mexicano a par-
tir de la Constitución de 1917. Aquí se incluyen dos capítulos. Uno es de 
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Celia del Palacio Montiel, quien desarrolla una discusión sobre la pren-
sa y la libertad de expresión en los tiempos del diseño y promulgación 
de la Constitución, focalizando la postura política de y en la prensa de 
la época. En la misma sección, Filiberta Gómez Cruz aborda un tema 
poco visible cuando se discute el contexto de producción de la Consti-
tución de 1917: la vigilancia a los extranjeros. Su texto permite com-
prender algunas de las preocupaciones de los gobiernos de la época 
frente al comportamiento político de los extranjeros que ingresaban al 
país, particularmente por el puerto de Veracruz.

La cuarta sección se titula La educación y la historia de la Consti-
tución, e incluye cuatro capítulos; el primero es de Rosa Nidia Buenfil 
Burgos, quien presenta una revisión histórica del artículo tercero, asu-
miendo una perspectiva diacrónica desde momentos previos a su modi-
ficación en la Constitución de 1917 hasta la reforma de 2013 que se sigue 
implementando, y enfatizando las vicisitudes ideológicas y las fronteras 
políticas que cada modificación ha implicado. En seguida está el trabajo 
de Abel Juárez Martínez, quien focaliza algunos antecedentes que lleva-
ron a la gestación, desarrollo y admisión del artículo tercero. Gerardo 
Antonio Galindo Peláez desarrolla una discusión que pone énfasis en 
las políticas sobre la Educación Pública en el periodo constitucionalista 
en Veracruz, particularmente entre 1915 y 1917, señalando algunos ras-
gos de la transición entre el viejo y el nuevo Estado. En el cuarto capítulo 
de la sección, José Manuel Velasco Toro aborda el artículo tercero consti-
tucional subrayando la correlación entre educación, investigación cientí-
fica y desarrollo tecnológico, y proporcionando una revisión que permite 
reconstruir un siglo de acciones públicas en torno a esta relación.

La última sección del libro lleva por título El artículo 27 y la trans-
formación del campo, y en ella se incluyen tres capítulos. Desde una pers-
pectiva comparativa, José Galindo Rodríguez explora algunos aspectos 
que explican el fracaso de las políticas implementadas en las reformas 
agrarias de México y de otros países latinoamericanos. Michael Ducey 
desarrolla una discusión que aborda el discurso histórico de la ley, el 
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artículo 27 de la Constitución de 1917 y su impacto sobre la memoria de 
los pueblos y en la implementación de la reforma agraria. El tercer texto 
de la sección es de Olivia Domínguez Pérez, quien presenta una reflexión 
sobre los campesinos beneficiados por el reparto agrario. Dado que el 
tema agrario fue uno de los más importantes durante el ciclo revolucio-
nario, una discusión sobre su devenir desde el presente es muy necesaria.

LA IMPORTANCIA DE EXTENDER LA CONVERSACIÓN

La Constitución mexicana es, en varios sentidos, un texto vivo que re-
quiere una revisión y un debate permanentes, no sólo de parte de los 
juristas o de los legisladores, no sólo de los académicos. Es necesario 
extender la conversación a diferentes sectores de la población para po-
der hacer preguntas y elaborar respuestas de diferente tipo. Algunas 
serán muy sofisticadas, en torno a temas como los enfoques con los que 
se tratan los derechos o las garantías ahí expresadas; otras serán ele-
mentales, sobre asuntos como la necesidad de tener una constitución o 
la imposibilidad, por descreimiento, de poder aplicar el artículo 24, que 
parece haber quedado atrapado por la Constitución misma y en todo el 
andamiaje político-institucional de ella derivado.3

Durante la transición del siglo xx al siglo xxi, la consolidación 
progresiva de la democracia formal parecía anticipar mejores resulta-
dos en materia de políticas y programas para atender los problemas y 
rezagos ingentes e históricos de México. Al final de la segunda década 
del siglo xxi, la percepción sobre la calidad y resultados de la democra-
cia son negativos, mientras que la cultura democrática y la confianza en 
las instituciones permanece en índices muy bajos (Fix, Flores y Valadés, 
2017). Al ser la Constitución el documento donde se expresan las mayo-

3	� El artículo 39 señala: “La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el 
pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. 
El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma 
de su gobierno”, Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión (2017).

CienAñosdelaConstitucion.indd   12 05/04/18   9:39



13

INTRODUCCIÓN

res aspiraciones, promesas y compromisos de la nación, la discusión 
sobre la democracia y sus resultados la implica necesariamente, así 
como a la forma en que sus mandatos se traducen en acciones concretas 
por los agentes responsables de desarrollarlas.

Desde hace algunos años en México, gran parte de la conversación 
pública sobre la Constitución ha insistido en la pertinencia de mejorarla 
y de hacerla mucho más pertinente a las actuales condiciones locales, 
regionales, nacionales e internacionales. Pero como la experiencia ha 
mostrado, en ocasiones de manera dramática, esto sólo es parte de la 
conversación necesaria; otra parte, posiblemente más importante, es una 
conversación performativa sobre cómo traducir en acciones concretas, 
en instituciones, políticas y programas sostenibles los preceptos de tan 
importante texto.

Esta obra constituye una aportación a la necesaria conversación 
colectiva sobre la Constitución mexicana de 1917, a cien años de su pro-
mulgación. Los autores de los diferentes capítulos, así como la Universi-
dad Veracruzana través de su publicación, asumen el reto de abonar a 
los intercambios a partir de la experiencia y de los conocimientos aca-
démicos disponibles en los campos temáticos y disciplinares desde los 
cuales se ha escrito.

REFERENCIAS

Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión (2017). “Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos”, Diario Oficial de la Federa-

ción. 24 de febrero.

Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Secretaría Gene-

ral-Secretaría de Servicios Parlamentarios (2017). Sumario de 

reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por 

decreto en orden cronológico. 15 de septiembre, disponible en: http://

www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/sumario/CPEUM_sumario_ 

crono.pdf.
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CONSTITUCIONALISMO Y AUSENCIA DE ESTADO  
DE DERECHO EN MÉXICO. UNA CRÍTICA  

AL PENSAMIENTO CONTRAFACTUAL

Alberto J. Olvera1

INTRODUCCIÓN

Es una obviedad decir que en México no hay Estado de derecho. 
Bajo cualquier concepto de éste, sea entendido como el mero someti-
miento del gobierno y de los ciudadanos a un orden jurídico dado,2 o 
como el conjunto de garantías y protecciones a los derechos de ciudada
nía,3 lo cierto es que en nuestro país no existe ni un orden jurídico res-
petado por los agentes e instituciones del Estado y por la mayoría de los 
ciudadanos ni tampoco se han desarrollado instituciones eficaces que 
garanticen el ejercicio general de los derechos formales de ciudadanía.

Sin embargo, la Constitución importa, en primer lugar, porque esta-
blece los principios formales de organización del Estado (división de pode-
res, modelo de federalismo, formas y modalidades de la representación, 
derechos de ciudadanía), la clase de régimen político (presidencialismo 
constitucional) y el marco de relaciones entre el Estado y el mercado (for-
mas de propiedad y de regulación de las mismas) y entre el Estado y la so-
ciedad (forma de aplicación de derechos, espacios y forma de defensa de 
los mismos, libertades, etc.). La simulación legal que hemos vivido históri-
camente tiene unos límites constitucionales que, bajo determinadas cir-
cunstancias históricas, adquieren relevancia, como fue el caso de la impo-

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
2	� En la tradición positivista; para un resumen, véase Raz (2002).
3	� “El Estado de derecho es la institucionalización político-jurídica de la ciudadanía” 

(Díaz, 2002, p. 61).
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sibilidad, durante décadas, de cambiar el régimen de propiedad de la 
industria petrolera o el de la imposibilidad de construir un sistema de jus-
ticia mínimamente funcional debido a las necesidades de discrecionali-
dad absoluta del presidente a lo largo de la historia del régimen autoritario.

Pero más allá de la obvia importancia simbólica y política de la 
Constitución, a pesar de su baja eficacia legal, es preciso entender que ésta 
no puede analizarse en abstracto, sino que debe ser estudiada en su re-
lación con el régimen político y con la sociedad.

En efecto, la teoría y la práctica políticas nos indican que sin la 
existencia de un verdadero Estado de derecho, es decir, sin una aplica-
ción real de la ley formalmente instituida, no puede haber controles ho-
rizontales sobre el ejercicio del gobierno ni espacios para la acción de la 
sociedad civil. Y si no hay ni lo uno ni lo otro entonces estamos frente 
a un régimen autoritario donde el orden político no se construye sobre la 
base de la ley escrita, sino sobre un conjunto de reglas informales que, 
de facto, constituyen otro derecho, de tipo consuetudinario.

En efecto, la ausencia de Estado de derecho es un dato de la vida 
cotidiana de México. Sin embargo, para explicar esta condición no es 
suficiente criticar lo que no hay, como se hace cotidianamente. Hay, por 
supuesto, explicaciones históricas imprescindibles. Pero en este ensayo 
trataremos de valernos de las herramientas de la ciencia política para 
responder a este reto, a la vez analítico y político.

Empecemos por recordar que en la ciencia política el problema del 
Estado es central, y antecede al del Estado de derecho. Si el Estado es en 
esencia “el monopolio de la autorización legítima de la fuerza” (O'Donnell, 
2010: 77, sintetizando a Weber), entonces interesa saber si, en primer 
lugar, existe una institución o conjunto de ellas con la capacidad de mo-
nopolizar la coerción y, si ello es así, saber si ese monopolio goza de una 
cierta legitimidad.4 Ahora bien, desde Weber sabemos también que hay 

4	� O'Donnell (2010) añade que un Estado es también un orden jurídico y una suma de 
burocracias, que constituyen su lado operativo, además de ser, históricamente, un 
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distintos tipos de legitimidad, no sólo la racional-legal. Por tanto, puede 
haber actores investidos de poder de coerción legítima no legal, sino 
tradicional o carismática, siguiendo al clásico.

Esta línea de argumentación nos indica que el Estado puede ser 
uno de varios actores dotados de poder en un territorio dado, y que 
puede haber otros actores que disputen, compartan o articulen esos po-
deres.5 Por tanto, como lo enseña la antropología política, si a cada esta-
do o cuasi-estado corresponde una pauta dominante de derecho, en la 
práctica social habrá varios tipos de legislación en disputa, desde la ley 
formal establecida en la constitución, hasta el derecho consuetudinario 
indígena, pasando por otros formatos menos formalizados, pero no me-
nos efectivos, como las reglas del poder caciquil, del crimen organizado 
o de los regímenes autoritarios locales. La de facto pluralidad de órde-
nes jurídicos dentro de las naciones es un dato histórico que no debe 
olvidarse si hemos de hacer un análisis objetivo del Estado, de la socie-
dad y del papel del derecho en esta relación.6

Cabría entonces plantear la pregunta acerca de por qué no existe 
Estado de derecho en México dentro de un conjunto más amplio de 
cuestionamientos que abarque temas como el carácter del constitucio-
nalismo mexicano, la división de poderes, el sistema federal y el funcio-
namiento de las instituciones de justicia, el pluralismo jurídico, los po-
deres fácticos y el carácter de la ciudadanía en esos contextos. Esta 
ampliación de horizonte es necesaria para salir del marco de meras 
comparaciones entre lo que dice la ley y lo que sucede en la práctica, que 
siempre nos indicará la existencia de déficits gigantescos. En efecto, si-
guiendo una mera lógica contrafactual, pueden localizarse con preci-

foco de identidad colectiva. Pero, como veremos, en un territorio puede haber varios 
“microestados” y varios órdenes jurídicos de facto.

5	� Migdal (2011) proporciona, en el capítulo primero de su libro, un marco teórico para 
entender esta disputa y esta continuidad entre Estado y sociedad, superando la dico-
tomía entre ambos propia de ciertas vertientes de la ciencia política.

6	� Véase, entre otros muchos, Santos y García (2001, t. i), Santos (2009), Abrams, 
Gupta y Mitchell (2015), Maldonado (2010), Sierra, Hernández y Sieder (2013).
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sión las múltiples formas en que la ausencia del Estado de derecho se 
manifiesta en la vida pública. Este tipo de diagnósticos se han vuelto 
populares en años recientes, sobre todo a través de los múltiples índices 
comparativos internacionales, como el Rule of Law Index7 o las meto-
dologías derivadas de la llamada teoría de la calidad de la democracia.8

En este texto no necesitamos repetir esta clase de argumentos, que 
por fortuna son hoy bien conocidos en nuestro país. No hace falta reite-
rar la ausencia de Estado de derecho ni sus consecuencias y caracterís-
ticas. Más bien se requiere explicar las causas de esta ausencia, puesto 
que sin esta comprensión no es posible ofrecer alternativas viables a un 
orden de cosas definitivamente indeseable.

La crisis de violencia y de inseguridad que vive México desde hace 
10 años ha conducido a que la opinión pública haya desarrollado un 
interés creciente en las instituciones de esa área, a saber, las policías, las 
procuradurías de justicia y los poderes judiciales. En los últimos años 
ha habido múltiples reformas a todas ellas, como si fuera posible refor-
mar las partes sin reformar el todo. El fracaso de la reforma penal y de 
la profesionalización de las policías, y el agravamiento de la crisis de segu-
ridad y justicia indican que el problema no se limita al sistema judicial 
y a las fuerzas del orden, sino que abarca el régimen político en su con-
junto. Hemos perdido de vista que existe un orden informal, unas reglas 
no legales, que norman la operación del Estado más allá de la Constitu-
ción y de las leyes, y que son las que marcan los límites de las tímidas 
reformas parciales.9

México no se enfrenta a una crisis del Estado de derecho, el cual 
nunca existió como tal, sino a la crisis del ordenamiento metaconstitu-
cional que ha normado, en la práctica, el funcionamiento del régimen 

7	� Véase: http://worldjusticeproject.org/rule-of-law-index.
8	� Para un interesante balance, véase International Political Science Review, 37 (5), 

noviembre de 2016.
9	� Esta constatación también puede ser leída desde algunas corrientes del nuevo insti-

tucionalismo, que da cuenta precisamente de las reglas reales que rigen una socie-
dad, sean estas formales o informales (March y Olsen, 1989).
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político. Vivimos, en consecuencia, una crisis del régimen y de sus reglas 
no escritas, las cuales interactúan y se mezclan con las leyes formales y 
operan dentro de un marco constitucional que ha funcionado siempre 
como orden fundamentalmente simbólico. No obstante, el marco cons-
titucional señala límites, fronteras dentro de las cuales las reglas fácti-
cas operan, y que, bajo ciertas condiciones, no pueden ser ignoradas.

Proponemos aquí un breve análisis, desde la sociología y la antro-
pología políticas, de las reglas informales del Estado mexicano en su evo-
lución histórica reciente, así como de su condicionamiento e interacción 
con las leyes formalmente establecidas. Veremos cómo el lento, inacaba-
do y accidentado proceso de democratización ha llegado a un punto en 
el que no es posible la reproducción de las bases morales y políticas del 
viejo régimen que se niega a morir, abriendo un periodo de crisis sin 
salida predecible.

Para tal fin, en este artículo analizaremos brevemente la naturale-
za del constitucionalismo mexicano, su relación con la estructura y el 
funcionamiento del régimen autoritario creado en México a lo largo del 
siglo xx y las reglas informales que presidían su funcionamiento. Estu-
diaremos también, en un alto nivel de abstracción, las consecuencias po-
líticas y sociales de las reglas del régimen autoritario; entre otras, la si-
mulación legal y la subordinación política del poder judicial y de las 
instituciones de justicia.

Atenderemos después los cambios introducidos en el sistema a lo 
largo del prolongado proceso de transición a la democracia, que abar-
can tres áreas centrales: el paso del nacionalismo al neoliberalismo eco-
nómico; la creación de leyes e instituciones de control de los procesos 
electorales y la creación de organismos formalmente autónomos para ga-
rantizar derechos.

Estos cambios, que se han producido en los últimos 30 años, se 
encuadran en otra transformación menos visible y estudiada, pero igual-
mente significativa, que es la del federalismo mexicano. El sistema federal 
cambió de forma sustancial en el periodo de la transición, creando nuevos 

CienAñosdelaConstitucion.indd   21 05/04/18   9:39



ALBERTO J. OLVERA

22

nichos autoritarios y espacios para el crecimiento de poderes fácticos, 
sobre todo el crimen organizado. Este proceso condujo a una fragmen-
tación del poder político que debilitó las estructuras de control del régimen 
autoritario en una época de acelerado cambio social, gran movilización 
política y empoderamiento de poderes fácticos. Esta simultaneidad de 
procesos magnificó la crisis del régimen y puso al descubierto el carác-
ter ilegal y, en muchos sentidos, criminal de la operación cotidiana de 
los regímenes subnacionales.

LA GESTACIÓN DE LA INTRASCENDENCIA  
CONSTITUCIONAL

Los Estados de la modernidad se fundan en órdenes jurídicos cuya base 
es una constitución,10 y cuyo anclaje material y territorial es una na-
ción.11 La nación y el Estado mexicanos se fundan en la primera fase de 
la descolonización de la América española, en la segunda década del 
siglo xix, por lo que sus referentes simbólicos y jurídicos se remiten, en 
términos constitucionales, a los programas liberales en boga en el mundo 
occidental de aquel momento: el francés de los derechos del hombre y 
del ciudadano y el norteamericano del gobierno representativo y del ré-
gimen federal. En ese sentido, México ha sido liberal y democrático desde 
el punto de vista legal casi desde su origen (a partir de la Constitución 
de 1824), pero no así en la práctica social. Ha sido profusamente anali-
zada la flagrante contradicción entre las constituciones que presuponen 
la existencia de ciudadanos y las sociedades que carecen de ellos.12 Esta 
contradicción implicaba que las constituciones funcionaban más bien 

10	� Hay una notable excepción a este dictum: la tradición anglosajona, fundamentalmente 
la inglesa, que no requiere de una constitución escrita para fundar el orden jurídico, 
pero que tiene sus equivalentes funcionales, los cuales no cabe analizar aquí.

11	� Sobre el proceso de formación nacional en América Latina, véase Annino y Guerra 
(2003).

12	� Ejemplarmente, para México, Escalante (1994); para una perspectiva latinoameri-
cana, Sabato (1999). Para un análisis de las disputas doctrinales y políticas sobre los 
proyectos revolucionarios de la época de las independencias, véase Rojas (2009).
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como proyectos aspiracionales, declaraciones políticas que querían cons-
truir un orden republicano, pero no como leyes a ser cumplidas. México, 
al igual que los demás países de América Latina, desarrolló en su primera 
centuria de existencia un Estado frágil y fragmentado, completamente 
desinstitucionalizado; en el territorio coexistían múltiples regímenes 
legales de facto, dotados de reglas no escritas, básicamente arbitrarios, 
inestables y modificables en cualquier momento, de acuerdo con la co-
rrelación de fuerzas entre los diversos sectores de las clases dominantes 
y según la coyuntura internacional.

La constitución liberal de 1857 fue un complejo jurídico absoluta-
mente inaplicable porque en la vida social permanecían vigentes órde-
nes corporativos premodernos, desde la Iglesia como institución, las 
corporaciones religiosas privadas que constituían la principal forma de 
organización social, las comunidades indígenas y los pueblos autóno-
mos, hasta los cacicazgos locales y regionales. Los verdaderos actores 
sociales no eran los individuos, sino las corporaciones antiguas, cuya 
fuerza social, económica y militar relativas indicaban su lugar en la je-
rarquía del poder nacional. Con la guerra civil entre liberales y conser-
vadores, la Iglesia como institución fue vencida, pero no así sus órganos 
corporativos locales, que continuaron existiendo y detentando un gran 
poder. Los liberales trataron de destruir las comunidades indígenas y 
los pueblos mediante la privatización forzosa de las tierras comunales, 
con escaso éxito, a diferencia del proceso generado por la expansión de 
las haciendas durante el Porfiriato, que en ciertas regiones del país hizo 
que numerosas comunidades y pueblos perdieran autonomía política y 
tierras. En suma, en el siglo xix el marco constitucional no regulaba la 
vida social, política o económica más que en la forma de las institucio-
nes políticas (congreso, poder judicial, gobiernos estatales).13

13	� Los liberales mexicanos, grandes triunfadores de la guerra civil contra los conserva-
dores, estatuyeron una constitución, la de 1857, que lejanamente sirvió de base legal 
de una serie de gobiernos precarios en el contexto de la guerra civil y de la invasión 
extranjera, y después fue la hipotética base legal de la prolongada dictadura de Por-
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La destrucción relativa del antiguo orden corporativo debido a la 
expansión dramática del capitalismo moderno en la época del Porfiria-
to abrió la puerta a diversos tipos de rebeliones que confluyeron en el ciclo 
de la revolución mexicana. La rebelión de comunidades campesinas e 
indígenas que deseaban recuperar su autonomía y sus tierras coincidió 
con los intereses de capitalistas rurales pequeños que buscaban generar 
un verdadero mercado moderno de tierras y trabajo, pero que estaban 
constreñidos por las haciendas, y con movimientos sindicales moder-
nos que luchaban por derechos laborales, así como con élites políticas 
regionales y locales desplazadas por la oligarquía porfiriana. Todas estas 
fuerzas confluyeron en el contexto de un vacío de poder creado por la 
renuncia del dictador Porfirio Díaz y participaron en una revuelta muy 
heterogénea que rompió el orden establecido durante la fase de la mo-
dernización forzada desde arriba (Knight, 2013).

El resultado final de la guerra civil fue un triunfo de las fuerzas li-
berales-progresistas y la derrota de las agraristas. Este bloque acordó 
una nueva constitución, que en principio buscaría rescatar el espíritu 
liberal de la Constitución de 1857, pero que terminó agregándole al vie-
jo orden una crítica al liberalismo decimonónico a través de los llama-
dos derechos sociales. La inclusión en la Constitución de 1917 del dere-
cho a la tierra y de los derechos de los trabajadores la convirtieron en un 
orden jurídico propio del siglo xx, que reconocía algunos derechos so-
ciales, además de los derechos civiles y políticos ya formalmente esta-
blecidos en constituciones anteriores.

 Al igual que en el caso de la Constitución de 1857, la modernidad 
de la de 1917 no se correspondió con un desarrollo de las instituciones 
del Estado que permitieran la aplicación de la ley, ni con una sociedad 
civil moderna, la cual continuaba, en la práctica, careciendo de los de-
rechos más elementales. La progresiva consolidación del régimen de la 

firio Díaz, que respetó siempre las formalidades democráticas de la ley, pero pasó 
por encima de ellas todo el tiempo (Medina, 2004).
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revolución significó la creación de leyes secundarias y de instituciones 
estatales que convirtieron la aplicación de los derechos sociales en un 
mecanismo estatal de administración selectiva de esos mismos dere-
chos. La reforma agraria, en particular, se tornó en un terreno de disputa 
entre los gobiernos estatales y el gobierno federal, y terminó creando 
una compleja institucionalidad que mantuvo a la mayoría de los campe-
sinos beneficiados en la precariedad legal y en la dependencia perma-
nente del gobierno (DeWalt, 1979). Los derechos laborales también fue-
ron aplicados selectivamente y mediante una pesada mediación estatal 
que permitió el control político de los conflictos laborales e, incluso, del 
registro mismo de los sindicatos de trabajadores, lo que significó en la 
práctica no una garantía legal de derechos, sino un mecanismo de con-
trol y de administración de los mismos (Middlebrook, 1995).

Al mismo tiempo, los derechos políticos establecidos en la Consti-
tución eran negados en la práctica a través de un complejo sistema de 
simulación electoral que retomó en cierta medida la experiencia porfi-
riana. Una vez que el partido único de la revolución logró establecerse 
plenamente durante el cardenismo, la simulación electoral tomó carac-
terísticas más propias de un régimen populista y corporativo que denegó 
los derechos políticos democráticos, pero instituyó un sistema de inclu-
sión política selectiva y dependiente de la voluntad del Estado.

Una constitución democrática establece controles a la discreciona-
lidad estatal y ofrece garantías a la sociedad civil para desarrollarse en 
un marco de libertad. Nunca el control de los excesos de los gobernan-
tes es completo ni tampoco las libertades son plenas, pero hay un pro-
ceso de desarrollo muy bien marcado y estudiado por Marshall (2007), 
en el que puede localizarse un modelo ideal de secuencia de institucio-
nalización legal: constitucionalismo, creación de instituciones operati-
vas del Estado que permiten aplicar la ley; establecimiento en la práctica 
de una clara diferenciación entre las esferas de la representación política 
y la operación estatal, entre el Estado y el mercado, y entre el Estado y la 
sociedad. Por ello, la división de poderes es un requisito esencial de un 
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Estado de derecho, pues separa funcionalmente los poderes del Estado 
y otorga a la ciudadanía los espacios de defensa de sus derechos, espe-
cialmente en el ámbito del poder judicial. Así, de la juridificación demo-
crática puede pasarse a la judicialización democrática, es decir, de la letra 
de la ley al uso de ella y de las instituciones para la defensa de la sociedad 
civil y para la protección de los derechos de ciudadanía (Habermas, 1998).

Pero el régimen de la Revolución mexicana no estableció una conti-
nuidad entre el constitucionalismo y la institucionalidad estatal, creando 
en la práctica un régimen político paralelo, básicamente ilegal, pero dota-
do de reglas claras y públicamente conocidas, basadas en un presiden-
cialismo casi absoluto que anulaba la división de poderes y dejaba des-
protegida a la sociedad civil. Ésta quedaba sometida al control político 
del régimen a través de un sofisticado sistema de corporaciones, a la vez 
sociales y políticas, que cumplían la doble función de representar en el 
Estado a las clases populares y de ser un mecanismo de control político 
de las mismas. Las corporaciones campesina, obrera y popular tenían 
una doble cara: la representación, de un lado, y el control político, de otro, 
funciones hasta cierto punto contradictorias, pero que eran sostenibles 
mediante un pacto de inclusión parcial que excluía a todos quienes no 
estuvieran insertos en las corporaciones. Así, el régimen mexicano evi-
tó la formación de una ciudadanía que reclamara la actualización de un 
orden democrático (Olvera, 2003).

La Revolución mexicana marca un parteaguas desde el punto de vista 
político y constitucional, en tanto da lugar a la formación de un nuevo régi-
men, que fundamenta la idea de la soberanía nacional en la fuerza de un 
Estado central, que ha de ser la base de la nación misma. Sin romper por 
completo con la tradición liberal y democrática ya establecida en las consti-
tuciones anteriores, la de 1917 critica el liberalismo en el sentido de reco-
nocer las desigualdades sociales, otorgarle al Estado un papel central en la 
moderación de los conflictos y una misión histórica, que era la de construir 
una nación con justicia social sustantiva, dado el carácter injusto, excluyen-
te y explotador del orden socioeconómico y político previo (Olvera, 2003).
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La Constitución de 1917 es ante todo un proyecto político de largo 
plazo que reconoce la inexistencia de la ciudadanía y le otorga al Estado 
el papel de crearla a través de la protección de derechos sociales sustan-
tivos, sobre todo el derecho a la tierra y un conjunto de derechos labo-
rales. La reglamentación de los artículos 27 y 123 estableció el carácter 
tutelar del Estado en relación con los campesinos y con los obreros, y 
estableció también la supremacía de la nación sobre la propiedad priva-
da, lo cual fortaleció al Estado frente al capital, nacional y extranjero. 
Los efectos del tutelaje y de la necesidad del control político fueron una 
nueva anulación de la ciudadanía (Olvera, 2015).

En el caso mexicano, la institucionalización del régimen político se 
logró 20 años después de la revolución, a través de un pacto político inter-
no de la élite revolucionaria, que se fundó en el principio de la no reelec-
ción en todos los puestos de supuesta elección popular, excluyendo a 
cualquier otra opción política.

Así, las disposiciones formalmente democráticas de la Constitu-
ción fueron ignoradas y objeto de una gran simulación en la medida en 
que, en los hechos, se instauró un régimen de partido único y de presi-
dencialismo radical. Los derechos sociales fueron concedidos de mane-
ra gradual, selectiva y arbitraria a una pequeña parte de la población 
que, a cambio, hubo de prometer fidelidad política al régimen e inte-
grarse a los cuerpos corporativos que el mismo diseñó como compo-
nentes centrales del partido único (Cossío, 2001). La negación fáctica de 
los derechos políticos y la particularización de los derechos sociales vio-
laban el espíritu de la Constitución, pero devinieron en los principios 
fundamentales del régimen autoritario.

A lo largo del siglo xx no hubo Estado de derecho en México, sino 
un estado con reglas metaconstitucionales e informales. El presidencia-
lismo casi absoluto no tenía fundamento legal, sino que su principio 
fáctico era el control temporal del partido único por el propio presiden-
te. El poder legislativo no cumplía sus funciones en tanto era una mera 
caja de resonancia del ejecutivo, quien en los hechos designaba a sus 
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miembros en acuerdo con el partido único y con los gobernadores. El 
poder judicial cumplía un rol fundamentalmente simbólico, puesto que 
fue privado de los recursos y de la autonomía política que requería su 
operación. El federalismo era también una ficción, pues el presidente 
designaba a los gobernadores y éstos, a su vez, a los presidentes munici-
pales (negociando con los poderes fácticos regionales). Además, el go-
bierno federal concentraba virtualmente todo el gasto público, dejando 
a los otros niveles de gobierno un muy estrecho margen de operación.

El régimen autoritario de carácter presidencialista concentró todas 
las decisiones trascendentales en la cúspide de la élite en el poder, y anu-
ló de facto a los otros poderes del Estado y a los otros niveles de gobierno 
propios de un sistema federal. Además, el régimen ignoró los derechos 
de ciudadanía o los concedió selectivamente sobre bases particularistas. 
En el caso mexicano, la relación entre el régimen político y la sociedad 
se fundó en tres pilares: el corporativismo, cuyos actores centrales fue-
ron los sindicatos del sector público y, durante varias décadas, las orga-
nizaciones campesinas oficialistas; el clientelismo, ejercido en forma des-
centralizada por diversas agencias del Estado y por los agentes del 
partido oficial; y el favoritismo selectivo con la clase empresarial. Quie-
nes quedaban fuera de estos encuadres, y que constituían la mayoría de 
la población, simplemente no existían como sujetos políticos.

En otras palabras, en el régimen posrevolucionario, las formas he-
gemónicas de relación entre el Estado y los gobernados deconstruían la 
ciudadanía, porque borraban del escenario simbólico y práctico de la in-
teracción cualquier noción de derechos, de autonomía individual o colec-
tiva, de exigencia de universalización; por el contrario, este tipo de rela-
ción subrayaba el particularismo, la ausencia de derechos, el pacto 
específico y la desigualdad de fuerzas.

La ciudadanía era y es frágil en México no sólo por la precariedad 
misma del Estado de derecho en todos los ámbitos, sino porque cultu-
ralmente, con anclaje en las prácticas sociales y políticas dominantes, se 
ha establecido una tradición de relación entre gobernantes y goberna-
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dos que no requiere de la intermediación de los derechos de ciudadanía 
para operar. Necesita, en cambio, de la generalización de una cultura, 
de unas reglas, de unas prácticas que ratifican a cada paso una relación 
entre gobernantes y gobernados basada no en derechos universales sino 
en el acceso particularista al Estado. La vía normal, por fuera del sistema 
político, es la atención específica a las demandas concretas mediante 
negociaciones ad hoc iniciadas a partir de demostraciones o de protes-
tas; dentro del sistema político, la vía normal es el corporativismo de las 
relaciones privilegiadas y especiales entre el Estado y ciertos grupos or-
ganizados; pero la vía más común es el asistencialismo y el clientelismo, 
que en su práctica y en su implementación subraya la desigualdad de la 
relación entre gobernados y gobernantes y la dependencia de aquéllos 
respecto de éstos (Olvera, 2012a).

La representación política era, en consecuencia, un mecanismo de 
naturaleza corporativa o clientelar. No era electoral, porque las eleccio-
nes, aunque las había, no eran competitivas, sino que cumplían funciones 
de legitimación simbólica y legalización de un orden autoritario. Había 
una sorprendente ausencia de derechos de ciudadanía para todos los 
mexicanos. No había derechos políticos, pues el voto no servía para ele-
gir a los gobernantes. No había tampoco una ciudadanía civil consolida-
da porque, al igual que ahora, no había un acceso a la justicia eficaz ni 
un proceso judicial debido.14 Tampoco había derechos sociales, excepto 
para quienes estaban incluidos en el pacto corporativo, y eso de manera 
mediada políticamente (Olvera, 2012a).

La centralización autoritaria del poder proporcionó amplio espacio 
al Estado para fomentar un capitalismo nacional protegido y discrecio-
nalmente diseñado para favorecer a ciertos empresarios y sectores. La 
inversión pública fue el eje articulador y formador del capital nacional, 
lo cual implicó niveles altísimos de corrupción sistémica, favoritismo, 

14	� El ámbito de la justicia ha funcionado siempre en medio de la corrupción sistémica, 
por lo que básicamente, y casi en exclusividad, el mercado y el Estado han definido 
quién tiene acceso a la justicia y quién no. 

CienAñosdelaConstitucion.indd   29 05/04/18   9:39



ALBERTO J. OLVERA

30

discrecionalidad y falta de reglas claras. Se trataba de un capitalismo de 
compadres, aunado al proteccionismo y al uso del financiamiento de la 
banca de desarrollo para crear cada sexenio una nueva camada de em-
presarios financiados de una u otra manera por el Estado.15

Este modelo político y económico en México propició lo que llamo 
una “fusión” entre el Estado, la sociedad y el mercado (Olvera, 2003). Los 
límites funcionales de estos subsistemas nunca estuvieron claramente 
delimitados en la época de formación y desarrollo del régimen autorita-
rio-nacionalista. Las corporaciones y las redes clientelares eran tanto una 
“penetración” del Estado en la sociedad como lo inverso. El neopatrimo-
nialismo del régimen le permitía crear el mercado pero, a la vez, éste for-
maba parte del Estado a través de las redes de favores y de privilegios.

El autoritarismo priista implicó la delegación colectiva del poder 
desde la clase política al presidente en turno. Ese poder delegado tam-
bién era ejercido, en el ámbito de sus competencias, por gobernadores y 
por alcaldes. Era una delegación de poder que durante décadas tuvo 
alguna legitimidad sustantiva, basada en la aceptación pasiva de la he-
gemonía del régimen por una mayoría de los ciudadanos. La crisis del 
desarrollismo y el costo social y político del ajuste neoliberal destruye-
ron esa forma de legitimidad.

LA CRISIS DEL RÉGIMEN Y LA OBSOLESCENCIA 
CONSTITUCIONAL

Esta forma de desarrollo capitalista, generalizada en América Latina, 
agotó su ciclo a fines de los años setenta del siglo pasado, entrando en 
una fase de crecimiento lento y de crisis recurrentes. México logró pro-
longar más que otros países el tránsito al modelo neoliberal gracias al 
boom petrolero de fines de los setenta.

15	� Cavarozzi (1998) acuñó un concepto apropiado a la descripción de este tipo de regí-
menes: “estado-céntricos”.
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La crisis del modelo “estado-céntrico” (Cavarozzi, 1998) condujo a 
grandes cambios políticos en toda América Latina, desde la aparición 
de las dictaduras militares en buena parte de Sudamérica en los setenta, 
las guerras civiles en Centroamérica en los setenta y ochenta, los proce-
sos de transición a la democracia a lo largo de los años ochenta, hasta la 
consolidación relativa de las democracias en los noventa, procesos estos 
últimos que coincidieron en el tiempo con la implantación del modelo 
neoliberal en buena parte de la región.

México llegó tardíamente al ciclo largo de la transformación neo-
liberal y de democratización relativa debido a la fuerza del régimen au-
toritario y a la disponibilidad de renta petrolera, que compensó en par-
te la crisis del modelo de desarrollo hacia adentro y estatista.

 El régimen autoritario desarrolló una estrategia de adaptación a la 
nueva composición de la sociedad y a los retos abiertos por el capitalis-
mo globalizado de fines del siglo xx. A diferencia de otros regímenes la-
tinoamericanos, en México el propio régimen de la Revolución propició 
su transformación neoliberal y administró la apertura política de tal 
forma que pudiera prolongar lo más posible su hegemonía.

 Parte de esa estrategia consistió en una serie de cambios en la 
Constitución, para purgarla de sus contenidos estatistas, y en el desa-
rrollo de nuevas instituciones estatales que deberían atender el reclamo 
democrático. El constitucionalismo neoliberal y la administración de la 
apertura democrática se impulsaron de manera simultánea mediante 
una enorme cantidad de cambios en la Constitución, que trasladaron a 
sus páginas reglamentaciones completas de los procesos electorales y 
crearon nuevas formas de regulación del mercado.

 Sin embargo, la desconexión entre constitucionalismo e institu-
cionalidad estatal continuó vigente, debido a la estrategia deliberada del 
régimen de simular la aplicación de la ley, manteniendo en esencia el 
control discrecional de los conflictos políticos y de los procesos econó-
micos en manos del Estado.
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La democratización frustrada

Una expectativa clásica de los estudios de las transiciones a la democra-
cia era que junto con ésta se construiría muy pronto un Estado de dere-
cho (Stepan, 1996; O'Donnell, 2010; Whitehead, 2011). Sin embargo, como 
bien ha mostrado Whitehead (2011), en realidad las transiciones pueden 
o no dar lugar a un proceso de democratización, entendido como la 
progresiva construcción de un orden político que, entre otras cosas, de-
berá desarrollar los elementos fundamentales de un Estado de derecho. 
Este proceso no es ni lineal ni irreversible. El caso de México representa 
un caso interesante de interpretación en esta materia.

La separación objetiva Estado-mercado-sociedad propiciada por la 
crisis del desarrollismo a mediados de los años setenta condujo a la pro-
gresiva erosión de los fundamentos sociales del régimen. En primer lugar, 
la industrialización y la urbanización aceleradas permitieron el surgi-
miento gradual de una sociedad civil pequeña, débil y fragmentada, basa-
da al principio en modelos asociativos de tipo clasista-gremial (movimien-
tos campesinos y obreros). Los sectores populares, altamente movilizados 
en los setenta y en los ochenta, no planteaban con sus acciones colectivas 
una crítica a la ruptura entre legitimidad y legalidad, sino un reclamo po-
pular por el abandono del proyecto del régimen (la promesa de justicia 
sustantiva) (Olvera, 2003). En cambio, los movimientos urbanos de carác-
ter conservador produjeron una mutación cultural de indudable impor-
tancia al cuestionar el monopolio de la política por parte del partido oficial 
y al asumir la posibilidad de gobernar directamente sus localidades utili-
zando para ello la vía electoral (Tarrés, 1992). El contexto en que este pro-
ceso se produjo fue el de la implantación neoliberal, que trajo consigo pro-
fundas protestas sociales en todo el país. La legitimidad del régimen sufrió 
una merma histórica y las tensiones en su interior se exacerbaron.

La democratización por vía electoral se caracterizó desde enton-
ces, y hasta 2012, por un empate catastrófico de fuerzas entre el partido 
del viejo régimen y aquellos que provenían del campo de la oposición. 
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Se trató de un equilibrio peculiar por la existencia de un sistema de tres 
partidos principales: el pri autoritario, el partido histórico de la derecha 
(pan) y un partido de izquierda de nueva creación, pero heredero de 
una tradición histórica nacional-populista (Partido de la Revolución 
Democrática [prd]). La tragedia de la transición mexicana radica en el 
bloqueo mutuo que el partido de derecha y el partido de izquierda han 
ejercido permanentemente uno sobre el otro, lo cual ha colocado al pri 
en la privilegiada posición de partido bisagra en el centro del espectro 
político y socio necesario de la gobernabilidad del país.

Este empate de fuerzas en el congreso ha resultado paralizante, en 
primer lugar, porque el poder presidencial en México es sumamente dé-
bil desde el punto de vista jurídico. El presidencialismo casi absoluto de 
la era del pri era de carácter metaconstitucional, pues se basaba en el 
control del partido único y en la subordinación política de los poderes 
legislativo y judicial al ejecutivo. La alternancia en la presidencia de la 
república, lograda en las elecciones del año 2000, significó la apertura 
de una época de presidencialismo débil, pero con continuidad de las 
estructuras autoritarias profundas en el nuevo contexto de la competen-
cia electoral y con la incapacidad de los actores políticos democráticos 
para modificar las instituciones, las reglas y las leyes del viejo régimen.

El pri conservó un poder de veto en el campo constitucional gra-
cias a que mantuvo más de un tercio de los asientos del Congreso y la 
mayoría de las gubernaturas de los estados, y preservó otra capacidad 
de veto político, localizada en el campo de la política cotidiana, gracias 
a la sobrevivencia de las estructuras corporativas sindicales. El Sindica-
to Nacional de Trabajadores de la Educación (snte), el más grande de 
América Latina, es un poder por sí mismo, gracias a sus enormes recursos 
materiales y a su burocracia profesional dedicada a la política electoral 
de tiempo completo,16 capacidades que se fundan en el control sindical 

16	� El snte es dueño de un gran capital financiero y tiene a varias decenas de miles de 
profesores “comisionados en labores sindicales”, quienes en realidad hacen trabajo 
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sobre la asignación de empleos y el control de trayectorias profesionales 
en la educación. Un poder similar, pero violento y casi mafioso, es el que 
ha construido el Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República 
Mexicana (stprm), el cual tiene un control casi total sobre la industria 
petrolera y es el causante principal del colapso productivo, financiero y 
tecnológico del sector.17 Poderes similares sobreviven en buena parte del 
sindicalismo del sector público, tanto federal como local. La debilidad de 
la destitución autoritaria y el carácter precario y tentativo de la instaura-
ción democrática se explican, finalmente, por la imposibilidad política 
de los partidos de oposición histórica al pri de pactar los términos de la 
reforma radical del viejo régimen, pues la izquierda miró hacia la restau-
ración imposible del viejo nacionalismo revolucionario y la derecha ha-
cia un liberalismo paradójicamente conservador y católico.

El régimen electoral-autoritario (Schedler, 2016) nacido de la alter-
nancia heredó así del autoritario sus principios constitutivos nodales. El 
primero continúa siendo hasta ahora el de la no reelección, que obliga a 
que haya elecciones de diputados federales y locales cada tres años, de 
presidentes municipales cada tres años y de senadores, gobernadores 
y presidente cada seis años. En un país grande, que tiene más de 2 000 mu-
nicipios y 32 legislaturas locales, un periodo de servicio tan corto obliga 
a los partidos políticos a mantenerse en una especie de estado constante 
de agitación, dado que compiten en elecciones en una entidad federativa 
o en otra todos los años. El calendario electoral mexicano es sumamente 
complejo y absurdo, y mantiene una tensión política permanente deri-
vada de la incesante competencia electoral.18

político a favor de quien ordenan sus líderes sindicales. Para una perspectiva histó-
rica, véase Muñoz (2005).

17	� El stprm financió ilegalmente la campaña del pri en 2000 pero, a pesar de que el ife 
lo castigó por ello, el líder sindical desde hace 20 años permanece en su puesto y 
nunca ha puesto un pie en la cárcel. Sobre los sindicatos como “poderes fácticos”, 
véase Olvera (2012b).

18	� La última reforma electoral (2014) permite ya la reelección, a partir de 2016, en algu-
nas elecciones locales, y de 2018, en federales, de diputados, senadores y alcaldes, lo 
cual cambiará sustantivamente las formas de poder en el interior de los partidos.
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Esta condición de flujo permanente en la clase política causa un 
fuerte desorden en el interior de los propios partidos, que se ven some-
tidos a frecuentes conflictos internos en las luchas por las candidaturas 
y sufren la intromisión de los “poderes fácticos”19 en la definición de las 
mismas, todo lo cual reblandece cualquier control, si lo hubiera, de or-
den ideológico y programático sobre el perfil de los candidatos. Además, 
las elecciones permanentes conducen a necesidades ingentes de financia-
miento para las campañas, las que el sistema público vigente no alcanza 
a cubrir y que obligan a los partidos a buscar un financiamiento privado 
que viene cargado de compromisos e implica prácticas ilegales, lo que 
conduce a que los gobiernos estatales y el federal trasladen de manera 
igualmente ilegal amplios montos de financiamiento a las campañas.20 
La transición ha dado lugar así a la formación de un régimen “electoral 
autoritario”, no controlado por un solo partido, sino por un sistema ce-
rrado de seis partidos que comparten el interés común de controlar el 
acceso a la competencia electoral y se reparten los cargos según la corre-
lación de fuerzas y sus intereses inmediatos.

La debilidad organizacional, programática y de liderazgo de los 
partidos que impulsaron la transición ha impedido que éstos desarro-
llen proyectos de reconstrucción de la relación entre la sociedad y el 
Estado a través de una reforma del Estado fundada en el respeto a los 
derechos de ciudadanía. Por el contrario, el prd y el pan simple y senci-
llamente copiaron las tecnologías y las prácticas del viejo partido oficial 
y renunciaron a reformar los fundamentos prácticos y consuetudina-
rios del régimen autoritario. Después, la propia dinámica de la rutiniza-
ción de la competencia electoral condujo al cierre de los horizontes de 

19	� En México se denomina así a los dueños de la televisión, a los grandes sindicatos 
corporativos, a poderosos grupos regionales y nacionales de interés, a los caciques 
regionales sobrevivientes, a los narcotraficantes y a los megaempresarios que se nie-
gan a someterse a la supervisión del Estado.

20	� Las consecuencias de este orden son dramáticas. La competencia electoral no cons-
truye regímenes verdaderamente democráticos ni Estado de derecho. Para una 
caracterización de esta clase de regímenes, véase Schedler (2016).
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cambio. Si aunamos a esto el desgaste que a nivel global ha sufrido la 
democracia electoral, entenderemos el bajo prestigio y la escasa legiti-
midad del sistema de partidos en México. Retomando y ampliando la 
intuición de Katz y Mair (2004), podemos decir que en México se ins-
tauró un sistema cartelizado de partidos.

El nuevo ciclo del constitucionalismo neoliberal  
y de la transición a la democracia

El carácter conservador de la transición no implicó que hubiera una 
parálisis legislativa. Por el contrario, a lo largo del prolongado proceso 
de implantación neoliberal y de transición a la democracia se ha produ-
cido un crecimiento monstruoso del texto constitucional y una elabora-
ción de leyes y de reglamentos casi sin precedentes en la historia. La 
Constitución ha triplicado el número de palabras que contiene y prácti-
camente todos los acuerdos políticos entre los partidos se han llevado a 
sus páginas, convirtiendo a la Carta Magna en un ordenamiento jurídi-
co que reglamenta de manera extensa múltiples áreas de las políticas 
públicas. La Constitución de 1917 tenía originalmente 21 000 palabras 
en 136 artículos. A la fecha registra 699 enmiendas a través de 254 pro-
cesos de reforma, y se extiende hasta 65 500 palabras. Ciertamente, hay 
antecedentes, pues en la Constitución de 1917 los prolijos artículos 3, 27 
y 123 constituían no solamente principios generales a ser reglamenta-
dos, sino que establecían modalidades generales de aplicación. Al igual 
que entonces, en el nuevo ciclo de reforma constitucional, la descon-
fianza entre los partidos condujo a “elevar” al orden constitucional las 
reglas de aplicación de los principios que norman las reformas neolibe-
rales y electorales recientes.

Dentro de este ciclo de reforma constitucional se pueden localizar 
dos procesos que han corrido paralelos. El primero abarca las reformas 
neoliberales propiamente dichas, que se inician en el gobierno del pre-
sidente Salinas (1988-1994) y concluyen en lo fundamental recién en 

CienAñosdelaConstitucion.indd   36 05/04/18   9:39



37

CONSTITUCIONALISMO Y AUSENCIA DE ESTADO DE DERECHO EN MÉXICO

2014, al calor de las llamadas “reformas estructurales”.21 Estas reformas 
consistieron en el fin de la reforma agraria, la privatización de empresas 
paraestatales, la creación de múltiples organismos regulatorios en ma-
teria económica, el establecimiento de nuevas garantías legales a la in-
versión privada y el reconocimiento de ciertas instancias supranaciona-
les como espacios regulatorios y de resolución de conflictos comerciales 
y de propiedad intelectual a través del Tratado de Libre Comercio con 
Estados Unidos y Canadá, y otros tratados comerciales bilaterales, ade-
más del ingreso del país a la Organización Mundial del Comercio.

El segundo proceso tiene que ver con las reformas democráticas, 
cuya genealogía puede llevarse hasta la primera reforma electoral de 
1977, pero que inicia en realidad con la creación del Instituto Federal 
Electoral en 1994 como institución autónoma, y continúa a lo largo de 
una serie de reformas electorales, la última de las cuales, la de 2014, acep-
ta por primera vez el principio de reelección de diputados y de senado-
res y otorga a la Ciudad de México un estatuto similar al de un estado 
de la Federación. Curiosamente, dentro del último paquete de reformas 
políticas se incluyó una trascendental, aún no ejecutada, que consiste en 
dotar de autonomía política y presupuestal a la Procuraduría General 
de la República. Dentro de este ciclo, deben incluirse también otras re-
formas importantes que crearon diversas instituciones autónomas teó-
ricamente encargadas de tutelar derechos, como el Instituto Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información y sus respectivos equivalentes 
estatales, las Comisiones de Derechos Humanos, formalmente autóno-
mas desde 1999, así como otras instituciones con mandatos específicos 
como la Comisión Nacional para Prevenir la Discriminación, los insti-
tutos de las mujeres y algunos organismos dedicados a la protección de 
la infancia. En todos estos casos, el avance legal e institucional fue no-

21	� Nombre que se dio a las reformas neoliberales contenidas en el Pacto por México, un 
acuerdo entre el pri, el pan y el prd que, entre 2013 y 2014, permitió la aprobación 
de las reformas constitucionales que permitieron la inversión privada en petróleo y 
gas y crearon nuevos organismos regulatorios.
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table, pero la creación de las instituciones se vio afectada por la mencio-
nada cartelización de los partidos, que condujo a que el nombramiento 
de sus cuerpos directivos “ciudadanizados” fuera progresivamente des-
naturalizado, al convertirlo en un reparto de cuotas según el peso elec-
toral de cada partido (Olvera, 2010), comprometiendo así, de origen, la 
autonomía política de las instituciones.

Cada agenda de reforma constitucional implicó la construcción de 
coaliciones específicas: en un caso, la coalición entre un sector del pri y 
un sector del pan que impulsaron lentamente y en fases distintas la 
transformación neoliberal; y, en otro, una alianza política entre el prd y 
el pan que le arrancó al pri a pedazos las bases de una democratización 
electoral y la transformación institucional del Estado mexicano a través 
de una vía indirecta, las “instituciones autónomas”. Estos dos procesos 
no fueron excluyentes, coexistieron en el tiempo y en el espacio en el perio-
do largo. En 2013, esta coincidencia se expresó, por un lado, en la alian-
za entre el pan y el pri para la “reforma energética”, mientras que, por 
otro lado, una coalición entre el pan y el prd impulsó una reforma po-
lítica que trató, sin éxito, de poner un cierto control, así fuera precario, 
sobre los remanentes del autoritarismo priista en los estados del país.

Dentro de esta secuencia de reformas constitucionales hay una que 
destaca por constituir un cambio radical de perspectiva normativa: la 
del artículo 1 de la Constitución, en 2011, que introdujo el concepto de 
derechos humanos como centro y fundamento de la ciudadanía, y reco-
noció su carácter universal al aceptar como propia la jurisprudencia 
internacional en materia de derechos humanos. Este cambio no es me-
nor y, aunque aun no ha impactado la práctica del Estado ni ha impedi-
do el incremento de violaciones a los derechos humanos, ha ampliado 
las posibilidades de judicialización en la lucha por los derechos de ciu-
dadanía (Olvera, 2014).

Estos dos procesos implicaron el desarrollo de un lento proceso 
constituyente, que no se produce como la teoría lo define –un momento 
fundacional a partir del cual se puede hablar de un pasado y de un fu-
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turo–. Se trata de un proceso lento y gradual, inestable, con retrocesos y 
avances, que nos demuestra hasta qué punto el viejo régimen conservó 
una alta capacidad de autopreservación, en un proceso facilitado por una 
oposición que estuvo históricamente dividida en dos proyectos políti-
cos diferentes. Esta peculiaridad del largo proceso de constitution ma-
king condujo a un déficit estructural de legitimidad de los cambios 
constitucionales. Estos fueron el resultado de un pacto de élites políti-
cas que entendían que sus decisiones no eran necesariamente popula-
res, por lo que los cambios fueron impulsados en coyunturas oportunas 
al viejo régimen, y a ritmos lentos. De esta forma, no necesariamente 
implicarían una pérdida dramática de legitimidad.

En 2013, el Pacto por México estableció el piso mínimo de acuer-
dos entre el partido en el gobierno –de nuevo el pri– y los dos partidos 
de oposición, el pan y el prd, para culminar, de un lado, la transforma-
ción neoliberal y cerrar este ciclo largo y, por otro, culminar también el 
ciclo de reformas electorales. Hipotéticamente, se iban a eliminar las 
ventajas abusivas que el pri conservaba por medio de su dominio sobre 
los poderes locales (Olvera, 2015).

El ciclo neoliberal se cerró con una reforma energética que abrió 
las puertas a la inversión privada en la industria petrolera y en la eléctri-
ca, pero no fue así con el ciclo de la reforma política democrática, pues-
to que la reforma electoral de 2014, centrada en la federalización de las 
elecciones locales para impedir su manipulación por los gobernadores, 
no alcanzó a desmontar el viejo sistema, ante todo por la imposibilidad 
de supervisar los gastos electorales realmente realizados (Olvera, 2015). 
Por otra parte, las reformas constitucionales que crearon todo un nuevo 
cuerpo de instituciones autónomas sólo añadieron cuerpos paralelos al 
cuerpo enfermo del Estado. Se pretendía que la llamada ciudadaniza-
ción de los órganos electorales, de control y evaluación y de regulación 
económica del Estado mexicano pudiesen sustituir por sí mismos los 
déficits estructurales de un Estado anquilosado. El Pacto por México 
terminó siendo un pacto insuficiente en el sentido de que no garantizó 
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la profundización de la democracia electoral precaria tan difícilmente 
alcanzada en los 20 años anteriores y, por otro lado, no resolvió los dé-
ficits institucionales y estructurales del Estado mexicano.

El largo proceso de transformación constitucional no tocó las ba-
ses del sistema político mexicano: un federalismo mal concebido que 
permitió la regeneración del autoritarismo en la escala local; un sistema 
presidencialista sin contrapesos efectivos, tanto en su expresión federal 
como local y, ante todo, la preservación de la dependencia política res-
pecto del ejecutivo de los poderes judicial y legislativo locales, cuya au-
tonomía nunca se logró.

Estos límites de la transición expresan ante todo un déficit de com-
prensión y de programa político de los partidos de oposición. Toda la 
atención estuvo centrada en la reforma del Estado, sin entender que lo 
que había que cambiar eran las reglas e instituciones básicas del viejo 
régimen. Las reformas pactadas a nivel federal deberían haber impli-
cado la necesaria refundación del Estado, no sólo en el plano federal 
sino también en el estatal y en el municipal. En lo federal, se plantea ya 
en 1994 un proyecto de autonomización de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y, por extensión, del poder judicial federal, el cual lenta-
mente, en los 20 años pasados, ha avanzado en su relativa profesionali-
zación y ha ganado autonomía política. En los estados nunca se produjo 
un cambio similar; por el contrario, el poder judicial local ha sido abso-
lutamente incapaz de obtener la menor autonomía política respecto de 
los gobernadores. Tanto en el gobierno federal como en los estatales, las 
procuradurías o fiscalías de justicia han seguido dependiendo del ejecu-
tivo, al igual que las contralorías, de tal forma que los gobernantes en 
turno nombran a sus vigilantes fiscales, laborales y anticorrupción (Ol-
vera, 2012b).

Otro de los déficits fundamentales de este largo proceso es no ha-
ber dotado al poder legislativo, tanto federal como local, de un verdade-
ro profesionalismo, transparencia y responsabilidad frente a la ciudada-
nía, de tal forma que adquiriera la legitimidad suficiente como para 
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ejercer un verdadero contrapeso al poder ejecutivo. Esta incapacidad 
para definir una carrera política en el legislativo –por la prohibición de 
la reelección– y la absoluta carencia de institucionalidad en los partidos, 
que nunca tuvieron programas claros ni ideas propias en el campo de 
las políticas públicas, explican la debilidad estructural del poder legis-
lativo frente al poder ejecutivo. A pesar de haber gobiernos divididos 
en la mayoría de los estados, la falta de institucionalidad y de lideraz-
go de los partidos de oposición los convierte en fáciles presas del control 
del ejecutivo.22

El déficit principal de la transición radica en la incapacidad de los 
partidos de oposición para convertirse en verdaderos partidos naciona-
les, dotados de institucionalidad real, tanto en el plano federal como en 
el local. Esta debilidad hace que sean incapaces de contrarrestar la fuer-
za del poder ejecutivo en el nivel estatal y también en el municipal, ni-
veles de gobierno en donde el problema de la concentración de mando 
del ejecutivo se agudiza ante la ausencia de un contrapeso efectivo por 
parte de un cuerpo legislativo, por lo demás inexistente en el nivel mu-
nicipal. Es así que el régimen autoritario ha logrado tener una continui-
dad esencial en el largo proceso de transformación constitucional, con-
tinuidad que bloquea la profundización del proceso de democratización.

No obstante, el debilitamiento del poder metaconstitucional del 
ejecutivo federal ha dado lugar a un cambio en el tipo de presidencialis-
mo dominante en México, desde uno “fuerte” hasta uno “débil” (Cava-
rozzi, 2013), lo cual ha significado una fragmentación del poder y el for-
talecimiento de los autoritarismos subnacionales. El autoritarismo ha 
cambiado su naturaleza centralizada y se ha tornado en un autoritaris-
mo local (Gibson, 2007).

22	� En casi todo el país, los gobernadores han logrado ejercer un control indirecto sobre 
los legisladores de oposición mediante la corrupción en diversas modalidades. La 
más común es el “pago por evento”, es decir, un pago por voto en casos importantes, 
además del otorgamiento de privilegios personales diversos (Olvera, 2012a).
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CONCLUSIONES

La Constitución de 1917 ha perdido su vigencia y se ha transformado en 
los últimos 20 años en una constitución neoliberal que, así como ha abier-
to las puertas al capital privado en áreas antes reservadas al gobierno, tam-
bién ha sentado las bases de la democracia electoral y, mediante sus más 
recientes reformas, ha colocado el concepto de derechos humanos como 
el eje central de las garantías jurídicas de la ciudadanía. La Constitución 
en 2017 es de hecho otra constitución, adecuada a un proyecto neolibe-
ral acoplado a un sistema electoral competitivo, aunque, paradójicamente, 
conserva en lo esencial las relaciones históricas entre constitucionalis-
mo, institucionalidad estatal y ciudadanía que creó el viejo régimen. La 
contradicción entre el nuevo proyecto plasmado en la Constitución y el 
viejo orden político que se niega a morir plantea una crisis de régimen, 
hasta ahora administrada a través de la democracia electoral formal.

Este cambio en la naturaleza de la Constitución, es decir, el paso 
desde un proyecto histórico nacionalista, estatista y corporativo a una 
constitución para un proyecto neoliberal relativamente democrático, se 
ha producido en el contexto de una sorprendente continuidad de las es-
tructuras básicas del Estado mexicano. En efecto, la división de poderes 
y el sistema federal precario diseñado en la Constitución de 1917 se man-
tiene, ahora acoplado, en la práctica, a un presidencialismo débil, que ha 
traído consigo la fragmentación territorial del poder. El desmorona-
miento de facto del presidencialismo metaconstitucional, centralizador 
y todopoderoso, eje central del viejo régimen, dispersó el poder a los 
estados, creando un sistema de regímenes autoritarios subnacionales que 
conviven con un gobierno federal impotente, balcanizado por la corrup-
ción sistémica.

Por su parte, la reforma del artículo primero, en 2011, que ha insti-
tuido el concepto de derechos humanos como base de la ciudadanía, 
implica un cambio conceptual y político que todavía no se traduce en 
instituciones operativas ni en la creación de un verdadero estatuto de 
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ciudadanía. La flagrante contradicción entre el concepto de derechos 
humanos y la violación sistemática de los mismos en una época de cre-
ciente violencia criminal, abusos de las fuerzas del orden, impunidad 
casi total de ambos tipos de actores y corrupción sistémica en todos los 
órdenes de gobierno es otra expresión de la crisis de régimen.

Efectivamente, la crisis de inseguridad y de justicia que vive México 
nos indica que los derechos civiles de los ciudadanos son absoluta-
mente precarios y que el sistema de justicia que debería garantizar los 
derechos humanos tutelados por la Constitución continúa siendo ino-
perante. Los derechos políticos siguen siendo precarios porque, aunque 
los votos se cuenten, el financiamiento electoral se maneja con discrecio-
nalidad y abre las puertas a la interferencia de los poderes fácticos en el 
proceso democrático, incluyendo al crimen organizado. Mientras tanto, 
los derechos sociales siguen siendo administrados por vías clientelares.

La Constitución no es hoy, como no lo ha sido antes, el cimiento de 
un Estado de derecho. Múltiples órdenes jurídicos informales siguen 
rigiendo la vida económica, política y social, con frecuencia en contra-
dicción con las leyes estatuidas. La informalidad de la economía explica 
que la mayoría de la población sobreviva al margen del derecho, no sólo 
en el ámbito mercantil sino también en el civil. La política social se adap-
ta a la informalidad a través del particularismo con que se aplica, mien-
tras que los trabajadores del sector público mantienen su condición la-
boral de excepción a través de un corporativismo social que ratifica 
cotidianamente su particularismo, por cierto, administrado de manera 
casi mafiosa por los dirigentes sindicales.

La Constitución marca los contornos limítrofes del Estado, pero en 
sus márgenes existen ordenamientos jurídicos informales que en la vida 
cotidiana de la mayoría de los mexicanos tienen mayor trascendencia, 
ya que son los que realmente norman las transacciones económicas, las 
relaciones sociales y las prácticas políticas.

Nuestro déficit de conocimiento sobre la pluralidad jurídica en que 
vive nuestro país es el resultado de una especie de culto casi religioso a 
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la ley estatuida. El fárrago discursivo de la ley oculta su notable irrelevan-
cia e inoperancia en la vida cotidiana de las personas, aunque también 
instituye los espacios, procesos y lenguajes en los cuales deben enmar-
car su acción. Esta es la paradoja de la ley: limita y acota, posibilita y 
potencia, mientras al mismo tiempo es tan sólo un orden parcial de la 
vida social.
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LA CONSTITUCIÓN DE 1917 A LA LUZ DEL DERECHO 
GLOBAL Y DEL NUEVO CONSTITUCIONALISMO

Víctor M. Andrade Guevara1

PREÁMBULO

El centenario de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos de 1917 es una inmejorable ocasión para reflexionar sobre 
nuestra norma fundamental que, a pesar de todos sus cambios, para 
bien o para mal, sigue marcando importantes aspectos de nuestra vida 
social, política y cultural. Aun cuando en México predomina una cultu-
ra del incumplimiento de las normas (García, 2009) y la Constitución es 
considerada más como un programa político de aspiraciones que un 
texto del derecho positivo que debe cumplirse, sigue siendo la matriz 
jurídica y política en torno a la cual gira el funcionamiento del cuerpo 
político, del Estado y de las relaciones entre el sistema político y la socie-
dad civil, en tensión constante con un entorno tanto interno como glo-
bal bastante cambiante.

Quizá las principales preguntas que deberíamos plantearnos res-
pecto de la Constitución de 1917 podrían enunciarse del siguiente modo: 
¿hasta qué grado sigue siendo la misma hoy en día, en febrero de 2017, 
después de las 696 reformas de que ha sido objeto en estos años? ¿Se man-
tienen las decisiones fundamentales instauradas por el Congreso Cons-
tituyente de 1917 o algunas de ellas han sido alteradas? ¿De qué manera 
el proceso de globalización y el surgimiento de un derecho global han 
alterado la naturaleza de la constitución mexicana? Teniendo en cuenta 
las tendencias que se han venido dando en los últimos años, sobre todo 

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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en los países sudamericanos, relacionadas con el llamado “nuevo cons-
titucionalismo”, ¿qué tan viable sería hablar de una nueva constitución 
en México?

En lo que sigue, intentaré dar respuesta a estas preguntas, proce-
diendo de la siguiente manera. En primer lugar, haré una breve reflexión 
sobre el concepto de constitución desde una perspectiva interdisciplinar, 
enfatizando la diferencia entre constitución material y constitución for-
mal, así como la importancia de recuperar el concepto de poder constitu-
yente tal como lo entiende Antonio Negri. Enseguida, enunciaré algunos 
rasgos centrales que caracterizaron el texto original de la Constitución de 
1917, tratando de señalar cuáles fueron las decisiones fundamentales que 
instauraron los constituyentes de Querétaro, e identificando algunas ten-
siones que atraviesan dicho texto, haciendo también un recuento de las 
reformas más importantes que a mi juicio se dieron en estos cien años.

Finalmente, desarrollaré algunos elementos relacionados con los 
cambios que ha ocasionado en el constitucionalismo contemporáneo 
–incluido el mexicano– el advenimiento de un derecho y de un consti-
tucionalismo globales que nos colocan en un nuevo escenario en el que 
los Estados-nación, sin que tiendan a desaparecer, se insertan en un 
orden geopolítico de nuevo cuño, donde la noción de soberanía deja de 
limitarse al plano nacional, configurando en su lugar una gobernanza 
compleja, al lado de instituciones supranacionales y de los gobiernos 
regionales. Complementando lo anterior, haré algunas reflexiones acer-
ca del nuevo constitucionalismo desarrollado sobre todo en algunos 
países sudamericanos y la influencia que pudiera ejercer en la idea de 
crear una nueva constitución que responda a los retos y a las aspiracio-
nes de los mexicanos del siglo veintiuno.

PERSPECTIVA INTERDISCIPLINARIA

El abordaje de la Constitución mexicana de 1917 no puede sino darse 
desde una perspectiva interdisciplinaria, en la que entran en juego las 
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visiones, las concepciones y las estrategias y metodologías de investiga-
ción que aportan la ciencia política, la sociología política, el derecho, 
la historia y, por supuesto, el derecho constitucional. En este capítulo, 
utilizaremos esta perspectiva, que supone un principio epistemológico 
que apuesta por una construcción integral del objeto de estudio, antes que 
una mirada limitada a lo disciplinar.

Lo hacemos también de acuerdo con la idea del tiempo histórico de 
Paolo Virno (2003), quien concibe el presente en una doble dimensión 
relacionada con los conceptos aristotélicos del acto y de la potencia. En 
ese sentido, se considera a la actualidad como un proceso inmerso en la 
temporalidad del arco de la historia; es decir, como un recuerdo del pre-
sente en el que lo actual se combina con la potencia, reactivando no sólo 
el presente sino el pasado y el futuro. Podemos decir, parafraseando a 
Virno, que la Constitución es un recuerdo del presente, cargado de una 
densidad histórica que nos remite a muchos pasados: el de nuestros ante-
cedente coloniales, el del liberalismo que predominaba en el siglo xix y la 
Constitución de 1857, el del constitucionalismo social que instauró la Re-
volución mexicana y que tuvo sus momentos cumbre en el régimen pos-
revolucionario durante el cardenismo, así como el de las reformas neoli-
berales que tuvieron lugar a partir de los años noventa del siglo pasado. Si 
hay algún documento que coagule el tiempo, ese es precisamente la Cons-
titución que, redactada, debatida y promulgada en un tiempo, prolonga 
su vigencia y mantiene una relación con un presente que permanece. Pero 
el acto constituyente también permanece abierto al tiempo y nos remite al 
futuro, al de las demandas no cumplidas pero que siguen vigentes en el 
texto constitucional, contribuyendo a configurar un espacio de la expe-
riencia y un horizonte de expectativas.

LA TEORÍA DE LA CONSTITUCIÓN

En el marco de la teoría del derecho se pueden identificar, siguiendo a Ri-
cardo Guastini (2001), al menos cuatro conceptos de constitución, a saber:
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a) �Como todo tipo de ordenamiento político liberal.
b) �Como un cierto conjunto de normas jurídicas –en algún sentido 

fundamentales– que caracterizan e identifican todo ordena-
miento.

c) �Como un documento normativo que simplemente tiene ese 
nombre.

d) �Como un particular texto normativo dotado de ciertas caracte-
rísticas “formales”, o sea, de un peculiar régimen jurídico 
(Guastini, 2001: 29-30).

La primera acepción se refiere a la noción de constitución en su sentido 
moderno, es decir, en el que se garantiza un conjunto de derechos para 
los ciudadanos y la división de poderes. Para ello, Guastini se remite al 
artículo 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciuda-
dano, que dice: “Una sociedad en la que no esté asegurada la garantía 
de los derechos ni reconocida la división de poderes no tiene constitu-
ción”. Guastini considera que esta definición está en desuso, ya que re-
conoce como Estados constitucionales sólo a aquellos que establecen la 
garantía de los derechos ciudadanos y la división de poderes, si bien, 
puede ser usada en la historiografía cuando se habla de constitucionalis-
mo como un movimiento político, o de monarquía constitucional, para 
diferenciarla de una monarquía absoluta. Bajo esta definición, queda cla-
ro, por ejemplo, que sociedades como China o Cuba, o incluso México, 
si seguimos a Carbonell en el prefacio que hace al texto de Guastini, 
serían sociedades donde no existe una constitución, en la medida en 
que algunos derechos fundamentales desde el enfoque liberal no están 
garantizados.

La segunda acepción planteada por Guastini es quizá la más acep-
tada en la teoría del derecho, en particular la del derecho constitucional. 
Con la salvedad de que la delimitación de las “normas fundamentales” 
es algo seguramente debatible, ya que el calificativo “fundamental” no 
denota una cualidad empírica sino un juicio de valor, el autor referido 
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plantea que puede existir algún consenso en que normas fundamenta-
les pueden ser aquellas que: 1. Regulan la organización del Estado y el 
ejercicio del poder en sus diversas funciones: ejecutiva, legislativa y ju-
dicial, así como la manera en que se deben integrar los órganos que 
ejercen dichos poderes. 2. Las normas que regulan las relaciones entre el 
Estado y los ciudadanos. 3. Las normas que regulan la legislación en 
sentido material, es decir, como la función de crear el derecho.

A diferencia de la primera acepción, esta segunda es aplicable a 
cualquier Estado, sea liberal o no, y es la definición más comúnmente 
aceptada entre los teóricos del derecho, sobre todo aquellos, como el 
propio Guastini, que se identifican con una concepción positivista.

La tercera acepción remite a la idea de conjunto de normas funda-
mentales en su sentido material o sustancial, constituyendo precisamente 
las normas fundamentales materialmente constitucionales. A su vez, 
aquello que es objeto de la codificación constitucional es considerado 
“materia constitucional”. Estas normas fundamentales pueden estar 
codificadas en un texto único como la Constitución mexicana, por ejem-
plo, o no estarlo, como ocurre con la constitución que rige al Reino Uni-
do, expresada en un conjunto de leyes y en el derecho consuetudinario 
establecido en las sentencias judiciales, las convenciones parlamenta-
rias o las llamadas prerrogativas reales.

Finalmente, la cuarta acepción de constitución que plantea Ricar-
do Guastini es el documento escrito en el que se plasman, al menos, la 
mayor parte de las normas materialmente constitucionales. Es impor-
tante tener en cuenta este “al menos” porque, de acuerdo con la teoría 
constitucional en su sentido amplio, como sostiene Cicconetti, “… tam-
bién lo que no esté contenido en la constitución formal puede ser mate-
rialmente constitucional, y no todo lo que está contenido en la constitu-
ción formal es materialmente constitucional” (Cicconetti, citado por 
Guastini, 2001: 34).

Las dos últimas acepciones planteadas por Guastini, clarificadas 
por la cita anterior, conectan en cierta medida con la obra de Ferdinand 
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Lassalle ¿Qué es una constitución?, en la que se establece precisamente 
esta distinción entre constitución material y constitución formal (Lassa-
lle, 1999).

La constitución (como sustantivo) es constitución (como acción) 
de un Estado; en primer lugar, de los factores reales de poder que la 
hacen posible. Dada esta realidad material, es susceptible de verse refle-
jada en un texto escrito. Una constitución, por lo tanto, no se reduce a 
ser un texto escrito, aunque sea este el que en ocasiones dé soporte a la 
articulación de los factores reales de poder. Por ello se habla de una 
constitución material y de una constitución formal.

En ese sentido, se preguntaba Lassalle: ¿cuándo puede decirse que 
una constitución escrita es buena y duradera? Y éste se respondía a su 
vez: “Cuando la constitución escrita corresponda a la constitución real” 
(Lassalle, 1999: 56).

Sin duda, estas ideas precursoras de la teoría de la constitución y 
del Estado expresadas por Lassalle serían reconstruidas más adelante, 
en el marco de la formación de un conjunto de teorías mucho más ela-
boradas y formalmente desarrolladas, que van desde las formulaciones 
hechas por autores como Jellinek (2000), pasando por Kelsen (1988), 
Schmitt (2011), Heller (1998) y Loewenstein (1986), así como por los 
autores franceses Hariou (2016) y, destacadamente, Carré de Malberg 
(1998), entre muchos otros.

Estos autores, que dieron a conocer sus principales obras en el pe-
riodo que va de finales del siglo xix hacia la primera mitad del siglo xx, 
protagonizaron un debate que marcó los cauces por los cuales discurri-
ría la discusión académica en torno al derecho, al Estado y al papel de la 
constitución.

La obra seminal de George Jellinek tenía por objeto configurar una 
teoría general del Estado que comprendiese tanto los aspectos sociológi-
cos como los jurídicos, para el análisis de la formación del Estado, inclu-
yendo una voluntad ética que se formaliza a partir de la constitución 
de una autoridad que parte de garantizar los derechos individuales. Kel-
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sen, por otra parte, reconociendo la necesidad de considerar los aspec-
tos materiales que determinan la formación del Estado y del derecho, se 
abandonó a un formalismo jurídico que concebía finalmente al Estado 
como producto de un complejo de normas jerarquizadas cuya base última 
se encontraba en la llamada norma fundante básica o norma fundamen-
tal. Al cuestionarse por quiénes o bajo qué principios se establecía dicha 
norma fundamental, opinaba que eso no era asunto de una teoría jurí-
dica del Estado sino de una teoría sociológica. En última instancia, la 
relación entre moral y derecho se debía reducir a la relación entre derecho 
y justicia, concebida la segunda como el fin fundamental del primero, si 
bien la idea de lo justo parte de un juicio subjetivo de valor. En última 
instancia, Kelsen encontraba en los consensos que se habían producido 
en el marco del derecho internacional los fundamentos para la cons-
trucción de un ordenamiento justo, partiendo del respeto a los derechos 
individuales e insistiendo, por lo tanto, en que un orden democrático de-
bía traducirse, en última instancia, en una discusión acerca del derecho 
y de la validez de las normas.

Contra esta postura se expresa Carl Schmitt, quien hace un cues-
tionamiento profundo de la democracia y del orden político modernos. 
Valiéndose de una concepción decisionista de la política y del Estado, 
Schmitt cuestiona la idea de representación que da lugar a la existencia 
de las llamadas democracias modernas. Frente a la representación abso-
luta del monarca, que representaba la voluntad directa de Dios, se pre-
guntaba Schmitt: ¿de qué manera se puede decir que un conjunto de 
personas representa a muchas de ellas? ¿Cuál es el fundamento de dicha 
representación? ¿El puro número, la correspondencia entre las cualida-
des de representantes y de representados? La respuesta de Schmitt es 
radicalmente decisionista: quienes detentan el poder político y, por lo 
tanto, el poder de establecer las normas, lo hacen porque tienen el poder 
para ello. En última instancia, el soberano no es esa entidad indiferen-
ciada y anónima que se denomina pueblo sino la persona o grupo de 
personas que tienen la fuerza para imponer su voluntad. La idea de so-
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beranía deviene, por lo tanto, en una teología política en la que quienes 
ejercen el poder pueden determinar cuándo se mantiene el orden bajo 
un Estado de derecho o bajo un régimen de excepción. La constitución 
es, entonces, producto de la voluntad del poder constituyente y los prin-
cipios que la determinan vienen dados no por la deliberación y por la 
justificación racional de las decisiones sino por la pura fuerza. El análi-
sis sociológico del Estado y del derecho que desarrollara Max Weber, 
apelando a los diferentes principios de legitimidad, no hace mella en la 
radicalidad del enfoque de Schmitt, que está basado en última instancia 
en la filosofía política y menos en un análisis histórico-sociológico. Es-
tos aspectos serán recuperados tanto por Herman Heller como por Karl 
Loewenstein.

La relevancia del pensamiento de Schmitt, sin embargo, reside en 
que puso énfasis en un concepto que no había sido suficientemente re-
visado: el poder constituyente. En efecto, al reconocerse que un Estado 
fundado en una constitución deriva de la existencia de un poder que lo 
instituye, que lo crea, tanto en la teoría del derecho como en la ciencia 
política se volvió importante el estudio de las diferencias entre el poder 
constituido y el poder constituyente.

Al tomar en cuenta tanto los elementos jurídicos como los socioló-
gicos en la configuración del Estado, lo mismo Herman Heller que Karl 
Loewenstein destacaron la necesidad de estudiar las condiciones y el 
papel que juega el poder constituyente en la formación de un Estado, 
junto con los contenidos normativos en los que se asienta dicha forma-
ción. De esa manera, Loewenstein establece, incluso, una clasificación 
de las constituciones bajo tres modalidades. En primer lugar, considera 
importante definir si una constitución es originaria o derivada; es decir, 
si introduce instituciones y derechos innovadores en el caso del primer 
tipo o, por decir así, reproduce o copia modelos ya existentes, en el caso 
del segundo. Si aplicásemos esta clasificación a las constituciones mexi-
canas, por ejemplo, podríamos decir que la Constitución de 1824 fue 
derivada, en tanto reproducía el modelo norteamericano, mientras que 
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las constituciones de 1857 y de 1917, en tanto introdujeron el principio 
del laicismo la primera, y el constitucionalismo social la segunda, fue-
ron innovadoras. Habría que señalar, por otra parte, que algunos histo-
riadores del constitucionalismo mexicano han opinado que, en general, 
las constituciones mexicanas han estado lejos de ser la pura copia de 
modelos ya existentes y que, por el contrario, se han adecuado a las 
circunstancias mexicanas (Andrews, 2013).

Otra clasificación que propone Loewenstein es la de constituciones 
programático-ideológicas o utilitarias, entendiendo las primeras como 
aquellas que, en sus preámbulos o proemios, incluso en su articulado, 
introducen una fuerte carga ideológica en el lenguaje, como sucede con 
las primeras constituciones liberales, las socialistas o las fascistas. Las 
constituciones utilitarias, si bien no carecen de ideología, se reducen a 
establecer en su articulado la manera en que deben estructurarse y fun-
cionar el gobierno y los derechos de las personas.

Otra clasificación más que propone Loewenstein es la que llama 
ontológica, merced a la cual divide las constituciones en: normativas, 
nominales y semánticas. Las constituciones normativas son aquellas que 
efectivamente rigen en un Estado y son compartidas a cabalidad por la 
población que se reconoce en ellas. Las nominales son aquellas que, más 
que regir efectivamente la organización de un Estado, incluyen un con-
tenido más bien aspiracional, que juega un papel educativo y se plasma 
como un ideal a alcanzar. Finalmente, las constituciones semánticas son 
aquellas que no se aplican para regular el orden estatal y la comunidad 
política sino para garantizar que un grupo se mantenga en el poder de 
manera ilegítima. Siguiendo este criterio, podríamos caracterizar la cons-
titución mexicana vigente como una constitución nominal.

Cabe señalar que, al abordar el estudio de la teoría constitucional 
desde la sociología y desde la ciencia política, las relaciones entre el po-
der constituyente y el poder constituido adquieren mayor importancia, 
ya que ello nos permite entender cómo se instaura el poder constituyen-
te, capaz de crear una nueva constitución y, con ello, de establecer un 
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nuevo orden político, así como los aspectos estructurales e históricos 
que determinan la configuración del mismo. En la teoría del derecho, 
sobre todo en aquella proveniente de los autores franceses como Maurice 
Hariou o Carré de Malberg, el poder constituyente puede llegar a vincu-
larse con el poder constituido, al establecerse el llamado “poder consti-
tuyente permanente”, integrado a menudo por quienes forman parte de 
los poderes constituidos, que pueden reformar la constitución bajo cier-
tas normas especiales, diferentes a las que rigen la creación y modifica-
ción de la legislación ordinaria.

Esta idea del poder constituyente es recuperada desde una perspec-
tiva neomarxista por Antonio Negri, justamente considerando al poder 
constituyente como potencia, como energía creadora que instaura un 
nuevo orden de cosas, pero que no puede subsumirse de ninguna mane-
ra en el poder constituido.

Haciendo de cierto modo una recuperación de los planteamientos 
de Schmitt, y remitiéndose también al pensamiento de Spinoza, la idea de 
poder constituyente remite al concepto de multitud, acuñado por el pen-
sador holandés. Trazando una genealogía del poder constituyente desde 
Maquiavelo, pasando por Hobbes, Rousseau, los constitucionalistas fran-
ceses y americanos, hasta llegar a Marx, Negri se propone recuperar el 
carácter constituyente de la potencia que se deposita en los ciudadanos 
productores para crear nuevos órdenes políticos sin caer, como él dice, 
bajo el yugo de la máquina de la representación. A diferencia de los libe-
rales, no considera que un mecanismo representativo pueda asumir las 
funciones que corresponden a un poder constituyente pero, a diferencia 
de Schmitt, no considera que el poder constituyente pueda establecer un 
dominio arbitrario, sujeto a la pura voluntad. Para Negri, la multitud se 
configura en poder constituyente en la medida en que tiende a apropiar-
se de lo común para el disfrute de todos, pero esta comunidad no está 
definida de antemano, sino que puede crearse y recrearse constantemente 
en diferentes coyunturas históricas. ¿Cómo debe entenderse entonces el 
poder constituyente? Negri nos dice lo siguiente:
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Ni deber ser de la comunidad ni violencia sobre la comunidad: el poder 

constituyente nos libera de esas nociones de lo político, cambiando radi-

calmente el terreno de esa definición y trasladando lo político al terreno 

de la ontología, de la creación de ser nuevo. No hay comunidad precon-

cebida, no hay fuerza decisiva. En la definición constituyente de lo polí-

tico, la comunidad es decidida y reconstruida todos los días y la violencia 

forma parte de esa decisión y de esa reconstrucción (Negri, 2016: 47).

Negri construye un concepto de poder constituyente distinto del enfo-
que que podría denominarse trascendental, es decir, externo al ordena-
miento jurídico constitucional como lo planteaba Jellinek, así como del 
enfoque inmanente, atribuido a Kelsen, en el que el poder constituyente 
se expresa en la grundnormen, lo mismo que del enfoque instituciona-
lista desarrollado por los juristas franceses como Hauriou y Carré de 
Malberg, que subsumen la potencia creadora del poder constituyente en 
la dinámica del poder constituido.

Analizando las estructuras históricas, las ideas políticas y los mo-
delos constitucionales emanados de los procesos revolucionarios de 
1776, 1789 y 1917 en Rusia, trata de identificar cuáles fueron las nuevas 
formas institucionales que surgieron a partir de la capacidad creativa 
establecida por la multitud como un sujeto constituido por un conjunto 
plural de grupos y de individuos que emerge en la historia como poten-
cia incondicionada.

El poder constituyente en la modernidad se articulaba espacial-
mente en torno a la idea de nación, estableciendo, a partir de la llamada 
soberanía nacional, la soberanía popular, considerada esta categoría 
como un constructo propio de la modernidad burguesa, en la que la vo-
luntad soberana emergía de un sujeto único e indiferenciado: el pueblo. 
Sin embargo, con el surgimiento de la posmodernidad, en la que tiene 
lugar la formación de una gobernanza imperial articulada al proceso de 
subsunción real del trabajo y de toda la vida social junto con la naturaleza 
al capital, esta idea de poder constituyente no puede seguir siendo viable.
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Bajo el nuevo régimen de acumulación de capital que opera a par-
tir del surgimiento de la globalización, la idea de soberanía nacional ha 
sido acotada junto con los poderes de que disponen los Estados nacio-
nales, quedando subsumidos éstos bajo la órbita de la soberanía impe-
rial, una soberanía que ejerce un imperio sin imperialismo. En este 
marco, el poder constituyente sólo puede configurarse a partir de la 
confluencia de la potencia que puede poner en juego un conjunto plural 
de individuos y colectivos que se expresa en todo el espacio planetario, 
configurando una multitud que constituye una multiplicidad de suje-
tos, unidos, sin embargo, por poner adelante el interés de lo común.

Volveré más adelante sobre esta idea de la multitud como un poder 
constituyente posmoderno que propone Negri, para recomponer lo que 
él llama la crisis del poder constituyente y presentar una alternativa po-
lítica al orden capitalista global. En lo que sigue trataré de identificar 
algunos elementos que enmarcaron la promulgación de la constitución 
mexicana, así como las modificaciones que recibió a lo largo del periodo 
posrevolucionario y del ascenso del liberalismo, enfatizando las tensio-
nes entre un constitucionalismo liberal que trató de imponerse a lo lar-
go de todo el siglo xix y el constitucionalismo social que emergió al 
calor de las luchas campesinas y obreras.

LAS TENSIONES EN EL TEXTO CONSTITUCIONAL

Si bien la Constitución de 1917 fue producto del triunfo militar del ejér-
cito constitucionalista cuyo jefe principal, Venustiano Carranza, se pro-
ponía básicamente restaurar la Constitución de 1857, en la conformación 
del Congreso Constituyente hubo, sin duda, diferencias significativas, 
expresadas sobre todo en la diferencia en los contenidos del proyecto 
presentado por Carranza y el texto finalmente aprobado.

Teniendo en cuenta lo anterior, podemos decir entonces que la 
Constitución de 1917 expresa la voluntad de un poder constituyente en 
el que se reflejaban las tensiones entre un proyecto centralmente liberal, 
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que quería restituir la Constitución de 1857 y defendía la propiedad pri-
vada, y un constitucionalismo social, que puso énfasis en la propiedad 
originaria de la nación y en las demandas sociales y el laicismo. En el 
estudio que desarrolla Marván (2007: 309-347) acerca de la manera en 
que votaron los integrantes del Congreso Constituyente cada uno de los 
dictámenes señala que, salvo en la votación relativa al artículo tercero, 
donde se reveló una clara diferencia entre los llamados jacobinos y el 
bando moderado, en las demás votaciones no hubo una diferenciación 
nítida entre estos dos supuestos bandos y que, por el contrario, en varias 
votaciones hubo unanimidad, mientras que en aquellas otras en que 
hubo diferencias las votaciones no se dieron en forma homogénea, de 
forma tal que se pudiera discernir la existencia de dos grupos claramen-
te diferenciados. Sin embargo, el estudio de Marván omite hablar de la 
elaboración y discusión de un artículo central como el 27, en el que se 
definen las modalidades de la propiedad. Como se sabe, el proyecto pre-
sentado por Carranza reproducía lo establecido en el artículo 27 de la 
Constitución de 1857, en el que se reconoce ante todo la propiedad pri-
vada, dándole, sin embargo, la prerrogativa al Estado de expropiar a los 
particulares si así lo exigiera el interés público.

Varios de los diputados constituyentes se percataron de que el con-
tenido del artículo 27, tal como lo presentara en el proyecto Venustiano 
Carranza, no correspondía a las expectativas de una población que ha-
bía participado en un movimiento armado motivada en gran medida 
por la alta concentración de la propiedad de la tierra que existía en el 
país en ese momento. En tal situación, se creó una comisión especial 
para redactar otro dictamen, a la cual se agregó Andrés Molina Enríquez, 
quien redactó un texto inicial que también fue rechazado, más bien por 
la forma que por el contenido. El proyecto de dictamen fue reelaborado 
por la comisión que se había creado, y también la comisión de asuntos 
constitucionales hizo algunas modificaciones.

El mérito de Molina Enríquez consistió en incorporar al texto del 
artículo en cuestión el concepto de la propiedad originaria de la nación, 
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un concepto que, a decir de algunos estudiosos del derecho, tenía su 
antecedente en el llamado derecho de reversión, vigente durante el pe-
riodo colonial, ya que durante esta etapa, como se sabe, era la corona de 
España la que detentaba la propiedad de las tierras pertenecientes al 
reino, y tenía la facultad de asignarla a los particulares, o de revertir ese 
derecho si ello afectaba los intereses del reino en su conjunto. Lo que se 
hizo en este caso fue sustituir la idea de reino o el derecho de la monar-
quía española por “la nación” (Miranda, s. f.).

De esta manera, la redacción del artículo 27 aprobada finalmente 
se convirtió prácticamente en un nuevo paradigma del derecho de pro-
piedad, ya que supeditaba la propiedad privada al interés público. La na-
ción es la que tiene la propiedad originaria, y es esta la que les transfiere a 
los particulares el derecho de propiedad privada; ese derecho puede re-
vertirse en todo momento si así conviene al interés público. Por supuesto, 
el objetivo inmediato de tal redacción era iniciar un programa de reparto 
agrario, en un país donde hasta ese momento “el 97 por ciento de la tierra 
censada pertenecía a los hacendados y los rancheros, el total de haciendas 
era de 5, 932 y el de ranchos de 32, 577. Los pequeños propietarios po-
seían sólo el dos por ciento de las tierras censadas mientras que el uno por 
ciento se repartía entre los pueblos y las comunidades” (Córdova, 1978).

Evidentemente, Carranza y la facción que comandaba no eran in-
sensibles a esta realidad, aun cuando éste fuese un fiel representante de 
los intereses de los hacendados, clase a la que pertenecía. La promulga-
ción de la Ley Agraria del 6 de enero de 1915 es una muestra de los 
complejos acuerdos políticos que hicieron los constitucionalistas en sus 
diversas tendencias para recuperar una demanda que reivindicaban so-
bre todo los ejércitos de Villa y de Zapata. Consciente de que era nece-
sario moderar la excesiva concentración de la propiedad de la tierra y 
proceder al reparto, Carranza consideraba, sin embargo, que ello no 
debería quedar necesariamente incluido en la Constitución, sino que se 
debía mandar a la legislación secundaria, tal como había procedido al 
decretar la Ley Agraria del 6 de enero de 1915.
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La idea de la propiedad originaria de la nación contenida en el pri-
mer párrafo del artículo 27 subvierte en gran medida el pilar funda-
mental del liberalismo político anclado en el derecho de propiedad indi-
vidual, dando lugar a un constitucionalismo social que estaba sentando 
precedentes en el mundo. Ello se refuerza en párrafos subsecuentes como 
el segundo, cuando se afirma que la nación tendrá en todo momento el 
derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte 
el interés público, así como cuando se establece también que la propie-
dad originaria de la nación es inalienable e imprescriptible. En el cua-
dro siguiente podemos ver las diferencias entre lo que establecía el pri-
mer párrafo del artículo 27 en la Constitución de 1857, el proyecto de 
Carranza y la redacción final aprobada por el Constituyente de 1917.

Constitución de 1857 Proyecto de 

Carranza

Redacción original del artículo 27 de 

la Constitución de 1917

La propiedad de las 

personas no puede 

ser ocupada sin su 

consentimiento sino 

por causa de utilidad 

pública y previa 

indemnización. La 

ley determinará la 

autoridad que debe 

hacer la expropiación 

y los requisitos con 

que esta haya de 

verificarse.

La propiedad 

privada no 

puede ocuparse 

para uso pú-

blico sin previa 

indemnización.

La propiedad de las tierras y aguas 

comprendidas dentro de los límites 

del territorio nacional corresponde 

originariamente a la Nación, la cual ha 

tenido y tiene el derecho de transmitir 

el dominio de ellas a los particulares, 

constituyendo la propiedad privada.

La Nación tendrá en todo tiempo el 

derecho de imponer a la propiedad 

privada las modalidades que dicte 

el interés público, así como el de 

regular el aprovechamiento de los 

elementos naturales susceptibles de 

apropiación, para hacer una distribu-

ción equitativa de la riqueza pública y 

para cuidar de su conservación.
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Los contenidos del artículo 27, junto con los de los artículos 3 y 123, 
emergen como el sello distintivo básico de la Constitución de 1917 y 
marcaron en gran medida la vida social y política de México durante el 
régimen posrevolucionario, caracterizado como un Estado social auto-
ritario (De la Garza, 1988). Sus disposiciones sirvieron para promover el 
reparto agrario, la nacionalización de los ferrocarriles en 1937, del pe-
tróleo en 1938, la industria eléctrica en 1960 e, incluso, de la banca en 
1982, creando así diversas modalidades de propiedad: la propiedad ori-
ginaria de la nación y, derivada de ella, la propiedad privada, la propie-
dad social y la propiedad pública.

Además, en el imaginario colectivo se implantó durante mucho tiem-
po esta idea de la propiedad de la nación, que ha dado lugar a múltiples 
luchas y conflictos sociales desde la lucha por el reparto agrario, la lucha 
por los espacios urbanos y el derecho a la vivienda, hasta llegar a las 
luchas contemporáneas de resistencia contra el extractivismo empren-
dido por las empresas transnacionales.

Las diferentes reformas sufridas por estos artículos, así como las 
tendencias políticas que predominaron en cada sexenio o, como diría 
Daniel Cosío Villegas, los estilos personales de gobernar en un régimen 
político presidencialista, determinaron las particulares formas de articu-
lación entre el contenido del texto constitucional y la vida social y polí-
tica, de manera diferenciada según la región o el estado en que fijemos 
nuestra atención. En el plano nacional, fue durante los periodos de Lá-
zaro Cárdenas y Luis Echeverría que se dieron las mayores dotaciones 
de tierra a los campesinos, mientras que en Veracruz las disposiciones del 
artículo 27 dieron pie a toda una etapa de luchas agrarias en los años veinte 
del siglo pasado, durante el periodo de gobierno de Adalberto Tejeda y 
con la formación de la Liga de Comunidades Agrarias y Sindicatos 
Campesinos, con fuerte influencia comunista en sus inicios. Estas lu-
chas por el reparto agrario, legitimadas por lo establecido en el artículo 
27, se prolongarían hasta los años noventa, dando lugar, a menudo, a 
fuertes conflictos donde la violencia y el crimen hicieron su aparición. 
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Para hacer valer lo dispuesto en la Constitución, en varias ocasiones se 
tuvo que recurrir a la movilización y a la lucha armada o a la ocupación 
violenta de las tierras, así desde la Liga de Comunidades Agrarias hasta 
la Unión General de Obreros y Campesinos y el Movimiento Nacional 
de los 400 Pueblos.

El artículo 27 ha sufrido 18 reformas (Martínez y Aguilar, s. f.: 99). 
Las más destacadas son quizá: la de 1960, que dio lugar a la nacionaliza-
ción de la industria eléctrica; la de 1992, que puso fin al reparto agrario 
y fue considerada una contrarreforma, hasta la última reforma de 2013, 
enmarcada dentro de la llamada reforma energética. A pesar de todas 
estas reformas, podemos decir, sin embargo, que se mantienen vigentes 
los principios establecidos en los contenidos originales del artículo 27, 
tales como el de la propiedad originaria de la nación y la propiedad pri-
vada, el derecho de expropiación, la propiedad de la nación sobre el 
agua y los recursos naturales terrestres y marítimos, la exclusividad del 
Estado en el aprovechamiento de la energía eléctrica y nuclear, entre 
otras. A pesar de las contrarreformas que se han dado, se mantiene vi-
gente una decisión fundamental que establecieron los constituyentes de 
1917 como la de la propiedad originaria de la nación y su primacía fren-
te a la propiedad privada, cuestión que se vuelve más relevante que nun-
ca ante la desposesión que se está haciendo de los recursos naturales a 
numerosas comunidades por parte de empresarios nacionales o compa-
ñías transnacionales en esta nueva ola de neoestractivismo que caracte-
riza al capitalismo global.

De igual forma, aunque el artículo tercero ha sufrido 10 reformas, 
incluyendo la reforma de 1934 que establecía que la educación que im-
partiera el Estado sería socialista, y la de 1946 que elimina dicha dispo-
sición, hasta llegar a las reformas de 2013 relacionadas con la reforma 
educativa impulsada por Enrique Peña Nieto, tendiente a establecer 
mecanismos de evaluación del sistema educativo en su conjunto, y a la 
reforma más reciente de enero de 2016, se mantiene el carácter laico, 
obligatorio y gratuito de la educación pública.
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Por cuanto hace al artículo 123, se han ido perdiendo algunos 
derechos, sobre todo en relación con los mecanismos de jubilación y 
con el pago de pensiones, que han sido trasladados a las Administrado-
ras de Fondos para el Retiro (Afore). La reforma laboral de 2012, pro-
movida por el gobierno de Felipe Calderón, aunque no tocó la Constitu-
ción, modificó varios preceptos de la Ley Federal del Trabajo que ponen 
el acento en los mecanismos individuales de contratación de los traba-
jadores, incluyendo los llamados contratos de prueba. En la última re-
forma de febrero de 2017, se modificaron los criterios para considerar 
lícita una huelga o un paro, estableciendo, para el caso de la primera, 
que deberá buscar la “armonización de los intereses del trabajo con el 
capital”, y se desaparecieron las Juntas de Conciliación y Arbitraje per-
tenecientes a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, que serán sus-
tituidas por los Centros Estatales de Conciliación y Arbitraje, ubicados 
ahora en los gobiernos de los estados. No obstante, en el texto constitu-
cional se mantienen en esencia los derechos de los trabajadores.

La peculiar configuración del sistema político mexicano durante el 
régimen posrevolucionario, que instituyó un Estado social autoritario 
(De la Garza, 1988), con un sistema de partido hegemónico (Sartori, 
2005) apoyado en mecanismos corporativos verticales, clientelares y 
autoritarios, así como un sistema de gobierno presidencialista, en el que 
el titular del ejecutivo disponía de una serie de facultades metaconstitu-
cionales (Carpizo, 2002), derogó en los hechos muchos de estos derechos 
o los sujetó a las condiciones de negociación política que predominaran 
en cada caso, anulando con ello la existencia de un Estado de derecho. 
La anulación de estos derechos o su subordinación a los mecanismos 
corporativos y clientelares no estaba exenta del uso de la violencia, ejer-
cida especialmente sobre quienes no se supeditaran al régimen, como 
ocurría en las organizaciones campesinas y sindicales, ante las que 
eventualmente hicieron uso de la represión, el encarcelamiento y el ase-
sinato para mantener el poder. El dominio hegemónico del Partido Re-
volucionario Institucional estuvo, como sabemos, atravesado por la repre-

CienAñosdelaConstitucion.indd   66 05/04/18   9:39



67

LA CONSTITUCIÓN DE 1917 A LA LUZ DEL DERECHO GLOBAL

sión de los movimientos campesinos y sindicales independientes, tales 
como el movimiento sindical ferrocarrilero, magisterial, de trabajado-
res electricistas, del movimiento campesino encabezado por Rubén Ja-
ramillo y otros, hasta llegar a la represión de los movimientos estudian-
tiles de 1968 y 1971. Así las cosas, aunque formalmente existía la libertad 
de organización sindical, en los hechos los organismos estatales impe-
dían el registro de sindicatos que no se subordinaran a las organizacio-
nes corporativas y al partido hegemónico. Lo mismo ocurría con las 
agrupaciones campesinas y con los diversos trabajadores del Estado.

Estos mecanismos corporativos y clientelares, reforzados por meca-
nismos violentos y represivos, se complementaban con la formación de 
un sistema electoral no competitivo, en el que la simbiosis entre Estado y 
partido hegemónico anulaba las libertades y los derechos políticos bási-
cos, incluyendo la libertad de prensa, de asociación y de organización.

Con la liberalización política iniciada en 1977, sincronizada des-
pués con las reformas neoliberales que tuvieron lugar a partir de 1992, 
una vez instalado el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, estos meca-
nismos clientelares y corporativos se mantuvieron. A pesar de que en 
muchas elecciones locales empezó a darse la competencia política y sur-
gieron gobiernos de alternancia en el ámbito municipal y estatal, y de 
que la composición de la Cámara de Diputados y la Cámara de Senado-
res se volvió más plural, junto con los congresos de los estados, los me-
canismos de dominación clientelar y corporativa, que se reforzaban con 
la permanente corrupción, siguieron siendo la constante.

Una de las limitantes que tuvo el llamado proceso de transición a la 
democracia fue que éste se limitó a una reforma electoral que instauró 
reglas más equitativas de competencia política y puso fin al sistema de 
partido hegemónico, pero no se tradujo en una reforma del Estado, que 
necesariamente significaba una reforma constitucional (Olvera, 2010).

Cuestiones nodales como el sistema de justicia y la falta de inde-
pendencia del poder judicial, así como la subordinación de los poderes 
judiciales a los poderes ejecutivos en los gobiernos de los estados, blo-
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quearon la existencia de un derecho básico para los ciudadanos en un 
sistema democrático: el derecho de acceso a la justicia.

En otro orden de ideas, en agosto de 2001 tuvo lugar una reforma 
constitucional muy importante, que establecía el reconocimiento de la 
composición multicultural de la nación mexicana y los derechos de los 
pueblos originarios que habitan en el territorio mexicano. Esta reforma 
fue un reconocimiento y una respuesta parcial a la lucha emprendida 
por el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (ezln), iniciada en ene-
ro de 1994. Si bien el ezln nunca quedó satisfecho con esta reforma, en 
la medida en que sólo cumplía parcialmente con los acuerdos de San 
Andrés Larráinzar, firmados por esa organización y por representantes 
del gobierno mexicano después de un largo diálogo de paz, no cabe duda 
de que dicha reforma rompió en muchos aspectos con la doctrina cons-
titucional que había dado lugar a la promulgación de la Constitución de 
1917, que no hacía referencia a una realidad tan elemental como la exis-
tencia de numerosos pueblos originarios que hablaban una diversidad 
de lenguas y que contaban con una variedad de sistemas simbólicos y 
normativos diferentes de la cultura mestiza, incluyendo los pueblos de 
origen africano. Aunque, como en el caso de los otros derechos, se ten-
gan en el papel y no en los hechos, el reconocimiento de los derechos 
indígenas constituye un avance, por lo menos simbólico, que aún debe 
ser complementado con una visión más democrática que reconozca la 
autonomía de los pueblos originarios.

Para finalizar este apartado, es necesario hacer mención de la re-
forma constitucional que tuvo lugar en junio de 2011, mediante la cual 
se introduce el principio jurídico de reconocimiento a los derechos hu-
manos y a la protección a las personas, en consideración a todos los 
tratados internacionales que México suscriba. El reconocimiento de 
los derechos humanos y la garantía de su protección y su exigibilidad 
significan también una reforma significativa, que modifica sustancial-
mente los fundamentos jurídicos en que se asienta el derecho constitucio-
nal mexicano, que ya no se refiere únicamente a las garantías individua-
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les, sino a un concepto más amplio que, además, posibilita la extensión 
del reclamo de su cumplimiento hacia otras instancias supranacionales 
como, por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Esta reforma tuvo lugar en medio de la grave crisis de justicia que em-
pezó a agudizarse en la última década debido al incremento de la vio-
lencia y de la inseguridad, así como por la falta de cumplimiento del 
derecho de acceso a la justicia por parte del Estado mexicano.

La referencia a esta reforma nos permite conectar con el siguiente 
apartado, orientado justamente a analizar la manera en que el derecho 
global ha impactado en la constitución mexicana de 1917, ampliando los 
elementos para valorar en qué medida las decisiones fundamentales del 
texto constitucional, establecidas por el poder constituyente de 1917, 
se mantienen vigentes y hasta dónde estamos hablando de la misma 
constitución.

EMERGENCIA DEL DERECHO GLOBAL Y LA RESTRICCIÓN 
CONSTITUCIONAL A LOS DERECHOS HUMANOS  
EN MÉXICO

El proceso de globalización trajo consigo también la emergencia de un 
derecho global que, si seguimos el planteamiento de Saskia Sassen (2010), 
es producto de un nuevo ensamblaje entre el capitalismo global, el or-
den territorial y el espacio en el que se pueden ejercer los derechos por 
parte de los ciudadanos. Desde esta perspectiva, a lo largo de la historia 
del capitalismo han existido tres tipos de ensamblajes: en primer lugar, 
el ensamblaje medieval, que articulaba el capitalismo con formas de 
dominio híbrido en el que se combinaba la existencia de soberanías 
fragmentadas con la formación de ciudades-Estado mercantiles, en las 
cuales ejercían un conjunto de derechos los habitantes del burgo. Más 
adelante, con el surgimiento de los Estados-nación, el capitalismo se 
combinó con el control territorial ejercido por un sistema internacional 
de Estados que centralizó el poder, la extracción de recursos fiscales y la 
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formación de un ejército encargado de defender el control soberano de 
los territorios y de las poblaciones. Era este el marco en el que, quienes 
tenían el derecho de ciudadanía, podían ejercer las prerrogativas que les 
daba este derecho, así como las respectivas obligaciones. Finalmente, 
con el surgimiento de la globalización, tenemos un nuevo tipo de en-
samblaje donde el Estado-nación, sin desaparecer, refuncionaliza su pa-
pel en el marco de un capitalismo global que da lugar a la formación de 
un conjunto de instituciones supranacionales que asumen algunas fun-
ciones anteriormente asignadas al Estado, al tiempo que los niveles sub-
nacionales adquieren nuevas atribuciones. Los espacios donde pueden 
ser reclamados los derechos, además del Estado, son ahora también ins-
tituciones internacionales como el Tribunal de La Haya, la Corte Penal 
Internacional o la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, por 
citar algunas.

Para Gunther Teubner (1996), este derecho global puede conside-
rarse como un subsistema autopoiético, que se acopla estructuralmente 
con el sistema económico global. El derecho global se distingue de los 
sistemas jurídicos nacionales en que no requiere de la sanción que pu-
diese fijar un orden coactivo estatal de alcance mundial, sino que se fun-
damenta a sí mismo, sobre todo en lo que tiene que ver con el caso de la 
llamada lex mercatoria, que regula el cumplimiento de los contratos entre 
las distintas corporaciones y firmas que intervienen en el mercado mun-
dial. Si bien este derecho mercantil global puede ser altamente contin-
gente, la fiabilidad en el cumplimiento de los contratos funciona como 
una fuente de selección temporal, capaz de replicarse y de estabilizar al 
nuevo orden jurídico, además de que existe una serie de tribunales mer-
cantiles que dirime los litigios entre las diferentes compañías o indivi-
duos, que a menudo pasan por encima de la normatividad de los distintos 
Estados o, incluso, pueden obligar a los Estados a garantizar el cumpli-
miento de los contratos establecidos en el mercado mundial.

De acuerdo con Volkmar Gessner (2010), además de la lex merca-
toria y de los órdenes normativos de las empresas globales, existen otras 
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normas de alcance global o transnacional, como los sistemas normati-
vos generados por las organizaciones religiosas, el derecho deportivo, la 
existencia de la corte internacional de La Haya, así como el soft law ge-
nerado en las instituciones supranacionales como la onu, la Comuni-
dad Europea, la oea y otras. Toda esta gama de normas transnacionales 
a menudo se superpone con el derecho estatal y con otros sistemas nor-
mativos, creando complejos sistemas jurídicos de carácter híbrido. 
Pero, sin duda, además del peso creciente de la llamada lex mercatoria, 
el otro fenómeno que asume un carácter global es el reconocimiento de 
los derechos humanos por parte de los diversos Estados. Dicho recono-
cimiento, validado a partir de la firma de un conjunto de tratados e intro-
ducido en los propios textos constitucionales como en el caso mexicano, 
amplía el universo jurídico, relocalizando el papel de las constituciones 
nacionales en un marco de alcance más amplio que cuestiona el concep-
to de soberanía nacional, pues ahí donde se violen o no se garanticen los 
derechos humanos, existe la posibilidad de intervención de otras ins-
tancias supranacionales, como la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos y, en última instancia, la de la propia Organización de las Nacio-
nes Unidas.

Ello va de la mano con el incremento exponencial de los procesos 
migratorios y sus repercusiones en torno a los conflictos jurisdicciona-
les, en relación con los aspectos laborales, los derechos culturales y el 
conflicto entre las normas establecidas a partir del reconocimiento de los 
derechos humanos y de la libertad de creencias religiosas, temas todos 
ellos que están a la orden del día en diversas latitudes y que impactan 
significativamente en la cultura de la legalidad que asumen las personas 
que se encuentran sometidas a la existencia de una pluralidad de órdenes 
jurídicos. Surgen así nuevos reclamos; por ejemplo, los relativos a un 
derecho de ciudadanía mundial o flexible (Ong, 1999), argumentando 
que si un migrante contribuye con su trabajo a la creación de riqueza en 
el país que lo acoge, bien debería tener el derecho de ciudadanía y la po-
sibilidad de ejercer derechos políticos en ese ámbito territorial.
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Asimismo, tiene una serie de implicaciones en relación con los de-
rechos de los migrantes que están de paso en ruta hacia otro país; Méxi-
co es un caso central, vinculado con los migrantes centroamericanos y 
de otras latitudes que buscan alcanzar la frontera con Estados Unidos.

Volviendo a las normas que impone la llamada lex mercatoria, po-
demos decir que ésta rige en gran medida también en los tratados co-
merciales internacionales. La expresión más concreta de este fenómeno 
es, sin duda, la existencia de los tratados comerciales como el Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (tlcan o nafta, por sus siglas en 
inglés), que establece una serie de derechos y obligaciones para los tres 
Estados firmantes, así como para las empresas y para las personas.

Si bien en el interior del gremio de los juristas existe una discusión 
en cuanto a las relaciones entre el derecho interno de los Estados y el 
derecho internacional, en el que algunos otorgan prioridad al primero y 
otros al segundo, mientras que algunos Estados asumen un criterio de 
predominio del derecho interno regido por la constitución, y otros, 
como Guatemala, asumen la prioridad del derecho internacional, so-
bre todo en lo relacionado con los derechos humanos, en la práctica se 
viene imponiendo cada vez más un predominio del derecho global, sobre 
todo ahí donde los Estados vulneran los derechos de los ciudadanos o 
se incumple algún contrato económico. En efecto, entre los juristas mexi-
canos parece haber un consenso en darle prioridad a la legislación in-
terna y asumir una concepción soberanista, en la que tienen prioridad 
las disposiciones constitucionales, por encima de los tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos. Si bien se acepta que las dis-
posiciones establecidas en algunos tratados internacionales tienen prio-
ridad sobre las leyes secundarias mexicanas, no sucede así en lo referido 
a las normas constitucionales mexicanas. Al respecto, los juristas y ope-
radores jurídicos, sobre todo la mayoría de los que integran la Suprema 
Corte de Justicia, han asumido una actitud conservadora, evidenciada 
en la discusión del expediente Varios 1396/2011, interpuesta por Valen-
tina Rosenda Cantú, quien había sido víctima de tortura y de violación 
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por miembros del ejército mexicano. En dicho expediente se solicitaba 
que se sometiera a valoración la sentencia condenatoria del Estado 
mexicano, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
ante lo cual, la primera medida que tomó el pleno de la Suprema Corte 
fue analizar la correspondencia de los contenidos de la Convención 
Americana de Derechos Humanos respecto a las normas constitucio-
nales. Recientemente, la Suprema Corte de Justicia determinó que “En 
materia de derechos humanos, los tratados internacionales suscritos 
por nuestro país tienen el mismo nivel que la constitución mexicana” 
(González, 2009). Sin embargo, para los juristas progresistas, dicha sen-
tencia, junto con otras, ha venido configurando una restricción consti-
tucional a los derechos humanos (Cossío, Mejía y Rojas, 2015). Así las 
cosas, también en materia de derechos humanos, en relación con el de-
recho global, el constitucionalismo mexicano viene asumiendo una 
postura conservadora, que contribuye a obstaculizar la formación de 
un Estado Democrático de Derecho. Las diversas declaraciones, trata-
dos o instrumentos firmados por México en materia de derechos huma-
nos sin duda contribuyen a reforzar la protección de las personas y a pro-
mover la constitución de un mundo donde haya mayor igualdad, se 
respeten las diferencias y se eleve la calidad de vida, en especial de quie-
nes viven en condiciones de vulnerabilidad.

Por otra parte, México ha firmado diversos tratados de libre co-
mercio, de integración comercial o de cooperación económica, tales 
como el ya mencionado tlcan, además de otros tratados con Colom-
bia, Costa Rica, Nicaragua, Chile, la Unión Europea, Israel, el llamado 
Triángulo del Norte (Guatemala, El Salvador y Honduras), Uruguay, la 
Asociación Europea de Libre Comercio (Islandia, Liechtenstein, No-
ruega y Suiza), Japón y Perú.

Todos estos tratados forman parte de una tendencia consolidada 
hacia la integración económica mundial, en la que se comparten los 
riesgos, aunque en la actualidad esta integración se da en condiciones 
extremadamente desiguales (Piketty, 2014). La globalización en curso, 
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lejos de propiciar el mejoramiento económico de la población mundial, 
ha intensificado las desigualdades y ha distribuido los riesgos y las opor-
tunidades de forma bastante asimétrica.

A la hora de hacer el balance de los logros y de los costos de la glo-
balización, diversos autores han sostenido la necesidad de establecer un 
conjunto de regulaciones que ponga énfasis en los derechos de las per-
sonas y en la conformación de organismos globales que se encarguen de 
vigilar y de asegurar el cumplimiento de tales derechos, utilizando me-
canismos democráticos para su integración. Se ha llegado a plantear, 
incluso, la necesidad de crear una constitución global, que tendría la 
característica de ser una constitución sin Estado. Desde el punto de vis-
ta de autores como Habermas (2006), Held y McGrew (2003) o Cohen 
(2012), la globalización no puede reducirse a una integración económi-
ca sometida únicamente a las fuerzas del libre mercado. Si ha de existir 
un mercado global y un conjunto de instituciones encargadas de regu-
lar el intercambio económico, deben crearse también instituciones en 
las que se pueda ejercer el derecho de ciudadanía global y establecer 
democráticamente un conjunto de regulaciones para enfrentar los ries-
gos que conlleva la globalización. Problemas como la protección de los 
derechos humanos, la extrema desigualdad económica, las políticas para 
enfrentar el cambio climático, la discriminación racial y cultural, el im-
pacto de los cambios científicos y tecnológicos en la vida social y en las 
personas deben ser abordados por un organismo que tenga el respaldo 
de todos los ciudadanos en el mundo. Algunos autores, como Held (2003) 
y Falk (2014), apuestan por la construcción de un gobierno mundial, 
diseñando un conjunto de instituciones en las que tendría prioridad la 
representación ciudadana por encima de la representación de los Esta-
dos. La nueva arquitectura global de una gobernanza democrática pa-
saría por una reforma integral de la Organización de las Naciones Uni-
das para eliminar el monopolio que ejercen las principales potencias en 
la integración del consejo de seguridad, democratizando su integración 
y su funcionamiento. Por otra parte, se propone la creación de un orga-
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nismo supervisor de las principales instituciones internacionales con-
formado por una representación ciudadana a escala global, cuyas reso-
luciones progresivamente irían adoptando un carácter vinculante, es 
decir, una especie de gobierno mundial. Otros estudiosos del derecho y 
de las relaciones internacionales, como Habermas y Cohen, abogan más 
bien por la formación de una constitución global, en la que se reformen 
también en un sentido democrático las instituciones internacionales y 
se complemente la representación de los estados con la representación 
ciudadana.

En ese orden de ideas, las constituciones nacionales poco a poco se 
irían articulando en torno a un constitucionalismo global que tuviera 
como fundamento el principio regulativo de los derechos humanos, en-
tendidos, si se quiere, en una clave multicultural, como propone Boa-
ventura de Souza Santos (2009), quien ha venido jugando un papel rele-
vante en los últimos años, tanto en el ámbito académico al proponer 
una teoría crítica posmoderna que recupere las epistemologías del sur, 
como en el ámbito político al impulsar, junto con otros autores latinoa-
mericanos, la idea de un nuevo constitucionalismo.

NUEVO CONSTITUCIONALISMO Y CONSTITUCIONALISMO 
DEMOCRÁTICO

En el seno de la teoría del derecho y en el marco del constitucionalismo 
moderno, podríamos hablar de una serie de etapas o de modelos cons-
titucionales que se han elaborado para diseñar la configuración del or-
den político. En un primer momento surgió el constitucionalismo libe-
ral, que se propuso simplemente garantizar que el Estado tuviera como 
límite de su actuación el respeto a los derechos del individuo. En otra 
vertiente, de tinte más bien conservador, se hacía referencia al constitu-
cionalismo orientado exclusivamente a la construcción de un Estado de 
derecho, sin poner énfasis en la legitimidad democrática del orden jurí-
dico construido. Más tarde, como veíamos en el caso de la constitución 
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mexicana, hace su aparición el constitucionalismo social que, además 
de garantizar el respeto y la protección de los derechos del individuo, se 
propuso garantizar una serie de derechos sociales que contribuyera a 
reducir las desigualdades propiciadas por una distribución injusta de 
la riqueza que, además, impedía el disfrute de los derechos ciudadanos. 
A partir del último tercio del siglo xx, siguiendo a Pastor y Martínez (2011), 
hizo su aparición un nuevo enfoque llamado simplemente neoconstitu-
cionalismo, cuyo principal objetivo era asegurarse de que el conjunto del 
ordenamiento jurídico estuviese basado en los lineamientos constitucio-
nales elaborados a partir de procedimientos democráticos. Este neoconsti-
tucionalismo, cuyo principal ejemplo residiría en las constituciones es-
pañola y brasileña que fueron promulgadas como punto culminante del 
proceso de transición democrática que vivieron cada uno de los países, 
es diferente del llamado nuevo constitucionalismo latinoamericano que, 
en palabras de los autores citados

… reivindica el carácter revolucionario del constitucionalismo democrá-

tico, dotándolo de mecanismos que puedan hacerlo más útil para la eman-

cipación y avance de los pueblos, al concebir la constitución como mandato 

directo del poder constituyente y, en consecuencia, fundamento último 

de la razón de ser del poder constituido (Viciano y Martínez, 2011: 7).

El término de Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano se utiliza 
para referirse sobre todo a las constituciones venezolana de 1999, ecuato-
riana de 2008 y boliviana de 2009, si bien para Viciano Pastor y Martínez 
Dalmau, la constitución colombiana de 1991-1992 contiene ya algunos 
elementos de ese nuevo constitucionalismo.

Los elementos formales que caracterizarían a ese nuevo constitu-
cionalismo, a decir de los autores hasta ahora citados, serían los siguien-
tes: su contenido innovador, la extensión y amplitud del articulado y del 
texto, la conjugación de elementos técnicamente complejos con un len-
guaje asequible y la apuesta por la activación del poder constituyente del 
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pueblo ante cualquier cambio constitucional; es decir, la apuesta por una 
constitución rígida (Viciano y Martínez, 2011: 15).

Ante todo, el nuevo constitucionalismo se propuso establecer un 
conjunto de derechos sociales que contribuyera a la construcción de 
una sociedad más igualitaria, tratando de empoderar a los más débiles, 
junto con la institucionalización de mecanismos de participación demo-
crática que aseguraran la legitimidad democrática del texto constitu-
cional, si bien ha recibido la crítica de parte de algunos, por imprimir en 
las constituciones más bien una suerte de principismo, antes que reglas 
que establezcan disposiciones claras para la regulación social.

Común a las constituciones comprendidas dentro de esta tenden-
cia es el papel que se le otorga al poder constituyente, formado a partir 
de la participación de todo el cuerpo electoral, y la ruptura con el cons-
titucionalismo débil, tratando de asegurar en todo momento la supre-
macía de la constitución. Así, la constitución colombiana de 1991-1992 
constitucionalizó las llamadas formas de participación democrática. En 
Ecuador, la constitución de 1998 instituyó el llamado gobierno partici-
pativo, mientras que las democracias de Venezuela y Bolivia denomina-
ron a esta modalidad como democracia participativa. La constitución 
ecuatoriana de 2008 estableció la figura de la participación en democra-
cia. Todas estas constituciones instituyeron un conjunto amplio de dere-
chos, tanto individuales como colectivos, incluyendo, en el caso de la cons-
titución ecuatoriana, los llamados derechos de la naturaleza o de la 
Pacha Mama, establecidos en su artículo 71. Por otra parte, para el caso 
de Bolivia, destaca la afirmación del carácter plurinacional de la nación 
y del Estado boliviano, expresado en disposiciones específicas como la 
integración del Tribunal Constitucional Plurinacional que debe tener 
obligatoriamente una representación indígena.

Desde la perspectiva de quienes son partidarios más bien de un 
Modelo Democrático Constitucional, el establecimiento de normas cons-
titucionales que obedezcan a una concepción intercultural y compleja 
es bastante riesgoso, ya que no ofrecen certeza jurídica debido a que su 
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aplicabilidad queda demasiado expuesta al trabajo que hagan los intér-
pretes. De esta manera, dice Salazar Ugarte, estas normas constitucio-
nales innovadoras ganan en originalidad, pero pierden en seguridad 
jurídica. Los contenidos del texto constitucional enmarcados en esta 
corriente tienen sin duda un valor jurídico pero, sobre todo, se caracteri-
zan por una sobresignificación de carácter político. Dice Salazar Ugarte:

En su dimensión política (y en cierto sentido extraconstitucional), enton-

ces, el ncl sería expresión de una tradición teórica coherente: aquella que, 

contra el constitucionalismo conservador (elitista en política, perfeccio-

nista en moral) y guardando sus distancias del constitucionalismo liberal 

(antiestatista en política, defensor de frenos y contrapesos y neutral en 

materia moral), se reconecta con el constitucionalismo radical (mayorista 

en política, populista en términos de moralidad) (Salazar, s. f.: 368).

En efecto, una de las críticas que pesan sobre las fórmulas del llamado 
Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano es su complejidad y la 
mezcla de un conjunto de tradiciones teóricas y doctrinales que recoge 
tanto algunos principios de orden liberal como otros de carácter socia-
lista, mezclados con concepciones comunitarias y ecologistas. Este abi-
garramiento conceptual da lugar al fortalecimiento de los órganos en-
cargados del control constitucional, que tienen la función de interpretar 
la constitución, minando con ello, paradójicamente, el peso de los me-
canismos de participación popular. Asimismo, al establecer un modelo 
de constitución rígida, en el que sólo puede reformarse la constitución 
con la realización de referéndums o plebiscitos, se fortalece también el 
papel de quienes detentan el poder ejecutivo. Para quienes son críticos 
de este constitucionalismo mestizo, como lo llama Salazar Ugarte, el 
Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano favorece la formación de 
gobiernos populistas, en los que se intensifica la presencia del Estado y 
el precio de los logros en materia de igualdad se suele pagar con la pér-
dida de algunos derechos y libertades individuales básicas.
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Es parcialmente correcto señalar que el llamado Nuevo Constitu-
cionalismo Latinoamericano se dio en el marco de la construcción de 
los llamados regímenes populistas, entendido este término no en su 
carácter peyorativo, tal como lo conceptualizan la prensa y los políti-
cos y pensadores de derecha, sino como una forma de gobierno que man-
tiene una tensión entre los principios de la concepción liberal de la 
democracia y el papel redistribuidor del Estado, en el que se da básica-
mente una relación directa entre las masas populares y quien detenta el 
poder ejecutivo.

El populismo –dice Maristella Svampa– debe ser entendido “como 
un fenómeno complejo en el que coexisten dos tendencias contradicto-
rias: la ruptura fundacional (que da paso a la inclusión de lo excluido) 
pero también la pretensión hegemónica de pretender representar a la 
comunidad como un todo” (Svampa, 2017: 54).

En efecto, más allá de las concepciones peyorativas de populismo 
que circulan en la prensa y en la academia, el populismo mantiene esa 
tensión entre elementos democráticos y no democráticos. Particularmen-
te el populismo que ha tenido lugar en Venezuela (antes de la muerte de 
Chávez), en Bolivia y en Ecuador articuló un conjunto de políticas inclu-
sivas y redistributivas expresadas como derechos constitucionales, con 
una alianza con el capitalismo global, expresada en el boom del neoes-
tractivismo y en el peso de las llamadas commodities. Su viabilidad, 
como se ha hecho patente en el caso de Venezuela, depende en gran 
proporción de la demanda del mercado global y de los precios de los pro-
ductos agrícolas, mineros y del petróleo.

Pero más allá de estos límites que establece la peculiar inserción de 
esos países en el capitalismo mundial, queda ver si los derechos que cons-
titucionalizaron estos regímenes son válidos y si configuran una matriz 
identitaria que pueda servir para orientar un proyecto político emanci-
patorio con fundamentos democráticos.

Existe un empalme entre los planteamientos de Antonio Negri, 
que insiste en la necesidad de conformar un nuevo poder constituyente 
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de alcance global que se reafirme en tanto la multitud está integrada 
por ciudadanos-productores que detentan la soberanía, no solamente 
en su calidad de portadores de derechos políticos, aunque ello es im-
portante, sino en tanto que generadores de la riqueza y de la produc-
ción de bienes que disfruta el común, con las demandas y los derechos 
establecidos por el nuevo constitucionalismo. La arquitectura comple-
ja que caracteriza a la nueva gobernanza global ejercida por un imperio 
sin imperialismo requiere de un proyecto político que incluya, al mis-
mo tiempo que trascienda, el ámbito nacional. En este sentido, la pro-
puesta de Hardt y de Negri, en su trilogía publicada hasta ahora, va más 
allá del constitucionalismo global propuesto por Habermas y por Held, 
en tanto se trata no solamente de reformar las instituciones que ejercen 
funciones de gobierno global y de extender los derechos de ciudadanía, 
sino de que se institucionalice la propiedad de los bienes que deben 
pertenecer al común: así el agua como los bosques, la riqueza produci-
da por el trabajo tanto material como inmaterial, la información y el 
conocimiento, y demás. En esa tesitura, si bien el nuevo poder consti-
tuyente debe orientarse a la transformación de la global governance, 
ello no significa que las constituciones nacionales dejen de ser impor-
tantes, en tanto los Estados-nación aún ejercen soberanía sobre mu-
chos bienes, entre ellos la tierra y los bienes que contiene que deben ser 
patrimonio común. Los derechos instaurados por el nuevo constitu-
cionalismo latinoamericano, si bien complejos y difíciles de hacer exi-
gibles y efectivos algunos de ellos, mantienen su vigencia, bajo la con-
dición de no suprimir nunca las libertades políticas básicas, como 
ocurre actualmente en Venezuela.

En esta perspectiva, se requiere en México la formación de un nuevo 
poder constituyente orientado a elaborar una nueva constitución que 
regule los mecanismos de convivencia política, el funcionamiento de los 
poderes y la institucionalización de nuevos derechos, asumiendo plena-
mente aquellos que se hayan alcanzado en el plano global y que mejoren 
las condiciones de las personas. Paradójicamente, las decisiones funda-
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mentales instauradas por la Constitución de 1917, como los contenidos 
de los dos primeros párrafos del artículo 27, el artículo tercero y el 123, 
siguen vigentes y tienen un horizonte de expectativas que se abre aún al 
futuro. Lo mismo sucede con el reconocimiento de México como una 
nación pluricultural y con el reconocimiento de los derechos humanos 
como parámetro básico para cualquier reforma constitucional o dispo-
sición legislativa. Junto a ellos deben hacerse realidad los principios de 
un Estado democrático de derecho, en el que se garanticen las libertades 
políticas y derechos como el acceso a la justicia, junto con la rendición 
de cuentas y la transparencia.

Una nueva constitución, que responda a los intereses de los ciuda-
danos productores, debería en el presente hacerse eco de las demandas 
que se han planteado para crear un impuesto al capital (Piketty, 2014), 
con el objetivo de redistribuir la riqueza y eliminar la dinámica que 
impone la desproporción entre el crecimiento económico general y el 
crecimiento del capital. Asimismo, debería incluir medidas relaciona-
das con el cambio climático, reconocer la ciudadanía de quienes traba-
jan en el país y reconocer y hacer cumplir los derechos de los migrantes 
que están de paso. Por lo tanto: un nuevo poder constituyente tendrá que 
considerar las relaciones entre lo nacional y lo global, tratar de cons-
truir una ciudadanía global y mantener un control de lo común, a partir 
de una adecuada representación y de formas de democracia directa y 
participativa que acoten el monopolio que tienen los partidos en el ac-
ceso al poder político, considerando como principios básicos de la jus-
ticia la redistribución, el reconocimiento y la representación. Se pueden 
armonizar estos derechos que demandan ciertamente una arquitectura 
constitucional compleja, sin producir necesariamente un ornitorrinco 
jurídico, a partir, por supuesto, del diálogo y de la deliberación racional, 
empujados por la fuerza de un nuevo poder constituyente que no sólo 
trate de conquistar nuevos derechos, sino que construya también una 
nueva cultura de la legalidad.
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LA IRREMEDIABLE MUTABILIDAD DEL DISCURSO 
CONSTITUCIONAL. EL CASO DE LA CONSTRUCCIÓN 

POLÍTICA DEL PUEBLO

Ernesto Treviño Ronzón1

Y, como siempre, la coherencia en la contradicción expresa la fuerza 

de un deseo.

Jacques Derrida, La escritura y la diferencia.

PRESENTACIÓN: PREGUNTAS AL DISCURSO 
CONSTITUCIONAL

La historia de la Constitución mexicana es en buena medida la 
historia de sus cambios. En 2017, el texto constitucional cumplió cien 
años de haber sido promulgado y, como otros, tiene entre sus caracterís-
ticas básicas que se ha modificado reiteradamente desde el momento de 
su publicación. En cierto sentido, la constitución actual de México es y 
no es aquella que se debatió arduamente entre finales de 1916 e inicios 
de 1917, y que se publicó aquel conmemorado 5 de febrero.2 Y esto debe 
ser motivo de diferentes reflexiones.

A diferencia de otros documentos reglamentarios que cambian 
constantemente por razones como la armonización normativa o los cam-
bios en los regímenes políticos, dado que la constitución cumple una 
función básica en la configuración social y política de México, su carác-

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana. 
2	� La manufactura de la Constitución, los debates que tuvieron lugar durante su 

diseño, los temas incluidos y excluidos han sido objeto de constantes reflexiones, 
aunque poco conocidas más allá del círculo de interesados en la historia del momento. 
Una muy interesante reflexión y análisis sobre esa dinámica de configuración está 
en Marván (2017).
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ter abierto, es decir, modificable debe tomarse con la mayor atención, 
puesto que gracias a él es posible rastrear diferentes pugnas de época. 
Esto, a su vez, tiene implicaciones exponenciales para diversas dimen-
siones de la vida del país, que se hacen particularmente claras si se ana-
lizan a la luz de las variaciones contextuales que de una forma u otra 
inciden en su continuidad y en sus cambios.

En este marco, el objetivo de este escrito es explorar la apertura de 
la constitución mexicana a través de la noción de ambigüedad discursi-
va, recuperada del campo del análisis del discurso y que aquí será usada 
para reflexionar sobre la coherencia interna, sobre las modificaciones, 
sobre los silencios y sobre las disputas en torno a la Constitución. Aun-
que el carácter ambiguo de ciertos discursos plasmados en escritos, en 
expresiones orales, gestuales o audiovisuales, de carácter cultural, polí-
tico o artístico es objeto de análisis en diferentes disciplinas sociales y 
humanas, su recuperación para el estudio de documentos como la cons-
titución de México es en realidad escaso.

Es pertinente recordar que, desde hace algunos años, en México se 
transita por un momento histórico en el que la conversación pública 
sobre la Constitución ha puesto de relieve su importancia, pero también 
la necesidad de mejorarla, de corregirla y hasta de crear una nueva, más 
pertinente a las actuales condiciones nacionales e internacionales. En 
este contexto, este capítulo ofrece un ejercicio que puede abonar a la re-
flexión colectiva sobre el estado actual del texto constitucional, al mostrar 
la tensión permanente entre el intento por precisar asuntos fundamenta-
les de la vida nacional y la inexorable falibilidad de tal intento.

Se mostrará cómo, si bien a través del tiempo se habría buscado 
dotar a la Constitución de claridad y de alcance, al mismo tiempo se ha 
“fallado” constantemente –voluntaria o involuntariamente– en ello, al 
dejar en la imprecisión, en la contradicción y, en su caso, en el silencio 
asuntos clave que incluyen la soberanía y la función de los ciudadanos 
en la construcción de la democracia. Se mostrará también que el trata-
miento de esta falla en la integración de la Constitución incluye compo-
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nentes que escapan a la mera capacidad comunicativa de un documen-
to, por lo que la aspiración de crear una nueva constitución enfrenta 
una limitante intrínseca que diferentes corrientes de análisis del discur-
so nos han mostrado: la apertura necesaria y permanente de todo texto.

Para dar cuenta de las características del discurso constitucional 
arriba señaladas y de sus implicaciones, se ha elegido desarrollar el ejer-
cicio de análisis focalizando una noción, una entre muchas de las dispo-
nibles: el pueblo. Por supuesto, no se trata de una elección casual, pues 
mucho antes de la redacción de la Constitución de 1917 la palabra pue-
blo estaba presente en el discurso constitucional, y a lo largo del siglo xx 
ha mantenido su protagonismo. El pueblo ha tenido una función intere-
sante en los discursos políticos; “sirve” como marcador de diferencia-
ción, sirve también como referente para producir inclusión y exclusión, 
sirve para decir mucho y nada a la vez. Para poder lograr esto, el pueblo 
se construye discursivamente según el contexto pero, como veremos, en 
el caso del discurso constitucional, esta construcción fue relativamente 
estable hasta la última parte del siglo xx con la irrupción política de la 
noción de pueblos indígenas.

Al momento de escribir estas páginas, en la segunda década del 
siglo xxi, en el marco de las recientes disputas por la democracia, los 
neonacionalismos, los populismos y las nuevas identidades colectivas, 
el pueblo se encuentra en una de sus etapas de revisión más intensas. De 
tal forma que preguntar por la función del pueblo, por cómo se lo cons-
truye políticamente en un documento que tiene más de cien años de 
vida, puede ser útil no sólo a los propósitos de un trabajo explicativo, 
sino también como un ejercicio de “sincronía” con algunos de los deba-
tes actuales en materia de política y de democracia.

Se debe dejar claro de inmediato y con insistencia que el carácter 
inacabado y falible de la Constitución no será tratado aquí como un 
defecto que podría ser corregido de una vez para siempre. A partir del 
marco teórico y metodológico que aportan diferentes corrientes de aná-
lisis del discurso, se sostendrá que, si bien es posible que un documento 
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como la Constitución muestre mayor o menor consistencia interna, cla-
ridad o precisión, no puede ser corregido en el sentido de que de él se 
pueda erradicar el carácter abierto de sus significados, la ambigüedad y, 
en todo caso, la disputa por sus contenidos y por sus alcances. Como lo 
habría mostrado Wittgenstein (1999), la perfección de un documento es 
una imposibilidad ontológica, mientras que, en términos políticos, se-
ría indeseable siquiera pensar en tener documentos perfectos. Pensar en 
esos términos sería equivalente a intentar imaginar el fin de la diferen-
cia. Se argumentará más sobre este punto adelante en la exposición.

El orden de la presentación es el siguiente. Primeramente, se 
expondrán algunos aspectos contextuales sobre el debate del estado ac-
tual de la Constitución mexicana. Se hará énfasis en su proceso de cam-
bio y en algunos de los cuestionamientos más críticos hacia ella. Intere-
sa en particular situar aquellos que pueden ayudar a mostrar el marco 
de referencia que encuadra la discusión en este escrito. En una segunda 
instancia, se presentará el ejercicio de análisis acerca de la noción de 
pueblo que en esta exposición tendrá el estatus de un sujeto del discurso 
constitucional.

Antes de entrar a la discusión, es pertinente recordar que la cons-
titución de un país como México es una superficie de inscripción de 
algunas de las mayores preocupaciones, de algunas de las luchas y de al-
gunas de las aspiraciones más importantes de sus habitantes. Por ello, 
debe ser analizada desde diferentes ángulos; es importante hacerle tan-
tas preguntas como sea necesario, si bien las respuestas pueden llegar a 
ser repetitivas, frustrantes o, posiblemente, inexistentes.

Algunas preguntas son elementales: tienen que ver con el sentido y 
el alcance de los artículos, de los debates que hay detrás de ellos. Otras 
son de orden meta-discursivo y tienen que ver más bien con el sentido 
de un documento, con cómo éste se inserta en el ordenamiento político 
de una sociedad como la mexicana, y se pueden ejemplificar con algu-
nas como: ¿qué es una constitución y por qué es necesaria? ¿Cómo nues-
tra constitución llegó a ser lo que es hoy?
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La tachadura en las palabras anteriores no es un descuido tipográfico. 
El pensador francés Jacques Derrida (1994) introdujo el uso de “borra-
mientos” o tachaduras sobre palabras que deberían tomarse con cuidado, 
de las cuales se debe sospechar porque pueden estar sedimentadas por 
efecto de uso o por considerárseles “autoevidentes”, es decir, con una clari-
dad engañosamente intrínseca. Estas no son preguntas ociosas, son pre-
guntas ontológicas, sobre el ser que atribuimos a las cosas en nuestras so-
ciedades, y sobre ellas hay que volver de cuando en cuando para no dar por 
sentado su origen, su alcance, sus limitaciones. Un momento como los cien 
años de la promulgación de la Constitución de 1917 es propicio para ellas.

ALGUNOS RASGOS DEL DEBATE RECIENTE SOBRE  
LA CONSTITUCIÓN: CAMBIO E INSATISFACCIÓN

La Constitución de México es muchas cosas al mismo tiempo. Es por prin-
cipio de cuentas un documento, pero no uno cualquiera, sino uno tejido 
en una inmensa red de relaciones políticas, culturales e históricas. En 
este sentido, la Constitución es también una síntesis de varias historias 
de cambio, es una superficie de inscripción de aspiraciones, de disputas, de 
frustraciones y de muchas insatisfacciones. Desde que fue presentada 
como resultado de la convocatoria carrancista y del trabajo del Congreso 
Constituyente de Querétaro entre 1916 y 1917 hasta la fecha, la Consti-
tución Política es uno de los documentos de referencia básica para en-
tender el México pre y posrevolucionario, en términos de procesos de 
cambio sutil, de ruptura y de continuidad.

Los estudios constitucionales son un campo de conocimiento cons-
truido en buena medida en torno al largo ciclo histórico iniciado hace 
más de cien años. Entre los aspectos que mayor atención han recibido 
en este tiempo están cómo la Constitución y sus cambios alcanzan a 
reflejar las convicciones, las exigencias, las demandas vividas en México 
y en sus entornos políticos, culturales, económicos o sociales, en la es-
cala local, regional o internacional.
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Por todo lo anterior, la Constitución de 1917 marca el momento de 
irrupción de un género discursivo3 en México: el género de los textos 
constitucionales. A partir de ella se comienzan a revisar y a reubicar 
históricamente las constituciones previas y a generar nuevas versiones 
de ella misma. Además, con ella comenzaron a generarse toda una 
gama de normatividades y de leyes secundarias que la tienen como re-
ferencia. En este sentido, la misma Constitución ayuda a la creación de 
un gran campo discursivo, compartido por miles de actores que inte-
ractúan en torno a ella, a través de discusiones y de acciones sobre qué 
es y cómo debe funcionar el ejercicio de los poderes, de las libertades, de 
las responsabilidades y de los derechos en México.

EL CAMBIO COMO RASGO DISCURSIVO

En este escrito se trabaja con una noción no estructuralista de discurso. 
Esto quiere decir, en términos simples, que por discurso se entenderá 
todo aquello que en el mundo social es productor o conductor de signi-
ficados. La producción y puesta en juego de significados se da a través 
de soportes como el lenguaje escrito y el hablado, pero también a través de 
imágenes fijas o en movimiento, de gestos, de edificaciones; también a 
través del arte y de la música. Un rasgo de todo discurso es que presu-
pone la existencia de estructuras significantes que cambian permanen-
temente.4 Los discursos cambian en el tiempo aunque no lo notemos, y 
casi siempre lo hacen sobre la base de discursos previos, de los cuales 

3	� Aquí se hace referencia con cierta libertad a la noción introducida por Bajtín (1999): 
los géneros como enunciados o textos que se parecen en estructura, contenido temá-
tico, composición.

4	� Hay diversas escuelas y corrientes de análisis de discurso que se apoyan a su vez en 
muy variadas metodologías. Los estudios de textos constitucionales han recurrido 
en algunos casos a metodologías estructuralistas-cuantitativas. En el caso de este 
escrito, la aproximación es cualitativa y con un fuerte énfasis político; no interesa 
tanto la frecuencia de las palabras o, incluso, su estructura, sino más bien su función 
en redes de significado; más aún, sus implicaciones políticas. Véase al respecto 
Laclau (2014).
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recuperan algo para renovarlo, resignificarlo o negarlo, y el discurso cons-
titucional5 no es radicalmente diferente de ello.

En cierto sentido, es posible señalar que la Constitución publicada 
en 1917 fue un cambio o una reforma de la Constitución de 1857, pues 
recupera varios de sus planteamientos y, en algún sentido, los precisa en 
un nuevo marco discursivo. Por supuesto, en torno a esta continuidad y 
cambio se han construido algunos de los más radicales debates del Mé-
xico del momento posrevolucionario.

Para parte de los promotores de la Constitución, la relación con la 
de 1857 es mínima; para otros, es evidente. Inclusive, hay quienes seña-
lan que la Constitución es, sobre todo, el intento de legitimar el resulta-
do de la revolución por parte de las élites políticas y gobernantes gana-
doras. También hay algunas preguntas que acosan a varios académicos, 
intelectuales y políticos: ¿hacía falta una nueva constitución? El llamado 
de Venustiano Carranza ¿era sólo un llamado a legitimar el triunfo re-
volucionario y a terminar por excluir a los “derrotados”? El momentum 
político en que emerge la Constitución y las disputas discursivas entre 
vencedores y vencidos han sido constantemente invocadas como un ele-
mento explicativo fundamental que, desafortunadamente, no podemos 
tocar aquí. 6

En otro sentido, la Constitución fue también innovadora a nivel 
local e internacional, si se toma como referencia su complejo contexto 
de producción.7 Por un lado, aparecía como innovadora al acentuar, por 
ejemplo, las garantías individuales y los derechos sociales, o al incluir el 
municipio libre; pero también aparecía como conservadora y contro-
versial, por ejemplo, por su sesgo centralista en materia del poder polí-
tico y por el tratamiento de los pueblos indígenas. En cierta medida, por 

5	� A estas alturas debe quedar claro que el discurso constitucional no sólo incluye 
palabras, enunciados o documentos, sino también a las instituciones que lo produ-
cen y que son producidas por él.

6	� Al respecto, pueden leerse trabajos como el de Aguilar (2017).
7	� Un estudio que aborda contextos, continuidades y variaciones de las constituciones 

de 1857 y 1917 es el de González (2016).
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esta razón y por otras que aquí no es posible documentar con detalle, ha 
estado en el centro de interminables debates que se han ido agudizando 
en ciertos momentos históricos, y que han derivado en modificaciones 
de muy diferente orden y alcance a lo largo de su vigencia.

Al respecto, desde 1921 hasta este 2017, la Constitución ha sido re-
formada de manera cuasi permanente. La primera modificación no fue 
inmediata. Se dio, en 1921, por iniciativa del entonces presidente Álvaro 
Obregón, en el artículo 14 transitorio y en la fracción xxvii del artículo 
73, relativo a planes de instrucción pública, a través de los cuales se 
facultaba al Congreso para establecer escuelas rurales, elementales, se-
cundarias, superiores y profesionales. También establecía la jurisdic-
ción de la federación sobre ellas. La última modificación hasta antes de 
concluir este escrito se hizo a los artículos 107 y 123, en materia de jus-
ticia laboral, y se publicó el 24 de febrero de 2017. Con esta modificación 
se suprimen las Juntas de Conciliación y Arbitraje y se establece que la 
resolución de las diferencias o los conflictos entre trabajadores y patro-
nes estará a cargo de los tribunales laborales del Poder Judicial de la 
Federación o de las entidades federativas.

Al día de hoy, la Constitución ronda las 700 modificaciones –se de
be reconocer que no hay consenso exacto sobre el número–, lo que ha 
quedado plasmado en más de 230 decretos. Y sólo una veintena de los 136 
artículos permanecen como se redactaron en 1917, por lo que el texto es 
tres veces mayor que el original, y distinto en varios contenidos.8

Esta dinámica de cambio permanente puede leerse desde varios 
ángulos. Podría decirse que esto es reflejo de la flexibilidad constitucio-
nal, es decir, de la facilidad del documento y de las instituciones que lo 

8	� Para un seguimiento relativamente detallado pueden revisarse las versiones progre-
sivas del sumario de reformas publicado por la Cámara de Diputados. El más 
reciente es: Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Secretaría General, 
Secretaría de Servicios Parlamentarios, Sumario de Reformas a la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Por Decreto en Orden Cronológico, del 24 de 
febrero de 2017, disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/sumario/
CPEUM_sumario_crono.pdf.
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resguardan para cambiar y adaptarse a las dinámicas del entorno. Tam-
bién sería indicativo de la conciencia de los mexicanos para expresar en 
la Carta Magna las demandas y las necesidades de su tiempo. Pero tam-
bién podría decirse, por el contrario, que esta amplísima lista de modifi-
caciones da muestra de rasgos muy problemáticos del contexto mexicano, 
y sería un claro indicativo de la inconsistencia original del texto o, peor 
aún, de una suerte de cultura política basada en la desconfianza que 
alimenta la ficción de que todo acuerdo o compromiso relevante debe 
quedar plasmado en la Constitución para que sea “realmente existente” 
y duradero.

El resultado claro a los ojos de cualquier lector es que la Constitu-
ción mexicana es un texto extenso, poco ordenado y con desequilibrios 
en la presentación y en el tratamiento de sus temas. Desde el punto de 
vista del acceso a sus ideas, el documento puede ser a veces sencillo, en 
términos de codificación, y a veces increíblemente denso y abigarrado. 
Los ejemplos están a la vista y se presentan constantemente, cada vez 
que alguien se ve ante la necesidad de recorrer el documento para obte-
ner de él claridad u orientación.

Mientras que algunos artículos son puntuales y relativamente fáci-
les de interpretar, como el artículo 5, que dice: “A ninguna persona po-
drá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o tra-
bajo que le acomode, siendo lícitos”,9 otros son increíblemente complejos 
y parecen estar dirigidos a un público especializado, idealmente posee-
dor de un código lingüístico y temático muy sofisticado. Algunos ini-
cian con sentencias concretas, pero otros se acotan o se relativizan de 
manera exponencial. Es el caso del artículo 41, en el que se determina 
que el pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión10 
y que en su desagregado abarca numerosas cuartillas orientadas a pre-

9	� Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, “Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos”, última reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, 24 de febrero de 2017, p. 9.

10	� Ibid., p. 45. 
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cisar la organización y la renovación de poderes a través de las eleccio-
nes y del sistema de partidos.

No está de más señalar que este grado de complejidad, donde se 
mezcla precisión, tecnicismo y, en ocasiones, una larga cantidad de in-
formación en algunos artículos, es un ejemplo del problema de accesi-
bilidad del documento. Una cualidad deseable en un documento como 
éste habría de ser su sencillez expositiva. Pero, en este caso, millones de 
ciudadanos pueden verse seriamente condicionados para establecer una 
interacción directa con el texto, al requerir del apoyo de diferentes inter-
mediarios para entenderlo. Esto se relaciona con la baja cultura de la lega-
lidad y con el bajo conocimiento que los mexicanos tenemos de nuestra 
Constitución, más allá del nivel de escolaridad, de ingresos o de la pro-
fesión que cada cual ejerza. Problemas como la corrupción, la ilegali-
dad, la informalidad, la injusticia pueden, en efecto, conectarse de for-
mas diversas con esta lejanía respecto del texto constitucional.11

En un sentido, la reflexión en este escrito se relaciona con el aspec-
to referido en tanto la forma en que un documento está codificado, es-
tructurado y propone significados a diferentes lectores a lo largo del 
tiempo está íntimamente ligada a la forma en que los lectores lo recibi-
rán, lo interpretarán, lo usarán y, en su caso, lo pondrán en cuestión.12 
Y claramente esto no es sólo un asunto de dominio de la lengua o de 
conocimiento del código legal, sino que implica también la red de rela-
ciones de significación en que el texto y el lector se encuentran.

11	� El académico Miguel Carbonell ha elaborado en varios foros el problema de accesi-
bilidad de la Constitución. Por otro lado, según una encuesta realizada por la unam, 
al inicio de 2017, 52.7% de los encuestados desconoce en qué año se promulgó la 
Carta Magna y 84% piensa que ésta se cumple poco o nada. Para conocer un análisis 
detallado de esta dimensión, se recomienda leer el trabajo de Fix, Flores y Valadés 
(2017).

12	� En algunas conversaciones de café y en numerosos foros públicos se ha expresado la 
hipótesis de que a la clase política le conviene que la Constitución sea así, pues esto 
garantiza la “ignorancia del pueblo” y todo lo que de ella derivaría. 
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LA INSATISFACCIÓN CON LA CONSTITUCIÓN

El proceso de reformas a la Constitución se acentuó en la transición del 
siglo xx al xxi, en el marco de la alternancia política y, por supuesto, 
también dado el incremento de demandas sociales por parte de ciuda-
danos inconformes con lo plasmado en ella y en sus leyes. Es muy im-
portante tener presente que la Constitución se cambia no sólo por el 
autoesclarecimiento de la población o por la buena voluntad de los po-
deres públicos establecidos, sino también como resultado de pugnas, 
debates o demandas que se expresan como cabildeo o como manifesta-
ciones y plantones callejeros, que se pueden litigar en los medios pero 
también en las urnas; que pueden incluir a empresarios de altos ingre-
sos pero también a empresarios pequeños, a empleados y a personas de 
comunidades rurales o de pueblos indígenas, a mujeres o a jóvenes, cada 
uno por su cuenta o temporalmente articulados.

Por ello, la historia de la Constitución es también una de reclamos 
sobre la irrealización cotidiana de varios de sus principios políticos, 
normativos y programáticos, ausentes en la vida de miles de personas, 
colocadas en contextos de insatisfacción con el estado de las cosas. En 
este sentido, la Constitución no sólo ha sido un espacio de aspiraciones 
o de expectativas, sino también una superficie de inscripción de litigios 
para concretar las promesas que el mismo documento contiene.

Ahora bien, algunas de las reformas hechas a la Constitución a lo 
largo de todos estos años son poco conocidas por gran parte de la po-
blación y muchas son básicamente el logro de los grupos de interés que 
las promovieron. Otras, si bien son conocidas, no necesariamente han 
sido entendidas más allá de algunas generalidades; y otras más –las 
menos– han llenado las calles de ciudadanos en desacuerdo. Las refor-
mas recientes al artículo tercero –que implicaron modificaciones para 
incluir la palabra “calidad” en la educación, la creación del Servicio Pro-
fesional Docente y el otorgamiento de autonomía al Instituto Nacional 
de Evaluación de la Educación– y al artículo 27 –que implica cambiar 
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la regulación del sector energético, incluido el petrolero, para incenti-
var nuevas formas de participación de empresas privadas– son sólo dos 
ejemplos de esto último. Por un lado, las particularidades de ambas re-
formas son poco conocidas, en parte por su complejidad y por su ex-
tensión; por otro lado, aquello que sí se conoce ha dividido las opinio-
nes de diferentes sectores sociales, algunos de los cuales han ocupado 
las calles y los espacios legislativos para debatirlas, bloquearlas o inten-
tar subvertirlas.

Hoy es posible afirmar que el texto constitucional es un crisol de 
pugnas sobre el sentido y el alcance de los procesos de cambio a lo largo 
del tiempo. El contenido de la Constitución es, en buena medida, el re-
sultado de disputas de diferente tipo entre personas, partidos políticos, 
los gobiernos en turno, entre visiones del mundo que dejan huellas más 
o menos fuertes, más o menos duraderas.

Pero, como se anticipó, y apelando al emplazamiento discursivo de 
esta discusión, la complejidad también deriva de la apertura e imperfec-
ción del lenguaje con que se ha venido construyendo el discurso consti-
tucional, de los elementos significantes con que el documento está escrito: 
los signos lingüísticos, las palabras, la forma en que éstas se articulan en 
enunciados, oraciones, frases, artículos, párrafos, secciones. En la me-
dida en que los elementos significantes son elementos falibles, son obje-
to de interpretación y de disputa.

Por supuesto, esto se articula intensamente con los procesos contex-
tuales donde se sobredeterminan variaciones económicas, políticas, cam-
bios en las prioridades y en las expectativas de la población, la cual puede 
hacer suyo o rechazar lo plasmado en un texto constitucional, al punto de 
desconocerlo como legítimo. En resumen, hoy día escuchamos con rela-
tiva frecuencia diferentes voces de insatisfacción acerca del estado que 
guarda el documento: su extensión, el orden, la apertura con que se tratan 
unos temas y la excesiva precisión con que se abordan otros o la intermi-
nable lista de reformas que hacen casi imposible adjudicarle rasgos de 
coherencia interna.
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La insatisfacción frente a la Constitución puede ser entendible si se 
considera también que, para muchas personas, es un objeto extraño con 
el que no guardan más que una vinculación esporádica, debido a alguna 
mención en los medios o en los contextos escolares. Por otro lado, esta 
insatisfacción se nutre también de la limitada capacidad del Estado 
mexicano y de los distintos gobiernos que lo ocupan para traducir en 
políticas, programas y acciones sustentables los preceptos, las promesas, 
las aspiraciones y los derechos ganados. Esta limitación puede y debe 
entenderse como una combinación de incapacidad y de falta de voluntad.

Frente a esta insatisfacción, habría por lo menos una consecuencia 
lógica: es necesario mejorar la Constitución para hacerla más clara, co-
herente y sencilla, mientras avanzamos en construir mejores gobiernos 
e instituciones que objetiven los derechos ya plasmados y otros por venir. 
Sin embargo, esta consecuencia está atravesada por una serie de condi-
cionantes intrínsecas a la vida social que se deben asumir; una de ellas 
es que la disputa por el texto constitucional y su traducción en acciones 
de buen gobierno y de mejoramiento de la vida social está marcada por 
una ambigüedad constitutiva que opera a favor y en contra de la idea de 
sentido autoevidente. Esta ambigüedad tiene implicaciones políticas y 
también ontológicas.

Un caso de referencia: el pueblo

Casos en cuanto a las afirmaciones previas se pueden rastrear en diferen-
tes lugares del documento constitucional. Se abordará aquí uno de ellos 
a través de un ejercicio de revisión sobre cómo el discurso constitucional 
produce a uno de sus principales sujetos:13 el pueblo. Para desarrollar 

13	� La noción de sujeto se usa aquí en un sentido posestructuralista: como una configu-
ración abierta que se produce entre la designación y la interpelación exitosa. Los 
discursos producen sujetos en el sentido de enunciarlos, caracterizarlos, listarlos y 
diferenciarlos de otros. No es el sujeto sujetado del estructuralismo, sino que es una 
suerte de continente que se llena de diferentes contenidos significantes. Véase al 
respecto Zizek (2001).
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este ejercicio se recuperarán elementos del actual texto constitucional, 
así como del texto de 1917, que muestran huellas de quién es el pueblo. 
Como se anticipó, esta elección no es casual, pues la referencia al pue-
blo ha ganado centralidad en la historia del discurso de la Constitución.

Antes de ir al punto, vale la pena recordar que el pueblo ha sido 
abordado extensamente en diferentes momentos de la configuración de los 
estados modernos, en debates sobre política, población, sistemas de re-
presentación, liderazgos sociales y políticos, entre otros. Diversos autores 
y escuelas han abordado este tema, y una de las variantes más conocidas 
consiste en lo que se conoce como los estudios sobre el populismo, rele-
vantes en el campo de las ciencias políticas y en la sociología.

El pueblo y el populismo han tenido diversos emplazamientos 
analíticos. Posiblemente quien lo planteó de una forma más provocado-
ra fue Laclau (2006), para quien el pueblo no está dado de forma objetiva 
o empírica en el mundo, sino que tiene que ser construido a través de 
operaciones discursivas que lo articulen a través de caracterizaciones y 
de evocaciones, pues lo que habría antes son personas que participan de 
diferentes tipos de relación que no necesariamente son un pueblo. Y si 
el pueblo es una construcción, el populismo sería una de las formas más 
efectivas para “construirlo”, al exaltar elementos retóricos, evocativos, y 
al permitir la construcción de un tipo de vínculo entre quienes son 
construidos como pueblo y aquel que “los construye”. De tal forma que, 
en sociedades contemporáneas, el populismo no sólo sería una forma de 
política, sino la forma de la política, pues a través de él se expresa la 
emergencia y la disolución de relaciones de poder, de identidades políti-
cas y, ultimadamente, de precarias relaciones hegemónicas.

Por otro lado, en trabajos como el de Panizza (2009), Aboy, Barros 
y Melo (2013) y Badiou (2016), entre muchos otros, se ha tratado de 
precisar, matizar y, en su caso, controvertir el papel del pueblo en socie-
dades anteriores y contemporáneas. En estos trabajos queda huella de 
un muy largo debate sobre los actores sociales, construidos como pue-
blo, en varios discursos oficiales, políticos y académicos.
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En el caso mexicano, el pueblo es al mismo tiempo un sujeto con-
creto y una masa, aquel que tiene conferido el mayor de los poderes y 
aquel que se sacrifica. Las causas revolucionarias convocaban al pueblo 
y también luchaban por él, los políticos en México todavía lo invocan en 
el marco de arengas sobre quién debe beneficiarse de los recursos públi-
cos, sobre quién debe hacer sentir su voluntad a través del gobernante. 
El problema es, por supuesto, que estas invocaciones están precisamen-
te acosadas por la ambigüedad constitutiva de la noción de pueblo en la 
larga historia de cambios de la Constitución arriba resumida y, en bue-
na medida, esta es una parte central de la insatisfacción constitucional.

En el caso del texto constitucional, el pueblo ha tenido apariciones, 
primero elementales y después numerosas. En el texto original de la 
Constitución de 1917, el pueblo aparece mencionado en 11 ocasiones, 
mientras que, para 2017, tiene 31 menciones. Esta diferencia entre fre-
cuencias, fondo y contexto es muy interesante. Por ejemplo, la primera 
mención del pueblo está en el artículo 27, de la propiedad de las tierras 
y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional. En la 
prescripción se señaló que se declaraban nulas

… todas las enajenaciones de tierras, aguas y montes pertenecientes a los 

pueblos, rancherías, congregaciones o comunidades, hechas por los jefes 

políticos, gobernadores de los Estados, o cualquiera otra autoridad local, 

en contravención a lo dispuesto en la ley del 25 de junio de 1856 y demás 

leyes y disposiciones relativas…14

Aquí el pueblo aparece, primero, como un término que hace referencia 
a un tipo de delimitación territorial ocupado por personas, un lugar 
donde se habita. Pero evidentemente, dado el modo en que aparece en la 

14	� Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, “Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos”, Diario Oficial de la Federación, 17 de febrero de 1917, 
edición elaborada por la Dirección General de Bibliotecas de la Cámara de Diputa-
dos, H. Congreso de la Unión, con base en la edición impresa del Diario Oficial de la 
Federación del 5 de febrero de 1917, p. 151.
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Constitución, en el marco del debate sobre la restitución de tierras co-
munales, no sólo tiene una función descriptiva sino tiene una función 
política: el pueblo es uno de los que puede reclamar contra los actos de 
enajenación. Esta mención del pueblo se ubica en medio de un amplio 
ciclo de debates y pugnas agrarias que, al término de la revolución, incluía 
la promesa de restitución de propiedades.15

El pueblo tiene otra aparición clave en la Constitución de 1917, en 
el título segundo, capítulo primero, que a la letra dice:

Artículo 39.- La soberanía nacional reside esencial y originariamente en 

el pueblo. Todo poder público emana del pueblo y se instituye para bene-

ficio de éste. El pueblo tiene, en todo tiempo, el alienable derecho de alte-

rar o modificar la forma de su gobierno.16

Este es uno de los artículos más conocidos, citados y declamados de la 
Constitución mexicana, sea en la arenga pública, en el piso del Congre-
so de la Unión o en mítines políticos; e interesantemente permanece 
“inalterado” en su redacción desde 1917. Lo “interesante” es que, leído 
de primera mano, en su literalidad, este artículo comunica la poderosa 
y seductora idea de que el pueblo tiene la capacidad de decidir sobera-
namente para cambiar su forma de gobierno. La decisión y el poder de 
cambiar un mal gobierno radicarían en el pueblo, no en los gobernantes 
que ocupan los poderes del estado.

Ahora bien, si se toma como referencia lo dicho previamente en este 
escrito, el artículo carga una gran complejidad que circula por su enuncia-
ción, su interpretación y su activación en el mundo social y político (esta 
distinción y ordenación es artificial, pues no ocurre en este orden, pero 

15	� Otros aspectos de la lucha agraria se pueden consultar en este mismo libro. Por otro 
lado, detalles de los procedimientos de restitución se pueden seguir en Sandoval, 
Esparza, Rojas y Olmedo (1999).

16	� Artículo original (5 de febrero de 1917), Cámara de Diputados del H. Congreso de la 
Unión, “Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, Diario Oficial de 
la Federación, el 17 de febrero de 1917, p. 152.
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aquí se usa así para efectos explicativos). Por principio de cuentas, es radi-
calmente ambiguo –posiblemente por ello es tan atractivo–, pues cada uno 
de los términos en los que está escrito deben ser llenados y, en el proceso, 
invariablemente hay que disputar el contenido y el sentido de los términos. 
En la lectura del artículo y en la voluntad de activarlos en la vida social y 
política, se debe transitar por el enorme reto de poner contenido al pueblo.

Por principio de cuentas, al no haber señalamiento puntual o des-
agregado, el pueblo seríamos “todos”: hombres, mujeres, niños, empre-
sarios, trabajadores independientes, del estado, desempleados, de altos 
ingresos, sin ingresos, indígenas, no indígenas y muchos más. Pero, cla-
ramente, no todos podrían caber en la enunciación al mismo tiempo 
porque construir el pueblo implica construir un “nosotros” y un “ellos”. 
En la enunciación de la Constitución no se dice quién es o quiénes somos 
el pueblo; por lo tanto, se debe construir o llenar, y este proceso no es una 
mera descripción o un agregado de componentes: es una operación políti-
ca de articulación y de diferenciación. Algo parecido ocurre con los tér-
minos soberanía, esencialmente, alterar o modificar: de manera indivi-
dual no tienen un significado universalmente aceptado a priori, sino 
que se deben construir.

Otro aspecto problemático del artículo radica en que está acotado 
o matizado por lo que dice el artículo 40 sobre la forma en que el pueblo 
se “constituye”, y por lo expresado en el 41 sobre la forma en que el pue-
blo ejerce su soberanía. La reproducción literal de los artículos es:

Artículo 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una Repú-

blica representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y 

soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en 

una federación establecida según los principios de esta ley fundamental.

Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la 

Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, 

en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamen-
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te establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de 

los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulacio-

nes del Pacto Federal.17

En estos dos artículos se produce una operación discursiva interesante. En 
el 40, el pueblo, del cual no sabemos exactamente cómo se constituye, ten-
dría voluntad para convertirse o constituirse en un ente político específi-
co, diverso en su interior, pero unido. Inmediatamente después, el pueblo 
adquiere otro estatus y ahora es performativo y delegativo: ejerce sobera-
nía por medio de los poderes de la Unión y de los estados.

Esta operación adquiere un estatus que podemos llamar político-
discursivo. Por un lado, mientras el pueblo mantiene su ambigüedad, se 
objetiva la forma en que ejerce el poder. Sin embargo, este ejercicio al 
mismo tiempo le quita poder, le quita capacidad de decisión, mientras 
se reparte entre poderes y estados. Es todavía más interesante y comple-
jo el hecho de que el escurridizo pueblo siempre está dentro y fuera del 
campo de la soberanía, que en realidad no ejerce directamente.

En 2012, el artículo 40 tuvo una modificación y se le agregó la pa-
labra “laica” al hablar de la República; y en 2016 se agregó la Ciudad de 
México, que ahora tiene su propia constitución y tiene estatus de enti-
dad federativa, mientras que el artículo 41, que en 1917 tenía 65 pala-
bras, a partir de 2014 ha recibido una serie de modificaciones que al día 
de hoy lo convierten en uno de los más extensos, con más de 4 000 pala-
bras que intentan explicar el sistema de partidos, su financiamiento, el 
papel del Instituto Nacional Electoral, los tiempos de promoción en ra-
dio y en televisión para hacer propaganda política, la organización de 
las elecciones y más.18

17	� Ibid., p. 152.
18	� Otro ejemplo de este efecto está en el artículo 87, en cuanto a la protesta del presi-

dente durante su toma de posesión. En ella se protesta un compromiso por el poder 
que “el pueblo me ha conferido”, pero quien le puede demandar por no hacerlo no es 
el pueblo sino la nación: “Si así no lo hiciere, que la Nación me lo demande”, Cámara 
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Uno de los mayores efectos de estas modificaciones es que la idea 
de soberanía del pueblo está permanentemente diferida desde dentro de 
la misma Constitución, pero también desde fuera. La soberanía de los 
estados y de los pueblos en cuanto tal ha ocupado debates larguísimos 
en diferentes partes del mundo, pero se ha visto particularmente intensi-
ficada al final de la era de las revoluciones (Hobsbawm, 1996), alcanzando 
un momento de intensidad al inicio del siglo xxi, cuando la entrada en 
la actual etapa de la globalización renovó los debates sobre la vigencia 
de los estados nacionales. Y nuestra misma Constitución está acotada por 
todos los tratados nacionales de que México forma parte, pero también 
por decenas de acuerdos comerciales que establecen obligaciones que, 
para todo fin explicativo, reorientan las ideas clásicas de soberanía.19

En este momento de la discusión debe quedar muy claro que el 
sujeto constitucional llamado pueblo es escurridizo porque no tiene un 
contenido a priori que permita definirlo y ubicarlo con precisión, dete-
nerlo en el tiempo y caracterizarlo en el texto constitucional o en cual-
quier otro contexto discursivo. De ahí que soluciones como las de La-
clau (2008) son importantes en su compleja simplicidad: si se quiere 
hacer algo con el pueblo, hay que construirlo; y esa construcción es po-
lítica, pues está marcada por el poder, por la inclusión y por la exclusión.

Esta función ambigua del pueblo ha sido impugnada de diferentes 
maneras y en diferentes momentos en el tiempo. Hacia el final del siglo 
pasado, la noción de pueblo indígena irrumpió con fuerza en el debate 
público y encontró su lugar en la Constitución mexicana. Ningún artículo 
en 1917 hablaba de los indígenas o de los pueblos indígenas. Su eventual 
“reconocimiento” ha sido el resultado de muchas acciones individuales 

de Diputados del H. Congreso de la Unión, “Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos”, Diario Oficial de la Federación, 2017, p. 82.

19	� La soberanía ha tenido un desplazamiento en términos de su tratamiento. Una 
entrada pertinente para esta discusión corresponde a los trabajos sobre legislación y 
gobernanza internacional (Ku y Yoo, 2013). Otra entrada la proveen trabajos de 
orden más conceptual que relativizan las concepciones normativas de la soberanía 
para introducir su función biopolítica (Agamben, 1998).
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y colectivas desplegadas en diferentes frentes, locales, regionales, nacio-
nales e internacionales.

Es imposible abordar en este escrito el detalle de este proceso, por 
lo que la exposición se limitará a señalar que, en la década de los noventa, 
la reforma constitucional de 1992, el levantamiento zapatista de 1994, 
los diálogos de San Andrés, en 1996, y los debates internacionales sobre 
la materia constituyeron una referencia fundamental –no alejada de 
frustraciones y de simulaciones– para las reformas en materia de dere-
chos expresadas en la Constitución en 2001 y en años posteriores (Gó-
mez, 2013).

Posiblemente la dimensión más significativa de estos cambios está 
expresada en el artículo 2, que establece los rasgos de la Nación Mexica-
na. En este artículo, amplio y detallado a la fecha, se reconoce el carác-
ter pluricultural de la nación sustentada en sus pueblos indígenas.20 
A continuación se reproduce la apertura del artículo:

Artículo 2.- La Nación Mexicana es única e indivisible.

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada original-

mente en sus pueblos indígenas, que son aquellos que descienden de po-

blaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la co-

lonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, 

culturales y políticas, o parte de ellas.

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio funda-

mental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pue-

blos indígenas.

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena aquellas que 

formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territo-

rio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y cos-

tumbres.

20	� En la reforma de 1992, este reconocimiento fue ubicado en el artículo 4; en 2001, se 
realizó la así llamada reforma integral en materia indígena, que lo reubicó en el 
artículo 2.
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El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejer-

cerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad 

nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se 

hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que 

deberán tomar en cuenta, además de los principios generales estableci-

dos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos 

y de asentamiento físico.21

Los dos incisos posteriores a esta entrada establecen a) los derechos de 
los pueblos y de las comunidades indígenas a la libre determinación y a 
la autonomía y b) las obligaciones de las autoridades de los tres niveles 
de gobierno frente a los indígenas. La riqueza y complejidad discursiva de 
estos párrafos merecen su propio análisis, que no podemos desarrollar 
aquí. Sin embargo, sobre esta base se ha desplegado una serie de adecua-
ciones institucionales orientadas al reconocimiento de derechos socia-
les y políticos, mismas que, por supuesto, no se dan por concluidas y 
que no están exentas de polémica (Carbonell y Salazar, 2011).

Se debe notar de inmediato que el artículo cambió y creció nota-
blemente. Ahora ocupa más de 1 300 palabras frente a la veintena del 
texto de 1917. Pero más importante que eso, para efectos de nuestra expo-
sición, es la función y el sentido del término pueblo que, en este artículo, 
son evidentemente diferentes de los de hace un siglo, y también diferen-
tes de los expuestos previamente en este escrito. Esta forma de hablar 
del pueblo, articulada a la idea de lo indígena, es una forma política, 
pero diferente de la que aparece en los artículos 27, 39, 40 y 41. Lo que se 
observa en un plano explícito es la caracterización de un tipo de pobla-
ción que “antes” no tenía reconocimiento constitucional. En la Consti-
tución, el sujeto indígena estaba en el espectro negativo, se sabía de él 
por su carácter excluido o borrado del documento. Ahora, su inclusión 

21	� Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, “Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos”, Diario Oficial de la Federación, 2017, p. 2.
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produce varios efectos discursivos, de los que es necesario destacar por 
lo menos tres: primero amplía la noción de pueblo del discurso constitu-
cional; en segundo lugar, la acota parcialmente, al caracterizar a quie-
nes componen ese o esos pueblos indígenas, y es evidentemente un tipo 
de acotación que busca ganar precisión y compromiso institucional. En 
tercer lugar, su presencia impacta el conjunto del discurso constitucio-
nal, que ahora debe leerse bajo una nueva referencia.

No está de más señalar que, con todo y el gesto de acotación y pre-
cisión, ni el término pueblo ni la noción pueblo indígena pueden consi-
derarse “cerradas” o suturadas, pues su construcción como elementos 
significantes –del discurso constitucional y de otros– implica que se-
guirán siendo parte de nuevas conversaciones, de nuevas posibilidades 
de interpretación y, por lo tanto, de nuevas demandas e impugnaciones. 
Un gran impacto político-discursivo de esta noción implica que ahora 
la Constitución debe asumir la pluralidad cultural “de origen”, lo que 
conlleva trabajar con la ampliación del campo de dispersión significante 
que en ella circula; y ello es, sin duda, positivo.

La invención de lo indígena,22 el lugar histórico de los pueblos in-
dígenas, su colocación y desplazamiento en la Constitución y en las le-
yes, así como frente al Estado y sus instituciones, tiene un trayecto lar-
go, denso y complejo.23 Es en buena medida, también, una historia de 
clasismo, de racismo, del intento de imposición de un proyecto moder-
no occidental de desarrollo fallido que trató de “incluir” lo indígena en 
un proyecto nacional, pero que ha sido una forma de exclusión apoyada 
en el sometimiento. La “irrupción de lo indígena” da cuenta de un mo-
mento histórico que ha implicado también una transformación del dis-
curso constitucional, y es uno de los ejemplos más nítidos de las dispu-
tas sociales y políticas que dejan sus marcas visibles en el texto de la 
Constitución.

22	� Una aproximación a la invención no lineal de lo indígena está en López (2017).
23	� Un balance amplio de este proceso se encuentra en Juan Antonio Cruz (2015: 165-319).
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La lucha por los derechos de los pueblos indígenas se ha dado en 
todos los frentes posibles: en el Congreso, en los estados, en la selva, 
en el campo educativo, en el mundo virtual, en el levantamiento arma-
do. Los resultados de estas demandas son visibles, pero todavía insatis-
factorios, porque su aparición es inconclusa; además, porque su traduc-
ción en políticas y en acciones públicas ha sido claramente limitada. De 
tal forma que los pueblos indígenas son a la vez esos que aparecen en 
el discurso institucional y no son esos que aparecen en el discurso cons-
titucional.24

Consecuencias: la necesaria politización social  
de la Constitución

El discurso constitucional debe ser repolitizado, pero no en el sentido 
partidista o institucional sino en el sentido de ser cuestionado en su es-
tructura, en su funcionamiento y en su alcance, de forma parecida a como 
se hizo a través de la irrupción del reclamo indígena. La irrupción de lo 
indígena en la Constitución es uno de los capítulos más significativos en 
la historia reciente de México, pero también podríamos hacer un ejerci-
cio parecido para hacer notar las variaciones en el tema del reconoci-
miento de los derechos de las mujeres, de las víctimas de la violencia y 
de otros grupos poblacionales históricamente excluidos en el discurso 
institucional.

Debido a estas y a otras luchas, actualmente se transita por una 
época en la que se ha incrementado el número de los derechos recono-
cidos, y la trayectoria de algunos de ellos hasta la Constitución tiene 
particularidades propias y dignas de ser conocidas. Constitucional-
mente se ha pasado de los derechos del hombre en 1857, a las garantías 
individuales en 1917; y en 2011, en el artículo primero se incluyó la no-
ción de derechos humanos y de las garantías que los protegen. Al día de 

24	� La razón de la tachadura en las palabras ha sido explicada más arriba.
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hoy, las personas que habitamos el territorio tenemos derecho a ser asis-
tidos por intérpretes y por defensores; a la protección de la salud; al 
medio ambiente sano; al acceso, disposición y saneamiento del agua; a 
disfrutar de vivienda digna. Tenemos derecho a la identidad, a recibir 
educación, al acceso a la cultura física, a la información, a poseer armas, 
a la protección de datos personales, a la administración de la justicia, a 
guardar silencio, a una defensa adecuada y a muchos otros que están 
diseminados por todo el texto constitucional, que se respaldan o se aco-
tan por diferentes instrumentos y reglamentaciones secundarias.

Por supuesto, de la expresión de estos derechos a su realización en 
la experiencia vital hay distancias enormes, que se viven de forma dife-
renciada por la población. La paradoja y la insatisfacción de tener ga-
rantizados derechos que en la vida cotidiana no se notan incentivan los 
reclamos permanentes de millones de mexicanos y ayudan a producir 
un sentimiento de falsa justicia e, inclusive, de cinismo constitucional. 
De hecho, no es exagerado afirmar que, en varios contextos contempo-
ráneos, suscribir derechos en la Constitución ha servido como una vál-
vula de escape para los gobiernos, al relativizar sus compromisos con-
cretos y perentorios frente a los ciudadanos.25

En este contexto, los mexicanos vivimos bajo efectos de individua-
ción y de totalización frente a la Constitución. Somos, al mismo tiempo, 
una suerte de “gran sujeto colectivo”, incluido por todos los nuevos arre-
glos pero, a la vez, somos “sujetos individuados”, porque esta suerte de 
totalidad del discurso constitucional no alcanza a cerrarse, ni en térmi-
nos explicativos ni en términos de objetivación. La Constitución está 
marcada por una apertura discursiva básica que hace imposible suturar 
a ese o a esa del que se habla. Y esto es todavía más evidente cuando bus-
camos su objetivación en acciones que harían palpables esos derechos 
en su ejercicio o en su reclamación. Lo que tenemos, por lo regular, son 

25	� En algunos círculos de análisis político se usa la expresión: “Si quieres que algo no 
se cumpla, ponlo en la Constitución”.
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episodios, momentos de realización que son casi siempre insatisfacto-
rios o frustrantes.

Los textos constitucionales enfrentan el reto de establecer las re-
glas macro que regularían en un territorio a personas, a instituciones y 
a relaciones que ahí existen y que, probablemente, lo harán en el tiempo 
por venir. Para lograr esta y otras tareas, de alguna forma el discurso 
constitucional debe pasar por el proceso de producir, inventar, negar y 
recrear el Estado, la nación, la población, los pueblos, los individuos, las 
personas y sus derechos. Esta es una tarea sin fin y, en muchos casos, 
frustrante, pues nunca entrega certeza cabal. Aunque a nivel constitu-
cional se intente describir y detallar cada palabra, cada término, y meter 
ahí procedimientos electorales, políticos, penales, como en algunos ar-
tículos ha sido evidente, también es claro que el ejercicio es fútil, la cer-
teza nunca llega. Esto puede ser en parte un defecto de técnica constitu-
cional y en parte un efecto constitutivo de todo texto.

En buena medida, los términos con los que se expresan los textos 
constitucionales son una convención, resultan de un cierto arreglo en 
los códigos lingüísticos, legales, administrativos o programáticos dis-
ponibles, para hablar de aquello que regulan. Estas convenciones se usan 
para hacer precisiones respecto del alcance y la orientación de algunos 
preceptos. Pero, así como en algunas ocasiones hay gestos de precisión 
y el contexto ayuda a delimitar el sentido y el alcance, en otras el uso da 
lugar a una marcada ambigüedad, deliberadamente inducida o simple-
mente inevitable, que genera sobre los usuarios, sujetos de ese discurso, 
sentimientos encontrados. Y se maximizan cuando, por ejemplo, saltan 
del texto o del debate a un reglamento, a una jurisprudencia o a un pro-
grama público.

Términos usados en algún momento para designar un cierto obje-
to, con el paso del tiempo, con el cambio en la convención, por la belige-
rancia o la semiosis social, adquieren sentidos radicalmente diferentes y 
efectos diversos en sus usuarios (Verón, 1993). Muchos de ellos resultan 
no sólo del cambio en los usos lingüísticos, en las convenciones, en los 
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sistemas de razón, sino que dan cuenta de auténticas disputas en dife-
rentes órdenes políticos; son disputas que se expresan en una lucha por 
los significantes, por su significado, por el lugar o el sentido que deben 
ocupar en el marco instituido.

También, por supuesto, son resultado de disputas en los juzgados o 
en los tribunales, en las calles, en las plazas públicas y frente a los pode-
res públicos, religiosos o metaconstitucionales que todavía tienen poder 
de decisión y veto sobre varios temas, y que deben ser retados. Al res-
pecto, sabemos que nociones como libertad, democracia, igualdad ante 
la ley, soberanía, son cotidianamente puestos en cuestión, puesto que 
detrás de ellos hay relaciones de poder, condiciones de radical asimetría 
económica o social que, si bien no son inamovibles, tienen gran estabi-
lidad y deben ser controvertidas, litigadas, desestabilizadas, para poder 
cambiarlas.

El supuesto más elemental de este escrito es que el texto constitu-
cional, como otros textos, está marcado por ambigüedades, imprecisio-
nes y contradicciones generadas por las características propias del len-
guaje, que incluyen una tensión entre la sedimentación y la reactivación 
de los significados,26 y también una serie de disputas internas entre sus 
preceptores, ubicados en inexorables relaciones de poder, en condicio-
nes de desigualdad que los antecede por mucho. Esto plantea enormes 
retos conceptuales, procedimentales, normativos, para que el texto y 
toda la normatividad derivada puedan lograr sus objetivos.

Con todo lo insatisfactorio que esto resulta, la paradoja productiva 
es que esto abre ventanas a través de las cuales es posible mantener viva la 
policiticidad del texto constitucional. Dado que el documento es imper-
fecto, es posible explotar de él sus ambigüedades, introducir disputas, 
establecer controversias, proponer mejoras y, claro, también retrocesos. 

26	� Laclau (2006) ha trabajado sobre la tensión entre “necesidad” y “contingencia”. Esta 
sería una forma en que se expresa, por ejemplo, la estructuración de lo social, donde 
de un lado estaría la aspiración, la búsqueda de orden, de estructura, de metas y, por 
el otro, estaría la irrupción no previsible de aquello que condiciona esta necesidad y 
la hace “imposible”.
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Puesto que el discurso constitucional no puede totalizar a sus sujetos, a 
esos que escriben la constitución, a esos a los que se dirige y a los que 
oculta, es posible, como lo indica Rancière (1996), instalar un litigio 
contra el estado de cosas y contra el sistema de relaciones que lo han 
hecho posible.

Asumir la imperfección radical constitucional no es declinación 
política, es una responsabilidad ético-política que debe ayudar a man-
tener a raya los deseos de certezas últimas heredadas del pensamiento 
moderno. Ayuda a mantener viva la politicidad social y a asumir que el 
trabajo por los derechos no tiene fin, aun si se contara con una nueva 
constitución.

En este momento histórico queda claro que las modificaciones, 
como algunas de las que en este trabajo hemos observado, no son resul-
tado meramente de un autoesclarecimiento, de una mayor reflexividad 
de parte de los actores estatales. Por el contrario, son resultado de una 
serie de insatisfacciones traducidas en luchas, en demandas, en impug-
naciones al orden establecido, sostenidas por ciudadanos, individuos y 
colectivos que tuvieron que poner en cuestión e interrumpir el estado 
de las cosas para exigir la modificación del texto constitucional y de 
toda una serie de legislaciones secundarias. Al hacerlo, tuvieron que 
devenir un particular tipo de sujeto constitucional: el tipo que, sintién-
dose reconocido o no en la Constitución, asume que la distribución de 
los derechos, incluidos los consignados en la Constitución, es inadecuada 
y, por lo tanto, debe y puede cambiar.

Como se ha intentado mostrar desde la presentación de este escri-
to, y en los apartados sobre el cambio y la insatisfacción y sobre los usos 
del pueblo, quienes participan de las estrategias de cambio saben que el 
texto se puede modificar y que, si bien no es la solución a todos los pro-
blemas, es una acción necesaria, aunque no suficiente. El discurso cons-
titucional –que incluye a la Constitución, a sus normatividades, a sus 
actores institucionales y, ultimadamente, a quienes nos construimos en 
torno a ella– es una clara muestra de las huellas de diferentes tipos de 
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disputas, de avances y de retrocesos; es la clara expresión de la tensión 
permanente entre “necesidad de orden y propósito” y la “contingencia 
de los recursos” para lograrlos, incluidos el lenguaje. Más que la super-
ficie última de realización de la nación mexicana, la Constitución es 
uno de los principales puntos en torno a los cuales colisionamos a lo 
largo del tiempo, frente al cual nos articulamos y, también, precaria-
mente, nos diferenciamos.
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MUERTE Y RESURRECCIÓN DEL AYUNTAMIENTO:  
LA CONSTITUCIÓN DE 1917 Y LA FICCIÓN 

AUTONÓMICA DE LAS ALCALDÍAS1

Efraín Quiñonez León2

INTRODUCCIÓN

En este texto nos proponemos situar los alcances de la Constitu-
ción de 1917 en función de las facultades que les otorga a los ayuntamien-
tos en tanto gobiernos legal y legítimamente reconocidos. Desde una am-
plia mirada, a partir de la promulgación de la Constitución hasta la 
actualidad, los ayuntamientos han transitado por distintas etapas en las 
que normativamente se les ha restringido o ampliado atribuciones. Como 
se sabe, la Constitución de 1917 establece ciertas competencias a los ayun-
tamientos, las que escasamente contribuyeron a su fortalecimiento insti-
tucional porque lo que ocurrió, en la práctica, fue el predominio del poder 
central sobre el resto de los gobiernos estatales y municipales. El periodo 
autoritario, por su parte, no hizo más que consolidar el centralismo y 
subordinar aún más los poderes subnacionales. Las crisis políticas desa-
tadas en las décadas de los sesenta y setenta del siglo pasado desemboca-
ron en una reforma política que, paralelamente, incidiría en una suerte de 
insurgencia municipal que derivó en variadas formas de alternancia lo-
cal. Todo ello derivó en la reforma de 1983, en la que se ampliaron las 
atribuciones de los ayuntamientos; mientras que la de 1999 no hace más 
que ampliar justamente las facultades que en las reformas previas ya se 

1	� Agradezco a la doctora Yovana Celaya haberme facilitado algunos materiales de con-
sulta y haberme hecho comentarios sobre el tema de este ensayo. Los errores son atri-
buibles a mis desatinos y no a su generosa colaboración.

2	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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habían reconocido. Sin embargo, nuestra incursión no pretende que-
darse únicamente en el plano normativo de lo que la propia Constitu-
ción ofrece como facultades a los ayuntamientos. En este sentido, pre-
tendemos traer la discusión al presente y tratar de diagnosticar el estado 
actual de los ayuntamientos partiendo de la experiencia veracruzana.

Por otra parte, no hemos querido dejar fuera de nuestras reflexiones 
el hecho de que la Constitución de 1917 estuvo antecedida de no pocos 
conflictos. A la proclama maderista de sufragio efectivo y no reelección 
le siguió un catálogo de asonadas y afanes levantiscos en varias partes 
del país que provocaron muerte, caos y miseria a la mayoría de los mexi-
canos. La crisis derivada de la revolución ni siquiera pudo resolverse 
con la Constitución, pero sí permitió una suerte de pacto entre las frac-
ciones más beligerantes para que, mucho tiempo después, llegaran a nue-
vos acuerdos, reconfigurando los equilibrios de poder perdidos durante 
el conflicto bélico. Aunque los arreglos y las alianzas entre las élites no 
erradicaron los conflictos, al menos permitieron que el nivel de violen-
cia desatada disminuyera y se abrieran espacios donde las pugnas pu-
dieran resolverse sin recurrir a las armas. Por ello es conveniente situar 
el contexto en el que la Constitución fue promulgada.

Más allá del acto simbólico que significó la promulgación de la Ley 
del Municipio Libre, el 25 de diciembre de 1914 en Veracruz, durante el 
gobierno de Venustiano Carranza,3 lo cierto es que ni en la ley, mucho 
menos en la práctica, los municipios alcanzaron mayor autonomía, sal-
vo la de vivir libremente sus miserias por las restricciones en cuanto a 
recursos económicos y políticos.

EL CONTEXTO

Es posible afirmar que las constituciones sirven para regular la convi-
vencia de un país en muy diversos planos y sujetos. Normalmente llegan 

3	� Véase en: http://www.cultura.gob.mx/centenario-constitucion/?numero=308.
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antecedidas de crisis políticas y, con frecuencia, se emplea en diferentes 
grados la violencia con el fin de imponer ideas e intereses.

Después de cien años de vida independiente, México llega a la pri-
mera década del siglo xx con una guerra civil cuyas aspiraciones bási-
cas eran de orden político y social, en tanto que implicaban una más 
genuina representación política mediante el respeto al sufragio, así como 
una serie de reformas que aspiraban a resarcir los daños ocasionados 
por las amplias desigualdades sociales, labradas a lo largo de casi 30 años 
de gobierno del general Porfirio Díaz.

Como en la independencia, los líderes más representativos de la 
revolución de 1910 no previeron o jamás se imaginaron las dimensiones 
del movimiento que provocarían las inconformidades por ellos enarbo-
ladas; puesto que, después de alimentado el fuego de la rebelión, poco 
control llegaron a tener sobre sus propias huestes,4 cuya mayoría pere-
ció en la intensidad de las llamas que ellos mismos habían contribuido 
a desatar (Knight, 1986: 958), inestabilidad que incrementó el bandole-
rismo y la criminalidad (secuestros y asesinatos) que, incluso, se man-
tuvieron hasta después de promulgada la Constitución.

Los efectos del conflicto bélico se resintieron tanto en términos de 
vidas humanas sacrificadas, como en las catastróficas consecuencias en 
las actividades productivas:

Por causa directa de la guerra habían muerto 250 mil personas y otras 

750 mil por motivos atribuibles indirectamente a ella: el tifo, la influenza 

española, el hambre… La devastación de la riqueza fue impresionante: 

cerraron minas, fábricas y haciendas, se desquició el sistema bancario y 

monetario, desapareció casi todo el ganado, la orgullosa red ferroviaria 

sufrió un desgaste del que nunca se repondría (Krauze, 1997: 19).

4	� De hecho, el historiador británico Alan Knight, a propósito de las fuerzas incontro-
lables desatadas por la rebelión, ensaya una tipología sobre “el bandolerismo endé-
mico que padecía la mayor parte del país y contra el cual las autoridades parecían 
impotentes”. 
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No es nuestro interés aquí describir puntualmente el catálogo de agra-
vios, conspiraciones y asesinatos ocurridos previamente a la promulga-
ción de la Constitución de 1917. Simplemente pretendemos ofrecer un con-
texto muy sintético de los antecedentes que desembocaron en ese nuevo 
orden constitucional.

El contexto de inestabilidad social generado por la revolución se ma-
terializó en un incremento de los índices de violencia criminal y de ban-
dolerismo, lo cual resultaba consecuencia lógica sobre todo de la cruda 
situación de pobreza en la que se encontraban amplios sectores de la po-
blación.

La economía, en general, languidecía como resultado de los cons-
tantes combates y de la violencia desatada. Los daños causados a los fe-
rrocarriles, por ejemplo, provocaron no sólo que las personas hubieran 
de transportarse con temor, sino que, además, las deficiencias ocasiona-
das por la guerra incidieran negativamente en el abasto de mercancías 
e, incluso, la provisión de alimentos resultó ineficiente o hasta nula. Pero 
lo más catastrófico fue la diversidad de papel moneda existente a lo lar-
go y ancho del país, lo que dificultaba las transacciones:

La mayor parte de la población quedó a merced de las fluctuaciones mo-

netarias y económicas. Inflación y escasez fueron dos partes de un torno 

que estrujó al común de la gente, tanto en el campo como en las ciudades, 

mientras sus líderes prometían a diario reformas y mejoras, y asistían a 

banquete tras banquete […] Las cosechas no eran suficientes, el sistema 

de transporte estaba parcialmente destruido y las fluctuaciones de la mo-

neda eran un obstáculo más que ocasionaba que la gente se mantuviera 

en un nivel uniforme de miseria. Fueron grandes las variaciones regio-

nales, pero datos de todo México demuestran que después de 1915 la ten-

dencia fue despiadadamente negativa, porque la producción y el sumi-

nistro de alimento no cubrían la demanda, los precios se dispararon y el 

hambre rondaba el país (Knight, 1986: 975-976).
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En un escenario económico tan adverso, que se materializó en pobreza 
y desnutrición para amplias capas de la población, ligado a la insalubri-
dad reinante, terminaron por reaparecer algunas enfermedades que se 
creía estaban bajo cierto control o que quizás no eran tan comunes en 
etapas previas. Sin embargo, las principales enfermedades de la época 
fueron el tifo y la influenza española que, como ya veíamos líneas arri-
ba, habían diezmado a la población.

En pocas palabras, la Constitución habría de promulgarse en un 
contexto sumamente complejo y difícil, en donde a menudo las autori-
dades eran rebasadas por la magnitud de los problemas y de las incon-
formidades que su indolencia o incapacidad provocaban, amén de los 
afanes levantiscos de las élites en pugna.

LA CONSTITUCIÓN DE 1917 Y EL MUNICIPIO LIBRE

Por extraño que pudiese parecernos, las menciones directas a los muni-
cipios y a sus formas de gobierno y, en general, a las facultades que se les 
confieren son muy limitadas en el marco de la Constitución de 1917. El 
hecho de que sean limitadas no quiere decir que sean irrelevantes; fue-
ron a tal grado importantes que los municipios se vieron restringidos en 
sus funciones y relegados a un papel subordinado frente al resto de los 
poderes del Estado.

Las referencias expresas al municipio están contenidas en el ar-
tículo 115, justamente cuando se aborda el tema de los estados de la 
federación. En este sentido, se afirma que la “base de la organización 
territorial y de la organización política y administrativa” de las enti-
dades que forman la república es el municipio libre. Ahí se establecen 
los criterios tanto de la organización política y administrativa, como de 
la obtención de sus recursos y el papel que se les asigna a las legislaturas 
de los estados para determinar los montos que les correspondan, te-
niendo en consideración que ellos sean los “suficientes para atender a 
sus necesidades”.
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En resumen, al municipio se le reconocen tres cosas básicas: perso-
nalidad jurídica, el acceso a la representación política y la administra-
ción autónoma de sus bienes. En el primer caso, se trata de la facultad 
que permite al ayuntamiento celebrar todo tipo de acuerdos y conve-
nios en tanto que está dotado de la personalidad jurídica para ello. En 
segundo lugar, se establece que los ayuntamientos se integrarán por la 
vía de la elección directa y que no habrá autoridad intermedia alguna 
entre éstos y los gobiernos de las entidades de la república. En tercer 
lugar, se menciona que los ayuntamientos tendrán libertad plena en la 
administración hacendaria, pero las contribuciones para integrarla es-
tarán determinadas por las legislaturas de los Estados “y que, en todo 
caso, serán las suficientes para atender sus necesidades”.5

Vale la pena mencionar, también, que al menos los municipios en 
los que residan las autoridades estatales o el ejecutivo federal estarán 
imposibilitados de ejercer algún mando sobre la fuerza pública, porque 
este será asumido por el presidente de la república o por los gobernado-
res de las entidades federativas.

Por otra parte, es ampliamente conocido que los grandes aportes 
de nuestra Constitución se relacionan con la incorporación de derechos 
sociales, mismos que se reflejaron en los artículos 27 y 123. En efecto, lo 
que se había pospuesto en los anteriores arreglos institucionales entre 
las élites que se disputaban el poder de las decisiones importantes en el 
país cobraba centralidad en la Carta Magna de inicios del siglo xx, al re-
gular el acceso a la tierra y atenuar las desigualdades en torno a la pro-
piedad; al mismo tiempo, se buscaba mejorar las condiciones laborales 
de los trabajadores. Si bien en estos casos puede no existir una invoca-
ción directa a los municipios, al menos podemos sostener la hipótesis de 
que la implantación del artículo 27, por ejemplo, presupone nuevos 
arreglos y una redistribución del suelo que habría modificado la com-
posición o la dimensión territorial de los municipios.

5	� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, p. 71.
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En efecto, implícitamente una de las primeras alusiones al munici-
pio se presenta justamente en uno de los tantos argumentos que pue-
blan el artículo 27, que regula y establece la potestad de la nación en 
torno a la tierra, al mismo tiempo que determina los criterios bajo los 
cuales ésta podrá ser concedida a los particulares. Enfocado en erradi-
car la concentración y las desigualdades en cuanto a la apropiación de la 
tierra, el artículo 27 dice expresamente que, con el fin de alcanzar una

distribución equitativa de la riqueza pública […] se dictarán las medidas 

necesarias para el fraccionamiento de los latifundios; para la creación de 

nuevos centros de población agrícola con las tierras y aguas que les sean in-

dispensables; para el fomento de la agricultura y para evitar la destrucción 

de los elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en per-

juicio de la sociedad. Los pueblos, rancherías y comunidades que carezcan de 

tierras y aguas, o no las tengan en cantidad suficiente para las necesida-

des de su población, tendrán derecho a que se les dote de ellas, tomándolas 

de las propiedades inmediatas, respetando siempre la pequeña propiedad.6

Como hemos mencionado, si bien las referencias a los municipios no 
son expresas, subyace en las consideraciones alguna invocación a ellos, 
en tanto que entidades o agentes a quienes se espera resarcir los benefi-
cios de la propiedad de tierra de los cuales habían sido excluidos, y que 
conviven en los espacios acotados de los municipios o regiones del país. 
Bajo esa lógica, se declaran sin efecto todas las operaciones que “hayan 
privado total y parcialmente de sus tierras, bosques y aguas a los con-
dueñazgos, rancherías, pueblos, congregaciones, tribus y demás corpo-
raciones de población…”7

Más aún, la fracción vii establece con mayor claridad que “Los Es-
tados, el Distrito Federal y los Territorios, lo mismo que los Municipios 

6	� Ibid., p. 12.
7	� Ibid., p. 19.

CienAñosdelaConstitucion.indd   123 05/04/18   9:39



EFRAÍN QUIÑONEZ LEÓN

124

de toda la República, tendrán plena capacidad para adquirir y poseer 
todos los bienes raíces necesarios para los servicios públicos”.8

Algunos autores sostienen la hipótesis de que la omisión que refe-
rimos está directamente relacionada con la subordinación de los ayun-
tamientos al poder central. De modo que la escasa importancia que se 
les atribuye en el marco constitucional se debe al control político que 
se pretende ejercer sobre ellos y al papel de instancias administrativas al 
que se les relega (Merino, 2005).

Como hemos visto, de las muy breves menciones a los municipios, 
solamente puede sostenerse la hipótesis de su libertad en tanto que no 
habría autoridad intermedia alguna entre ellos y los gobiernos estatales, 
en clara alusión a los jefes políticos que durante el Porfiriato habían sido 
piezas centrales de la dominación que se ejercía desde el centro del país. 
En teoría, los municipios tenían la libertad de manejar su hacienda, pero 
habían perdido facultades para el cobro de impuestos, y los recursos que 
podían obtener eran determinados por las legislaturas de los estados.

Por otra parte, en términos políticos, si bien se reconocía el dere-
cho de acceder al poder municipal por la vía de la elección directa y po-
pular, los ayuntamientos habían perdido atribuciones en torno a la or-
ganización de las propias elecciones, tal y como aún ocurría durante 
buena parte del siglo diecinueve.

En suma, los municipios llegaban al nuevo siglo con más ataduras 
que libertad.

Por la lectura de los programas, planes y manifiestos que se produjeron 

entre 1906 y 1917, salta a la vista que ninguna de las fracciones revolucio-

narias acuñó una “idea municipal” propiamente dicha: para cada uno de 

los grupos, y según cada una de las diferentes visiones que se reunieron 

en el movimiento armado […] el municipio aparecía como una especie 

de telón de fondo, indispensable para resolver problemas de mayor en-

8	� Ibid., p. 18.
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vergadura, pero en ningún caso como un tema valioso por sí mismo, ni 

mucho menos como una oportunidad de replantear el curso de la insti-

tución política de mayor arraigo en la historia de México […] el munici-

pio fue otra vez visto desde el mirador centralista (Merino, 2010).

Sin embargo, esto no siempre fue así. Venustiano Carranza, por ejem-
plo, en la segunda ocasión en que gobernó provisionalmente Coahuila, 
impulsó una reforma fiscal “para que el gobierno del estado pudiera 
cumplir con el principio constitucional que ordena la proporcionalidad 
y equitativa distribución del impuesto. La reforma fiscal también ten-
dría que restaurar la autonomía financiera de los municipios, dándoles 
la autoridad para recaudar impuestos” (Barrón, 2009: 122).

Es decir, existía experiencia probada de lo que podía hacerse como 
para fortalecer a los municipios y convertirlos en genuinos representantes 
del Estado, cuando lo que ocurrió fue exactamente lo contrario: se mina-
ron sus capacidades recaudatorias y se limitó su acción a la pura y llana 
administración de los escasos recursos públicos y a su inserción subordi-
nada en la red de control político ejercida desde el centro del país.

LAS REFORMAS AL ARTÍCULO 115 Y EL RESURGIMIENTO  
DE LO LOCAL

Se suele decir con frecuencia que los ayuntamientos son instituciones 
débiles. Aunque esto es cierto, una mirada ligera a la historiografía so-
bre el tema nos indica que no siempre fue así. La investigación histórica 
confirma que ni en la Colonia ni en buena parte del siglo xix los ayun-
tamientos fueron instituciones tan frágiles como lo son ahora. No obs-
tante la inestabilidad política en el siglo xix, por ejemplo, los ayunta-
mientos no sólo eran los encargados de celebrar elecciones sino que, 
además, en ellos recaía la responsabilidad de brindar seguridad y justi-
cia a los ciudadanos, al mismo tiempo que cobraban impuestos y pro-
movían la educación básica en la población (Ortiz y Serrano, 2009).
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Se podrían ampliar los argumentos para fortalecer la idea de la au-
tonomía y de la capacidad de negociación de los poderes locales en la 
época del virreinato; pero será suficiente mencionar que, pese a las fre-
cuentes confrontaciones entre los representantes del rey y las corpora-
ciones locales, éstas podían solicitar la intervención del monarca para 
dirimir conflictos, dadas sus facultades para arbitrar querellas e impar-
tir justicia. De modo tal que los ayuntamientos gozaban de un poder que 
a menudo era desafiado por los representantes del rey, pero contaban con 
las suficientes herramientas para defenderse (Lempérière, 2013).

Ahora bien, no podemos vencer la tentación de traer al presente 
algunos elementos que nos permiten reconocer que, al menos en los 
últimos 40 años, se han presentado cambios con los que se ha intentado 
revertir las consecuencias más negativas que la Constitución de 1917 
tuvo sobre los municipios. Muchas de estas iniciativas que han fructifi-
cado en reformas constitucionales han sido antecedidas de movimien-
tos de protesta, que han germinado en auténticos reclamos por la auto-
nomía municipal.

Una vez que el régimen político logra estabilizarse alrededor de los 
años cuarenta del siglo pasado, se abre un periodo de relativa calma en 
los espacios locales. En el largo ciclo de la dominación priista, los ayun-
tamientos no tenían mayor importancia, puesto que el centralismo y el 
presidencialismo otorgaban al jefe del ejecutivo federal el papel más rele-
vante en la toma de decisiones. Los alcaldes no eran vistos como un poder 
genuinamente constituido porque sus cargos, aunque eran producto de 
la elección de los ciudadanos, estaban sujetos a la voluntad del presiden-
te de la república, manifestada a través de los gobernadores en turno.

Esta circunstancia, de hecho, fue uno de los motivos que a menudo 
derivaron en luchas de resistencia que articularon movimientos socia-
les y variadas formas de protesta y que, en ocasiones, originó la creación 
de partidos políticos locales o regionales, con el fin de oponerse al auto-
ritarismo presidencial expresado a través de hombres fuertes, caudillos 
locales y regionales o caciques, que contaban con el suficiente poder 
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para imponerse. Desde luego, muy pocas de estas expresiones tuvieron 
éxito y, con frecuencia, terminaron en violencia; pero es indispensable 
reconocerlas como las primeras manifestaciones que desafiaban las es-
tructuras de dominación imperantes.

En este sentido, es emblemática la lucha emprendida por el doctor 
Salvador Nava, en San Luis Potosí, en 1958, con el propósito de ganar el 
ayuntamiento de la ciudad capital, en una de las entidades dominadas 
por el cacicazgo de Gonzalo N. Santos. Este movimiento dio lugar a la 
creación de la Unión Cívica Potosina, una organización muy diversa, 
tanto por el arraigo que alcanzó entre la ciudadanía potosina, como por 
el espectro ideológico de las organizaciones políticas que lo respalda-
ron. Pese a la violencia ejercida hacia el movimiento, las protestas y la 
organización de la ciudadanía tuvieron su recompensa con el triunfo 
electoral que convirtió al doctor Nava en alcalde de la capital potosina. 
“En diciembre de 1958, Nava se postuló como candidato independiente 
para la presidencia municipal de San Luis Potosí. La ucp obtuvo la vic-
toria sumando 26 319 votos contra 1 638 del candidato del pri” (Rodrí-
guez, 2009: 51).

Paralelamente, se gestarían otras formas de resistencia en ciudades 
como León y Monterrey que, al igual que la lucha municipalista em-
prendida por el doctor Nava en San Luis, tenían la particularidad de ser 
impulsadas desde una postura que hoy podríamos denominar cívica, 
en tanto que superaba la base militante de los propios partidos y no 
podían albergar escenarios de triunfo sin la participación de una base 
de votantes sin partido. Sin embargo, muchas de estas expresiones en 
contra del régimen fueron derrotadas por los consabidos métodos del 
fraude y, también, por los excesos en la compra y coacción del voto (Ro-
dríguez, 2009: 52). Estas expresiones eran más la excepción que la nor-
ma, puesto que el sistema político se decantaba hacia el monopolio de la 
representación política a través del pri.

Durante los años sesenta, también en el estado de Guerrero se pre-
sentaron conflictos y genuinas batallas cívicas por la democratización 
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en los espacios locales, justamente después de haber sido destituido el 
general Raúl Caballero Aburto, quien entonces se desempeñaba como 
gobernador del estado. Precisamente la sustitución del gobernador 
abrió las puertas para que

una coalición política encabezada por la Asociación Cívica Guerrerense 

(acg) organizara el nombramiento en asambleas públicas de Consejos 

Municipales en los primeros meses de 1961. Acapulco, Iguala, Tecpan, 

Zihuatanejo, Petatlán, San Jerónimo vivieron intensas jornadas para el 

nombramiento de sus autoridades y el desarrollo de las primeras expe-

riencias de gobiernos plurales (Rodríguez, 2009: 52). 

Sin embargo, varios de estos esfuerzos democratizadores no pudieron 
terminar sus periodos debido a la reacción represiva del gobierno esta-
tal, así como la de caciques regionales que consideraron afectados sus 
intereses.

La puntilla fue el proceso electoral de ese año, donde la acg presentó […] 

candidatos independientes para los 75 ayuntamientos y la gubernatura. 

Un fraude abierto y generalizado desconoció cualquier triunfo opositor. 

La represión se extendió a varios municipios, de los que sobresale el caso 

de Iguala, donde el ejército y la policía asesinaron a ocho personas y de-

tuvieron a cientos de opositores. El gobierno declaró ilegal a la acg y 

persiguió a sus líderes (Rodríguez, 2009: 53).

Así, se fueron labrando cada vez más protestas a nivel local, a menudo 
orilladas a la violencia, muchas de ellas respaldadas por la oposición al 
pri y, sobre todo, originadas en la falta de apertura del régimen político 
y en el daño social infligido por un depurado sistema incapaz de impar-
tir justicia, y en una profunda desigualdad que se expresaba regional y 
localmente. No es ocioso subrayar también el carácter plural de dichas 
muestras de resistencia, no anclado a una base militante fuerte en los 
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partidos opositores al pri, en un régimen que se negaba a escuchar los 
reclamos e inconformidades por la falta de reconocimiento a la volun-
tad ciudadana expresada en las urnas.

En los años setenta también se vivieron algunas expresiones muy 
localizadas de insurgencia municipal en algunos estados de la repúbli-
ca, como en Chihuahua, Michoacán, Hidalgo y Tamaulipas, entre otros. 
Aunque en algunos de estos casos hubo avances e, incluso, se ganaron 
algunas alcaldías por parte de la oposición, casi siempre se emplearon 
las acostumbradas prácticas para entronizar a los candidatos del pri.

La reforma política de 1977 y los procesos de descentralización ad-
ministrativa iniciados a partir de los ochenta abren un nuevo ciclo en la 
lucha por los ayuntamientos. La primera de ellas es la obligada respues-
ta del gobierno de la república a las múltiples formas de descontento 
social contra el centralismo, el autoritarismo y la desigualdad, así como 
la oportunidad de incorporar a la vida política institucional a grupos y 
movimientos sociales que ya no se sentían representados por los viejos 
mecanismos e instituciones del régimen. En este sentido, la llamada 
apertura democrática, como se le llamó a la reforma política del 77, per-
mitió la pluralización de las expresiones partidarias y, por lo tanto, di-
versificó las alternativas por las que la ciudadanía podía optar para bus-
car una representación más genuina de sus intereses.

Por su parte, la descentralización realmente practicada confirmaba 
que no se trataba simplemente de transferir mayores responsabilidades a 
los ayuntamientos, no al menos desde el punto de vista financiero y políti-
co, temas en las que el gobierno central continuaría ejerciendo el control.

Mientras esto ocurría, paralelamente estalla uno de los movimien-
tos municipalistas de izquierda más emblemáticos, impulsado por la 
Coordinadora Obrero Campesina Estudiantil del Istmo (cocei), a tra-
vés de la cual se gana el ayuntamiento de Juchitán, en Oaxaca, durante 
el proceso electoral de 1981.

Dos años después, y teniendo como telón de fondo todas estas in-
conformidades, se aprueba en el Congreso una de las reformas al artículo 
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115 que ampliarán las competencias de los ayuntamientos, mismas que 
se habían cancelado justamente con la promulgación de la Constitución 
de 1917. En efecto, con la reforma constitucional de 1983, el municipio 
recupera la facultad de emitir su propio bando de policía y buen gobier-
no. Al mismo tiempo, se amplían sus facultades en torno a la dotación 
de servicios públicos, el diseño de sus propios planes de desarrollo urba-
no y la posibilidad de coordinar acciones entre municipios con el propó-
sito de introducir o mejorar el acceso a la infraestructura urbana. Pero 
lo principal adviene del acceso a recursos por la vía de las participaciones 
federales, con lo cual los municipios podrían contar con un incremento 
en sus presupuestos a fin de atender necesidades sociales.

En la década de los ochenta, el agotamiento del régimen político 
derivado de la revolución, así como los cambios en la ley que regula los 
alcances de los ayuntamientos en tanto que gobiernos legalmente cons-
tituidos, estimularán renovadas formas de protesta y de lucha en el pla-
no municipal. Así, una nueva ola de conflictos en el norte del país tiene 
como escenario la disputa por el poder municipal.

Aunque la mayoría de estos casos de insurgencia municipal y de 
disputa cada vez más intensa por ganarle las alcaldías al pri era empu-
jada por sectores de la izquierda, así como por los partidos leales al sis-
tema (pps, parm, entre otros), también ocurrieron conflictos y protestas 
impulsadas por el pan e, incluso, existieron gobiernos al amparo de este 
partido. Sin embargo, el periodo en que más gobiernos panistas han 
existido antes de 2000 ha sido entre 1980 y 1989 (Rodríguez, 2009: 58).

En Veracruz, también ocurren algunos conflictos derivados de con-
tiendas electorales altamente disputadas al pri, la mayoría de ellas vincu-
ladas a los llamados partidos satélites, como el parm y el pps. En este 
sentido, la alternancia a nivel municipal antes de los ochenta ocurre ini-
cialmente a través de estos partidos aliados al sistema. Sin embargo, la ola 
democratizadora impulsada por la corriente neocardenista y por el es-
candaloso fraude electoral ocurrido en 1988 impactará a algunas de las 
disputas por el poder municipal. A menudo, estos conflictos entraban en 
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contradicción con los poderes fácticos de caciques locales y regionales. 
Bajo esta lógica, cobra particular relevancia la lucha emprendida por los 
ciudadanos de Tezonapa,9 quienes, a través del pms, impulsarán la candi-
datura de Inocencio Romero, lucha que terminaría en tragedia cuando 
asesinan al aspirante y muy seguro alcalde para el periodo 1989-1991. Lo 
sustituirá su hijo Gaffet Romero, quien gana la presidencia municipal.

La otra gran reforma ocurre en 1999 y, en cierto modo, no hace más 
que ampliar las competencias de los ayuntamientos, mismas que ya se 
habían incorporado en la reforma constitucional de 1983, pero con alcan-
ces limitados, al no existir una reglamentación adecuada. Por ejemplo, se 
incrementaron sus funciones en materia de participación ciudadana y 
vecinal; se exhortaba a las autoridades estatales a proveer de recursos a los 
municipios sin menoscabo de las participaciones federales que recibieren. 
Al mismo tiempo, se establecen atribuciones a los ayuntamientos para 
intervenir en los sistemas de transporte, en los usos del suelo y en la expe-
dición de licencias para la construcción, entre otras facultades.

No menos importante es señalar que pasaron 82 años para que se 
reconociera a los municipios su calidad como gobierno a través de sus res-
pectivos ayuntamientos, pues la Constitución de 1917 les atribuyó simple-
mente funciones administrativas. Lo peor de todo esto es que cada derrota 
infligida al municipio significa un debilitamiento de la ciudadanía.

ALGUNAS CONSIDERACIONES FINALES

Aunque los avances han sido innegables en materia constitucional,10 los 
ayuntamientos continúan siendo el eslabón más débil de la cadena que 

9	� Ubicado en las fronteras entre los estados de Puebla y Oaxaca, Tezonapa colinda con 
los municipios veracruzanos de Omealca y Zongolica. Se trata de un municipio cuya 
economía se mueve alrededor de la producción de caña y el eje de dicha actividad es 
el ingenio Motzorongo.

10	� Hoy en día celebramos que la Ciudad de México haya podido procesar acuerdos 
para tener su propia constitución, que rija la vida de los capitalinos. Dentro de sus 
innovaciones, las delegaciones volverán a ser municipios, se protege a las sociedades 
de convivencia, se incorpora la revocación del mandato, entre muchas otras faculta-
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engarza los distintos niveles del Estado mexicano. Pese al revés propi-
nado a los municipios en la Constitución de 1917, las luchas autonómi-
cas de la segunda mitad del siglo xx y las reformas que se sucedieron, 
sobre todo en las dos últimas décadas, permitieron recuperar parte de 
la autonomía perdida.

No obstante que se cuenta con un marco normativo que ahora es-
tablece facultades renovadas a los municipios, lo cierto es que persisten 
los principales rasgos de debilidad institucional que no sólo se eviden-
cian por la relación subordinada frente a los otros poderes de la repúbli-
ca, sino por la falta de control con la que ahora operan los alcaldes. 
Después de haber sido el epicentro del poder político por más de 70 
años, la alternancia modificó la correlación de fuerzas en el interior del 
régimen, minando una parte de los poderes metaconstitucionales de la 
presidencia de la república. Todo esto contribuyó a una mayor plurali-
dad política pero, por paradójico que parezca, este fue el incentivo per-
verso sobre el cual los gobernadores y los presidentes municipales tuvie-
ron la oportunidad para presentarse ante nosotros como lo que siempre 
han sido: auténticos dictadores e irresponsables gobernantes. Porque 
hay que decirlo con sus propias letras: no arriban al poder por la fuerza 
de los votos legítimamente obtenidos, sino por quien los provee de re-
cursos con el propósito de obtener rentas a cargo del poder político.

Pero la Constitución –hay que reconocer– nunca fue ese marco de 
reglas que gobernara la vida de todos los mexicanos y de sus autorida-
des. Las ideas que se desprenden de nuestro marco constitucional aún 
vigente, con todas las reformas que se le han hecho, tenían un contenido 
más bien aspiracional: la protección de las llamadas garantías indivi-
duales, aunque éstas se violen sistemáticamente; justicia social, que aún 
no alcanzamos, pero que pretendíamos conquistar mediante el reparto 
agrario y una mejoría en las condiciones laborales. Declarábamos ser 

des en las que habrá necesidad de poner atención y que podrían servir de ejemplo 
para el resto de la república.
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una república representativa, democrática y federal, pero hemos vivido 
siempre con la hiperautonomía de los actores políticos. Comenzábamos 
a ser democráticos, pero el gran peso de la federación y del presidente de 
la república literalmente aplastaba al resto de los poderes y a la ciudada-
nía. Dicho de otro modo, vivimos en el país ideal de nuestra Constitu-
ción, pero nuestra convivencia práctica funcionaba y funciona de otro 
modo. Entre el contenido imaginario de nuestras leyes, siempre se im-
ponían los (des)arreglos informales que mantenían alguna estabilidad 
que ya no es posible garantizar. Creo, sinceramente, que nos ha llegado 
la hora de cambiar.
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A CIEN AÑOS DEL CONSTITUYENTE DE QUERÉTARO 
DE 1917. LAS APORTACIONES DE LA DIPUTACIÓN 

VERACRUZANA Y LA LEGISLACIÓN 
PRECONSTITUCIONAL

José Martín Blásquez Ojeda1

Los representantes veracruzanos que concurrieron a Querétaro 
se caracterizaron por llevar a cabo su encomienda como una fracción 
parlamentaria determinada en apoyo al Proyecto de Constitución Re-
formada presentado por don Venustiano Carranza, convicción que se 
forjaron desde que se comprometieron con el constitucionalismo en los 
primeros meses de 1913, para combatir la usurpación que depuso al go-
bierno del señor Madero, y que maduraron con sus experiencias al par-
ticipar del proceso político-militar, para incorporar las demandas so-
ciales de todos las facciones revolucionarias al programa de gobierno 
carrancista, desde finales de 1914 y hasta mediados de 1915, etapa cono-
cida como de la Legislación Preconstitucional, y que tuvo como escena-
rio el estado de Veracruz.

El significado de esta experiencia estuvo presente en el Constitu-
yente de principio a fin, según se advierte por su mención en el discurso 
del Primer Jefe, en funciones de Encargado del Ejecutivo, brindado a la 
asamblea durante la sesión de apertura de trabajos del 1 de diciembre de 
1916, cuando expresó puntualmente:

Una de las más grandes satisfacciones que he tenido hasta hoy, desde que 

comenzó la lucha que […] inicié en contra la usurpación […] es la que ex-

1	� Economista por la Universidad Veracruzana y maestro en Políticas Públicas por el 
Colegio de Veracruz.
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perimento en estos momentos en que vengo a poner en vuestras manos, en 

cumplimiento de una de las promesas que en nombre de la revolución hice 

en la heroica ciudad de Veracruz al pueblo mexicano: el proyecto de Cons-

titución reformada, proyecto en el que están contenidas todas las reformas 

políticas que la experiencia de varios años […] me han sugerido.2

Otro testimonio significativo acerca de la trascendencia de los temas 
legislados en territorio jarocho fue el reconocimiento que externó el li-
cenciado Luis Manuel Rojas, diputado presidente del Congreso de Que-
rétaro, ante la presencia de don Venustiano Carranza, precisamente en 
su discurso del 31 de enero de 1917, en ocasión de la sesión de clausura 
de los trabajos, con la juramentación de la nueva Carta Magna lograda, 
al declarar:

De importancia extraordinaria fue, sin duda alguna, el contingente que 

para tan grande empresa trajo usted en su mensaje del 1 de diciembre y 

en el proyecto de reformas que con él tuvo usted a bien someter al estudio 

de esta honorable Asamblea; y por todos los términos en que las reformas 

[…] se han hecho, se viene en conocimiento de que todas las ideas funda-

mentales aportadas por usted […] inclusive las que informaron los pro-

yectos y leyes de Veracruz, sobre la cuestión agraria y obrera, han sido 

completamente aceptados por la Representación Nacional.3

Así, y a diferencia de las otras representaciones estatales concurrentes 
en Querétaro, es posible afirmar que la unidad de los veracruzanos en 
relación con las demandas sociales revolucionarias tuvo su maduración 
entre el 8 de noviembre de 1914 y el 11 de octubre de 1915, cuando se 
involucraron en apoyar al Primer Jefe del Ejército Constitucionalista y 
Encargado del Poder Ejecutivo para –en sus conceptos– “forjar la con-

2	� Diario de los debates del Congreso Constituyente de 1916-1917, p. 385.
3	� Ibid., p. 1173.
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ducta política del gobierno constitucionalista en la ejecución del pro-
grama de reforma social contenido en el Decreto del 12 de diciembre [y] 
para acelerar el restablecimiento de la paz y consumar la obra revolu
cionaria”,4 como Carranza lo plasmara en su Manifiesto a la Nación del 
11 de junio de 1915, expedido en el puerto jarocho, una vez que hubo 
afirmado la primacía militar del constitucionalismo con la derrota del 
hasta entonces desafiante villismo.

Este compromiso, que distinguió a la diputación veracruzana, tam-
bién se explica como un adelanto natural en sus trayectorias de alianza 
ideológica y de acción política procesada durante el tiempo en que, 
como Primera División de Oriente del constitucionalismo, brindaron 
protección al Primer Jefe para venir a establecer su gobierno en puerto 
seguro, y durante el cual se dictaron y aplicaron un adelantado conjun-
to de leyes y decretos que atendieron a las demandas sociales (Pérez y 
Blásquez, 2014). Esta etapa del constitucionalismo mexicano se produjo 
en el contexto de haberse logrado el restablecimiento de la soberanía 
nacional ante la desocupación del puerto por los invasores yanquis 
(Ulloa, Larrazolo y Juárez, 1986).5

Los generales Cándido Aguilar y Heriberto Jara serán quienes me-
jor caractericen el perfil de los legisladores por Veracruz, puesto que, en 
tanto jefe y subjefe de la Primera División de Oriente Constitucionalis-
ta, designados por el señor Carranza, y habiendo consolidado su domi-
nio sobre las regiones petroleras del norte del estado, el 20 de junio de 
1914 fueron designados para instalar el gobierno provisional del estado 
con sede en el puerto de Tuxpan, desde cuya magistratura se ocuparon 
de dictar y de aplicar diversas leyes locales, con el fin de responder a las 
urgentes demandas sociales abanderadas con las armas, acciones de go-
bierno que, en algunos casos, se produjeron incluso con anticipación a 

4	� Codificación de los Decretos del C. Venustiano Carranza, Primer Jefe del Ejército 
Constitucionalista, Encargado del Poder Ejecutivo de la Unión, p. 219.

5	� Véase Ulloa, quien es exhaustiva al referir los perfiles de los revolucionarios prota-
gonistas y las circunstancias en que los constitucionalistas logran la recuperación 
del puerto de Veracruz.

CienAñosdelaConstitucion.indd   137 05/04/18   9:39



JOSÉ MARTÍN BLÁSQUEZ OJEDA

138

la misma Legislación Preconstitucional del orden federal, cuando aún ni 
siquiera ésta había sido anunciada.6

Estos procesos son el objeto de estudio en dos publicaciones recien-
tes; el primer título es Veracruz 1914-1915, cuna de la Legislación Pre-
constitucional de Don Venustiano Carranza –que se acompaña con las 
reproducciones digitales completas de los diarios El Constitucionalista, 
El Pueblo y El Dictamen, editados por los constitucionalistas desde el 
puerto, y de La Vanguardia, editado por el Dr. Atl, desde Orizaba–.7 El se-
gundo título es una aportación al estudio del constitucionalismo mexi-
cano: El Congreso Constituyente de 1916-1917. Aportaciones de la Dipu-
tación Veracruzana. Ambos estudios son de mi autoría en conjunto con 
el licenciado Dionisio E. Pérez Jácome, y fueron elaborados entre 2014 y 
2015. Es recomendable consultar la visión general del entramado aconte-
cido que es narrada en Historia de la Constitución de 1917 por uno de 
sus actores centrales, aún no suficientemente valorado: el constitucio-
nalista tabasqueño, ingeniero Félix F. Palavicini (Palavicini, 2014).8

LA DIPUTACIÓN VERACRUZANA: INTEGRACIÓN  
Y ANTECEDENTES

El Colegio Electoral del Congreso de Querétaro que calificó las elecciones 
de diputados del 22 de octubre de 1916 consideró que, de los 19 distritos 
electorales en que se dividió el estado de Veracruz, sólo el expediente del pri
mer distrito, Ozuluama, se presentó con una documentación sumamente

6	� Colección de Leyes y Decretos, expedidos por el Gobierno Constitucionalista del Estado 
Libre y Soberano de Veracruz-Llave. 1914-1915. La expedición fue casi inmediata a la 
instalación del Gobierno Provisional del general Cándido Aguilar, según puede 
observarse en la cronología de leyes y decretos compendiada hasta 1915. 

7	� Véase Pérez y Blásquez (2014). La reproducción digital de estos diarios editados en 
Veracruz y en Orizaba, entre noviembre de 1914 y hasta octubre de 1915, está com-
pilada en un disco compacto que acompaña al texto. La importancia de sus informa-
ciones y trascendidos publicados en el día a día son ricos para ilustrar el contexto en 
que se fueron forjando los acontecimientos que posteriormente la historia de la 
Revolución mexicana recogió y confirmó.

8	� Véase el capítulo “Génesis”.
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Distrito electoral Diputado Origen Nacimiento

1. Ozuluama Elección irregular – –

2. Tantoyuca Profesor Saúl Rodiles Piña Atlixco, Puebla 1885

3. Chicontepec Licenciado Enrique Meza 

Llorente (suplente)

Chicontepec, Vera-

cruz

1889

4. Tuxpan Mayor Benito G. Ramírez Ixhuatlán de Madero, 

Veracruz

1891

5. Papantla No se presentó –       –

6. Misantla Licenciado y teniente coro-

nel Eliseo Céspedes

Ciudad Xicoténcatl, 

Tamaulipas

1892

7. Jalacingo Coronel Adolfo G. García Villa Aldama, Veracruz 1877

8. Jalapa Teniente coronel Josafat F. 

Márquez

Jalapa, Veracruz 1884

9. Coatepec Comediante Alfredo Solares México, DF 1872

10. Huatusco Doctor Alberto Román Teleolapan, Guerrero 1872

11. Córdoba Agricultor Silvestre Aguilar Córdoba, Veracruz 1886

12. Ixtaczoquitlán Talabartero Ángel S. Juárico México, DF 1856

13. Orizaba General Heriberto Jara Corona Nogales, Veracruz 1879

14. Paso del Macho Ingeniero Victorio E. Góngora Ciudad del Carmen, 

Campeche

1874

15. Veracruz General Cándido Aguilar

Obrero Carlos L. Gracidas 

(suplente)

Córdoba, Veracruz

Toluca, Estado de 

México

1889

1888

16. Zongolica Doctor y mayor Marcelo Torres Yahualica, Hidalgo 1876

17. Cosamaloapan Coronel Galdino H. Casados Tuxpan, Veracruz 1879

18. San Andrés Tuxtla Profesor Juan de Dios Palma Santiago Tuxtla, 

Veracruz

1876

19. Acayucan Telegrafista Fernando A. 

Pereyra

Acayucan, Veracruz 1882
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deficiente9 que impedía rendir el dictamen correspondiente y, en conse-
cuencia, se acordó dejar dicha curul sin asignación. Asimismo debió ex-
ceptuar al quinto distrito, Papantla, al no apersonarse su titular ni su su-
plente para solicitar su credencial; esto no obstante las noticias de que el 
revolucionario don Rodolfo Curtí (Salas, 1979: 205-212) había obtenido 
limpiamente su triunfo. De lo anterior resultó que el Colegio Electoral 
aprobó la expedición de 17 credenciales, con dos salvedades: para el 3er 
Distrito de Chicontepec, el cargo se asignó al suplente, ante la imposibili-
dad de concurrir su titular, el coronel Adalberto Tejeda, quien argumen-
tó problemas del orden personal para no asistir a Querétaro; y, más ade-
lante, se expediría otra credencial al obrero Carlos L. Gracidas, quien, 
como suplente, cubriría las ausencias del titular del decimoquinto distri-
to, el general Cándido Aguilar, quien eventualmente alternó su curul en 
Querétaro con sus responsabilidades de secretario de Relaciones Exterio-
res en la ciudad de México. De este modo, la bancada quedó conformada 
con 17 elementos y un suplente (véase arriba el cuadro Los diputados ve-
racruzanos al Constituyente de Querétaro de 1916-1917. Sus perfiles).

Esta integración de la diputación veracruzana, por el número de 
sus curules, le reportó una importancia estratégica en relación con las 
otras representaciones y era sólo comparable con su correspondiente de 
Guanajuato, y menor en un escaño que la de Jalisco. Su influencia se 
potenció con la disciplinada y asidua asistencia de sus miembros a todos 
los debates y a todas las votaciones de la Asamblea, incluida su partici-
pación en los trabajos de comisiones, cuando, en contraste, es sabido 
que los trabajos en Querétaro se desarrollaron con el relativo ausentis-
mo de buen número de otros de sus diputados integrantes.10

9	� “II. Del 1er. distrito del Estado de Veracruz se tiene una documentación sumamente 
deficiente […] esta 3a Sección no puede más que consultar lo siguiente, salvando en 
todo caso el acuerdo de esta respetable Asamblea: ‘No ha lugar por ahora a rendir 
dictamen sobre las elecciones verificadas en el 1er. distrito electoral’ […] Aprobado”, 
Diario de los debates…, op. cit., p. 435.

10	� En Marván (2007) se ofrece un análisis esquemático y estadístico acerca de cómo se 
desarrollaron los trabajos tanto del Colegio Electoral como del Congreso.
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A la consideración anterior, y para destacar la importancia de los 
veracruzanos, debe agregarse que algunos de sus miembros ocuparon re-
levantes cargos de conducción y de coordinación en los trabajos parla-
mentarios del Constituyente.11 Ejemplo de ello son el general Cándido 
Aguilar (Corzo, González y Skerrit, 1986: 130),12 en la primera vicepresi-
dencia de la Mesa Directiva;13 el doctor Alberto Román y el general Heri-
berto Jara,14 como integrantes de las influyentes primera y segunda Co-
misiones de Constitución, desde donde desempeñaron relevantes tareas 
de estudio y de dictamen de todas las iniciativas que pasarían al pleno, 
además de que, desde años atrás, guardaban una amistad que tradujeron 
en estrecha relación con el licenciado Luis Manuel Rojas, presidente de la 
Mesa Directiva del Congreso.15

Escudriñando la bancada en sus vínculos, vale repasar, por ejem-
plo, los casos de Silvestre Aguilar y el mencionado general Heriberto Jara. 
Entre 1912 y 1913, estos personajes habían sido diputados integrantes de 
la XXVI Legislatura Maderista que enfrentó al usurpador y, posterior-
mente, en noviembre de 1914, estando encuadrados en la Primera Divi-
sión de Oriente y en la conducción del gobierno local, se reencontraron 
con los otros, también ex diputados renovadores, los licenciados José Nati-
vidad Macías, Luis Manuel Rojas y Alfonso Cravioto, y el ingeniero Fé-
lix F. Palavicini; es de señalarse que estos últimos habrían de ser prota-
gonistas centrales del Congreso de Querétaro.

11	� Véase el diario El Dictamen, 1916. En aquellos días previos a las sesiones del Colegio 
Electoral, se decía que “la mayoría de los señores diputados al mencionado Con-
greso van a proponer al referido general Aguilar como presidente del mismo”, tras-
cendido generado ante la licencia que solicitaría al cargo de ministro de Relaciones 
Exteriores, que pasaría a ser ocupado por el subsecretario recién nombrado, el señor 
licenciado Alfonso Siller, entonces primer secretario en la Embajada de México ante 
el gobierno norteamericano.

12	� Desde el 12 de marzo de 1916, había sido designado como secretario de Relaciones 
Exteriores, dejando el cargo de gobernador de Veracruz.

13	� Véase el diario El Dictamen, 1916b.
14	� Jara fue gobernador de Veracruz con licencia a partir del 18 de octubre. Véase Ofi-

cina de Información y Propaganda, “Boletín de la noche: Licencia al Gral. Heriberto 
Jara del cargo de Gobernador del Estado”, Gaceta Oficial, 18 de octubre de 1916.

15	� Diario de los debates…, op. cit., pp. 375-376.
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Para mayores antecedentes, debe considerarse que los menciona-
dos exdiputados, como acompañantes del Primer Jefe, para esas fechas 
conformaban la Sección de Legislación Social, y les correspondía la ta-
rea de formular las leyes y los decretos que serían inicialmente enuncia-
dos como las Adiciones al Plan de Guadalupe del 12 de diciembre de 
1914, con el propósito de incorporar y traducir las demandas sociales en 
el programa del gobierno carrancista, compendio que posteriormente 
daría lugar al Proyecto de Constitución Reformada ya mencionado.

Es oportuno aquí resaltar la afinidad ideológica y programática 
que para esa fecha madurarían los veracruzanos con este otro grupo 
acompañante del señor Carranza, puesto que con anticipación habían 
iniciado a dictar leyes y decretos de inmediata ejecución, prácticamente 
desde la instalación misma de su Gobierno Provisional Constituciona-
lista Estatal, en Tuxpan, el 20 de junio de 1914, incluso disponiendo en 
temas del orden federal aún no anunciados por Carranza:

Articulo 2.- El primer jefe de la revolución y encargado del Poder Ejecu-

tivo expedirá y pondrá en vigor, durante la lucha, todas las leyes, dispo-

siciones y medidas encaminadas a dar satisfacción a las necesidades econó-

micas, sociales y políticas del país, efectuando las reformas que la opinión 

exige como indispensables para restablecer el régimen que garantice la 

igualdad de los mexicanos entre sí…16

Más aún, debe anotarse que la avanzada compilación normativa estatal 
hubo de requerir un esfuerzo adicional para armonizarse cuando se 
dictó la Legislación Preconstitucional del orden federal; fue necesario 
que el 2 de febrero de 1915 el gobierno de Veracruz conformara su pro-
pia Sección de Legislación del Gobierno Provisional, designando al 
efecto como presidente al licenciado José E. Domínguez y vocales a los 
licenciados Andrés Baca Aguirre, Manuel Zamora, Luis Sánchez Pon-

16	� Codificación de los Decretos…, op. cit., p. 136.
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tón y Manuel García Jurado,17 no obstante que, para esa fecha, buena 
parte de estas disposiciones ya estaban en vigor y se estaban movilizan-
do las actuaciones de las Juntas de Administración Civil y de las Jefatu-
ras de Sector Militares en que se dividió el estado. Estas circunstancias 
dibujan el activo perfil político local y la vocación de apertura para el 
perfeccionamiento de las leyes y decretos, rasgos distintivos con los cua-
les acudirían como diputación veracruzana a Querétaro.18

A manera de evidencias, y para precisar algunos rasgos del com-
promiso de la diputación veracruzana con los contenidos del Proyecto 
de Constitución Reformada, adelante se analizan algunos temas que 
fueron del mayor interés en Querétaro.

EL TEMA AGRARIO

Este asunto central del Constituyente tuvo entre sus precedentes la pro-
mesa de las Adiciones al Plan de Guadalupe, cuando se ofreció legislar 
sobre la propiedad original de la nación, anunciando leyes agrarias que 
favorecerían la formación de la pequeña propiedad, disolviendo los lati-
fundios y restituyendo las tierras de que fueron injustamente privados 
sus dueños, compromiso que Carranza materializó cuando expidió su 
histórica Ley Agraria del 6 de enero de 1915,19 cuya materia, con el tiem-
po, daría pauta a la redacción del nuevo artículo 27 constitucional.

Sin embargo, y para efectos de este estudio, se debe reconocer que 
el general Cándido Aguilar, como gobernador provisional de Veracruz, 
se habría anticipado a legislar en la materia, como puede apreciarse de 
la expedición de su temprano Decreto Número 8, de fecha 13 de octubre 
de 1914, por el que ordenó se crease una Comisión Agraria para:

17	� Véase el diario El Pueblo, 1915b.
18	� Véase el diario El Dictamen, 1916c.
19	� Véase Blásquez (1916). El tema fue debatido con amplitud entre los constitucionalis-

tas hasta sus últimos momentos, previos a dictarse la Ley Agraria del 6 de enero de 
1915, como lo evidencian las conferencias del profesor e ingeniero Modesto C. 
Rolland, en Veracruz, con fechas del 7 y 23 de diciembre de 1914. 
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Deslindar, fraccionar y adjudicar, en favor de los individuos que carezcan 

de tierras y conforme a las disposiciones reglamentarias que al efecto se 

dicten, todos los terrenos que el Gobierno haya obtenido y obtenga por 

compra, revisión de títulos o bien por expropiación u otros medios justicie-

ros [la comisión agraria…] además estudiará todos los medios condu-

centes a destruir el pauperismo en el Estado, por medio de la Agricultura.20

Así, desde finales de 1914, el gobierno del estado, empeñado en atender 
los reclamos campesinos y en afianzar simpatías hacia el constituciona-
lismo, habría convocado a todos los pueblos y campesinos del estado a 
presentar sus solicitudes de restitución y/o de dotación de tierras ante 
los jefes militares de la Primera División de Oriente, quienes a su vez 
quedaron obligados a desahogarlas con prontitud, como se tiene noti-
cias de que aconteció en cuanto a las solicitudes de los pueblos de Aca-
yucan, Jáltipan, Minatitlán, Puerto México y San Andrés Tuxtla.21

De esta política agrarista, destaca el desahogo al expediente de los 
pueblos de Ayahualulco e Ixhuacán, por solicitud de los indígenas de las 
montañas del Cofre de Perote, adictos al constitucionalismo, quienes, 
habiendo padecido por siglos el despojo de sus montes, se mantenían en 
armas, encuadrados en la primera y décima brigadas de la Primera Di-
visión de Oriente y a las órdenes del general Cándido Aguilar, como lo 
habían hecho desde los tiempos de la insurrección antirreeleccionista 
del señor Madero. Así, debieron ser de los primeros en elevar su reclamo 
por la restitución de sus tierras, con el resultado de que, el 9 de febrero 
de 1915, el general Aguilar les obsequió en su demanda promulgando 
un “manifiesto a los habitantes de los pueblos de Ayahualulco e Ixhua-
cán de los Reyes, del Cantón de Coatepec”,22 con el declarado propósito 
de restituirles los montes y las tierras altas de que les habían despojado 
los hacendados de San Antonio Tenextepec. De este modo, vino a cons-

20	� Colección de Leyes y Decretos…, op. cit., pp. 16-18.
21	� Véase el diario El Pueblo, 1915a.
22	� Ibid., 1915c.
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tituir la primera acción agraria a nivel nacional que se materializó bajo 
el imperio de la Ley Agraria, evento acontecido a escasos 90 días de 
haber sido expedida esta norma (Blásquez, 2015).

Otro antecedente que abona en la vocación agrarista de quienes 
integrarían la Diputación por Veracruz fue el caso del general Heriberto 
Jara Corona quien, estando a las órdenes del general Lucio Blanco, en 
Matamoros, Tamaulipas, participó del histórico primer reparto sobre 
las tierras incautadas a la hacienda Las Borregas, como hizo constar con 
su firma en el acta alusiva del 29 de agosto de 1913 (Ramírez, 1979: 114), 
acontecimiento en el que participó a poco de haber sido depuesto como 
diputado de la XXVI Legislatura y de haberse reintegrado al servicio de 
las armas en contra de la usurpación y antes de ser comisionado a Vera-
cruz para hacer la revolución constitucionalista acompañando al gene-
ral Cándido Aguilar.

LA EXPLOTACIÓN DE MINAS, PETRÓLEO, AGUAS, BOSQUES  
Y DEMÁS RECURSOS NATURALES

Otro tema distintivo del Constituyente, que derivó en la formulación 
del artículo 27, fue anunciado desde las Adiciones al Plan de Guadalupe 
como un compromiso para la revisión de las leyes relativas a la explota-
ción de minas, petróleo, aguas, bosques y demás recursos naturales del 
país, tarea que había quedado suspendida, no obstante haber sido ini-
ciada desde 1912 por el gobierno del señor Madero, y cuya parálisis pro-
piciaba que continuara el saqueo de los recursos de la nación y el ofen-
sivo abuso sobre los pueblos, hechos que habían sido motores de la in-
surrección armada.

Al respecto, mediante la Legislación Preconstitucional se impuso el 
propósito de recuperar la soberanía sobre los recursos naturales y el sub-
suelo, así como de regular su explotación en favor del interés nacional. 
En tales entendidos, Carranza expidió seis decretos que reformaron la 
Ley de Ingresos de los años 1912 y 1913, con el fin de dotar a la Secreta-
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ría de Hacienda y Crédito Público de mayores facultades y capacidades 
para ajustar renglones y tarifas a los gravámenes públicos, cuya falta de 
equidad tanto mal causaban al erario público.

Así, en materia de explotación de los recursos del subsuelo, el 20 de 
julio de 1914, mediante el Decreto Número 30, se reformó el inciso k) de la 
fracción xiv, destinado a gravar el petróleo crudo de producción nacional 
con un Impuesto Especial del Timbre “… a razón de 60 centavos por tone-
lada…”, a pagarse en oro de cuño nacional, medida que se complementó 
puntualmente con el Decreto Número 31 de la misma fecha, el cual orde-
naba que “… todas las empresas, negociaciones y compañías que explo-
ten petróleo crudo, quedan sujetas a su pago…”, haciendo avanzar de este 
modo la política fiscal sobre la explotación petrolera que inicialmente 
esbozara Madero, al expedir su reglamento del 24 de junio de 1912.23

Adicionalmente, se agregaron dos medidas de la mayor importan-
cia: el Oficio al Subsecretario de Fomento, del 19 de marzo de 1915, por 
el que se instruyó que, para la debida ejecución de trabajos relativos al 
petróleo, se crease una Comisión Técnica del Petróleo, organismo que 
inicialmente se encargaría de coordinar al gobernador veracruzano, el 
general Cándido Aguilar, “… que tenga por objeto emprender una in-
vestigación completa sobre todo lo que concierne a la Industria del Pe-
tróleo en la República, y a sus relaciones con el Gobierno, y que pro-
ponga las Leyes y Reglamentos necesarios para el desarrollo de la 
Industria…”24 Como complemento se dictó el Decreto del 29 de enero 
de 1915, por el cual se ordenó recuperar para el poder de la nación todas 
las obras y construcciones existentes en terrenos de jurisdicción federal 
edificadas sin la autorización debida y legítima, y que se emprendiera la 
revisión –entiéndase auditoría– de todos los contratos y concesiones 
considerados como legítimos, cuya revalidación se sujetó a que no exis-
tiere causa de utilidad pública que lo impidiese.25

23	� Codificación de los Decretos…, op. cit., pp. 66-67.
24	� Véase el diario El Constitucionalista, 1915d.
25	� Ibid., 1915b.
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Sin embargo, también fue el caso que los veracruzanos se habrían 
anticipado en la materia, previo a la referida Legislación Preconstitucio-
nal, puesto que desde el 3 de agosto de 1914 –y siendo que las fuerzas 
americanas aún ocupaban Veracruz–, desde Tuxpan, el general Cándido 
Aguilar, como gobernador provisional, se habría determinado a regular 
las actividades de las petroleras establecidas en el norte del estado –en su 
mayoría extranjeras, y entonces soberbias por la invasión yanqui–, im-
poniéndoles mediante su Decreto Número 3, la obligación previa de:

… recabar la autorización de su Gobierno Constitucionalista para la ce-

lebración y validez de los contratos de arrendamiento, enajenación, cesión, 

hipoteca y otro gravamen cualquiera, sobre los terrenos de los cantones 

de Ozuluama, Tuxpan, Tantoyuca, Chicontepec, Misantla y Minatitlán 

[advirtiendo] que no podrá ser válido ninguno de los actos que compro-

metan los expresados terrenos, ni registrados los contratos.26

Esta enérgica medida les fue impuesta en virtud de que era sabido que 
los terrenos petrolíferos habían sido vendidos o dados en forma desas-
trosa en favor de las compañías extranjeras y que, no conformes, estas 
empresas alentaban pretensiones que constituían graves amenazas a la 
nación, al grado de solicitar el apoyo de fuerzas armadas extrañas, 
como la americana, bajo el pretexto de defender vidas extranjeras y sus 
intereses de posibles ataques de parte de los constitucionalistas (Corzo, 
González y Skerrit, 1986: 39-41).27

Con mayor determinación aún, el gobierno estatal, mediante el 
Decreto Número 16, del 17 de marzo de 1915, impuso el pago del Dere-
cho de Patente, a razón de dos centavos por barril de petróleo, a todas 
las petroleras, derogando otro decreto anterior que sobradamente favo-
recía exclusivamente a la petrolera El Águila con una iguala o remate 

26	� Colección de Leyes y Decretos…, op. cit., pp. 3-5.
27	� Véase la narración de un tenso episodio en el cual el general Aguilar enfrentó y 

desactivó la amenaza de desembarco de tropas americanas en Tuxpan.
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del impuesto estatal.28 Por todo lo anterior, y por el acercamiento a esta 
pionera legislación local, podemos estimar que, para cuando los veracru-
zanos concurrieron a Querétaro, lo hicieran con sobrada convicción y 
con probada experiencia de gobierno como para participar de la reformu-
lación a un avanzado artículo 27, tanto en Comisiones como ante la 
Asamblea,29 procurando que satisficiera:

… el propósito fundamental que teníamos los diputados de Querétaro, 

interpretando el sentimiento unánime de los revolucionarios todos, 

[que] era el de que en la legislación mexicana quedara establecido como 

principio básico, sólido e inalterable, que sobre los derechos individuales 

a la propiedad, estuvieran los derechos superiores de la sociedad, repre-

sentada por el Estado, para regular su repartición, su uso y su conserva-

ción (Rouaix, 2016: 192).

El logro de este propósito se advierte en la narración del diputado inge-
niero Pastor Rouaix, entonces secretario de Fomento con licencia, quien 
encabezó la Comisión de Derechos Sociales (Rouaix, 2016: 185),30 a la 
cual Heriberto Jara, Cándido Aguilar y Victorio Góngora,31 además de 
otros legisladores, concurrieron con empeño, aportando sus conocimien-
tos en las discusiones (Rouaix, 2016: 191).

EL CATASTRO, LA HACIENDA Y EL CRÉDITO PÚBLICO

Con el Plan Veracruz del 12 de diciembre de 1914, el gobierno constitucio-
nalista anunció otras leyes fiscales encaminadas a obtener un sistema equi-

28	� Colección de Leyes y Decretos…, op. cit., pp. 93-95.
29	� Diario de los debates…, op. cit. Véase la intervención del general Heriberto Jara en 

apoyo al dictamen de la comisión redactora del artículo 27, pp. 1093-1097.
30	� Un grupo de trabajo que auxiliaba a las Comisiones, donde destacaron en su coor-

dinación, además de Pastor Rouaix, Natividad Macías y Rafael de los Ríos, y se contó 
con el auxilio de José I. Lugo y con la consultoría de Andrés Molina.

31	� Véase el diario El Dictamen, 1917b.
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tativo de impuestos a la propiedad de raíz. Este tema era de urgente resolu-
ción para corregir el indebido aprovechamiento que practicaban los terra-
tenientes, fueran hacendados, empresas mineras o petroleras, al causar sus 
impuestos y contribuciones con notable minusvalía sobre la extensión no 
declarada de los lotes que poseían, y por la falsedad en los frutos que su ex-
plotación les reportaba, propiciando con esto una grave afectación al erario 
público y siendo su improductiva tenencia una de las causas más reclama-
das para el atraso y afectación a las comunidades y pueblos de sus entornos.

A finales de 1914, y en vísperas de definir los términos de la que 
sería la Ley Agraria, el tema catastral cobró importancia en el debate de 
los constitucionalistas, como lo hizo notar el profesor e ingeniero Mo-
desto C. Rolland, ex subsecretario de Obras Públicas del gobierno ma-
derista durante 1912, y quien como miembro de la Confederación Revo-
lucionaria32 asistió al puerto de Veracruz, y entre el 7 y 23 de diciembre 
de 1914, pronunció dos conferencias con el tema La cuestión agraria y 
los medios prácticos de solucionarla, y quien en la parte central de estas 
alocuciones prescribió:

… la Solución Única y Radical, consistente en: 1) Proceder a la confisca-

ción de aquellas propiedades que de un modo notoriamente injusto se han 

adquirido, [entiéndase despojo y/o adquisiciones fraudulentas] y 2) la ex-

propiación de las tierras donde lo necesite el pueblo; debiéndose pagar por 

ellas sólo el valor que actualmente tienen manifestado ante 
el fisco y mediante bonos a veinticinco años (Blásquez, 2016: 3).

Este asunto inicialmente estaba siendo retomado por el constituciona-
lismo, como se acredita con el Decreto del 19 de septiembre de 1914, 
tendiente a reorganizar el Catastro, y que a la letra refiere:

32	� Véase el diario La Vanguardia, 1915c. Esta era una agrupación de civiles y artistas 
donde destacadamente participó el Dr. Atl, y que procuraba socializar los beneficios 
de la revolución y atraer apoyos ciudadanos al constitucionalismo, desarrollando 
una intensa propaganda por los medios a su alcance, como la prensa.
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… y considerando que es de urgente necesidad la reorganización del Ca-

tastro en toda la República, para que tanto los Gobiernos de los Estados 

como el Gobierno General conozcan exactamente la verdadera riqueza 

del país y puedan así distribuirse racional y equitativamente los impues-

tos sobre los contribuyentes, he tenido a bien expedir el siguiente decreto:

Art. 1.- Para formar el Catastro de la República, se establecerá en cada 

uno de los Municipios de los Estados que la integran una Junta que se 

denominará “Junta Calificadora” que tendrá por objeto registrar las pro-

piedades raíces, fijar su avalúo y el monto de los capitales.33

Se entendía que las mencionadas instancias locales de catastro queda-
rían a cargo de las Juntas de Administración Municipal, designadas éstas 
a su vez por los jefes revolucionarios, ante quienes debió concurrir a 
declarar en plazo perentorio –no obstante las prórrogas que alcanzaron 
hasta febrero de 1915– “todo propietario o usufructuario, poseedor o 
administrador de capitales existentes en la República, e invertidos en fin-
cas rústicas, urbanas, semovientes, giro mercantil, industrial y fabril”.34

De este modo, la codificación constitucionalista en la materia for-
mada hasta 191535 se integró, en conjunto, con 83 disposiciones diversas 
–destacando las expedidas desde Veracruz–, todas orientadas a reordenar 
la debida fiscalización sobre la propiedad raíz y las principales actividades 
económicas, así como el tratamiento aduanero del comercio de sus frutos; 
a rectificar adecuadamente los regímenes fiscales de las industrias minera 
y del petróleo –pendientes desde la gestión maderista–; a imponer gravá-
menes especiales al alcohol y al tabaco con el fin de desalentar su consu-
mo e, igualmente, para intervenir directamente el mercado y regular el 
abasto de los productos básicos, además de combatir su carestía, incluso 
dictando drásticas disposiciones militares en contra de los acaparamientos 
y la especulación. Este conjunto de normativas, además, procuró que la 

33	� Codificación de los Decretos…, op. cit., pp. 79-83.
34	� Ibid., pp. 80, 110 y 143.
35	� Ibid., en el apartado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
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recaudación fiscal se efectuara con oro y plata amonedados, recursos vita-
les para el constitucionalismo, en vistas a solventar sus operaciones de 
adquisición de armas y pertrechos a proveedores extranjeros vía el puerto.

En relación con la Emisión Monetaria y el Crédito Público, al ampa-
ro de la Legislación Preconstitucional se dictaron al menos otras 30 dispo-
siciones destinadas a regular la emisión de billetes, monedas y vales a 
cargo del gobierno y de los jefes revolucionarios, así como para ordenar 
las emisiones de la Banca Privada, establecer las bases para hacer efectiva 
la regulación de los encajes legales correspondientes y cuidar de los térmi-
nos para la contratación de deuda pública, disposiciones que se dieron en 
un tenso contexto para someter las exigencias de los banqueros que ha-
bían apoyado el régimen usurpador.

De importancia para el ordenamiento del gobierno constituciona-
lista y sus programas, se debe desatacar la expedición de la ley que prohí-
be a los gobernadores celebrar contratos a nombre de los respectivos esta-
dos, hacer concesiones y exenciones de impuestos, contratar préstamos 
y expedir bonos, vales, etc., ley dada en Veracruz el 28 de junio de 1915,36 
dirigida a contener y a sancionar abusos de los gobernadores provisiona-
les constitucionalistas designados en todo el territorio nacional, además 
de abonar al manejo responsable de las finanzas públicas a sus cargos, 
tanto en materia presupuestal como de control de sus deudas de campa-
ña; y también a prevenir riesgos de conflictos, como antaño sucedieron en 
obscuros tratos con banqueros, prestamistas y empresas extranjeras, mis-
mas que en el desorden enderezaban abusivas pretensiones respecto del 
tesoro nacional, comprometiendo la solvencia del constitucionalismo.

EL TRABAJO Y LA SEGURIDAD SOCIAL

En relación con este memorable tema del Congreso de Querétaro, debe 
referirse que, en el Plan Veracruz del 12 de diciembre de 1914, se anun-

36	� Véase el diario El Constitucionalista, 1915e.
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ció a la clase trabajadora una Legislación para mejorar la condición del 
peón rural, del obrero, del minero y, en general, de las clases proletarias, 
compromiso que llevó la intención de solventar los reclamos laborales 
al tiempo de atraer la militancia de la clase trabajadora hacia el consti-
tucionalismo.

De este modo, el 12 de enero, desde la Secretaría de Fomento, se 
implementaron acciones extraordinarias para atender los reclamos de 
la clase trabajadora, como fue el caso de habilitar en calidad de Inspec-
tores del Departamento del Trabajo (González, 1986: 119-120)37 a com-
bativos miembros del Comité Central de Obreros de Hilados y Tejidos 
de la República, otorgándoles la comisión de realizar visitas a las fábricas 
textiles de Río Blanco, Cocolapam, Nogales y Santa Rosa, del Cantón de 
Orizaba, para:

… una inspección general […] pues se tienen noticias, bien fundadas, de 

que esas compañías intencionalmente se han mostrado remisas al cum-

plimiento de los tratados celebrados en la Convención de 1912, referentes 

a la ampliación escrupulosa de la Tarifa Mínima Uniforme que rige en 

todas las fábricas de la República.38

Adicionalmente, don Venustiano Carranza expidió dos decretos de emer-
gencia. El primero, el 22 de marzo de 1915, para unificar y aumentar pro-
visionalmente en 35% y 40% los jornales y destajos en las fábricas de hila-
dos y tejidos de algodón, lana, yute y henequén, en todas las factorías de 
la república;39 y un segundo decreto, fechado el 26 de abril, con carácter 
provisional, en tanto se determinara una Ley General del Contrato del 
Trabajo, y con el fin de validar el establecimiento del tipo de jornal mí-
nimo, según el general Álvaro Obregón recién lo había dispuesto en 

37	� Este Departamento del Trabajo se había creado durante el gobierno provisional de 
León de la Barra; entre sus cometidos pretendidos durante la gestión de Madero 
estuvo unificar tarifas (salarios y jornales) en la industria textil.

38	� Véase el diario El Dictamen, 1915.
39	� Codificación de los Decretos…, op. cit., pp. 194-200.

CienAñosdelaConstitucion.indd   152 05/04/18   9:39



153

A CIEN AÑOS DEL CONSTITUYENTE DE QUERÉTARO DE 1917

Celaya,40 como acción de urgente resolución, como parte de su campaña 
contra el villismo, y para allegarse apoyos entre la clase trabajadora.

Por su parte, el 7 de abril de 1915, y en el contexto de la fase más 
sangrienta de combates entre carrancistas y villistas, los obreros orga-
nizados en los Batallones Rojos habrían recibido su bautizo de sangre 
durante la larga Batalla de El Ébano,41 asumiendo de este modo los tér-
minos de su afiliación con el constitucionalismo.

En los siguientes días, a partir del 20 de abril de 1915, el gobierno 
constitucionalista iniciaría el debate para consensar los contenidos de su 
proyectada Ley General del Contrato del Trabajo,42 cuyos términos deri-
vaban de, entre otras fuentes, el Pacto del Constitucionalismo con la Casa 
del Obrero Mundial, suscrito el 17 de febrero anterior en Veracruz.43

De entre las gestiones de la Casa del Obrero Mundial para lograr la 
Legislación Preconstitucional, que contenía reivindicaciones favorables 
a la clase obrera, destacó la del linotipista Carlos L. Gracidas, quien ade-
más fue activo promotor del enrolamiento de los trabajadores en los 
Batallones Rojos, en Orizaba, principalmente con reclutas del Cantón 
de Orizaba44 y del valle de México; y precisamente por estos vínculos con 
el constitucionalismo accedería a figurar como suplente en fórmula con el 
general Cándido Aguilar, para la diputación por el decimoquinto distrito.

Ya en Querétaro, y habiendo accedido a la titularidad de la curul,45 
el diputado Carlos L. Gracidas colaboró activamente, tanto en la comi-

40	� Ibid., pp. 199-200.
41	� Véase el diario La Vanguardia, 1915a. “Habiéndose singularizado el primer Batallón Rojo, 

quien recibió hoy su bautizo de sangre. En lo más reñido del combate, se descompusie-
ron un cañón y dos ametralladoras y bajo el nutrido fuego del enemigo las compusieron 
logrando ponerlas en fuego y contribuyendo con esto a rechazar al enemigo”, según un 
telegrama del general Francisco del P. Mariel que reprodujo este informativo.

42	� Véase el diario El Constitucionalista, 1915a.
43	� Ibid., 1915c.
44	� Ibid., 1915a. Es el caso de Tomás Norato, del Comité Central de Obreros de Hilados y 

Tejidos, quien desde el 12 de enero fue habilitado por el Primer Jefe para concurrir al 
Cantón de Orizaba a conformar batallones entre la clase obrera, que estarían a las 
órdenes del general Heriberto Jara.

45	� Véase el diario El Dictamen, 1916a. “Según hemos visto en el relato de la sesión cele-
brada en el Congreso Constituyente, el jueves 21, el diputado Carlos L. Gracidas 
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sión para redactar el artículo quinto del trabajo (Rouaix, 2016: 149-
150)46 como en los debates de la Asamblea (Rouaix, 2016: 161),47 según 
referencia en el Diario de los debates, protagonizando además el inédito 
caso de que ambos legisladores, titular y suplente, suscribirían la Cons-
titución en Querétaro en ocasión de su juramentación.

Sin embargo, vuelve a ser el caso que el gobierno estatal, desde fi-
nales de 1914, se habría anticipado para atender los reclamos de los tra-
bajadores. Así, expidió el Decreto Número 7, del 4 de octubre de 1914, 
para establecer “el descanso dominical por todo el día…”,48 disposición 
que le condujo a dictar el más trascendente Decreto Número 11 de la 
Ley del Trabajo, del 19 de octubre, ordenamiento dado desde el campa-
mento de la villa de Soledad de Doblado, precisamente en los días en 
que el general Cándido Aguilar, al frente de la Primera División de Oriente, 
se ocupaba de organizarse para recuperar la ciudad y puerto de Vera-
cruz y expulsar al ejército yanqui invasor que mañosamente desplegaba 
acciones dilatorias para su retiro.

Entre las principales reivindicaciones que esta Ley del Trabajo con-
tiene, figuran:

… el establecimiento de una retribución mínima de un peso al jornal, 

salario o sueldo [sin incluir] el costo de alimentación cuando correspon-

da […] la jornada máxima de nueve horas, [la concertación trabajador-

patrón para] la labor ininterrumpida de día y de noche [con la obligato-

riedad de la] doble remuneración al trabajo nocturno, [la obligatoriedad] 

entró ya a funcionar como suplente del C. Gral. Cándido Aguilar, que volvió a la 
Secretaría de Relaciones Exteriores […] y después de concedida la licencia […] se dio 
cuenta que en la galería se hallaba el suplente C. Gracidas, a quien se le invitó para 
que prestara la protesta de ley”.

46	� En relación con esta iniciativa, se advierte que, conjuntamente con Pastor Rouaix, la 
suscribe Victorio E. Góngora; otorgan su conformidad en lo general Heriberto Jara 
y Carlos L. Gracidas, y firman de apoyo Ángel S. Juárico, Josafat F. Márquez y Mar-
celo Torres, por parte de la Diputación Veracruzana.

47	� Pastor Rouaix refiere su intervención en tribuna relativa al reparto de utilidades.
48	� Colección de Leyes y Decretos…, op. cit., pp. 14-15.
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del descanso dominical y en días festivos […] la prestación de asistencia 

médica y medicinas y en su caso de alimentos, en caso de enfermedades 

de los obreros, [además de la] subsistencia y curación de los trabajadores 

obreros que hubieren sufrido accidentes en el trabajo [más la obligación 

del] pago del jornal mientras dure el impedimento, [debiendo los] pro-

pietarios de establecimientos industriales o de negociaciones agrícolas 

mantener por su cuenta los hospitales o enfermerías, [y debiendo además 

instalar por su cuenta] escuelas primarias con personal docente […] si no 

hubiere escuela pública a menos de dos kilómetros, [extendiendo estas 

prestaciones] a los obreros que trabajen a destajo o a precio alzado. 49

Para su aplicación inmediata, la Ley del Trabajo estatal dispuso la crea-
ción de un Departamento del Trabajo y la figura del Inspector del Tra-
bajo, que se desempeñaría como visitador para cada uno de los cantones 
del estado, con la encomienda de vigilar y sancionar el cumplimiento de 
todas las disposiciones contractuales y beneficios de seguridad social, 
involucrando en sus mecanismos, para su cumplimiento, la participación 
de las Juntas de Administración Civil Municipal (González, 1986).50 De 
su implementación resultó, entre otros efectos, que, para octubre de 1916, 
el C. Alfredo Solares merecería resultar electo como diputado, precisa-
mente por aquel noveno distrito de Coatepec,51 demarcación donde, 
como Inspector del Trabajo, se ocuparía de mediar entre patrones y tra-
bajadores cafeteros y del ramo de hilados y tejidos en el Cantón de Coa-
tepec, credencial que, no obstante, sería ampliamente discutida en el 
Colegio Electoral por la carencia de antecedentes de lucha armada de su 
titular, y cuya aprobación final provendría, precisamente, de reconocer-
se su labor como Inspector del Trabajo, en la que se ocupaba desde 1914.

Otra evidencia de la convicción social y, para el caso, del compro-
miso laborista de la diputación veracruzana, quedó acreditada cuando 

49	� Ibid., pp. 22-27.
50	� Véase la narrativa de los alcances y las limitaciones de su aplicación.
51	� Diario de los debates…, op. cit., t. i, pp. 567-568.
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el general Heriberto Jara Corona (Lavoignet, 1979: 113)52 subió a la tri-
buna para lograr que la jornada máxima de ocho horas se aprobara y 
quedase expresamente consignada a la letra en el texto constitucional, 
en vez de turnarse a las leyes secundarias.53

Otro episodio adicional acontecido durante los trabajos de Queré-
taro, que caracterizó la unión de la bancada veracruzana, fue cuando 
Heriberto Jara, Carlos L. Gracidas, Galdino H. Casados, Saúl Rodiles, 
Juan de Dios Palma, Victorio E. Góngora, Ángel S. Juárico, Josafat F. 
Márquez, Fernando A. Pereyra, Alfredo Solares y Eliseo L. Céspedes sus-
cribieron una iniciativa impulsada por 71 diputados, para adicionar el 
artículo 117, tendiente a prohibir la elaboración y venta de pulque, la 
fabricación de alcohol de caña de azúcar, así como los juegos de azar, 
toros y peleas de gallos y la venta de drogas (Lavoignet, 1979: 312-314), 
precisamente a raíz de sus experiencias al observar la degradación que 
estos vicios provocaban entre la clase trabajadora.

EL MUNICIPIO LIBRE

Para acabar con el sistema de control político porfirista, que sometía a 
los municipios a través de las oprobiosas Jefaturas Políticas, el Primer 
Jefe del Ejército Constitucionalista se comprometió, en las Adiciones al 
Plan de Guadalupe, al establecimiento de la libertad municipal como 
institución constitucional.

Esta acción se materializó con la reforma al artículo 109 constitu-
cional, del 25 de diciembre de 1914, y que determinó que “… el Munici-
pio libre [será] administrado por Ayuntamientos de elección popular 
directa y sin que haya autoridades intermedias entre éstos y el Gobierno 
del Estado”.54

52	� Debe mencionarse que el coronel Heriberto Jara, como diputado maderista en 1912, 
había presentado una Iniciativa de Reforma a la Ley de Derechos Obreros, luchando 
por un mejor jornal y buen trato para ellos.

53	� Diario de los debates…, op. cit., t. i, pp. 976-978.
54	� Véase el diario El Constitucionalista, 1914a.
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A juzgar por los considerandos de esta reforma, don Venustiano 
Carranza se propuso fortalecer la vida democrática de los pueblos, 
como parte de un más profundo cambio para enfrentar el autoritarismo 
de los gobernantes; así, mediante el ordenamiento, se determinó:

Que el ejercicio de las libertades municipales educa directamente al pue-

blo para todas las otras funciones democráticas, despierta su interés por 

los asuntos públicos, haciéndole comprender, por la experiencia diaria de 

la vida, que se necesita del esfuerzo común para lograr la defensa de los 

derechos de cada uno, y para que la actividad libre de los ciudadanos 

goce de protección y amparo.

Que la autonomía de los municipios moralizará la administración y 

hará más efectiva la vigilancia de sus intereses, impulsará el desarrollo 

y funcionamiento de la enseñanza primaria en cada una de las regiones 

de la República; y el progreso material de las municipalidades y su flore-

cimiento intelectual –obtenido por la libertad de los Ayuntamientos– 

constituirá el verdadero adelanto general del país y contribuirá en pri-

mera línea al funcionamiento orgánico de las instituciones democráticas, 

que son en su esencia el Gobierno del pueblo por el pueblo.55

De este modo, la Legislación Preconstitucional sentó las bases para el 
proceso de normalización democrática municipal del país, para cuando 
cesara la lucha armada; fue el caso que el gobernador Cándido Aguilar 
se determinó a avanzar al expedir para Veracruz la Ley Número 40 de 
los Municipios, del 16 de septiembre de 1915,56 ordenamiento que, ade-
más de precisar los términos de la organización y las funciones de estas 
corporaciones civiles, inició a dar fin a la designación de las Juntas de 
Administración Civil municipales emergentes. Y correspondería al ge-
neral Heriberto Jara, en funciones de gobernador, operar el proceso me-

55	� Idem.
56	� Colección de Leyes y Decretos…, op. cit., pp. 167-201.
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diante el Decreto Número 29 del 15 de julio, por el cual expidió la pri-
mera Convocatoria a Elecciones de Ayuntamientos Constitucionales, a 
celebrarse el domingo 3 de septiembre de 1916.57 Esto con el fin de que, 
una vez electas e instaladas estas corporaciones, se habrían de ocupar 
de apoyar la formación de los padrones y mesas electorales para apoyar 
la votación de la elección para Diputados Constituyentes, el inmediato 
22 de octubre siguiente (Pérez y Blásquez, 2015: 21).

Al respecto, debe destacarse que la temprana normalización de-
mocrática de los procesos políticos ensayada en el estado permitió a los 
civiles recuperar sus posibilidades electorales frente a la sobrada in-
fluencia de los jefes militares de la Primera División de Oriente, a quie-
nes se les impuso la obligación de solicitar licencia del servicio de las 
armas previo a postularse como candidatos para concurrir a Querétaro, 
acontecimientos que vinieron a fortalecer el restablecimiento de la de-
mocracia desde el nivel básico: el municipal.

LA EDUCACIÓN POPULAR

Instalado el gobierno constitucionalista en el puerto, entre el 15 de fe-
brero y hasta marzo de 1915, a convocatoria del gobernador de Veracruz 
se celebró el pionero Congreso Pedagógico,58 con el propósito de pro-
yectar la reforma a la legislación en el ramo de la enseñanza, para lo cual 
sirvió de base un temario previamente consensuado entre las represen-
taciones de mentores de Xalapa, Veracruz, Orizaba, Córdoba, Tlacotal-
pan y Cosamaloapan que concurrieron a dichos trabajos.59

Al respecto, el Gobierno Provisional Local del general Cándido 
Aguilar, haciendo eco de los resolutivos, emitió su Decreto 43 de la Ley 
de Educación Popular, del 4 de octubre de 1915. Este ordenamiento, al 
considerar que una de las causas fundamentales del movimiento revo-

57	� Gaceta Oficial del Gobierno Provisional del Estado de Veracruz, 1916.
58	� Véase en las referencias bibliográficas.
59	� Véase el diario El Pueblo, 1915d.
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lucionario fue la falta de educación, al estar en la ignorancia la gran 
masa popular y, por tanto, estimando como deber llenar tal necesidad, 
fijó como compromiso de gobierno multiplicar los centros de enseñan-
za, proveerlos de manera suficiente, como base del bienestar social y 
para implantar el laicismo en la enseñanza. Adicionalmente, mediante 
dicha ley se establecieron definiciones de políticas para la Educación 
Popular, tales como que la educación, que quedaba a cargo del Estado y 
de los municipios, sería laica y, en los establecimientos oficiales, gratui-
ta; comprendería párvulos, primaria, secundaria, normal y agrícola, y 
otras materias especiales (industria, artes y oficios); también sería obli-
gatoria, añadiendo que, para asegurar que todos los niños en edad esco-
lar cumplieran el precepto de la educación obligatoria, éstos serían pro-
tegidos en todos los casos en que sus padres o tutores no tuvieran los 
recursos, entre otros temas.60

Esta avanzada propuesta educativa veracruzana, que de inmediato 
inició su instrumentación, dispuso crear un Consejo de Educación Po-
pular, al que dotó de atribuciones para organizar los servicios y dispuso 
que se creasen tantas inspecciones y juntas locales como fueran necesa-
rias, estas últimas encabezadas por los presidentes de las juntas de Ad-
ministración Civil, e involucrando a todo el contingente militar, en 
apoyo para su aplicación.

Destacarían en este proceso educativo el profesor Saúl Rodiles,61 
quien posteriormente, en 1916, sería electo por el segundo distrito de 
Tantoyuca, y que fue fundador del Consejo de Educación Popular orde-
nado por dicho decreto; y también el profesor Juan de Dios Palma, por el 
decimoctavo distrito de San Andrés Tuxtla, demarcación donde se ha-
bría ocupado de organizar los planteles y los servicios educativos. Por tanto, 
es de estimarse que, para cuando ambos mentores concurrieron a Queré-
taro, lo hicieron con la experiencia y los adelantos prácticos que explican 

60	� Colección de Leyes y Decretos…, op. cit., pp. 208-282.
61	� Véase el diario La Vanguardia, 1915b. El profesor Saúl Rodiles habría sido uno de los 

principales impulsores del Congreso Pedagógico de principios de 1915.
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su conformidad tanto con el contenido educativo del Proyecto de Refor-
ma de Carranza como con las modificaciones que se derivaron del deba-
te para enriquecer la redacción final del artículo tercero constitucional.

LA DEFENSA DE LA INTEGRIDAD TERRITORIAL  
DE VERACRUZ

El estado debe a su representación en Querétaro la preservación de su 
integridad territorial tal y como se conoce hasta la fecha. Así se despren-
de de los acontecimientos que protagonizaron el 12 de enero de 1917, al 
oponerse todos unidos a la intentona para la creación del estado del Ist-
mo de Tehuantepec, segregación territorial que le habría significado de-
ducir los cantones sureños de Acayucan y Minatitlán. Tan airada fue su 
protesta, que el Diario de debates, al término de la lectura de esta desca-
bellada iniciativa, registró el acontecimiento de la siguiente forma:

[Varios ciudadanos diputados nuevamente pretenden hacer uso de la pa-

labra al mismo tiempo] en tanto Heriberto Jara y Eliseo Céspedes inter-

pelan de viva voz [aplausos] y la Presidencia reclama orden [Voces: ¡No 

está discutida!] y [varios diputados pretenden hablar y se produce una 

confusión muy grande].62

Los mencionados legisladores pudieron producir esta protesta al haber 
sido alertados (Lavoignet, 1979: 118)63 y por su disciplinada organiza-
ción como bancada, siendo que desde el 20 de diciembre anterior los 
diputados Saúl Rodiles, Ángel S. Juárico, Juan de Dios Palma, Silvestre 
Aguilar, Heriberto Jara, Carlos L. Gracidas, Galdino H. Casados, Alberto 
Román, Josafat F. Márquez, Eliseo L. Céspedes, Fernando A. Pereyra y 
Marcelo Torres ya habían suscrito una enérgica protesta contra la des-

62	� Diario de los debates…, op. cit., t. ii, pp. 522-531.
63	� Según trascendió por una noticia publicada en El Demócrata, de fecha 9 de diciem-

bre de 1916.
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membración de Veracruz (Lavoignet, 1979: 245, 268), acción en que 
mucho se distinguió el telegrafista Pereyra, diputado por el decimono-
veno distrito de Acayucan, quien formuló y documentó los alegatos que 
se aportaron como un valioso contingente de datos estadísticos, histó-
ricos y étnicos, que la diputación veracruzana hizo propios (Lavoignet, 
1979: 246), según publicación que el diario El Dictamen dio a conocer 
en su edición del 6 de febrero de 1915.

Al respecto, el profesor Saúl Rodiles, diputado por el segundo distri-
to de Tantoyuca, en meritoria labor como cronista para con sus paisanos, 
redactó una colaboración titulada Iniciativa peligrosa.- El Estado del Ist-
mo de Tehuantepec, que fue publicada en El Dictamen del 10 de enero de 
1917, donde señaló que “… no cuenta ni pueden contar con el asenti-
miento de los vecinos de Acayucan y Minatitlán”, y denunció el asunto 
como codiciable territorio para el tráfico internacional, formulando una 
interesante analogía con la reciente experiencia de Colombia, en relación 
con la secesión territorial del actual Panamá (Lavoignet, 1979: 271).

Otra intentona para mutilar Veracruz fue la propuesta de creación 
del estado de las Huastecas o de Zempoala, con capital en la ciudad de 
Tuxpan, iniciativa que provino de algunos municipios poblanos, y que 
para el 10 de enero de 191764 se elevó a la Asamblea con la pretensión de 
sustraer todo el norte del estado, en conjunto con otros territorios de los 
estados de San Luis Potosí y de Hidalgo.

Y nuevamente el profesor Saúl Rodiles, diputado por el segundo 
distrito de Tantoyuca, a través de El Dictamen, en otra colaboración que 
se publicó el 20 de enero de 1915 titulada Contraste de actitudes.- Contra 
el proyecto de formar un nuevo Estado de las Huastecas,65 informó de los 
esfuerzos desplegados para desactivar el riesgo de desmembrar al esta-
do y citó Un patriótico memorial de los Diputados Veracruzanos,66 de la 

64	� Diario de los debates…, op. cit., t. ii, p. 282.
65	� Véase el diario El Dictamen, 1917a.
66	� Ibid., 1917c. Se publicó en la misma edición en que apareció la colaboración del pro-

fesor Rodiles.
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autoría de los legisladores Enrique Meza Llorente y Benito G. Ramírez, 
diputados por los distritos tercero de Chicontepec y cuarto de Tuxpan, 
fechado en Querétaro el 8 de enero, quienes, contando con el respaldo 
del resto de los legisladores de su bancada, se opusieron y lograron el 
dictamen favorable de la Segunda Comisión de Constitución (Lavoig-
net, 1979: 271), así como su posterior aprobación en el pleno con fecha 
26 de enero de 1917.67

VERACRUZ, ALIADO DEL PROYECTO DE CONSTITUCIÓN 
REFORMADA DE DON VENUSTIANO CARRANZA

En suma, y a manera de corolario: tras este repaso puede entenderse 
cómo y por qué, al concurrir al Constituyente de Querétaro, la diputación 
veracruzana actuó comprometida con la propuesta de Constitución Re-
formada que el señor Venustiano Carranza puso a la consideración de 
ese Congreso, convicción que no les impidió participar del debate que 
enriqueció los principales artículos constitucionales, y en la celosa sal-
vaguarda de la integridad territorial del estado.

En suma, que con esta relatoría se estima recuperar en sus térmi-
nos la importancia de las aportaciones de los veracruzanos al constitu-
cionalismo mexicano, tal y como fue, precisando que sus convicciones 
maduraron desde los años de 1914 y 1915, durante la estancia de Ca-
rranza en Veracruz, y a partir de acompañar el proceso de Legislación 
Preconstitucional,68 durante el cual se incorporaron las principales de-
mandas sociales al programa de gobierno revolucionario, con lo cual se 

67	� Diario de los debates…, op. cit., t. ii, pp. 997-1002.
68	� Véase el diario El Constitucionalista, 1914b. Otros temas de la Legislación Preconsti-

tucional contenidos en el artículo segundo –y que no se abordan en este estudio– 
fueron las bases para un nuevo sistema de organización del Poder Judicial indepen- 
diente, tanto en la federación como en los estados; la revisión de las leyes relativas al 
matrimonio y al estado civil de las personas; las disposiciones que garantizaran el 
estricto cumplimiento de las leyes de reforma; la revisión de los códigos Civil, Penal 
y de Comercio; la reformas del procedimiento judicial, con el propósito de hacer 
expedita y efectiva la administración de justicia.
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delineó la propuesta constitucional que, para 1916-1917, sería debatida 
en Querétaro, a partir de las experiencias en el gobierno estatal, habien-
do ya ensayado su aplicación práctica.

REFERENCIAS

Blásquez Ojeda, José Martín (2015). Ayahualulco: a 100 años de la primera 

restitución de tierras del 9 de abril de 1915. Inédito.

  (2016). Modesto C. Rolland Mejía y el debate por la Ley Agraria 

de 1915 en Veracruz. Inédito.

Codificación de los Decretos del C. Venustiano Carranza, Primer Jefe del Ejérci-

to Constitucionalista, Encargado del Poder Ejecutivo de la Unión (1915). 

México, DF: Imprenta de la Secretaría de Gobernación.

Colección de Leyes y Decretos, expedidos por el Gobierno Constitucionalista del 

Estado Libre y Soberano de Veracruz-Llave. 1914-1915 (1915). H. Vera-

cruz: Imprenta del Gobierno del Estado.

Congreso Pedagógico Veracruzano (1915). Memoria del Congreso Pedagó-

gico Veracruzano. Convocado por el C. Gobernador y Comandante Mi-

litar del Estado y reunido en la H. ciudad de Veracruz del 15 de febrero 

al 9 de marzo de 1915. Primer Periodo de Sesiones. Jalapa: Imprenta del 

Gobierno.

Corzo Ramírez, Ricardo, José G. González Sierra y David A. Skerrit (1986). 

Nunca un desleal: Cándido Aguilar. México, DF: El Colegio de México.

Diario de los debates del Congreso Constituyente de 1916-1917 (1960). 2 vols., 

México: Comisión Nacional para la Celebración del Sesquicentenario 

de la Proclamación de la Independencia Nacional y del Cincuentenario de 

la Revolución.

Gaceta Oficial del Gobierno Provisional del Estado de Veracruz (1916). “Decreto 

Número 29”, julio 15.

González Sierra, José (1986). “Revolución y derecho obrero: Veracruz 1914-

1916”, Anuario. 4, Xalapa: Centro de Investigaciones Históricas/Insti-

tuto de Investigaciones Humanísticas/Universidad Veracruzana.

CienAñosdelaConstitucion.indd   163 05/04/18   9:39



JOSÉ MARTÍN BLÁSQUEZ OJEDA

164

Marván Laborde, Ignacio (2007). “¿Cómo votaron los diputados constituyen-

tes de 1916-1917?”, Política y gobierno. 14 (2), México: cide, pp. 309-347.

Oficina de información y propaganda (1916). “Boletín de la noche: Licen-

cia al Gral. Heriberto Jara del cargo de Gobernador del Estado”. Gaceta 

Oficial. 18 de octubre.

Palavicini, Félix F. (2014). Historia de la Constitución de 1917. 3a ed., 2 vols., 

México: inehrm/iij-unam.

Pérez Jácome, Dionisio y José Martín Blásquez Ojeda (2014). Veracruz 1914-1915: 

Cuna de la Legislación Pre-Constitucional de Don Venustiano Carranza. 

México, DF/Xalapa: Senado de la República/Universidad Veracruzana.

 (2015). El Congreso Constituyente de 1916-1917: Aportaciones de la 

Diputación Veracruzana. México, DF: Secretaría de Educación Pública.

Ramírez Lavoignet, David (1979). Los constituyentes federales veracruzanos, 

1917: biografías. Xalapa: Gobierno del Estado de Veracruz.

Rouaix, Pastor (2016). Génesis de los artículos 27 y 123 de la Constitución Polí-

tica de 1917. 3a ed., México, DF: Secretaria de Cultura/inehrm.

Salas García, Luis (1979). Juu Papantlan: apuntes para la historia de Papantla. 

México.

Ulloa, Bertha, María Larrazolo y Abel Juárez (1986). Veracruz, capital de la 

nación 1914-1915. México, DF: El Colegio de México/Gobierno del Estado 

de Veracruz.

Periódicos

El Constitucionalista

1914a, “Municipio Libre”, núm. 3.

1914b, “Plan Veracruz o de Adiciones al Plan de Guadalupe”, núm. 1.

1915a, “Ley sobre el contrato del trabajo. Proyecto del C. Srio. de Gobernación 

Lic. R. Zubarán”, núm. 24.

1915b, “Decreto por el que se ordena recuperar para el poder de la Nación, to-

das las obras y construcciones existentes en terrenos de jurisdicción 

CienAñosdelaConstitucion.indd   164 05/04/18   9:39



165

A CIEN AÑOS DEL CONSTITUYENTE DE QUERÉTARO DE 1917

federal edificadas sin la autorización debida y legítima”, 5 de febrero, 

núm. 7.

1915c, “Pacto celebrado en Veracruz entre la Revolución Constitucionalista y la 

Casa del Obrero Mundial”, 26 de febrero, núm. 10.

1915d, “Oficio al C. Subsecretario de Fomento”, 26 de marzo, núm. 16.

1915e, “Acordando que los Gobernadores Provisionales de los Estados no po-

drán otorgar concesiones que eximan de impuestos del Estado o Muni-

cipios, ni crear deudas contratando empréstitos y por tanto, dichos actos 

no tiene ningún valor legal”, 13 de julio, núm. 46.

El Dictamen

1915, “Comisiones importantes confiadas por el C. Primer Jefe Sr. Carranza a 

dos distinguidas personas”, núm. 1389, t. xvii.

1916a, “El Diputado C. L. Gracidas tomó posesión de su curul”, núm. 1946, t. xviii.

1916b, “Hoy, a las 5 de la tarde, se instalará con toda solemnidad el Congreso 

Constituyente”, núm. 1925, t. xviii.

1916c, “No partidos políticos, sino grupos revolucionarios, son los que ahora 

contienden en el constituyente”, núm. 1946, t. xviii.

1916d, “Se cree que el Gral. Cándido Aguilar ocupará la presidencia del Con-

greso Constituyente”, 15 de noviembre, núm. 1908, t. xviii.

1917a, “Contraste de actitudes.- Contra el proyecto de formar un nuevo Estado 

con las huastecas”, núm. 1973, t. xix.

1917b, “Se pedirá al Constituyente la restitución de ejidos y nacionalización del 

petróleo”, núm. 1973, t. xix.

1917c, “Un patriótico memorial de los Diputados Veracruzanos”, núm. 1973, t. xix.

El Pueblo

1915a, “Suspenden sus trabajos las Subcomisiones Agrarias”.

1915b, “Fue creada la Sección de Legislación Social del G. de Veracruz”, 3 de 

febrero.

CienAñosdelaConstitucion.indd   165 05/04/18   9:39



JOSÉ MARTÍN BLÁSQUEZ OJEDA

166

1915c, “Los pueblos de Ayahualulco e Ixhuacán han recobrado sus antiguas 

propiedades”, 11 de febrero, núm. 130, t. ii.

1915d, “La Revolución en la Escuela: Congreso de maestros convocado por el C. 

Gobernador para reformar la enseñanza en el Estado de Veracruz”, 12 

de febrero, núm. 131.

La Vanguardia

1915a, “El primer Batallón Rojo recibió su bautizo de sangre”, núm. 10, t. i.

1915b, “Ecos del Congreso de Profesores”, 7 de junio, núm. 47, t. i.

1915c, “La Confederación Revolucionaria: catálogo de folletos y libros”, 29 de 

julio, núm. 64, t. i.

CienAñosdelaConstitucion.indd   166 05/04/18   9:39



III. LIBERTADES EN EL ESTADO MEXICANO  
A PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN DE 1917

CienAñosdelaConstitucion.indd   167 05/04/18   9:39



CienAñosdelaConstitucion.indd   168 05/04/18   9:39



169

LA CONSTITUCIÓN DE 1917, LA PRENSA Y EL DEBATE 
SOBRE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN1

Celia del Palacio Montiel2

Este trabajo se propone la descripción de los contenidos de los 
periódicos que circularon en el periodo de debates del Congreso Cons-
tituyente en Querétaro, en torno a tales debates. Para ello es preciso 
contextualizar mínimamente dichos órganos de prensa y conocer quié-
nes eran sus dueños, cuáles eran las relaciones de éstos con el Constitu-
yente y, sobre todo, con el gobierno de Carranza. Asimismo, es funda-
mental dar a conocer cuál fue la opinión de los diputados en torno a la 
prensa y cómo se discutieron las modificaciones a los artículos referen-
tes a la libertad de expresión (artículo 6) y a la libertad de imprenta 
(artículo 7); todo ello con el fin de contribuir al análisis de las prácticas 
entre prensa y poder que empezaron a gestarse entonces y que perviven, 
en muchos sentidos, hasta nuestros días.

RELACIONES DE CARRANZA CON LA PRENSA

Algunos autores han afirmado que “el origen de la prensa mexicana 
moderna no está ni en don Porfirio ni en la creación de El Imparcial, 
sino entre 1916 y 1917, con el triunfo del constitucionalismo sobre Huerta 
y sobre los ejércitos convencionistas” (Garciadiego, 1995: 76). Creo 
que en ello tienen mucho de razón y en las siguientes líneas explicaré 
por qué.

1	� Algunas partes de este trabajo fueron publicadas en el capítulo “La Constitución de 
1917 y la prensa de la época”, del libro La Constitución a debate. Un siglo de vigencia 
(México: uam-Iztapalapa, 2017).

2	� Centro de Estudios de la Cultura y la Comunicación de la Universidad Veracruzana.
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Carranza siempre consideró de gran importancia sus relaciones con 
la prensa. Supo manejarla muy bien y así lo hizo, en particular durante el 
periodo de estudio de este artículo (de noviembre de 1916 a febrero de 
1917). En el periodo constitucionalista encontraremos el germen de prác-
ticas muy actuales en las relaciones entre prensa y poder. Veamos:

Para él resultaba fundamental la proyección de una imagen favora-
ble, el desprestigio de sus enemigos y el convencimiento de la opinión 
pública de que la situación del momento estaba bajo control y en proce-
so de franca mejoría; consideraba, además, que era fundamental tam-
bién convencer a la opinión pública de que no era la mejor opción, sino 
la única (Garciadiego, 1995: 78).

Tras el triunfo del constitucionalismo y el regreso de Carranza a la 
ciudad de México, en diciembre de 1915, éste apoyó la creación de pe-
riódicos que no deberían figurar como “oficiales” a pesar de tener todo 
el apoyo del gobierno. Dichos periódicos “… asumirían posiciones ideo-
lógicas más neutras y moderadas, al tiempo que desaparecería de ellos, 
notoriamente, el lenguaje radical. El objetivo era obvio: enviar ‘mensa-
jes’ políticos sin tener que asumir responsabilidad alguna por ellos” 
(Garciadiego, 1995: 81).

Esta estrategia le sería muy útil a Carranza, incluso en lo referente 
a la política exterior, ya que, usando a los diferentes periódicos que le 
eran leales, pudo mostrar su neutralidad frente a los bandos de la Pri-
mera Guerra Mundial. El Universal era cercano a los aliados3 y El De-
mócrata era germanófilo (Garciadiego, 1995: 87).

En 1915, Carranza había nombrado como jefe del proyecto de 
prensa a Félix F. Palavicini, quien hasta entonces fungía como secreta-
rio de Instrucción Pública. Desde entonces, éste se hacía cargo de condu-
cir la opinión en El Pueblo, así como en otros periódicos aliados de Ca-
rranza en todas partes del país. Un año después, en septiembre de 1916, 

3	� Se dice que hay pruebas de que El Universal recibió subvenciones de la embajada 
norteamericana durante la Primera Guerra Mundial. Véase Bohman (1989: 70).
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Palavicini renunció a su cargo en el gobierno carrancista y dedicó su 
tiempo a fundar un periódico, El Universal, el 1 de octubre de 1916. De 
él me ocuparé más adelante.

La otra figura fundamental que es preciso tener en cuenta es Rafael 
Martínez, Rip-Rip. Incomprensiblemente menos conocido que Palavici-
ni, Martínez había sido ya director de un periódico en tiempos de Madero 
(de la primera versión de El Demócrata), y ya en la época que nos ocupa, 
además de ser el director del principal rival de El Universal, es decir, la 
nueva versión de El Demócrata, fue, al igual que Palavicini, diputado 
constituyente.

Otras publicaciones en la ciudad de México discutieron los avan-
ces en el proceso constituyente. Se trata de la Revista de Revistas, dirigi-
da por José Núñez y Domínguez, y La Cucaracha, “Semanario festivo, 
político, de variedades y caricaturas”, que inició su vida en 1915, a la 
entrada de los constitucionalistas a la ciudad de México. Estaba dirigido 
por Luis Andrade, y otros de sus colaboradores fueron Salvador Prune-
da y Fernando Bolaños Cacho (Ruiz, 1997: 48). El Gladiador también 
comenzó a publicarse a fines de 1916 (Ruiz, 1997: 48) y, según el diputa-
do Ramírez Villarreal,

El Gladiador acaba de nacer […] empieza como todas las juventudes, con 

brío tremendo, con un afán de demolición que a todos nos espanta y 

ojalá que por esa misma senda siga, porque el joven Gladiador es el único 

periódico de doctrina que hay en la capital de la república, es el único 

periódico que quizá no reciba papel ni reciba cualquier otra subvención 

del gobierno.4

Lamentablemente no encontré ningún ejemplar de este diario.

4	� Diario de los debates del Congreso Constituyente, t. i, p. 587.
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EL CONSTITUYENTE EN LA PRENSA

Para la realización de este trabajo, se consultaron los periódicos El Pue
blo,5 El Universal,6 El Demócrata7 y El Zancudo.8 El primero de ellos fue 
en el que, por primera vez, se discutieron las ideas sobre el Congreso 
Constituyente por parte de los carrancistas en Veracruz. Los otros dos, 
junto con El Pueblo, fueron los únicos que enviaron corresponsales a 
Querétaro para informar sobre las discusiones del Constituyente y sobre 
las actividades del presidente Carranza, ya que el Primer Jefe trasladó su 
despacho a aquella ciudad; y El Zancudo fue el único periódico publicado 
en Querétaro que pudo localizarse en el periodo9 y que aborda el tema de 
la Constitución, con escritos incluso por parte de algunos diputados.10

El Pueblo

Este diario fue concebido como el “órgano oficial de la primera jefatura” 
(Camarillo, 1998: 207). El primer número se publicó en la ciudad de Mé-

5	� Se consultaron los ejemplares de enero a marzo de 1914, microfilmados en la Biblioteca 
del Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana. Agra-
dezco la colaboración de Rafael Ramírez para completar la información sobre los mis-
mos. En lo que concierne a los años 1916 y 1917, no se pudo tener acceso a los ejemplares.

6	� Quiero expresar mi más profundo agradecimiento al personal de la hemeroteca de 
El Universal, en particular a su directora, Angélica Navarrete, por haberme permi-
tido consultar los ejemplares digitalizados de noviembre y diciembre de 1916 y 
enero y febrero de 1917, sin ninguna restricción. 

7	� Se consultaron (con muchas restricciones) los números correspondientes a los 
meses de noviembre y diciembre de 1916 y enero y febrero de 1917 en el Fondo Reser-
vado de la Hemeroteca Nacional. 

8	� Se consultaron los cuatro números, únicos existentes, correspondientes a enero de 
1917, en el Fondo del Tesoro del Acervo Bibliohemerográfico de la Biblioteca de la 
Universidad Autónoma de Querétaro. Mi más cumplidas gracias al eficiente perso-
nal de tan maravillosas instalaciones, por su colaboración y amabilidad.

9	� Al parecer, también se publicó El Constituyente, bajo la dirección de Rafael Vega Sán-
chez, pero no existe registro del mismo en los repositorios consultados. Véase Reed 
y Ruiz (1998: 283-284).

10	� Aunque el periódico oficial de Querétaro, La Sombra de Arteaga, apareció durante 
las sesiones del Constituyente, no se ocupa de las discusiones del mismo, según pudi-
mos constatar en los números correspondientes a noviembre y diciembre de 1916 y 
enero y febrero de 1917. Probablemente en el periódico El Heraldo de Navidad, que
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xico, el 1 de octubre de 1914 (Ramírez, 2010: 192). En Veracruz, circuló 
desde noviembre de 1914 hasta el 28 de octubre de 1915. En los meses en 
que apareció en dicho puerto, estuvo dirigido por Félix F. Palavicini.

Este periódico fue impreso en la maquinaria que había sido de El 
Imparcial y, posteriormente, de El Liberal, en la ciudad de México. Luciano 
Ramírez relata cómo dicha maquinaria fue desmantelada a punta de mar-
tillazos, pinzas y llaves de todo tipo, por las tropas obregonistas, para 
acabar con uno de los medios que habían servido a sus enemigos para pu-
blicitarse. El autor afirma que después ese linotipo llegó a Veracruz y 
sirvió para imprimir El Pueblo, en el Puerto, y La Vanguardia, en Ori-
zaba (Ramírez, 2010: 165). Después de su etapa en el puerto de Veracruz, 
El Pueblo siguió publicándose en la ciudad de México hasta 1919, bajo la 
dirección de Heriberto Barrón, periodista adicto al régimen, pero menos 
apreciado por los “verdaderos carrancistas”, según afirmaron los propios 
diputados del Constituyente, quienes se opusieron a que este personaje 
formara parte de dicho cuerpo. Más adelante explicaré sus razones. Al 
final de su vida, el periódico cayó en una severa crisis, como resultado de 
la fuerza adquirida por los nuevos periódicos como El Universal y El De-
mócrata, así como por el nacimiento de Excélsior, en 1917. Una etapa del 
periodismo carrancista terminó con él (Garciadiego, 1995: 83).

La contribución de Félix F. Palavicini al periódico El Pueblo fue fun-
damental, y en éste, la idea de lo necesario de una nueva constitución. En 
este diario, Palavicini se dio a la tarea de “explicar las razones en las que 
habría que apoyarse la convocatoria a un nuevo Congreso Constituyente” 
(Arenas, 1967: 273). En El Pueblo, entre enero y abril de 1915, Palavicini 
escribió sobre el tema. Posteriormente reeditaría varios de esos artículos en 
El Universal y, después, como parte de su libro Historia de la Constitución 
de 1917. Los artículos para la defensa de la reforma a la Constitución, pu-
blicados en El Pueblo, y todos con la firma de Palavicini, son los siguientes:

aparecía sólo en esas fechas en la ciudad de Querétaro, pudo haber habido alguna men-
ción a la presencia de los diputados, pero no tuve acceso a ese ejemplar. 
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Artículos en defensa de una reforma a la Constitución firmados por Félix F. Palavicini

Título del artículo Publicación en El Pueblo Publicación en El Universal

Los funerales de la con-

vención

Domingo 24 de enero de 

1915

–

La legalidad y la revolución Lunes 25 de enero de 1915 –

La Constitución y los cons-

titucionalistas

Martes 26 de enero de 

1915

Viernes 17 de noviembre 

de 1916

Las primeras objeciones al 

Constituyente

Miércoles 27 de enero de 

1915

–

La lepra eterna Jueves 28 de enero de 

1915

–

La falta de equilibrio entre 

los poderes

Martes 9 de marzo de 1915 –

Discurso pronunciado 

por el Sr. ingeniero Félix F. 

Palavacini

Miércoles 10 de marzo de 

1915

–

La infalibilidad de la Cons-

titución de 1857

Jueves 11 de marzo de 

1915

Jueves 23 de noviembre 

de 1916

El Constituyente y lo que 

nos queda de la Constitu-

ción de 1857

Sábado 13 de marzo de 

1915

Viernes 24 de noviembre 

de 1916

El Constituyente, los mode-

rados y la revolución

Lunes 15 de marzo de 1915 Domingo 26 de noviembre 

de 1916

Los extranjeros y la consti-

tución mexicana

Miércoles 17 de marzo de 

1915

Martes 28 de noviembre 

de 1916

El centralismo: he ahí al 

enemigo

Viernes 19 de marzo de 

1915

Elaboración propia. Fuentes: periódicos El Pueblo y El Universal.

CienAñosdelaConstitucion.indd   174 05/04/18   9:39



175

LA CONSTITUCIÓN DE 1917, LA PRENSA Y EL DEBATE

Quien se acerque a estos artículos verá el empeño de Carranza por rea-
lizar un Congreso Constituyente, la necesidad que él veía de reformar la 
Constitución de 1857 y la claridad de las ideas, ya desde 1914. Por ello, 
el periódico El Pueblo puede considerarse como el antecedente más cla-
ro de difusión en prensa de las ideas de reforma de la Constitución. És-
tas, expresadas con las palabras de Palavicini, llegaron a muchos miles 
de personas, gracias a la amplia distribución del periódico, con el fin de 
sensibilizar a la población sobre este tema.

El Universal

Para el Constituyente de Querétaro, El Universal habría de ser muy im-
portante. Este diario, “dotado de todos los adelantos del periodismo 
moderno, con una fuerte influencia norteamericana” (Reed y Ruiz, 
1998: 283), estaba pensado como un diario revolucionario independien-
te. Su lema era “Diario político de la mañana”. Para hacer posible su 
aparición, Palavicini

… reunió a varios amigos para formar una sociedad y recabaron 80 mil 

pesos oro nacional. Entre los accionistas estaban Manuel Amaya, Luis 

Cabrera, Pascual Ortiz Rubio, Nicéforo Zambrano y el empresario Rafael 

Sánchez Viesca, interesado en concesionar la sección de avisos. Según 

palabras del propio Palavicini, el gobierno de Carranza no proporcionó 

ni un solo peso para la fundación del diario capitalino (Tapia, 1982: 127).

“Es la primera vez que se funda en México, en plena revolución, un gran 
diario independiente, y se ha formado con el dinero de los revoluciona-
rios, muchos de los cuales están en esta honorable Asamblea”, dijo Pala-
vicini en el Congreso, ya como diputado integrante del mismo, muy 
orgulloso de su periódico (Palavicini, 2014: 108).

La empresa debe haber contado, en efecto, con un capital conside-
rable, ya que, desde su primer número, el periódico se preció de tener 
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“la rotativa más grande de la república”: 3 000 palabras diarias de cables 
de todo el país y del extranjero y la sección del Aviso Oportuno que 
prevalece hasta hoy. Pocos días más tarde, se anunció que estaban sus-
critos a las agencias de información Reuters y Prensa Asociada.11 Sin 
embargo, hay dudas respecto de la verdadera inversión que pudieron 
haber hecho sus socios capitalistas, y el diputado Ramírez Villarreal, en 
el seno de las discusiones del Congreso, acusó a este periódico de recibir 
apoyos por parte de Carranza, por lo menos en lo que se refiere a papel.12 
Su costo era de 5 centavos oro, o bien 1.30 centavos en papel, y constaba 
de ocho páginas, con algunos suplementos semanales como “El Latinoa-
mericano”.

Al parecer, la aparición del periódico suscitó muchos resquemores. 
Así lo expresa el propio Palavicini en el primer número.

… sé que con toda anticipación, y para curarse en salud, los pequeños 

han visto las cosas pequeñas, los pérfidos han visto las cosas con perfidia 

y los cobardes han temblado, porque ellos para todo tienen miedo; pero 

declaro que no regreso al periodismo para servir a mis pasiones persona-

les […] vuelvo al periodismo para servir a intereses comunes, ideales al-

tos, sentimientos generosos y propósitos levantados […] procuraré con-

tribuir a la nueva organización política de mi patria, ahora que los poderes 

ungidos por el sufragio comienzan a establecerse; cuando los ayunta-

mientos han quedado instalados en toda la república, cuando el Consti-

tuyente está próximo y el orden constitucional se avecina. Soy partidario 

de un gobierno fuerte; soy de los que no confunden la revolución con la 

anarquía y, adicto a los más radicales principios revolucionarios, los 

quiero ver solidificados en el orden legal. Para colaborar en la obra re-

constructiva se necesita prensa amiga, pero prensa libre; a medida que 

la organización política se completa, la prensa libre urge. Mi programa 

11	� Véase el diario El Universal, núm. 30, lunes 30 de octubre de 1916.
12	� Diario de los debates…, op. cit., t. i, p. 587.
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de El Universal es el programa de la revolución. Mi pluma es amiga, pero 

no esclava.13

Esto último se reitera meses más tarde: “La bandera de nuestro diario es 
el programa de la revolución social lanzado en la H. Veracruz el 12 de 
diciembre de 1914”.14

Al concluir los trabajos del Congreso Constituyente, Palavicini si-
guió dirigiendo su periódico y defendiendo las ideas carrancistas,15 pro-
nunciándose además en contra del centralismo y del militarismo. Al 
reproducir el 29 de marzo de 1917 un artículo de Gonzalo de la Parra ya 
publicado en El Nacional, “Las prerrogativas de las águilas”, en donde se 
criticaba acremente a los militares en el poder, los afectados intentaron 
primero comprarle el periódico; se dice que cuando Benjamín Hill pre-
guntó a Palavicini el precio del rotativo, éste le respondió: “10 centavos 
y pueden comprarlo en cualquier esquina” (Tapia, 1982: 129); luego el 
general ordenó la ocupación militar del local y pidió la renuncia, e in-
cluso juicio para Palavicini, por órdenes de Obregón.16

Carranza lo salvó una vez más y pudo regresar a la dirección de El 
Universal en mayo de 1917. Tras un breve periodo en que perdió el con-
trol de la empresa, Palavicini retomó el mando el 1 de enero de 1919, y 
quedó al frente hasta abril de 1923 (Tapia, 1982: 129-130).

13	� El Universal, año 1, t. i, núm. 1, domingo 1 de octubre de 1916, p. 3; véase también 
Tapia (1982: 128).

14	� Ibid., núm. 104, viernes 12 de enero de 1917.
15	� Garciadiego (1995: 87) dice que Palavicini estaba cooperando con Carranza en sus 

intentos por disciplinar al Ejército Constitucionalista. Posteriormente, a raíz de la 
iniciativa de Obregón y de Hill por castigar con la muerte al periodista por infringir 
la ley que dictaba no atacar al ejército, Carranza se alejó de Palavicini para no des-
pertar él mismo sospechas. Sobre esta disputa, véase también Ávila (2016).

16	� Véase Ávila (2016). Palavicini, a través de El Universal, ya se había pronunciado en 
contra del militarismo, en ocasión de la aprobación, en el seno del Congreso, de la 
subsistencia del fuero militar, en enero de 1916. “La casta militar repugna a los 
demócratas sinceros. El fuero de guerra ha hecho fracasar a las revoluciones libera-
les. El general Nafarrate estima que se formará una nueva casta militar a la que él no 
quiere pertenecer”, El Universal, núm. 105, sábado 13 de enero de 1916.
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El Demócrata

Este diario, igualmente importante para difundir las discusiones del 
Constituyente en Querétaro, fue fundado por Rafael Martínez en mayo 
de 1915, “como evocación del periódico (homónimo) fundado por Ma-
dero en 1904” (Reed y Ruiz, 1998: 281).17 Para fines de 1915, contaba con 
una distribución envidiable en muchos lugares del país y del extranjero. 
Circulaba en Veracruz, Puebla, Guadalajara, Piedras Negras, Matamo-
ros, Monterrey, San Luis Potosí, San Juan Bautista (Tabasco), Orizaba y 
Mérida. En el extranjero podía adquirirse en Brownsville, San Antonio, 
El Paso y Eagle Pass (Reed y Ruiz, 1998: 281).

El Demócrata se considera otro de los órganos del gobierno consti-
tucionalista, por lo que su lema era, precisamente, “Diario Constitucio-
nalista de la mañana” y, según los dichos del diputado Ramírez Villa-
rreal, también recibía apoyo del Primer Jefe, por lo menos en lo que se 
refiere al papel. El diario seguía circulando todavía en la década de los 
veinte (Aguilar, 1995: 132) y, así como se dice que El Universal recibió 
apoyo de la embajada norteamericana durante la Primera Guerra Mun-
dial, se afirma que El Demócrata recibió dinero de Alemania (Garcia-
diego, 1995).

Para el periodo que interesa en este trabajo, El Demócrata tenía un 
precio de cinco centavos y constaba de ocho páginas, y los domingos de 
10, con profusa publicidad, secciones definidas e información que pro-
venía de los directores en varios estados, es decir, en los lugares donde 
circulaba. Se declara, como los otros, “periódico de la revolución”, aun-
que, sobre todo, es adicto al carrancismo. Lo demuestra al proponer la 
candidatura de Venustiano Carranza a la presidencia, antes que ningún 
otro, justificándose de este modo:

17	� Otras fuentes refieren que se fundó en Veracruz y que circuló ahí desde el 2 de 
febrero hasta el 14 de agosto de 1915, antes de pasar a la ciudad de México. Véase 
Ruiz (1997: 54). 
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… porque le ha servido de vocero desde sus principios y le ha seguido, lo 

mismo en las horas de adversidad que en las de triunfo, se propone sos-

tener, ahora que el magno movimiento popular tiende a cristalizar sus 

anhelos, la candidatura de Venustiano Carranza que acaba de ser lanza-

da por el Partido Liberal Constitucionalista para presidente constitucio-

nal en el próximo periodo de 1917 a 1919.18

Para no dejar lugar a dudas en cuanto a su cercanía con la facción gana-
dora, en enero de 1917 el periódico anuncia que ha adquirido una rota-
tiva, la que pertenecía a El Diario, ya que hasta ese día el periódico se 
había impreso en la rotativa del gobierno.19 Como se dijo arriba, su di-
rector, Rafael Martínez, Rip-Rip, fue también diputado constituyente y 
presentó una iniciativa para reincorporar al artículo séptimo el jurado 
popular para periodistas que había estado en la Constitución de 1857.20 
Asimismo, estuvo encargado de la elaboración del propio órgano oficial 
del Congreso, el Diario de los debates.

El Zancudo

En Querétaro se fundaron también dos órganos del Constituyente. El 
Constituyente, en diciembre de 1916, fue fundado y dirigido por Rafael 
Vega Sánchez, representante por el estado de Hidalgo, y redactado por 
Froylán C. Manjarrez, Félix F. Palavicini y otros, todos ellos miembros 
de la Legislatura (Reed y Ruiz, 1998: 283-284). Lamentablemente no en-
contré ningún ejemplar.

El Zancudo, el segundo de los periódicos del Constituyente, fue un 
semanario humorístico dirigido por los diputados Salvador R. Guzmán 
y Pedro Chapa, representantes de Puebla y de Nuevo León. Ambos perió-

18	� El Demócrata, t. iii, núm. 449, miércoles 1 de noviembre de 1916. 
19	� Ibid., núm. 520, 12 de enero de 1917.
20	� Diario de los debates…, op. cit., t. i, pp. 561-564.
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dicos fueron ilustrados por Salvador Pruneda.21 El Zancudo sólo se pu-
blicó a lo largo de un mes: inició su actividad el primero de enero de 1917 
(año 1, época 1, núm. 1, 1 de enero de 1917) y despareció el 1 de febrero 
del mismo año (año 1, época 1, núm. 4, 1 de febrero de 1917),22 cuando 
los trabajos del Constituyente estuvieron prácticamente concluidos.

Este simpático semanario, siguiendo la tradición de las publicacio-
nes humorísticas de la época, es pícaro, provocador y picapleitos. Su lema 
dice: “Sale cuando se le hincha y no se les hincha cuando les pica. El 
director no se raja cuando lo busquen”. En el número 3, cambia su lema: 
“Si este mosco te pica, no hay remedio en la botica. Al director… en-
cuéntrenlo”. Y el número 4 es llamado “cadáver”, por ser el último. Los 
primeros tres tenían un formato poco usual para la época, de 12 páginas 
que se doblaban, quedando como un folleto o tríptico, de alrededor de 
ocho centímetros de ancho y un cuarto de largo, mientras que el núme-
ro “cadáver” tiene ya el formato normal en cuarto. Es hasta este número 
final cuando se informa que cuesta 30 centavos y que su director fue Pe-
dro Chapa, mientras que los colaboradores fueron: “[Salvador] R. Guz-
mán, Alfonso Cravioto,23 [Rafael] de los Ríos24 y Marcelino Dávalos”.25

El pequeño e impertinente El Zancudo, aunque declara no querer 
atacar a ningún grupo o persona, y se prometió consignar “solo los chis-
pazos de ingenio y notas cómicas o picarescas, estrambóticas, cínicas o 
ridículas que se destaquen del maremágnum de ideas…”,26 terminó toman-
do partido por la facción llamada “liberal” del Congreso, la más cercana 
a Carranza, haciendo burla de los “jacobinos” más cercanos a Obregón, 
en notas con títulos como éstos: “La última victoria del jacobinismo, apo-
logía de la ignorancia y consagración de la estulticia”,27 “Cuadrilátero 

21	� Como vimos más arriba, era también ilustrador de La Cucaracha.
22	� El número 2 apareció el 18 de enero y el número 3, el 25 de enero.
23	� Diputado por Hidalgo.
24	� Diputado por el Distrito Federal.
25	� Diputado por Jalisco.
26	 �El Zancudo, núm. 1.
27	� Ibid., núm. 1, pp. 11-12.

CienAñosdelaConstitucion.indd   180 05/04/18   9:39



181

LA CONSTITUCIÓN DE 1917, LA PRENSA Y EL DEBATE

jacobino”;28 o bien, burlándose de algunos diputados con poca instruc-
ción, muchos de ellos militares, en columnas como: “Te parates, hablates 
y nada dijites”29 o las “Nafarratadas”, que hacían burla del general Emilia-
no Nafarrate, diputado por Tamaulipas, y mostrando así sus preferencias 
hacia el grupo renovador.

Igualmente retrata la vida cotidiana de Querétaro en las semanas 
en que los diputados sesionaron en aquella ciudad, por lo que su lectura 
es muy amena y, al mismo tiempo, indispensable para conocer el lado 
humano de los trabajos del Constituyente. Haría falta un estudio espe-
cífico para analizar los contenidos, tanto escritos como gráficos, y la fi-
gura misma del caricaturista Salvador Pruneda.

Una vez promulgada la Constitución, se publicaron otros diarios. 
Excélsior comenzó a circular en marzo de 1917, bajo la dirección de Ra-
fael Alducín, y fue un competidor feroz de El Universal. Daba inicio una 
nueva etapa periodística.

LA PRENSA EN EL CONGRESO CONSTITUYENTE

Para el periodo del que se ocupa este trabajo, no existía en los territorios 
ocupados por los constitucionalistas prensa oposicionista, y las versio-
nes existentes sobre las discusiones en el Congreso Constituyente sólo 
contienen variantes menores. Como se dijera en El Pueblo, en 1915, en 
torno a la prensa mexicana: “Está constituida en su totalidad por órga-
nos absolutamente adictos al régimen revolucionario, penetrados de sus 
ideales, que divulgan sus enseñanzas, sin que puedan señalarse, ni ex-
cepcionalmente, periódicos que defiendan intereses contrarios o diver-
sos” (Reed y Ruiz, 1998: 282).

Aunque haya habido otros órganos favorables a Villa o a Zapata, se 
encontraban aislados en ciertos territorios y no hubieran tenido posibi-

28	� Ibid., núm. 4, p. 11.
29	� Ibid., núm. 4, p. 7.

CienAñosdelaConstitucion.indd   181 05/04/18   9:39



CELIA DEL PALACIO MONTIEL

182

lidad de cubrir directamente la discusión. Los únicos periodistas invi-
tados fueron Jesús Gómez, corresponsal de El Universal, quien se retiró 
por enfermedad al final30 y fue sustituido por Zenón Trejo a finales de 
enero; Castillos y Amesola de El Pueblo; Carlos Quiroz y Rafael Rente-
ría de El Demócrata, quienes fueron auxiliados en los últimos días por 
Fortino Ibarra de Anda; Patricio Healy de The World, en Nueva York;31 
Ernesto Hidalgo, llegado de Atlantic City como invitado de honor,32 y 
los fotógrafos Agustín V. Casasola, Pedro Mendoza y Rafael Sosa.33

Asimismo, resulta relevante subrayar también que los allí reunidos 
no formaban necesariamente una unidad, sino que eran representantes 
de diversas facciones. Se ha hablado ya, más arriba, de los dos “bloques” 
principales: los liberales adictos a Carranza y los jacobinos, más cerca-
nos a Obregón. Cabe mencionar que no hubo corresponsales de perió-
dicos claramente obregonistas en las sesiones.

Los diputados, según las diferentes facciones, profesaron mayor o 
menor respeto por los diversos órganos de prensa carrancistas. El dipu-
tado Ramírez Villarreal, adicto al obregonismo, en el debate sobre el 
artículo séptimo, denostó la actuación de la prensa carrancista. Su larga 
participación resulta especialmente relevante para el tema que nos ocu-
pa. Llamó a El Universal “el hijo de El Imparcial”, dirigido por “un cien-
tífico de abolengo”. Continuó diciendo que era “un órgano criminal”: 
“… todos ustedes lo han visto, nunca dice la verdad, asienta puras false-
dades de lo que se trata en el seno de esta asamblea”. Y critica el mero 
nombre, El Universal, que en realidad era claramente parcial.34

El Demócrata no se salva de los ataques. El diputado se burla di-
ciendo que está dirigido por “Rafael Reyes Spíndola (haciendo alusión 

30	� Otras fuentes dicen que fue atacado en el Congreso. Véase Ruiz (1997: 48).
31	� Nótese el empeño de Carranza en hacer públicas sus políticas en órganos de prensa 

norteamericanos. Sobre el particular, consúltese Garciadiego (1995).
32	� Ruiz (1997: 48) afirma que Ernesto Hidalgo era el enviado de El Pueblo y que era el 

cronista parlamentario de la XXVI Legislatura. Lo curioso es que El Demócrata, 
según leímos, lo califique sólo como invitado de honor.

33	� El Demócrata, núm. 489, lunes 11 de diciembre de 1916.
34	� Diario de los debates…, op. cit., t. i, p. 586.
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al director de El Imparcial, periódico porfirista), digo, por Rafael Martí-
nez, Rip-Rip”. Lo llama de “sólo de información…” y luego añade “… ger-
manófila”, pero afirmaba con rabia que no era un periódico “de doctrina”. 
Declaraba después que era

un periódico incoloro, totalmente oficioso, que interpreta el criterio eco-

nómico de la Secretaría de Hacienda, el criterio jurídico de la Secretaría 

de Justicia, el criterio administrativo de la Secretaría de Gobernación 

[…] pero que no nos dice absolutamente nada de doctrinas, nada que 

traiga a nuestra conciencia una orientación definida.35

Párrafos más adelante, reconoce Ramírez Villarreal que este diario, 
comparado con El Universal, “es una lumbrera”, ya que “El Universal es 
una cloaca a donde se van a vaciar todas las inmundicias del cientificis-
mo muerto ayer”, mientras El Demócrata, concede, “sintetiza el senti-
miento de los revolucionarios convencidos, pero no aptos en las mate-
rias que tienen que resolver”.36 En términos contemporáneos, Ramírez 
Villarreal estaba acusando a El Demócrata de ser un periódico “boleti-
nero”, sin opinión propia y vendido al régimen. Es sorprendente, por 
otro lado, que estos insultos se hayan reproducido íntegramente en el 
Diario de los debates, que estaba a cargo del mismo Rip-Rip.

Siguiendo con su crítica demoledora, el diputado Ramírez Villa-
rreal habla de El Pueblo todavía más acremente. Recuerda la frase aque-
lla de que “de los sublime a lo ridículo no hay más que un paso” y pro-
cede: “… de la sublimidad de El Demócrata al ridículo de El Pueblo, no 
hay más que un paso, pero muy difícil de franquear”. Se refiere a su di-
rector Heriberto Barrón, como “… indigno no sólo de pertenecer [al 
Congreso], sino de pisar el suelo de los Estados Unidos Mexicanos”.

35	� Ibid., pp. 586-587.
36	� Ibid., p. 587.
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El diputado afirmaba que el periódico recibía papel por parte del 
gobierno, “… que la imprenta no es de él, que allí se van a estampar 
ideas que no le pertenecen…” Finalmente, acusa a Barrón de haber ofre-
cido su pluma al general Obregón para defenderlo de supuestos ataques 
de la prensa norteamericana, y decía conocer de primera mano la res-
puesta del general: “… que antes de que su pluma lo defendiera, preferi-
ría que lo atacara, porque la pluma de un Heriberto Barrón, de un Félix 
F. Palavicini y de un José Natividad Macías manchan, mejor que defien-
den, a cualquier individuo”.37 Terminó hablando del recién nacido El 
Gladiador, refiriéndose a él como “el único periódico de doctrina que 
hay en la capital de la república, el único periódico que quizá no reciba 
papel ni reciba cualquier otra subvención del gobierno”.38

A partir de la intervención de Ramírez Villarreal, podemos inter-
pretar que los periódicos que circulaban en la capital del país estaban 
todos vendidos al carrancismo y que sus directores eran más o menos 
incondicionales del Primer Jefe. Nótese también que el valor que se resal-
ta aquí como importante es que un periódico fuera “de doctrina”, es 
decir, que supiera guiar la opinión de los lectores y no sólo repitiera la 
información. Esta es una demanda que hoy vuelve a tomar importancia: 
la mera noticia compuesta de boletines oficiales que se hacen pasar como 
información “objetiva” o “imparcial”, sin contraposición de fuentes y 
testimonios, va siendo cada vez más criticada por los propios lectores.

Los contenidos

Las discusiones que se dieron en los periódicos estuvieron relacionadas 
con las facciones existentes en el Constituyente. Incluso, entre ellas, la 
favorecida fue la cercana a Carranza y no la obregonista. Esto sin duda 
tuvo su origen en que los directores de los periódicos más importantes 

37	� Idem.
38	� Idem.
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formaban parte de esta facción: Félix Palavicini y Rafael Martínez, in-
cluso Heriberto Barrón, el director de El Pueblo, quien se postuló como 
candidato a diputado por Guanajuato, pero sus credenciales fueron re-
chazadas por los electores.

Al no encontrar ejemplares de El Pueblo correspondientes al perio-
do de sesiones del Congreso, sólo hablaré de la información contenida 
en los diarios El Demócrata y El Universal. Ambos enviaron a sus co-
rresponsales, que hicieron crónicas extensas sobre las sesiones del Con-
greso y las enviaron a través del telégrafo, para ser publicadas al día si-
guiente en los rotativos, excepto cuando las sesiones se prolongaban y 
los telegramas no llegaban a tiempo.39

Más allá de las similitudes en el tratamiento de la información, 
encontré diferencias en el espacio dedicado a los debates. El Universal, 
contrariamente a lo que yo esperaba, contiene menos cantidad de infor-
mación, y ésta se presenta en la primera plana, cuando se trata de un 
tema muy relevante y, de lo contrario, sólo hace ahí una llamada, publi-
cando el texto completo en la tercera plana. Este es el espacio consagrado 
a la opinión. Ahí también encontramos los pocos editoriales destinados 
al Congreso Constituyente; la mayoría son los artículos de Palavicini ya 
publicados en El Pueblo, en 1914, mencionados arriba. Sólo en ocasio-
nes excepcionales esta información ocupa otros espacios.

Lo contrario ocurre en El Demócrata, que diariamente informa en 
primera plana lo que ocurre en el Congreso y, además, publica largas dis-
cusiones y reflexiones de su director en torno a los conflictos que se han 
suscitado en el interior del órgano legislativo. Su tono es mucho más com-
bativo, y también contiene más datos sobre la vida cotidiana en Querétaro: 
festividades, celebraciones diversas, días de campo y demás información.

El Congreso es fundamental, pero los diarios tienen que publicar 
información variada para un público amplio. Otras noticias compiten en 
importancia y, por lo tanto, por el espacio en primera plana: las conferen-

39	� El Demócrata, núm. 474, 26 de noviembre de 1916.
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cias en Nueva York de la Comisión Unida México-Americana, que inicia-
ron el 4 de diciembre de 1916, para resolver la crítica situación iniciada 
con el ataque villista a Columbus el 9 de marzo de ese año, y la Expedi-
ción Punitiva del general Pershing en territorio nacional como respuesta, 
cinco días más tarde. Finalmente, Pershing se retiró del suelo mexicano el 
7 de febrero de 1917, sin haber atrapado a Villa. Por la importancia del 
tema, las noticias sobre el particular estaban siendo publicadas diaria-
mente en ambos rotativos y con frecuencia eran la nota principal.

Otro tema de importancia para la prensa era la guerra europea. 
Aunque rara vez ocupó la primera plana, el tema era frecuentemente 
abordado desde diferentes ángulos, como nota informativa, pero tam-
bién, incluso, como nota de “color”; por ejemplo, en la sección de moda: 
“Cómo viven las reinas y las emperatrices en la guerra”.40 Ya se mencionó 
más arriba la posición que tomaron los dos diarios respecto de la guerra 
europea, y el análisis de dichos contenidos merece estudios específicos, 
por lo que no abundaré más aquí sobre el particular.

El desarrollo del Congreso sí alteró en algunas ocasiones la compo-
sición habitual de los dos diarios. Como dije más arriba, El Universal es 
el que menos cambios realizó en sus contenidos, respetando las seccio-
nes predeterminadas. Los momentos que ocuparon mayor espacio en la 
prensa fueron el principio y el fin de las deliberaciones, así como la dis-
cusión de artículos clave. Un momento importante fue el 9 de diciembre, 
cuando se publicó el proyecto de reformas que entregó Carranza al Con-
greso (aunque la entrega fue el día primero). Dicho proyecto, en que se 
basarían las discusiones del Constituyente, ocupó tres páginas del diario 
(3, 6 y 7), aunque no la primera plana, donde sólo hay una llamada a la 
lectura en la página 3.41 Lo mismo ocurre en El Demócrata, que destina 
prácticamente el mismo espacio (pp. 3, 4 y 5) al proyecto.42

40	� El Universal, núm. 1, t. i, domingo 1 de octubre de 1916, p. 4.
41	� “El Proyecto de reformas del primer jefe”, El Universal, núm. 70, sábado 9 de diciembre. 
42	� El Demócrata, núm. 487, sábado 9 de diciembre de 1916.
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Algo parecido ocurre en la conclusión de las discusiones, cuando 
ambos diarios publicaron el texto completo de la Carta Magna, tal como 
fue aprobada por el Congreso, ocupando éste seis páginas del ejemplar 
del 4 de febrero de El Universal,43 adelantándose así a su competidor, que 
sólo hasta el día siguiente publicaría el texto en cinco de sus páginas.44

¿Qué otros temas relativos al Constituyente tuvieron mayor interés 
para los dos rotativos? El tema que ocupó más espacio en ambos perió-
dicos fue la acreditación de los diputados; en particular, el escándalo 
que suscitó la puesta en duda de la credencial de Félix Palavicini. La fac-
ción de los radicales puso en duda que el director de El Universal ocu-
para el puesto de diputado al Constituyente, ya que en 1912-1913, du-
rante el régimen de Huerta, éste no renunció a su cargo en la Cámara de 
Diputados, lo cual lo convertía en sospechoso.

Carranza mismo tuvo que enviar un telegrama urgente en su ca-
mino hacia Querétaro, informando que si Palavicini y otros (José N. 
Macías, Luis Manuel Rojas, y hasta Cravioto) no habían renunciado 
entonces, había sido por orden directa del Primer Jefe, a fin de sostener 
la oposición desde la cámara (Palavicini, 2014). Este asunto luego deri-
vó en la formación de los “bloques” ya mencionados y en la sospecha de 
que los diputados del Distrito Federal querían controlar a los estados y, 
por el contrario, los diputados de fuera intentaban mantener la inde-
pendencia.

La discusión partidista continuó a lo largo de las sesiones, convir-
tiéndose en el tema más importante, por encima de la discusión sustan-
tiva de los contenidos de la Constitución, aunque algunos artículos sí 
merecieron la atención, a veces por varios días, de los periodistas. Los 
temas más discutidos fueron el nombre de México (República Mexica-
na o Estados Unidos Mexicanos), las relaciones entre la Iglesia y el Estado, 
tanto en la educación como en otros ámbitos de la vida pública, y las 

43	� El Universal, núm. 127, 4 de febrero de 1914.
44	� El Demócrata, 5 de febrero de 1917, t. v, núms. 1 y 2, 6 de febrero de 1917.
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garantías para los trabajadores, temas contenidos sobre todo en los artícu-
los 1, 3 y 123, así como 24, 27 y 130.

En este trabajo me ocuparé sólo de la discusión del artículo 7 sobre 
la libertad de prensa. Este fue discutido junto con el artículo tercero, el 
21 de noviembre. En esa sesión, se discutió la iniciativa de Rafael Mar-
tínez, director de El Demócrata, sobre la constitución de jurados popu-
lares para los delitos de imprenta. Todo ello iría contenido en los artícu-
los 6 y 7 de la nueva Constitución.

Estos temas fueron tratados con más detenimiento por El Demó-
crata, como parte de la crónica del Congreso,45 pero también antes de la 
discusión, en un editorial: “Cómo pensamos”,46 así como en columnas 
de opinión firmadas por el propio director con su seudónimo Rip-Rip: 
“Por qué deben ser juzgados los periodistas por jurados populares”,47 
“En favor de los publicistas futuros”.48 Curiosamente, El Universal se 
ocupa solamente de la crónica de la discusión misma los días 21 y 22 de 
diciembre de 1916.49

Es importante señalar que la propuesta presentada por el mismo 
Carranza era en contra de mantener el jurado popular, pero el pleno del 
Congreso debía discutir la iniciativa de Rip-Rip que proponía regresar 
al texto de la Constitución de 1857, donde se contemplaba esa figura.

Los argumentos del periodista estaban fundamentados en su expe-
riencia como preso durante el Porfiriato, en la cárcel de Belén, por haber 
atacado al gobierno y al presidente de la república. Rip-Rip estaba con-
vencido de que los jueces comunes eran más propensos a ser comprados 
o amenazados por el poder, y por ello la pertinencia de un jurado popu-
lar para juzgar los delitos no sólo de imprenta, sino de palabra, en par-
ticular los referentes a la paz pública, tal como se había considerado en 
la Constitución de 1857. Este artículo había sido reformado en 1883, 

45	� Ibid., núm. 499, 21 de diciembre, y núm. 500, 22 de diciembre de 1916.
46	� Ibid., núm. 493, 15 de diciembre de 1916.
47	� Ibid., núm. 496, 18 de diciembre de 1916.
48	� Ibid., núm. 498, 20 de diciembre de 1916.
49	� El Universal, núm. 82, 21 de diciembre de 1916 y núm. 83, 22 de diciembre de 1916.
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durante la presidencia de Manuel González, cuando, además de elimi-
nar los jurados de imprenta, se estableció que la imprenta fuera objeto 
del delito y pudiera ser incautada.

Todas las facciones del Constituyente estuvieron de acuerdo en que 
se eliminara esta última modificación; incluso, Heriberto Jara pidió que se 
hiciera una adición: que no se pudiera encarcelar a los empleados de la 
imprenta ni a los voceadores, y narró su experiencia como director del 
periódico El Voto durante la presidencia de Huerta: 113 niños voceado-
res fueron encarcelados a causa de la cáustica publicación.50

Si bien todos estuvieron de acuerdo en anular esta disposición, hubo 
un largo debate sobre la pertinencia de los jurados populares. Floylán 
Manjarrez, diputado por Puebla, arguyó que era inconcebible que los 
criminales más abyectos pudieran ser juzgados por jurados populares, 
según se asentaba en el artículo 20, mientras que los periodistas que ata-
caban al poder tendrían que caer justamente en manos de sus atacantes.51

Otros diputados, como José María Truchuelo, expresaron que es-
tablecer un jurado especial para la prensa sería darle a ésta un fuero, 
como en el caso de las fuerzas armadas, que tendrían que ser juzgadas 
por un jurado militar supuestamente más duro que uno civil. Si lo que 
se pretendía era justamente establecer una constitución más liberal, no 
podía permitirse la existencia de un jurado especial para la prensa. Iría 
en contra, dijo el diputado por Querétaro, de la propia ley, ya que en el 
artículo 13 quedaba asentado que “nadie podía ser juzgado por leyes 
privativas ni por tribunales especiales. Ninguna persona o corporación 
puede tener fuero…”, a excepción de los militares.52 Establecer un jura-
do especial para los delitos de imprenta significaría también no tener 
confianza en que se establecieran con claridad, en la propia Constitu-
ción, las bases para un Poder Judicial autónomo del Ejecutivo.

50	� Diario de los debates…, op. cit., t. i, p. 570.
51	� Ibid., pp. 568-569.
52	� Ibid., p. 565.
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En consonancia con este último, Francisco Ramírez Villarreal, di-
putado por Colima, considerado del grupo de los “jacobinos”, partida-
rios de Obregón, afirmó que no procedía un jurado especial cuando los 
delitos de la prensa eran de orden común: difamación y calumnia, por 
ejemplo; incluso los delitos políticos estaban previstos en el derecho pe-
nal.53 También hizo el largo e interesante análisis de la prensa de la ca-
pital que he consignado más arriba, así como una mención de algunos 
de los periódicos de los estados que lograban salvarse. Vale la pena re-
producir su argumento:

Después de hacer este somero examen de la prensa nacional, ¿a qué con-

secuencia venimos? A que en la capital de la república no hay periódicos, 

a que en los estados sí los hay, pero en gran minoría […] después de este 

examen de la prensa, ¿en qué concepto vamos a tener a los señores perio-

distas que quieren para ellos un privilegio sólo concedido a castas más 

antiguas, a castas de abolengo […]? ¿Por qué les vamos a dar privilegios?54

 Arguyó que también los integrantes de los jurados populares, en última 
instancia, podrían ser comprados.55 Finalmente, se determinó que se 
partiera en dos el artículo, votándose por separado la cuestión del jura-
do popular para los delitos de imprenta. Se llevó a cabo la votación, y la 
propuesta acerca del jurado popular resultó desechada (101 votos en 
contra y 61 a favor), mientras que el resto del artículo fue aprobado por 
unanimidad (160 votos).56

Como manera de compensar esta decisión, aparentemente contra-
ria a los intereses de los periodistas, el Congreso incluyó a principios de 
1917 (2 de enero), como parte del artículo 20, que se ocupa del sistema 
de enjuiciamiento penal, una segunda parte a la fracción vi, que dice:

53	� Ibid., p. 586.
54	� Ibid., p. 588.
55	� Ibid., p. 589.
56	� Ibid., p. 593.
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En todo caso serán juzgados por un jurado los delitos cometidos por me-

dio de la prensa contra el orden público o la seguridad interior o exterior 

de la nación, [ya que] el periodista, al atacar los actos de un funcionario 

público, se verá expuesto a ser acusado injustamente de los delitos de 

injuria, difamación o calumnia; al censurar las instituciones podrá seña-

lársele arbitrariamente como incitador de sedición o rebelión. Bien co-

nocido es que de estos medios se vale con frecuencia el poder público 

para sofocar la libertad de imprenta y, en tales casos, no puede ser garan-

tía bastante para el escritor que lo juzgue un tribunal de derecho, porque 

un juez no podrá dejar de ser considerado siempre como parte integran-

te del poder público.57

Este asunto sigue siendo actual y valdría la pena dedicarle una mayor 
reflexión.

Como se ha podido ver, los periódicos constituyen un espejo de los 
grupos y de las divisiones del carrancismo; nos permiten analizar los en-
tretelones de la discusión en el Congreso y conocer a quienes serían los 
integrantes de la facción temporalmente ganadora; asimismo, nos mues-
tran, a cien años de distancia, las razones políticas, las dimensiones y las 
acotaciones del Constituyente en su contexto histórico, así como el as-
pecto humano y la vida cotidiana de la época.

De manera particular, podemos ver aquí la cercanía extrema de los 
periodistas con la facción ganadora. Actualmente se ve con mayor cla-
ridad que los periodistas no deberían formar parte de los órganos legis-
lativos, por más que no haya una prohibición expresa en ese punto. Vi-
mos cómo, en el caso del Constituyente del 17 (y de la misma manera en 
el Constituyente del 56-57), muchos de los diputados eran periodistas e, 
incluso, directores de periódicos. En los órganos de prensa que ellos 

57	� Ibid., t. ii, p. 11. Esta fracción del artículo 20 permaneció intacta hasta el año 2000, 
cuando Ernesto Zedillo la cambió y quedó como sigue: “VI.- Solicitar las medidas 
que prevea la ley para su seguridad y auxilio”, Diario Oficial de la Federación, 21 de 
septiembre de 2000, p. 3.
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dirigían, puede verse con claridad que se defienden las posiciones de sus 
directores y se denuestan las de los opositores.

En esta alianza prensa/poder, podemos ver también las caracterís-
ticas de ciertas prácticas que se consolidaron a través del tiempo. Ca-
rranza no fue –por lo menos en el nivel más evidente, y a partir de las 
fuentes a las que tuve acceso– un represor de periodistas opositores, 
como ocurrió durante los regímenes de Porfirio Díaz y de Victoriano 
Huerta, sino que forjó su relación con la prensa a través de dádivas en 
efectivo o en especie (papel), y apoyando casi incondicionalmente a cier-
tos periodistas líderes de opinión como Palavicini y Rafael Martínez, 
Rip-Rip, que supieron publicitar el proyecto carrancista, a pesar de las 
diferencias claras que tuvieron entre sí.

De la misma manera, supo allegarse a otros artistas e intelectuales 
que hicieran dar a conocer su proyecto a diversos tipos de público, 
como en el caso de El Zancudo, dirigido a un público más popular, y los 
órganos de prensa como Revista de Revistas o El Economista (que se 
empezó a publicar a mediados de 1917), dirigidos a segmentos de lecto-
res más ilustrados o especializados.

Por otro lado, la discusión en torno a la libertad de expresión no 
está aún cerrada, como podemos ver en las últimas modificaciones a los 
artículos 6 y 7. El jurado popular para delitos de imprenta fue retirado 
de la fracción vi del artículo 7 en el año 2000. Tal vez aquellos periodis-
tas del Constituyente de 1917 que abogaron a favor de esta figura no 
estaban tan equivocados después de todo y, aunque ha habido cambios 
sustanciales y conquistas en los derechos a la libertad de expresión y en 
el derecho a la información, algunas cosas no han cambiado tanto desde 
1917, como lo prueban las recientes demandas judiciales en contra de 
Carmen Aristegui por informar sobre la casa blanca del presidente En-
rique Peña Nieto. Según palabras de la periodista:

El juez no entiende nada del derecho a la información, de la opinión, ni de 

muchas otras cosas. Es lamentable, vergonzoso para el Poder Judicial, que 
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un juez emita una sentencia tan errática, tan lamentable en contra de la 

periodista, del derecho a la libertad de expresión y a la información. Ac-

tuó libremente en un contexto de limitaciones de su comprensión de estos 

temas o hay otras cosas de por medio, no lo sé… (Aristegui, 2017: 16-17).

Otro caso muy reciente es la demanda en contra del académico y perio-
dista Sergio Aguayo, por la investigación que llevó a cabo en contra del 
exgobernador de Coahuila Humberto Moreira. Esta nueva demanda 
ocasionó, en febrero de 2017, que el juez decimoquinto de lo civil en la 
Ciudad de México determinara que se hiciera un examen psicológico 
del periodista, con un cuestionario presuntamente preparado por el 
propio Moreira, para probar que el periodista tiene una imagen negativa 
del exmandatario y que esa es la razón de las acusaciones que Aguayo 
ha hecho contra Moreira.58

Estos dos ejemplos muy recientes parecieran dar la razón al viejo 
periodista Rip-Rip: los jueces pueden ser comprados o favorecer a los 
poderosos y evitar que los periodistas hagan públicos los asuntos que el 
poder desearía que permanecieran ocultos. Lo que no queda muy claro 
es si un Jurado Popular podría evitar estas vulneraciones a la libertad 
de expresión, porque el poder, finalmente, podría comprar a más de un 
juez. Hace falta más que una legislación apropiada para atajar estos 
ataques.
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LA VIGILANCIA DE EXTRANJEROS EN VERACRUZ  
EN EL CONTEXTO DE LA CONSTITUCIÓN DE 1917

Filiberta Gómez Cruz1

La presencia de extranjeros en nuestro país es antigua, pero par-
ticularmente en el siglo xix se promovió su llegada, aunque con poco 
éxito. No obstante, colonias italianas y francesas se establecieron en la 
entidad veracruzana, en Puebla y otros lugares. La legislación que se 
aplicó durante los años de la Revolución fue la misma que la del Porfiria-
to y databa de 1859, es decir, no se realizaron cambios en un largo perio-
do. Pero el contexto de la Gran Guerra o Primera Guerra Mundial y de 
la lucha revolucionaria alertó a las autoridades sobre la necesidad de te-
ner más información de los extranjeros que arribaban a México, por lo 
que se diseñó un cuestionario que la autoridad debía cumplimentar de 
cada individuo que llegaba al puerto de Veracruz.

¿Cuál fue el marco legal que estableció la Constitución de 1917? En 
sus artículos 30 y 32 norma las cuestiones de la nacionalidad, y estipula 
en el artículo 30 que ésta se adquiere por nacimiento o por naturaliza-
ción. El inciso b) establece que los extranjeros que hubiesen residido en 
el país cinco años consecutivos y tuvieran un modo honesto de vivir 
podrían obtener la carta de naturalización. Mientras que el artículo 32 
instituye que los mexicanos tendrán preferencia sobre los extranjeros 
en igualdad de circunstancias en toda clase de concesiones: en los em-
pleos, en los cargos o comisiones del gobierno en que no sea indispensa-
ble la calidad de ciudadano. En tiempo de paz ningún extranjero podía 
servir en el ejército ni en las fuerzas de policía o seguridad pública.

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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La situación interna del país era complicada, había enfrentamien-
tos entre distintos bandos; Carranza encabezaba la fracción dominante 
y como primer jefe tuvo que sortear la invasión punitiva en la frontera 
norte de nuestro país, también encaró la doctrina Monroe al dejar en 
claro que México consideraba necesaria la autodeterminación de los 
pueblos y el respeto a la soberanía. La doctrina Carranza diseñada en 
1918, en sus principales postulados establecía que:

… la igualdad, el mutuo respeto a las instituciones y a las leyes, y la firme 

y constante voluntad de no intervenir jamás, bajo ningún pretexto, en los 

asuntos interiores de otros países […] procurando al mismo tiempo ob-

tener […] un tratamiento igual al que otorga, esto es, que se considere 

Nación Soberana [...] que sean respetadas sus leyes y sus instituciones y 

que no se intervenga en ninguna forma en sus asuntos interiores.2 

La velocidad e intensidad con que se producían los acontecimientos en 
que se encontraba involucrado el líder veracruzano, general Cándido Agui-
lar, representante ante el Congreso Constituyente reunido en Querétaro,3 
parecían rebasar sus posibilidades de actuación. Durante las discusio-
nes en el Congreso, y en los momentos en que se producía el affaire 
Zimmermann, Aguilar estaba ya profundamente inmerso en la campa-
ña electoral de la próxima gubernatura del estado, y se dedicaba a armar 
una amplia red política en el interior de Veracruz que le permitiera no 
sólo vencer en las elecciones, sino cimentar un nuevo equilibrio político 
sobre bases de apoyo capaces de reestructurar su hegemonía en Vera-
cruz (Corzo, González y Skerritt, 2007: 267-268).4

2	� Luis Rubén González Tapia, Política Exterior Mexicana: Doctrina Carranza; Acuer-
dos de Bucareli, México Diplomático. 

3	� Cándido Aguilar fue gobernador de Veracruz de 1914 a 1920.
4	� El telegrama Zimmermann advertía de las intenciones de Alemania de convencer a 

México de luchar en contra de Estados Unidos, y a cambio prometía su apoyo para 
la recuperación de los territorios de Texas y Nuevo México. El telegrama fue desci-
frado por la inteligencia británica y dado a conocer públicamente.
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El caso Zimmermann fue una prueba de la firmeza de Carranza, 
quien mantuvo la neutralidad ante la doctrina Monroe y ante los países 
en guerra.

Al parecer, durante diciembre de 1916 y enero de 1917, Cándido 
Aguilar se desplazó varias veces de México a Querétaro y aun cuando su 
suplente, el futuro cronista, Gracidas, ocupaba la titularidad, Aguilar se 
dio tiempo para participar muy de cerca en los debates y en las resolucio-
nes que originaron la Constitución.

Son años en que los villistas y zapatistas amplían su participación. 
La economía está en situación crítica, la Primera Guerra Mundial y sus 
secuelas requieren de dar respuesta a las demandas del pueblo, aunque 
fuera en decretos. Estados Unidos sale fortalecido por la guerra y sus 
ciudadanos pueden invertir en otros territorios, entre ellos México, es-
pecialmente en la extracción de petróleo.

La rectoría del Estado en la vida laboral y económica se fue cons-
truyendo con Cándido Aguilar a la cabeza. Para la administración de los 
negocios estatales se formaron los departamentos de fomento, hacienda 
y gobernación.

Mil novecientos diecisiete fue un año de gran agitación en Veracruz, 
prácticamente en todo el territorio estatal existían el bandolerismo y la 
escasez de maíz, y el naciente estado emitía decretos y circulares con mi-
ras a pacificar las regiones. Desde Córdoba, la capital veracruzana, el 3 de 
julio les fue solicitado a los presidentes municipales un reporte sobre la 
situación en que se encontraba la paz en sus municipios, al tiempo que 
debían señalar los motivos de su alteración si es que la había. También se 
les aconsejaba mantener la armonía entre el mando civil y el militar para 
lograr la tranquilidad y el bienestar de todos los vecinos.5 

Sobre el alza de los artículos de primera necesidad como el maíz, la 
escasez prolongada de esta gramínea agudizaba la carestía de la vida y 
de ese producto en particular, y para evitar subir los precios por el aca-

5	�  Circular número 6, Córdoba, 3 de julio de 1917 (Blázquez y Corzo, 1997: 509). 
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paramiento y por la demanda, se ordenó a los presidentes municipales 
tomar medidas para asegurar el abasto en sus jurisdicciones y conservar 
en sus territorios la producción maicera. Para garantizar la cantidad 
necesaria de cereales y que ésta se dedicase al consumo local, se consti-
tuyeron juntas con los agricultores y comerciantes en cereales que fija-
ron la cantidad de maíz necesaria para satisfacer los requerimientos de 
la población de cada municipalidad, y el ayuntamiento quedó habilita-
do para expropiar aquella producción de maíz que se pensara remitir 
fuera del municipio. O también la junta lo vendería y el sobrante lo po-
drían comercializar los agricultores y los comerciantes. Se concedió ac-
ción popular para denunciar el incumplimiento de la circular dictada 
en Córdoba, el 2 de febrero de 1918.6

En marzo de 1917, el Estado se descubre incompetente para supervi-
sar la magnitud de los negocios petroleros que requieren ser revisados 
por el departamento de hacienda con la finalidad de realizar el cobro de 
los impuestos, y para vigilar que se aplique la nueva legislación obrera. Lo 
primero que se plantea es la creación de un cuerpo de inspectores y de 
ingenieros preferentemente, que verifiquen en el campo las instalaciones 
y la situación de los trabajadores y, en segundo lugar, el aumento de los 
salarios correspondientes a dicho personal.7

Hay una clara intención de fortalecer al naciente Estado y para ello 
es necesario deshacerse de los huertistas incrustados mediante las elec-
ciones en los ayuntamientos,8 así como solucionar problemas urgentes 
como el desabasto de maíz y de carne, y dictar medidas de recaudación, 
lo cual hacen con relativa sensibilidad social; por ejemplo, la produc-
ción de panela no se limita y se establece el pago de contribuciones al 
azúcar. Para lograr la paz es requisito proveer de alimentos y de buenas 
leyes al pueblo.9

6	� Circular número 41, Córdoba, 2 de febrero de 1918 (Blázquez y Corzo, 1997: 858).
7	� Decreto número 20, 1 de marzo de 1917 (Blázquez y Corzo, 1997: 103).
8	� Decreto número 33, 15 de septiembre de 1916 (Blázquez y Corzo, 1997: 212).
9	� “Que desde el día primero de mes dejaron de ingresar en las arcas de los municipios 

los productos de abasto de carne, mercados y patente sobre artículos de primera 
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Fue tarea del Estado revolucionario la emisión de normas, leyes y 
decretos para regular las relaciones sociales; así mismo, tomó medidas 
contra la carestía y delimitó la jurisdicción de las juntas de administra-
ción civil y de los asuntos que competían a ellas y al ejecutivo estatal. Por 
ejemplo, el decreto número 18 estableció que las juntas de administración 
civil no podrían aumentar los censos sobre capitales impuestos y terre-
nos adjudicados ni decretar contribuciones por la introducción o la ex-
tracción de mercancías de un municipio a otro.10

Otro punto importante es el relativo a la disposición de que los ex-
tranjeros no pudieran adquirir bienes inmuebles ubicados en el territo-
rio de la república si pertenecían a los mexicanos; la prohibición se apli-
caría aun si los bienes inmuebles eran de remate, por lo que los notarios 
debían cerciorarse de la nacionalidad de los contratantes, y los jueces no 
aprobarían la adjudicación hecha en remate de comprobarse que eran 
extranjeros; las disposiciones se aplicarían a nivel nacional, aunque no 
estaban prohibidas las ventas y las enajenaciones de bienes inmuebles 
cuando el enajenante era extranjero y el adquirente mexicano.11

Las circunstancias de la Gran Guerra en Europa y nuestra cercanía 
con Estados Unidos hacían complejas las relaciones con los extranjeros, 
por lo que fue necesario establecer medidas políticas para vigilar la se-
guridad interna. La comandancia de policía del puerto de Veracruz, si-
tio receptor del mayor número de viajeros, era la encargada de vigilar a 
los recién llegados e integrar expedientes para cada inmigrante. La in-
formación que se necesitaba recabar sobre los extranjeros era saber su 
filiación política, de dónde provenían, notificar hacia dónde se dirigían, 

necesidad. Artículo 1: que los empleados municipales perciben remuneraciones que 
por lo exiguas no están en proporción con la carestía de la vida. Se autoriza a las 
juntas de administración civil del Estado, aumenten proporcional y equitativamente 
las contribuciones que ingresan a las respectivas tesorerías municipales”, Decreto 
número 18, ciudad de Veracruz, 10 de febrero de 1916 (Blázquez y Corzo, 1997: 95). 

10	� Decreto número 18, ciudad de Veracruz, 10 de febrero de 1916 (Blázquez y Corzo, 
1997: 95).

11	� Circular número 8, ciudad de Veracruz, 7 de marzo de 1916 (Blázquez y Corzo, 1997: 113).
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cuál era su ocupación y si viajaban acompañados o no. En los expedien-
tes consultados en el fondo Gobernación del Archivo General del Estado 
de Veracruz, no existe ninguna evidencia de que personas peligrosas para 
la estabilidad política nacional hubiesen ingresado al país por los puertos 
de Veracruz, Tuxpan o Progreso en el periodo mencionado.

A los individuos que iban a ocupar un cargo en representación de 
sus países en nuestro territorio como cónsules o vicecónsules, se les for-
maba un expediente mucho más extenso con una serie de preguntas y 
recuperación de información que demostrara la pertinencia de sus fun-
ciones en las ciudades o en los puertos designados. Como ejemplos te-
nemos los casos de cuando se les formaron expedientes al vicecónsul 
de Gran Bretaña en Tuxpan, Robert Weekins Greer, el 6 de diciembre de 
1904, y el 26 de septiembre de 1905 al señor Juan Desoche como agente 
consular de Francia con jurisdicción en los cantones de Misantla y Jala-
cingo, en sustitución por fallecimiento del señor Naude.

El 21 de mayo de 1909 fue nombrado George Gomez agente consu-
lar de Francia en Tuxpan, y solicitó la Secretaría del Estado la informa-
ción relativa para establecer la conveniencia de su desempeño. Se pidió 
al jefe político de Tuxpan que remitiera un informe reservado a la ma-
yor brevedad posible, a fin de determinar si procedía la autorización 
correspondiente para que el interesado pudiera ejercer las funciones de 
agente consular en ese puerto.12

El 23 de junio del mismo año, 1909, el ministro de Italia en México 
nombró a Joaquín Llobet agente consular de Italia en Puerto México, y las 
autoridades mexicanas, a través de la Secretaría de Estado, piden el infor-
me para proceder a dar el beneplácito de tal nombramiento.13

La jefatura política del cantón de Minatitlán aplicó las cuestiones 
al candidato a cónsul y las preguntas fueron: 1. ¿Cómo son su carácter y sus 
cualidades personales? 2. ¿De qué gobierno es súbdito? 3. ¿Cuál es su ocu-

12	� agev, Gobernación, f. 325, 21 de mayo de 1909.
13	 �Ibid., f. 326.
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pación? 4. ¿Posee bienes; de qué clase, cuáles son y a cuánto asciende su 
valor en efectivo o aproximado? 5. ¿Es casado; su esposa es mexicana; 
tiene hijos, cuántos son, pasan por mexicanos o por extranjeros? 6. ¿Es 
socio de alguna casa de comercio; a qué nacionalidad pertenecen sus 
consocios y cuántos son? 7. ¿Alguna vez han reclamado contra México 
por daños recibidos, tal reclamación ha sido hecha de buena fe y sin 
exageración? 8. ¿A tomado parte en las cuestiones políticas del país y de 
qué modo? 9. ¿Las autoridades residentes –en Puerto México, en este 
caso– tienen algún motivo de queja en su contra? 10.¿Ha ejercido algún 
cargo público en México?14

La noticia que contiene el informe reservado sobre las circunstan-
cias que concurren en el señor don Joaquín Llobet, nombrado agente 
consular de Italia en Puerto México, dice: 

Es de buen carácter y cualidades, es súbdito del gobierno español, comer-

ciante y encargado de la Agencia del Banco Mercantil de Veracruz. Po-

seerá unos quince mil pesos que maneja en el comercio a que se dedica. 

Es casado, su esposa es de nacionalidad italiana, tiene una hija que pasa 

por mexicana. Es socio gerente de la casa de comercio que gira bajo la 

razón social de Joaquín Llobet y Cía. S. en C., es su comanditario el se-

ñor Bartolomé Estades de nacionalidad española. Nunca ha reclamado 

nada contra México. No ha tomado parte en ninguna cuestión política 

del país. No tienen ningún motivo de queja las autoridades políticas de 

Puerto México. No ha ejercido ningún cargo público en México.15

Firma el jefe político de Minatitlán, Manuel Demetrio Santibáñez, el 3 
de julio de mil novecientos nueve. 

El presidente de la república concedió el execuátur de estilo al se-
ñor Humbert W. Wilson para que, sujetándose a la ley de 26 de noviem-

14	� Ibid., f. 325. 
15	 �Ibid., f. 326.
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bre de 1859, pueda ejercer las funciones de cónsul de la Gran Bretaña en 
Tampico con jurisdicción en los estados de Tamaulipas, Nuevo León, 
Coahuila y San Luis Potosí, y en los cantones de Ozuluama y Tantoyuca 
del estado de Veracruz; la autorización fue emitida en Tantoyuca, el 24 
junio de 1909 y firma el jefe político Efrén Reyna.16

El 26 de octubre de 1912, se concede el execuátur al señor André 
Auguste Bernard Brouzet para que ejerza las funciones de vicecónsul de 
Francia en Veracruz con jurisdicción en los estados de Campeche, 
Chiapas, Tabasco y Veracruz, excepto en el distrito de Orizaba, y en los 
territorios de Yucatán y de Quintana Roo.

El jefe político del cantón de Veracruz elaboró un informe sobre el 
cónsul alemán en el puerto, mismo que remitió a la Secretaría de Go-
bierno del Estado reportando los datos de la personalidad del señor 
Cornelio B. Gertz:

… quien resultó ser instruido, de buena educación, trato afable aunque 

un poco violento de genio, de Alemania, dedicado al comercio, sí poseía 

efectivo, tenía parte del capital de la casa de la que es jefe, que asciende a 

80 mil pesos, casado, tiene un hijo menor de edad, es socio de la firma 

Sommer Hermann y Cía. Sucesores, sus socios son también alemanes, y 

por la extensión de los negocios en varias plazas del país y en Hamburgo 

no se puede precisar el número de estos. No se tienen informes de que 

alguna vez haya reclamado por daños de México en su contra, tampoco 

se sabe que haya tomado parte en cuestiones políticas ni se tienen quejas 

de autoridades mexicanas en su contra.17 

El informe data del 28 de junio de mil novecientos nueve. 
La Secretaría de Gobierno del Estado era la oficina encargada de re-

cibir los informes reservados sobre los posibles representantes de los go-

16	� Ibid., f. 327.
17	 agev, Correspondencia, f. 18.
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biernos amigos en el estado de Veracruz, como el caso de Alphonse Roussel, 
nombrado agente consular de Francia en Jicaltepec y San Rafael.18 Enri-
que Zomoza y Tenreiro, el 26 de febrero de 1912, obtuvo el execuátur de 
estilo para desempeñarse como cónsul del reino de España en Veracruz, 
con jurisdicción en dicho estado, excepto en los cantones de Xalapa y 
Minatitlán e indirecto en los estados de Tamaulipas, Campeche, Tabasco, 
Yucatán, Chiapas, Oaxaca y en el territorio de Quintana Roo.

Los informes reservados sobre Arthur C. Payne, agente consular de 
Estados Unidos en Tuxpan, acerca de su ocupación, estado civil y desem-
peño político, se remitieron el 7 de agosto de mil novecientos doce. 

El 27 de mayo de 1917, Juvencio Arreola, cónsul general constitu-
cionalista, giró en Barcelona un comunicado dirigido a Heriberto Jara, 
gobernador y comandante militar de Veracruz, donde le advertía que el 
súbdito español Federico Loguet Viladecano embarcó en ese puerto en 
el vapor español Manuel Calvo portando documentos felicistas,19 que le 
entregaron sus partidarios residentes en esa ciudad. Y le previene que era 
posible que proporcionara esos documentos a los felicistas residentes en 
La Habana; sugería que a su llegada a Veracruz fuera vigilado estrecha-
mente por la policía mexicana.

En respuesta al oficio girado por el departamento consular el 18 de 
octubre de 1916, en el que se recibió un pasaporte expedido por el consu-
lado de México en San Antonio Texas en el mes de septiembre a favor del 
señor Gallagher, quien se dirige al puerto de Tuxpan, se manifiesta que ya 
se habían librado las órdenes necesarias para vigilar a la persona men-
cionada hasta cerciorarse del motivo de su viaje al país y de su filiación 
política. Firma el gobernador del estado, teniente coronel, Heriberto Jara.

18	� Ibid., f. 333, 17 de enero de 1911.
19	� Felicismo: movimiento político de Félix Díaz, pariente de Porfirio Díaz, que preten-

día el control del país. Regresó a México en 1916 a luchar contra Venustiano Carranza. 
Se dirigió a Veracruz donde había numerosas bandas de rebeldes anticarrancistas, 
pero carecían de un caudillo estatal; encontró también levantados en armas a varios 
compañeros suyos como Gaudencio de la Llave e Higinio Aguilar. Fue así como Félix 
Díaz encabezó a un poderoso movimiento contrarrevolucionario de 1917 a 1920. Sus 
objetivos políticos estaban delineados en el Plan de Tierra Colorada.
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En este contexto, las familias que llegaban a Veracruz en los años de 
la Revolución fueron escasas. También el trasiego de mujeres fue mucho 
menor. En general, venían hombres solteros que viajaban por asuntos de 
comercio o para buscar empleo en nuestro país. De una muestra de 206 
viajeros que arribaron al puerto de Veracruz entre junio de 1916 y octubre 
de 1917, se observa que fueron 175 hombres, 31 mujeres, 12 niños, 11 fa-
milias. Con respecto a la nacionalidad fueron 39 españoles, 11 sirio-oto-
manos, 3 estadounidenses, 1 griego y 1 alemán. En relación con el oficio 
que declararon fueron 39 comerciantes, 4 agentes viajeros, 4 jornaleros, 4 
vendedores ambulantes, 2 dependientes de comercio, 2 marineros y 1 in-
dividuo de cada una de las siguientes ocupaciones: oficinista, sirvienta, 
periodista, pescador, fogonero, empleado, prostituta, linotipista, sastre y 
un comisionado del gobierno de Estados Unidos; en cuanto al destino al 
que se dirigían 71 iban al puerto de Veracruz, 3 a Orizaba, 2 a Córdoba, 1 
a Tuxpan, 1 a Puerto México, 1 a Progreso y 1 a San Andrés Tuxtla.

¿De qué naciones procedían los extranjeros que llegaron a México 
en el periodo en que se redactó y se firmó la Constitución de 1917? La 
mayoría venía de Nueva York, Nueva Orleans, Los Ángeles, La Habana, 
Guatemala y de España, de este país específicamente de Guipúzcoa, 
Santander, Cangas Onís, Ribadesella y Oviedo.

Es de notar que algunos extranjeros realizaron viajes durante los 
años de 1916 y mil novecientos diecisiete. 

Los reportes sobre los viajeros extranjeros y mexicanos durante el 
proceso de redacción de la Constitución de 1917 no reflejan injerencia 
directa de otros gobiernos en la vida interna nacional, no obstante, se 
tomaron precauciones para evitarla mediante la vigilancia estrecha a los 
recién llegados a los muelles de Veracruz.

Hablemos un poco más de los extranjeros que entraron a Veracruz 
entre 1916 y 1917. Separando a los mexicanos, que procedentes de Nue-
va York y España también eran vigilados, los españoles era el sector más 
numeroso, seguido por los sirio-otomanos, italianos, americanos, grie-
gos y alemanes.
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En cuanto a la ocupación, la gran mayoría declaró dedicarse al co-
mercio o a actividades como la de agente viajero, vendedor ambulante y 
dependiente comercial.

Respecto a su destino, informaban que era el puerto de Veracruz, aun-
que en los reportes levantados por la policía de la ciudad se apuntaba que 
permanecían algunos días ahí y después se internaban en el país; otros lo 
hacían tan rápidamente que cuando las autoridades deseaban tomar nota 
de su destino, ya no se encontraban rastros de su permanencia en el puerto.

La vigilancia fue una práctica común en el Porfiriato y durante los 
años de la Revolución. Al defender la soberanía y garantizar los bienes 
y los derechos de los mexicanos, se protegía también el ingreso al país 
primero de los nacionales y después de los extranjeros. Cabe recordar la 
presencia de las compañías extranjeras en el estado de Veracruz que po-
seían diversos bienes tales como campos petroleros, haciendas, ranchos, 
maquinaria y vías férreas y, en contraste, los propietarios extranjeros de 
esos bienes pretendían pagar menos impuestos a cambio de la gran ri-
queza que obtenían. Por este hecho, es comprensible que en la Constitu-
ción de 1917 se incluyera en el artículo 32 la preferencia al derecho de los 
mexicanos al empleo.

Fuente: Cartas de seguridad, Gobernación, Archivo General del Estado 
de Veracruz.
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Fuente: Elaboración propia a partir de información de la sección Correspondencia, fondo 
Gobernación, Archivo General del Estado de Veracruz.

Informes obtenidos por la Oficina de las Comisiones de Seguridad de 
este puerto sobre las personas que abajo se anotan, muestran quiénes 
eran las personas que desembarcaron en dicho puerto amparados con 
pasaportes expedidos por el cónsul de México en La Habana, Cuba:

	 1. �Pasaporte 598: expedido a favor de Ricardo Pérez Fernández. 
Radica en Orizaba. Se ignora su filiación política.

	 2. �Pasaporte 601: expedido a favor de José Tobías Collado. Se ig-
nora su paradero.

	 3. �Pasaporte 608: expedido a favor de Juan Secins. Se ignora su 
paradero.

	 4. �Pasaporte 609: expedido a favor de Andrés Modrego García. Se 
ignora su paradero.

	 5. �Pasaporte 610: expedido a favor de Aurelio García R. Se ignora 
su paradero.
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	 6. �Pasaporte 611: expedido a favor de Benigno González Brena. 
Se ignora paradero.

	 7. �Pasaporte 616: expedido a favor de Fernando Pando y Villar. 
Radica en este puerto y no es político.

	 8. �Pasaporte 645: expedido a favor de Arturo García Fernández. 
Salió rumbo a Santa Lucrecia. Se ignora su filiación política.

	 9.	� Pasaporte 646: expedido a favor de Teresa Pla Gómez. Vive en 
Alvarado.

10. �Pasaporte 647: expedido a favor de Francisca Gómez Maciá. Se 
encuentra en Huatusco y no se conoce su filiación política.

11.	� Pasaporte 648: expedido a favor de Laureano C. Basanueva. 
Vive en este puerto y no es político.

12.	� Pasaporte 653: expedido a favor de Domingo García Mayor. 
Radica en Puebla.

13. �Pasaporte 654: expedido a favor de Juan Cerda Cusso. Radica 
en este puerto y es comerciante.

14. �Pasaporte 655: expedido a favor de Juan José Yañez y familia. 
Salieron rumbo a México y se ignora su filiación política.

15. �Pasaporte 656: expedido a favor de Eusebio García. Vive en este 
puerto pacíficamente.

16. �Pasaporte 657: expedido a favor de Max Kreisle. Salió rumbo a 
la capital, ignorándose el objeto de su viaje.

17. �Pasaporte 658: expedido a favor de Juan Antonio Barbosa. Se 
encuentra en este puerto y es comerciante; no se le conoce nin-
guna filiación política.

18. �Pasaporte 659: expedido a favor de José Trujillo Rodríguez y 
familia. Se encuentran en este puerto y no se les conoce filia-
ción política.

19. �Pasaporte 663: expedido a favor de Zeferino Herbelo Rodrí-
guez. Salieron rumbo a la capital de la república.

20. �Pasaporte 670: expedido a favor de Aquilino Ruiz López. Se en-
cuentra en Orizaba; no se conocen sus antecedentes políticos.
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21. �Pasaporte 677: expedido a favor de Matilde Álvarez y dos hijos. 
Salió para Orizaba.

22. �Pasaporte 698: expedido a favor de Ramón Manade Gerona. 
Radica en este puerto hospedado en el hotel Buenavista y no se 
le conoce filiación política.

23. �Pasaporte 702: expedido a favor de Nicanor Villalta S. Salió 
para México.

24. �Pasaporte 703: expedido a favor de Joaquín Villalta Cordena. 
Salió para México.

25. �Pasaporte 723: expedido a favor de Santiago Bartolomé. Se fue 
nuevamente a La Habana en el vapor español Antonio López.

Y se cierra la información aclarando que los números del listado ante-
rior que faltan, eran casos pendientes de investigar y quedaban en esas 
oficinas en virtud de que aún no se recababan los informes relativos.20

En estos casos no se aclara cuál es la nacionalidad, pero sí se observa 
si tienen una inclinación política contraria al gobierno mexicano. Los in-
formes son diversos, ya que existe un conjunto de pasaportes emitidos en 
determinados países de los cuales se tomó nota en la oficina de goberna-
ción de Veracruz, los más frecuentes eran de España, Nueva York y Cuba. 
Otro segmento se refiere a las cartas de seguridad extendidas en su mayo-
ría a extranjeros, aunque también se proporcionaron a mexicanos.

Las fuentes expresan de manera complementaria la presencia de 
extranjeros en Veracruz y su probable filiación política. Los documen-
tos del fondo Gobernación son cartas de seguridad o pasaportes, repor-
tes policiacos y notas de los viajeros nacionales y extranjeros de los años 
1916 y 1917. En síntesis, el flujo de viajeros a México no se detuvo a pesar 
del proceso revolucionario y tampoco cuando la Constitución de 1917 
se redactó.

20	� Constitución y Reformas. H. Veracruz, 22 de agosto de 1916. El Inspector General 
de Policía. Carlos Palacios. Rúbrica. agev, Gobernación, Correspondencia.
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EL ARTÍCULO TERCERO CONSTITUCIONAL.  
NOTAS ANALÍTICAS, UN SIGLO DE VICISITUDES 

IDEOLÓGICAS Y FRONTERAS POLÍTICAS

Rosa Nidia Buenfil Burgos1

INTRODUCCIÓN

Revisitar trayectorias de la Constitución mexicana involucra 
la consideración de su historicidad. Ésta inevitablemente recurre tanto 
a discontinuidades y cambios como a continuidades de una normativi-
dad legitimada. Por ello el análisis de las reformas es un espacio rico 
para reconocer tramos de este trayecto.

La confección de las reformas de carácter nacional (que además 
inscribe en su conformación elementos de escalas más amplias como las 
internacionales) constituye un plano a ser considerado; el otro plano es 
el de su puesta en acto (implementación) en los diversos contextos espe-
cíficos del sistema educativo nacional, que incluyen desde las correlacio-
nes de fuerza entre los protagonistas involucrados (e. g. partidos políti-
cos, sep y sindicato), al interior de cada uno de ellos, hasta la microfísica 
del aula que resulta condicionada por el plano anterior.

En este sentido es posible leer-interpretar la infinidad de interven-
ciones de diverso orden protagonizadas por actores variados: comuni-
cados político-sindicales, paneles político-académicos, debates en torno a 
las modificaciones de la Constitución en sí, y de las implicaciones socia-
les, educativas y gremiales que ha suscitado la reforma educativa cons-
titucional (e. g. la de 1934 y la de 2013), en su contexto actual y en el 

1	� Departamento de Investigaciones Educativas, Centro de Investigación y de Estudios 
Avanzados del Instituto Politécnico Nacional.
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marco de la trayectoria de los 100 años que cumplió la Constitución 
mexicana .

El argumento principal de este escrito alude a las fronteras políticas 
de cada contexto y a las tensiones inherentes a cualquier reforma nacio-
nal. En el primer caso, se trazan fronteras políticas entre fuerzas (parti-
dos, sectores, sindicatos, etc.) que pugnan por definir la orientación y el 
curso ideológico y estratégico de un ámbito social en un momento dado 
(sexenio, periodo, administración, etc.), algunas se articulan, otras anta-
gonizan y tales procesos tienen duraciones y efectos variables. En el se-
gundo caso, me refiero a las tensiones entre el universalismo inevitable 
en el plano del diseño de una reforma nacional y el particularismo con-
cerniente a su puesta en acto, relativa a contextos específicos. Tales ten-
siones están presentes en cualquier reforma y, en especial, por la posición 
que ocupa al tratarse de un discurso normativo a nivel constitucional y 
por el papel que juega en una organización republicana liberal como la 
mexicana.

Este capítulo se articula en torno a un interés analítico interpreta-
tivo sobre la significación de este tipo de procesos políticos. No analizaré 
la Constitución o reforma educativa en general, sino lo que significa 
políticamente una reforma constitucional y lo que en la historia de la 
educación en México ha implicado.

Estructuro este escrito en cuatro apartados: 1. Consideraciones so-
bre política y ley en la función de gobernar; 2. Antecedentes de las refor-
mas constitucionales en el rubro educativo; 3. Constitución de 1917 y 
sus principales reformas, y 4. Consideraciones para debatir.

POLÍTICA Y LEY EN EL MARCO DE LA ACCIÓN DE GOBERNAR

La función de gobernar en el marco liberal republicano involucra equi-
librios precarios entre la política y la regulación social, requiere de di-
versas condiciones y no se limita a la acción de la fuerza militar. Para 
efectos de este texto bosquejaré tres dimensiones de esta relación: la ley 
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y su legitimidad, la ley como dispositivo de regulación, y la tensión en-
tre universalismo y particularismo de la ley.

En este sentido, la normatividad opera como una especie de me-
diación entre la imposición y el acuerdo, una “garantía” de la legitimidad 
de un orden social. Tal “garantía” se sostiene en principio en una doble 
condición: por un lado, la institucionalidad que acompaña su gestión 
procedimental: la iniciativa de ley, su presentación, debate, acuerdo, au-
torización y publicación oficial; y por el otro, la performatividad de su 
aplicación. El Derecho es siempre una fuerza autorizada en su propia 
aplicación, incluso si esta es impuesta por medio de la fuerza, apuntaba 
Derrida (1997) en “El origen místico de la autoridad”. Así mismo, nos aler-
taba a no seguir buscando un fundamento externo a ella.

La normatividad, aunque está siempre sujeta a la tensión entre el 
universalismo exigido para gobernar y el particularismo inevitable en 
su aplicación, opera también como dispositivo para gobernar. A partir 
de Foucault (1973; 1991) sabemos que el Derecho se puede explicar 
como parte del ejercicio del poder, se entrelaza con la lucha, la oposición 
y la resistencia; su emergencia tiene lugar, como todas, en el marco de 
los enfrentamientos de fuerzas. 

Son las leyes las que instrumentalizan el poder, lo justifican y lo 
ordenan, y lo convierten en orden; delimitan y enmarcan de manera for-
mal las relaciones de poder (produciendo de manera simultánea efectos 
de verdad). Las relaciones de poder circulan en nuestras sociedades en 
busca del control poblacional a través del derecho, las ciencias y las téc-
nicas. La función de gobernar se sostiene en una serie de formaciones y 
de dispositivos entre los cuales las leyes tienen un lugar preponderante, 
precisamente debido a esa legitimidad que detentan y a la jerarquía y a 
la estabilidad que tal legitimidad les confiere.

Como cualquier ley la Constitución mexicana actúa como disposi-
tivo para gobernar, es decir, como un nudo de relaciones entre normas, 
prácticas, instancias institucionales, disposición de recursos, objetos, 
distribución espacial, etc., que producen efectos de saber/poder en las 
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subjetividades. Estos dispositivos están organizados en torno a la regu-
lación social y forman parte del sistema de gobierno –entendido como 
una forma de actividad práctica que busca conformar, disponer, guiar o 
afectar comportamientos, disposiciones y sensibilidades de las personas 
en sus relaciones, vínculos, imbricaciones “con esas cosas que son la ri-
queza, los recursos, los medios de subsistencia, sus ciudades y su clima” 
(Foucault, 1991: 14). 

La Constitución como ley principal está también sujeta a la tensión 
entre particularismo y universalismo, en la medida en que busca aco-
modar las demandas y las “necesidades” particulares de una comuni-
dad situada en el tiempo y en el espacio en un marco universalista del 
Derecho, por medio del cual se pretende hablar en nombre de la comu-
nidad toda. Esta tensión presente en la legitimidad de la ley que se sos-
tiene precisamente en su aplicación, permite observar la codependencia 
de una en la otra: para ser ley requiere legitimidad, para ser legítima 
necesita un componente universalista (i. e. representar demandas de la 
comunidad toda) pero es imposible su cumplimiento cabal (porque su 
aplicación responde siempre a contextos particulares, y sabemos bien 
que en nuestro país, por ejemplo, son diversos: mayor o menor corrup-
ción, capacidad, honestidad, desarrollo, etc.). Tal imposibilidad erosio-
na la legitimidad necesaria de la ley. Esta condición aporética permite y 
requiere que se siga “buscando”/imaginando/deseando la ley aplicable; 
en otras palabras: la ley es necesaria para la vida social pero imposible 
desde lo que se propone lograr (lógica aporética).2

El carácter político de la ley, y desde luego de las reformas constitu-
cionales que interesan aquí, es visible desde su producción: condiciones 
globales y locales en que se gesta, pasando por la recepción-apropiación 
por parte de los destinatarios (condiciones nacionales-locales de apro-
piación), hasta los efectos inmediatos y mediatos en los diferentes ám-

2	� Aporía es un tipo de lógica que visibiliza el carácter insoluble de una contradicción, en la 
cual los elementos que entran en juego se erosionan mutuamente a la vez que requieren 
uno del otro para poder permanecer en la relación. Se abundará sobre esto en la nota 20. 
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bitos nacionales, desde la universalidad de la norma hasta la particula-
ridad de sus implementaciones. Estas son las condiciones de emergencia 
y de procedencia histórica en las que inclusión, exclusión, regulación y 
ley como dispositivo tienen lugar en constante tensión entre la búsque-
da de un ideal universalista (justicia social, derechos, libertades, etc.), 
que legitima la ley, y la imposibilidad de alcanzar lo evidente en las ins-
tancias de su aplicación particularista, que debilita tal legitimidad. 

ANTECEDENTES DE REFORMAS EDUCATIVAS 
CONSTITUCIONALES: ALGUNOS RASGOS

La procedencia de la primera Constitución mexicana cuenta entre sus 
antecedentes la normatividad española de Cádiz de 1812, los Sentimien-
tos de la Nación, de José María Morelos, y el Decreto Constitucional 
para la Libertad de la América Mexicana o Constitución de Apatzingán, 
de mil ochocientos catorce.

En este marco se contextualizan trayectorias del tema educativo, 
que en las Cortes de Cádiz se expresaban en términos de exigir a los 
conventos y a los monasterios abrir escuelas públicas y gratuitas para 
niñas y niños (Beye de Cisneros, 1812-1949: 199-201); mientras otra ini-
ciativa sostenía que “cualquier ciudadano con la autorización debida, 
podría fundar una escuela gratuita para niños y jóvenes de ambos 
sexos, que enseñe a leer, escribir, contar, los principios cristianos y de 
obediencia a la monarquía” (Güereña, 1812-1949: 201-205).

Las leyes fundamentales emanadas ya de un Congreso Constituyen-
te en México son el Acta Constitutiva de la Federación y la Constitución 
Federal de los Estados Unidos Mexicanos, de 1824; es la primera cons-
titución propiamente mexicana, y en ella se descarta todo tipo de legis-
lación extranjera y se proclama el ejercicio absoluto de la soberanía y la 
autodeterminación. Otros antecedentes fueron: las Siete Leyes Consti-
tucionales, de 1835-1836, las Bases Orgánicas de la República Mexicana, 
de 1843 y el Acta Constitutiva y de Reformas, de 1847.
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El papel que juegan las leyes en las relaciones de poder y en la legiti-
mación del gobierno son visibles en los giros políticos que han marcado la 
historia de México. El caso de la legislación educativa es ejemplar por el 
lugar que ocupa en la constelación ideológico-política del país. Solamente 
mencionaré algunos de los más destacados a guisa de ilustración: la 
Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, de 1857, cuya vi-
gencia fue de medio siglo, y la de 1917 que cumplió 100 años de existencia.

La Constitución de 1857 marca un viraje fundamental en la historia 
mexicana, ya que de hecho sienta las bases para la liquidación de los in-
numerables intentos de regresar al gobierno monárquico, que por siglos 
avasalló a nuestro país. Su gestación está marcada por la lucha entre 
fuerzas irreconciliables. En 1854, en el contexto de un intenso antagonis-
mo entre conservadores monárquicos y liberales republicanos, y el des-
conocimiento al gobierno de Santa Anna, se propone el Plan de Ayutla y 
se convoca a un Congreso Extraordinario,3 dando como resultado la 
Constitución de 1854. En ésta, los derechos del hombre fueron reconoci-
dos como la base y el objeto de las instituciones sociales, se reguló y se 
reglamentaron las funciones del gobierno estableciéndose la división de 
poderes: ejecutivo, legislativo y judicial; se preservó el federalismo como 
modalidad administrativa. Se honraron valores republicanos como el des-
conocimiento de títulos nobiliarios, la abolición de la esclavitud y las pe-
nas por mutilación, tortura y azotes y la pena de muerte. La separación del 
clero y el Estado tuvo consecuencias importantes en la restricción de la 
autorización para adquirir y administrar bienes. Se estableció el derecho 
al voto (para varones) y otros principios del liberalismo como la libertad 
de propiedad privada, de trabajo, de asociación, de petición y comercio, 
las libertades de expresión y de imprenta. En este contexto, se sitúa al 
artículo tercero del liberalismo republicano: libertad de enseñanza, edu-
cación obligatoria, laica y gratuita. Así mismo, se separó la educación 

3	� Entre los diputados, representantes y comisionados, constituyentes se encontraban 
destacados liberales como Melchor Ocampo, Valentín Gómez Farías, Francisco 
Zarco, Guillermo Prieto e Ignacio Ramírez.

CienAñosdelaConstitucion.indd   220 05/04/18   9:39



221

EL ARTÍCULO TERCERO CONSTITUCIONAL. NOTAS ANALÍTICAS

pública de la enseñanza religiosa, además, de la reglamentación de las 
profesiones que necesitan de título para su práctica, para evitar el ejerci-
cio indebido o la usurpación de éstas. La Constitución de 1857 perdurará 
poco más de medio siglo.

 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS DE 1917 Y SUS REFORMAS PRINCIPALES

La Constitución de 1917 celebró sus 100 años de vigencia en 2017. En 
parte, su actualidad se debe a que simboliza la institucionalización de 
un proceso costoso socialmente, complejo en el ámbito político y dislo-
cador en el cultural. En la lógica de la narrativa hasta aquí presentada, 
éste constituye otro momento histórico porque marca una discontinui-
dad constitutiva en la vida social, cultural y política de la nación, y su 
Constitución tiene lugar como resultante de la Revolución mexicana. 
En ella participaron fuerzas políticas a lo largo y ancho del país y de 
procedencia social diversa: campesinos y terratenientes, obreros y em-
pleadores, políticos y profesionistas liberales y la jerarquía eclesiástica. 
Durante el proceso las fronteras políticas se movieron, los antagonis-
mos y las articulaciones variaron (por ejemplo, alianzas entre obreros y 
campesinos en un momento y antagonismo de las Brigadas Rojas y los 
líderes campesinos en otro). El sector triunfante en este movimiento 
difícilmente puede simplificarse en una clase social o en una clase políti-
ca, ya que estuvo conformado tanto por líderes liberales “adinerados” del 
Norte, constitucionalistas, agraristas, viejos jefes militares revoluciona-
rios, profesores, intelectuales, profesionistas, líderes anarco-sindicalis-
tas, como por obreros y campesinos, que también ganaron un lugar en 
este sector triunfante heterogéneo.

La Constitución revolucionaria de 1917 es en esta medida produc-
to de diversas corrientes políticas (liberales, socialistas, anarquistas) y 
de demandas sociales de campesinos (peones, medieros, jornaleros), de 
obreros (asalariados, a destajo, por obra determinada, etc.), administra-
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tivas (municipal, estatal, regional, etc.) y militares. Esta diversidad de 
sectores participantes en el proceso y que tuvieron capacidad de incidir 
en alguna medida en la confección de la legislación, se caracterizaba 
por su heterogeneidad intelectual, política, cultural, moral e ideológica. 
Los diversos movimientos sociales al inicio aislados sólo lograron articu-
laciones inestables, precarias y temporales, que fortalecieron a los revolu-
cionarios parcialmente y en periodos cruciales, y construyeron una frontera 
política representada por el gobierno de Díaz versus el pueblo empobre-
cido. Así se conforma la unidad híbrida del movimiento, una mística 
revolucionaria que ofreció una guía y una dirección a los diversos mo-
vimientos, dotando de sentido a la historia y a sus protagonistas y pro-
metiendo un futuro de justicia, igualdad, pan, tierra y libertad, sin lo-
grar homogeneidad en sus demandas e ideales políticos.

En la segunda década del siglo xx, como resultado del Estado emana-
do de la Revolución mexicana, la Constitución de 1917 consigna en su 
artículo tercero que la educación es una conquista revolucionaria y el Estado 
federal su garante: se mantiene que es libre, obligatoria, laica y gratuita; ilus-
trada (progreso científico vs. fanatismos e ignorancia) y determina que los 
particulares pueden impartir educación, pero no dirigir establecimientos. 

La reforma socialista 

Pugnas internas de la “familia revolucionaria” formalmente institucio-
nalizada en el Partido Nacional Revolucionario (1929) y el conflicto en-
tre la Iglesia católica y el gobierno de Calles,4 que se desata en 1926 y 
perdura durante el Maximato,5 son condiciones que marcan otro viraje 
importante, aunque efímero, en la historia del siglo xx. En el contexto 

4	� Cristiada: lucha formalmente ubicada de 1926 a 1929 entre el gobierno y las milicias 
de laicos, presbíteros y religiosos católicos que resistían la aplicación de la legislación 
y las políticas públicas orientadas a restringir la participación de la Iglesia en asuntos 
políticos (otras investigaciones han mostrado su prevalencia hasta los años cuarenta).

5	� En este periodo de 1928 a 1934 ocuparon la presidencia 3 funcionarios: Emilio Por-
tes Gil, Pascual Ortiz Rubio y Abelardo L. Rodríguez.
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de la irrupción y el enfrentamiento de fuerzas en torno a la definición 
ideológica de la Revolución mexicana, se prepara en 1934, por primera 
vez en la historia mexicana, el Plan Sexenal que es la plataforma de cam-
paña de Cárdenas, y orienta el desarrollo hacia metas de interés social, 
de atención a las demandas rurales, obreras y populares. Ya durante su 
administración se reformula el partido del “sector triunfante” de pnr a 
prm, se conforman las confederaciones campesina, obrera y popular, 
así como las organizaciones incipientes de empresarios nacionales y na-
cionalistas; se viven los inicios del Estado benefactor en México.

En el contexto de la irrupción y el enfrentamiento de fuerzas en torno 
a la definición ideológica de la Revolución mexicana y de las brasas aún 
vivas del enfrentamiento cristero, en especial en ciertas regiones del país, 
se plantea un programa que visualiza a la educación como un medio para 
la lucha tendiente al socialismo. Esta construcción propone la imagen del 
maestro como “guía para las clases populares”, “agitador de conciencias”, 
“líder intelectual, moral y político”; asigna a la escuela rural la posición 
nodal o piedra angular del programa agrario; plantea a la educación supe-
rior como medio para alcanzar la independencia tecnológica (fundación 
del Instituto Politécnico Nacional) compitiendo con las profesiones libera-
les por la legitimidad académica. En este contexto, se reforma nuevamente 
el artículo tercero y se establece el socialismo educativo, que mantiene 
la obligatoriedad, la gratuidad y el laicismo; se introduce la especificación 
de la educación en el marco de la lucha de clases y la coeducación.

Se establece que la educación que imparta el Estado será socialista 
y, además de excluir toda doctrina religiosa, combatirá al fanatismo y a 
los prejuicios, para lo cual la escuela organizará sus enseñanzas y sus 
actividades en forma tal, que permitan crear en la juventud un concepto 
racional y exacto del universo y de la vida social.

I. Las actividades y enseñanzas de los planteles particulares deberán 

ajustarse, sin excepción alguna, a lo preceptuado en el párrafo inicial de 

este artículo, y estarán a cargo de personas que en concepto de Estado 
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tengan suficiente preparación profesional, conveniente moralidad e 

ideología acorde con este precepto. En tal virtud, las corporaciones reli-

giosas, los ministros de los cultos, las sociedades por acciones que exclu-

siva o preferentemente realicen actividades educativas, y las asociaciones 

ligadas directa o indirectamente con la propaganda de un credo religio-

so, no intervendrán en forma alguna en escuelas primarias, secundarias 

o normales, ni podrán apoyarlas económicamente.6

Una anotación pertinente sobre lo efímero, y a la vez perdurable de esta 
reforma, radica en que si bien se derogaron muchos de sus preceptos en 
la administración de Manuel Ávila Camacho (1940-1946), el imagina-
rio de la educación socialista, los antagonismos en torno suyo, así como 
sus seguidores y detractores, ofrecen diversos indicios de la perdurabi-
lidad en algunas regiones del país de muchos de sus principios, de ma-
nera especial en la educación rural.

Entre 1945-1946 y hasta 1992, la educación  
“para el amor”, la democracia y solidaridad  
internacional: La reforma “rectificadora” 

En el marco de la Segunda Guerra Mundial (1939-1945) tienen lugar 
diversas alteraciones en la vida pública mexicana en lo económico, en la 
relación internacional, en la esfera de la producción agrícola, en las re-
laciones obrero patronales, en la composición del sistema político mexi-
cano y desde luego también en la educación.

Esta nueva transformación es crucial históricamente como dispo-
sitivo de regulación del sistema educativo, en la medida en que ofrece el 
marco de legitimación de una serie de decisiones políticas, de fuerzas 
internas en el partido en el gobierno y de antagonismos en el exterior.

6	� Cámara de Diputados (1934), XXXVI Legislatura, Diario de los Debates de la H. 
Cámara de Diputados.
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Desde la víspera de la Segunda Guerra Mundial se visualizó la re-
ducción de la resistencia de la política cardenista a la presión estadouni-
dense, se llevó a cabo una serie de medidas tendientes a fortalecer al he-
misferio norte de América en aras de la democracia e inicialmente en 
contra del fascismo, lo que poco a poco se convirtió en defensa frente a 
“la amenaza comunista” (de 1945 a 1992).

En cuanto a la regulación interna, hay una recomposición del blo-
que en el gobierno en su institucionalidad, pues surge ya el pri en todo 
su (trágico, siniestro y duradero) esplendor.

En lo que concierne al sector agrario, la nueva administración cons-
truye al ejido como paradigma de improductividad, hay devoluciones 
de tierras ejidales a antiguos terratenientes, lo cual atrae de nuevo inver-
siones y créditos, se reorientan cultivos para la guerra, se incrementan los 
braceros y los migrantes y la confederación es cooptada como platafor-
ma del partido.

Al sector obrero se le pide “sacrificio”, “amarrarse el cinturón” (no 
huelgas por aumento salarial o condiciones laborales) para el bien de la 
nación. En este marco florece gradualmente la industrialización y el boom 
arquitectónico urbano, en tanto que la organización política y su resisten-
cia van en declive con el líder carismático Lombardo Toledano, quien 
declaraba que el socialismo era una orientación de mentes malsanas; se 
observa el fortalecimiento de las organizaciones empresariales.

La Revolución mexicana y su mística siguen siendo el discurso le-
gitimador del nuevo partido, sólo que ahora ya se ha “rectificado” a decir 
de sus voceros. A nivel cultural, intelectual y moral, el desmantelamien-
to del programa cardenista implicó el retorno discreto pero inminente 
del clero y de los militares a posiciones en la sep, lo cual significó la 
“rectificación” del maestro, quien debía restringirse a las cuatro paredes 
del aula en vez de andar de agitador. Los fuertes ataques a los maestros 
que defendían el ideal cardenista, involucraban desde listas negras pu-
blicadas en el Excélsior hasta desorejamientos en las escuelas rurales. 
En forma simultánea, en medio del ascenso y el descenso de tres secre-
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tarios de educación,7 el sindicalismo magisterial queda neutralizado al 
unificarse la multiplicidad de organizaciones sindicales independientes 
de maestros en un sindicato único: el snte. La educación se orientaría 
hacia el amor patriótico y a la democracia (en vez de a la lucha de clases), 
además de que florecen las escuelas confesionales, ahora ya legitimadas 
moralmente. Se vuelve a fortalecer el apoyo a profesiones liberales fren-
te a las impartidas en el ipn. Se concluyeron obras de arte “de corte so-
cialista” pero de ahí en más se redujo su presencia, la cultura indígena 
se restringió a la idea de folclor y Mexican curious.

Así se contextualiza otra reforma al artículo tercero que elimina la 
coeducación (desde 1942); proscribe el matiz socialista y reitera la obliga-
toriedad, gratuidad y laicidad de la escuela básica; se asienta que la ins-
trucción impartida por el Estado tendería a desarrollar armoniosamente 
todas las capacidades humanas, animaría el amor patriótico y daría el 
giro hacia la educación para la democracia y la solidaridad internacional, 
la independencia y la justicia.

Artículo 3. La educación que imparta el Estado –Federación, estados, 

municipios– tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades 

del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la patria y la concien-

cia de la solidaridad internacional en la independencia y en la justicia.

I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de creencias, el criterio que 

orientará a dicha educación se mantendrá por completo ajeno a cual-

quier doctrina religiosa y, basado en los resultados del progreso científi-

co, luchará contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fana-

tismos y los prejuicios.

Además:

7	� Sánchez Pontón (del antiguo bloque cardenista), Véjar Vázquez (militar) y Torres 
Bodet (por segunda ocasión en la sep).
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a) Será democrático, considerando a la democracia no solamente como 

una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de 

vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural 

del pueblo […]

IV. Las corporaciones religiosas, los ministros de los cultos, las socieda-

des por acciones que, exclusiva o predominantemente, realicen activida-

des educativas y las asociaciones o sociedades ligadas con la propaganda 

de cualquier credo religioso no intervendrán en forma alguna en plante-

les en que se imparta educación primaria, secundaria y normal y la des-

tinada a obreros o a campesinos.8

El artículo citado se mantiene estable y con modificaciones menores 
hasta el fin de la Guerra Fría (1993), simbolizada por la caída del Muro 
de Berlín, así como por el peso de la globalización de la economía neo-
liberal, la visibilización creciente de los derechos humanos, la firma del 
Tratado de Libre Comercio y otros eventos en el escenario mundial.

La reforma modernizadora

En 1993 se garantiza a nivel nacional el retorno conservador de la jerar-
quía católica a los espacios públicos en México. En el contexto de la sim-
biosis entre el snte y los titulares de la sep9 y en el marco del Programa 
Nacional de Modernización tiene lugar la reforma del artículo tercero, 
que mantiene el sentido que se le dio en 1946 relativo a que la educación 
“tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser hu-
mano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria y la conciencia de la 
solidaridad internacional”, así como su obligatoriedad, gratuidad y lai-

8	� Cámara de Diputados (1945), XLIV Legislatura: Diario de los Debates de la H. 
Cámara de Diputados.

9	� En este sexenio hubo cuatro secretarios en la sep: Manuel Bartlet, Ernesto Zedillo, 
Fernando Solana y José Ángel Pescador Osuna.
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cismo “por completo ajena a cualquier doctrina religiosa”, orientada 
por y basada en los resultados del progreso científico, en contra de la 
ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejui-
cios. Sin embargo, al modificar lo relativo a la participación de los par-
ticulares, incluidos los religiosos, en 1993 autoriza a que dirijan estable-
cimientos en los niveles que antes les estaban restringidos (inciso iv del 
artículo tercero reformado en 1946), y esto quedó entonces expresado 
en el inciso vi:

VI. Los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y mo-

dalidades. En los términos que establezca la ley, el Estado otorgará y re-

tirará el reconocimiento de validez oficial a los estudios que se realicen 

en planteles particulares. En el caso de la educación primaria, secunda-

ria y normal, los particulares deberán:

a) Impartir la educación con apego a los mismos fines y criterios que es-

tablecen el segundo párrafo y la fracción II, así como cumplir los planes 

y programas a que se refiere la fracción iii, y

b) Obtener previamente, en cada caso, la autorización expresa del poder 

público, en los términos que establezca la ley.

Este addendum del inciso vi abre la posibilidad a los religiosos de diri-
gir establecimientos escolares que antes les estaban restringidos. Se 
postula la educación como derecho, la obligatoriedad del ciclo secunda-
rio; la autorización a los particulares para dirigir establecimientos edu-
cativos; y el apoyo a la investigación científica y tecnológica.

Alternancia partidista, continuidad, profundización y ajustes

Otras modificaciones al artículo tercero tuvieron lugar en 2002 durante 
la gestión de Vicente Fox Quesada, primer presidente de procedencia 
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panista;10 sin embargo, más que una reforma profunda las modificacio-
nes fueron de corte administrativo y de gestión escolar; de escasa reper-
cusión ideológica o pedagógica. La relación codependiente de los líderes 
de la sep y los del snte se profundiza. El ciclo preescolar se incluye como 
parte del básico obligatorio; se reformula el centralismo matizándolo con el 
gradual incremento de la autonomía y de la capacidad de decisión de los 
estados y los municipios; se refuerza la participación de los padres de 
familia en las decisiones educativas. No obstante, en términos genera-
les, la continuidad de la orientación del “desarrollo armónico, el amor a 
la Patria” y la creciente inclusión de las recomendaciones internaciona-
les se mantienen, a pesar de la alternancia de los partidos en el gobierno 
federal (pan, pri).

En los tres primeros años de la segunda década del siglo xxi, se 
observan tres modificaciones de orden ideológico, administrativo y 
profesional (incluyendo lo laboral y lo pedagógico): en 2011, la inclusión 
del valor cívico: “respeto a los derechos humanos”; en 2012, con el pri 
de regreso en el gobierno, se introduce la obligatoriedad de la educación 
media superior; en 2013, se incluye el criterio de calidad: el ingreso al 
servicio docente y la promoción mediante concursos de oposición, eva-
luación, el establecimiento de instancias como el Instituto Nacional de 
Evaluación Educativa (inee) con carácter autónomo, y se crea el Sistema 
Nacional de Evaluación Educativa (snee).

La reforma constitucional de 2013 en materia educativa tiene un 
doble valor histórico: el primero, debido a que se enmarca en el cente-
nario de la continuidad de la Constitución mexicana de 1917, el segun-
do, imbricado en una mutación política que concierne a varios rasgos 
contextuales: 1. El marco de la alternancia pri-pan-pri en el gobierno,11 
la confección de un pacto de los tres partidos políticos más fuertes en 
su momento para apoyar las reformas constitucionales: energía, educa-

10	� El pan se funda en 1939 al calor del declinar cardenista.
11	� Fox ingresa al gobierno en 2000, Calderón en 2006, ambos son del pan; en 2013 

regresa el pri al gobierno.
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ción, financiera, política. 2. El incremento y la profundización gradual 
de la injerencia de los organismos internacionales en las políticas me
xicanas, y con ello la intensificación de la interacción global económi-
ca, financiera, política, cultural y educativa: unesco, fmi, bm, ocde, en-
tre otras; algunas se inician ya desde los años sesenta y otras se postulan 
desde los años ochenta, como lo que aún hoy reverbera en las políticas 
nacionales: calidad, profesionalización del docente, evaluación, parti-
cipación, entre otras. 3. La historia del sindicalismo magisterial mexi-
cano: de un gremialismo atomizado a la constitución del snte en los 
años cuarenta; su consolidación, pugnas internas (Vanguardia Magis-
terial y cnte) y estabilización bajo los liderazgos corruptos y prolonga-
dos. 4. Historia del Sistema Educativo Nacional: entre el centralismo y 
el federalismo; entre la incompetencia y la vorágine del sistema político 
mexicano y sus tradiciones; dispersión y pobreza estratégica,12 cultural 
y material.

Poco se comprende la reforma educativa de 2013 si no se bosquejan 
mínimamente las condiciones en que ésta se produce, se difunde y se la 
apropian los destinatarios. Sin posibilidad de un recuento detallado 
sólo señalé de modo superficial cuatro rasgos indicativos de estas con-
diciones. Si bien éstas no determinan lo que sucede en las reformas y su 
recuento tampoco puede ser exhaustivo, sí ofrece ciertos parámetros 
para entender e interpretar cómo tienen lugar y qué significan.

A continuación, bosquejaré sólo cuatro dimensiones constitutivas 
de esta reforma constitucional, dos pedagógicas, que son la calidad y la 
evaluación, las cuales rebasan en mucho el plano de las consideraciones 
educativas, ya que su valor transita también hacia planos normativos, 
administrativos y laborales; una profesional, gremial y laboral que con-
cierne a la profesionalización del docente; y la legislativa, que aborda las 

12	� Es impresionante que de los secretarios de Educación que ha habido en el lapso de 
un siglo, pocos han sido intelectuales conocedores del campo educativo mexicano y 
de los conocimientos pedagógicos o humanísticos. La gran mayoría han sido aboga-
dos, ingenieros y, más recientemente, operadores políticos. 
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leyes adyacentes al artículo tercero y que también se desplaza por los 
dos planos previamente mencionados.

La calidad aparece como el valor que articula los diferentes planos 
de la reforma (contenidos, métodos, materiales, formación, evaluación, 
etc.), cuya significación se define de acuerdo con los diversos contextos 
de uso: internacionales, nacionales, locales, y cuya fuerza convocante se 
legitima por sí misma.13

1. �La evaluación como garante de la calidad educativa opera en la 
legislación como un medio, un fin, un recurso, un sistema, y como 
sostén de la posibilidad de alcanzar la calidad.

2. �La profesionalización de los docentes, tema largamente anhela-
do y perseguido, cobra en esta reforma una significación articu-
lada con la formación y la evaluación de las capacidades de los 
profesores.

3. �Las legislaciones adyacentes marcan las posiciones de los diver-
sos temas en la agenda educativa del momento:
a) La Ley General de Educación.14

13	� Como señala Itzel López Nájera (2009), la calidad se concentraba más en las condi-
cionantes sociales y escolares (situación institucional, material y métodos didácti-
cos, preparación del profesor, cantidad de horas de enseñanza, etc.) buscando 
reducir la brecha entre escuelas con mejores recursos y aquéllas con peores; en tanto, 
el Banco Mundial (1994) vía diagnósticos cuantitativos, se concentraba más en fac-
tores socioeconómicos que reducían la productividad del docente y buscaba elevarla 
con estrategias de corte empresarial. En las políticas educativas mexicanas de ini-
cios del siglo xxi ésta aparecía ligada inextricablemente con cobertura (p. 30), admi-
nistración (autonomía, apoyo institucional y regulación normativa p. 43), el número 
de horas de enseñanza (p. 54), monitoreo y evaluación (p. 55), y la formación del 
docente (p. 57), así como la descentralización administrativa del sistema (Secretaría 
de Educación Pública, 1995).

14	� Alude a la regulación de las cuotas voluntarias y las donaciones; al reconocimiento de 
la pluralidad cultural; al cuidado de la salud y el medio ambiente; a la discriminación; 
al Servicio Profesional Docente, la evaluación educativa; el Sistema de Información y 
Gestión Educativa y sus funciones administrativas y la infraestructura educativa 
quedan incluidos como componentes del sen; la regulación de las tareas pedagógicas 
sobre materiales, capacitación, etc.; las condiciones de ingreso, promoción, actuali-
zación docente; permanencia y evaluación de la capacidad docente. Capítulo ii: De la 
equidad de la educación; Capítulo iv: Del proceso educativo, Sección 1. De los tipos y 
modalidades de educación, Sección 2. De los planes y programas de estudio, Sección 3. 
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�b) La Ley General del Servicio Profesional Docente15 integrada 
por 83 artículos en torno a: regular el Servicio Profesional Do-
cente en la educación básica y media superior; establecer sus per-
files, parámetros e indicadores; regular sus derechos y obligacio-
nes; y asegurar la transparencia y la rendición de cuentas en el 
Servicio Profesional Docente.
�c) La Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educa-
ción cuenta con 68 artículos distribuidos en 5 capítulos, que 
comprenden: i. Disposiciones generales. ii. Del Sistema Nacio-
nal de Evaluación. iii. Del Instituto Nacional de Evaluación. iv. 
Las responsabilidades y faltas y v. La participación social.16

Esta selección parcial de rasgos constitutivos de la reforma al artículo 
tercero constitucional como constelación significante, me permite des-
tacar algunos elementos analíticos como las lógicas que operan, los 
campos de fuerza activados, y los tintes ideológicos que se agitan en las 
imbricaciones de los sistemas de gobierno, la regulación y sus dispositi-
vos. En este sentido, los intensos desplazamientos de los significantes: 
calidad, profesionalización docente y evaluación a lo largo de las diversas 

Del calendario escolar; Capítulo v: De la educación que impartan los particulares; Capí-
tulo vi: De la validez oficial de estudios y de la certificación de conocimientos; 
Capítulo vii: De la participación social en la educación; Capítulo viii: De las infrac-
ciones, las sanciones y el recurso administrativo, Sección 1. De las infracciones y las 
sanciones, Sección 2. Del recurso administrativo (Diario Oficial de la Federación, Ley 
General de Educación. Nueva ley publicada el 13 de julio de 1993) (1993, texto 
vigente. Última reforma publicada dof el 11 de septiembre de 2013).

15	� Diario Oficial de la Federación, Ley General del Servicio Profesional Docente.
16	� En esta ley se reglamentan la calidad y la evaluación, puntos nodales que se constitu-

yen como régimen de verdad en la Ley General de Educación: pretenden asegurar 
una “coordinación armónica” entre las autoridades educativas en el logro de los obje-
tivos de la evaluación del sistema educativo en un nivel macro. Regulan la duración 
en el cargo (máximo de 14 años). La fracción ix del artículo tercero constitucional se 
articula con las tareas de largo alcance encomendadas al Instituto en el artículo 7 de 
la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. Estas comprenden: 
el diseño de políticas, la verificación del cumplimiento de metas, la mejora de la ges-
tión escolar y los procesos educativos, la rendición de cuentas y, por encima de todos, 
la mejora de la calidad de la educación. Esta articulación de funciones y de metas 
habla de la apertura de una nueva etapa en el diseño de políticas a largo plazo.
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temáticas objeto de la ley, son muestra de su funcionamiento como es-
tabilizador parcial y temporal del sistema significante de la reforma, a la 
vez que muestran una capacidad de inscribir una variedad de significa-
dos en cada ocasión. Su accionar como dispositivo, cuya fuerza se acre-
cienta en la fusión de estos significantes, permite reconocer cómo opera 
una de las bisagras que articula y a la vez distingue el plano macropolítico 
de la regulación en los planos micropolíticos de sus particularidades. 
En este caso, la alternancia partidista en el gobierno no marcó un cambio 
de dirección, un viraje ideológico o político sino la profundización e 
intensificación de un rumbo iniciado desde el siglo pasado. No obstan-
te, las fuertes respuestas a esta reforma dan indicio a una alteración en 
la correlación de fuerzas al interior del ámbito institucional educativo. 

CONSIDERACIONES PARA LA DISCUSIÓN

Pondré en consideración no sólo el texto de la Constitución mexicana 
y sus reformas sino además las condiciones en que éstas se producen y 
en las que son recibidas, se las apropian los destinatarios y son puestas en 
acción por los operadores y destinatarios.

Distante de cualquier atisbo de interpretación de los trayectos histó-
ricos de la Constitución mexicana como una continuidad o como un 
devenir necesario, afirmo que tales trayectos dependen de la correlación 
de fuerzas, por lo cual reitero que la selección de reformas presentada 
busca enfatizar coyunturas de virajes más o menos profundos, disconti-
nuidades más o menos duraderas, y la dimensión política que destaca las 
fronteras, los antagonismos y las articulaciones de las fuerzas políticas en 
cada contexto.

Así, la legislación puede entenderse como un dispositivo cuya legiti-
midad se sostiene política y procedimentalmente en las fuerzas que bus-
can dominar y persuadir, imponer y convencer, regular y dar orden a la 
vida social. El recorrido aquí planteado ofreció indicios de la emergencia de 
las primeras legislaciones del siglo xix (antecedentes de la Constitución 
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de 1917), en todos los casos como resultante de antagonismos entre inde-
pendentistas y colonialistas, conservadores y liberales, monárquicos y re-
publicanos, entre los cuales una frontera política establecía no sólo alianzas 
y articulaciones (por ejemplo, con la Iglesia católica y con gobiernos extran-
jeros) sino también exclusiones y demarcaciones. La reforma constitucional 
de 1857 deja huellas imborrables en lo que será posteriormente la Constitu-
ción de 1917, en especial en lo que concierne a la relación entre la jerar-
quía eclesiástica, el Estado, los gobiernos y las formas de regulación.

Las fuerzas políticas y sociales representadas por diversos movi-
mientos al principio aislados (obreros, campesinos, intelectuales, entre 
otros) se articularon en forma precaria y temporal, sin embargo, forta-
lecieron a los revolucionarios parcialmente y en periodos cruciales. La 
frontera política que se estableció entre el gobierno de Díaz versus el 
pueblo empobrecido, condensaba respectivamente una multiplicidad 
de agentes y sectores, “opresores” en un polo y, en el otro, una variedad de 
grupos sociales “oprimidos”. La mística revolucionaria que representó 
una guía y una dirección a los diversos movimientos es resultado de esta 
unidad híbrida que se constituye en el movimiento. Aunque dota de sen-
tido unitario a la historia y a sus protagonistas y promete un futuro de jus-
ticia, igualdad, pan, tierra y libertad, no logra homogeneizar sus demandas 
e ideales políticos. La Constitución de 1917 muestra indicios de las mar-
cas que imprime este proceso de emergencia en inconsistencias entre al-
gunos principios liberales y socialistas, corporativistas y pluralistas y de-
mandas sociales traducidas en ley (la propiedad privada, por ejemplo, se 
defiende en un artículo y se restringe en otros) (Salazar, 2015).17

La heterogeneidad de esta legislación es objeto y resultante de con-
flictos y recomposición de las fuerzas políticas nacionales y de las condi-

17	� En la medida en que en su historia se han hecho numerosas modificaciones, de las 
cuales he ya mencionado algunas en este ensayo, algunos expertos la han conside-
rado como una legislación técnicamente desordenada, que muestra “disposiciones 
duplicadas, inconsistencias terminológicas, desequilibrios regulatorios, desorden y 
artículos que son prácticamente reglamentarios. Ese caos la ha convertido en un 
instrumental normativo inaccesible y confuso” (Salazar, 2015).
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ciones internacionales que se dieron entre 1934 y 1946. De 1934 a 1940, 
la herencia del anticlericalismo callista reverberaba en el fortalecimiento 
de la articulación en el interior del bloque oficial entre cierto socialismo, el 
cooperativismo y el racionalismo español apoyado por amplios sectores 
campesinos y obreros. Simultáneamente, se tensaron las relaciones y se 
trazó una frontera con otra articulación entre, por una parte, revolucio-
narios del pnr que no fueron incluidos en el gabinete, terratenientes 
afectados por el reparto agrario, capitalistas y empleadores afectados 
por la normatividad laboral y, por la otra, los sectores eclesiásticos avi-
vados por los ataques callistas y reorganizados en la Cristiada.

Entre 1940 y 1946, en el marco de la Segunda Guerra Mundial, 
estas mismas fuerzas pero apoyadas por intelectuales cercanos al recién 
formado Partido de Acción Nacional, el gobierno estadounidense y el Va-
ticano, entre otras, son las que se articularon en el bloque oficial y trazaron 
una frontera con el bloque oficial anterior: el cardenista. El antagonismo 
se situó en el interior de la familia revolucionaria, entre ambos bloques a 
nivel nacional y sus articulaciones con fuerzas exteriores (tanto naciona-
les como extranjeras). Las huellas de estas condiciones están impresas en 
la letra de la Constitución y de manera contundente en el artículo tercero.

En el marco del desarrollismo (entre 1946 y 1992) hubo una estabi-
lización de la Constitución con reformas y ajustes ya expuestos arriba. 
La Guerra Fría marcó orientaciones en el plano internacional que no se 
cuestionaron, y sólo en 1968 con la articulación de los movimientos 
sociales previos, el movimiento estudiantil y otros movimientos antiau-
toritarios populares, se sacudió políticamente la sociedad mexicana y se 
inició la gestación lenta de un proceso de democratización que, de acuer-
do con Soledad Loaeza (1989: 67), iría imprimiendo huellas en plantea-
mientos antiautoritarios a nivel constitucional.18

18	� Es importante destacar que una de las consecuencias del movimiento del 68 fue el 
proyecto de reforma que reconocía la “madurez cívica” de los jóvenes a partir de los 18 
años, y que fue aceptado al año siguiente, el 28 de octubre de 1969. Otra consecuencia 
heredada del 68 fue la derogación de los artículos 145 y 145 bis referentes al delito de 
“disolución social” (Cámara de Diputados, Derogación delito de disolución social). 
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Entre 1993 y 2013, los mexicanos asistimos a condiciones diferen-
ciales en las cuales se posibilitaron fronteras y antagonismos diversos: 
una gradual democratización formal del sistema político (en el plano 
electoral, de la participación ciudadana en espacios públicos, inter alia), 
en el marco de la visibilización creciente de los derechos humanos a 
nivel mundial y, al mismo tiempo, la legitimación del retorno neocon-
servador (evidente en la injerencia católica compitiendo con otras reli-
giones en diversos espacios, entre ellos el educativo), el desmantela-
miento gradual del Estado benefactor y un incremento de la penetración 
de la economía neoliberal en clave global, generando entre ambos el 
empobrecimiento de los sectores populares y de las coloquialmente lla-
madas clases medias.19 Si bien el snte y la sep han incrementado sus 
acuerdos (por decirlo eufemísticamente) también se van generando ten-
dencias críticas al interior del sindicato, que se manifiestan con distinta 
fuerza coyuntural. Las fronteras políticas se mueven y se forman otras 
articulaciones y otros antagonismos con actores a veces variados y a 
veces iguales. En las reformas constitucionales de esta década, se en-
cuentran marcas de las tensiones entre las fuerzas políticas menciona-
das ya que, por ejemplo, en el artículo tercero se mantiene la visión laica 
a la vez que se abre la posibilidad a los religiosos de dirigir y administrar 
establecimientos educativos en todos los niveles.

La redacción de las leyes ha puesto en juego diversas instancias del 
Estado y del gobierno en turno: incluidas negociaciones y acuerdos 
(como el pacto de los tres partidos políticos más fuertes) y la moviliza-
ción del aparato legislativo correspondiente elaborando las leyes. Am-
bas instancias tradujeron las recomendaciones internacionales ante las 
condiciones mexicanas a su leal saber y entender.

La recepción y la apropiación de las leyes han desatado diversas reac-
ciones que van desde el aplauso incondicional y protocolar (autoridades 
de la sep, algunos analistas, entre otros) hasta el antagonismo irreconci-

19	� Fenómeno que sufre toda América Latina.
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liable en el que nada es discutible sino todo rechazable, tanto en versión 
ilustrada de investigadores y analistas políticos, como en un tono más 
militante en cada momento de la historia (e. g. intelectuales como Guisa 
y Acevedo de los años treinta; la cnte en 2013). Ambos extremos poco 
ofrecen al análisis: el primero por no desplegar problematización alguna, 
el segundo por estar guiado por juicios categóricos y sin matices (en el 
caso más reciente, se siguen preguntando si la reforma es laboral o es pe-
dagógica o es política, cuando a todas luces es todo esto y más).

Otras recepciones han aportado tanto críticas específicas y documen-
tadas, como referencias precisas de la proliferación extrema de los senti-
dos de la calidad educativa y el fracaso de las políticas estandarizadas de 
evaluación en otros países. Entre estos tipos de recepciones de y reaccio-
nes ante la nueva ley, se encuentran las de muchos investigadores, algunos 
analistas políticos e incluso personas insertas en el sector gubernamental. 
Entre estas respuestas hay una gran riqueza de elementos a rescatar para 
la reflexión, el análisis y la discusión. Desde mi perspectiva, parte de estas 
temáticas a seguir examinándose incluyen, aunque no se agotan en:

1. �La incapacidad mostrada por los diseñadores mexicanos de po-
líticas públicas para afrontar la presión internacional y recupe-
rar algunas de sus recomendaciones, al tiempo que deben ser 
sensibles a las condiciones nacionales del campo educativo y sus 
actores.

2. �Los agentes afectados tampoco han sido capaces de ubicar la 
particularidad de sus intereses en los horizontes más amplios de 
las exigencias educativas locales, nacionales o a nivel global.

3. �Las tensiones entre las metas de calidad educativa y los medios 
que se plantean para lograrlas. Tensiones entre las estrategias y 
los dispositivos razonables y consistentes en términos de las me-
tas perseguidas y las condiciones políticas y los efectos laborales 
que tales estrategias conllevan. Tensiones entre los tiempos polí-
ticos del diseño y la diseminación de las reformas y los tiempos 
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del seguimiento y la investigación, que permitirían una evalua-
ción de las condiciones profesionales, laborales, políticas y peda-
gógicas antes de decretar las nuevas reformas.

4. �La tensión irresoluble entre lo universal de las recomendaciones 
internacionales y el mandato de la política pública nacional y lo 
particular de las demandas locales, que un gobierno aspira a re-
presentar y responder. El reconocimiento de esta aporía20 per-
mitiría a ambos extremos de la relación, flexibilizar el alcance de 
sus propios reclamos y de los límites de sus propias perspectivas 
(tanto de la pretendida representatividad universal de los go-
biernos como el reiterado reclamo de atención a la particulari-
dad de los locales).

A 100 años de promulgada la Constitución de 1917, con todas sus aden-
das, reformas y ajustes, sigue mostrando indicios y marcas de su emer-
gencia heterogénea en inconsistencias entre algunos principios liberales 
y socialistas, corporativistas y pluralistas y demandas sociales traduci-
das en ley (la propiedad privada o la injerencia del clero en las decisio-
nes públicas, por ejemplo, se defienden en un artículo y se restringen en 
otros). Además, con tantas modificaciones en su historia, algunas ya 
mencionadas en esta intervención, algunos expertos la han considerado 
como una legislación técnicamente desordenada, que muestra disposicio-
nes duplicadas, inconsistencias terminológicas, desequilibrios regulato-
rios y desorden. Lo anterior no impide que esta legislación siga siendo la 
ley suprema que rige al país y que lo ha conducido a través de enormes 
y profundas transformaciones, entre otras razones, porque sigue expre-

20	� Aporía es el tipo de lógica que hace visible el carácter insoluble de un problema y al 
hacerlo despliega numerosas alternativas posibles; alude a una forma particular de 
problematización que, en vez de forzar hacia una solución insostenible, asume la 
complejidad y la posibilidad de lo irresoluble. Me refiero, por ejemplo, a cuando algo 
es a la vez necesario e imposible. En esta lógica los elementos que entran en juego se 
erosionan mutuamente a la vez que requieren uno del otro para poder permanecer 
en la relación.
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sando un ideal de justicia social, ya que el problema más grave que el 
país padece es la injuriante desigualdad social (Carpizo, 2001: 369). Va-
lores como justicia social, defensa de los derechos y de las libertades se 
ven lejanos y casi imposibles en 2017, y por eso mismo perduran como 
valor convocante de organización social.
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GESTACIÓN, DESARROLLO Y ADMISIÓN  
DE LA EDUCACIÓN COMO DERECHO  

UNIVERSAL EN MÉXICO

Abel Juárez Martínez1

Las ideas revolucionarias circularon en espacios pequeños y se alimen-

taron de las experiencias desarrolladas en otras latitudes, especial-

mente en España, en donde el anarquismo tenía una mayor presencia 

desde principios el siglo xix. Fue allí donde el asunto del laicismo en 

la educación provocó problemas en el gobierno y donde organizacio-

nes radicales asumieron un poder tal, que les permitió la defensa de 

los derechos de los trabajadores. 

Hugo Cancino y Rogelio de la Mora,  

Ideas, intelectuales y paradigmas en América Latina

EL CONCEPTO Y LOS ANTECEDENTES

Aunque el uso cotidiano del concepto educación pareciera ser 
innecesario explicarlo, su definición no resulta sencilla al tener múlti-
ples acepciones, que se incrementan con el paso del tiempo al agregarle 
nuevos atributos que dificultan aún más su entendimiento. Sin embargo, 
al evitar el error de simplificar en exceso y señalar las notas esenciales 
de este vocablo, puede dar buena cuenta de su significado. Al respecto, 
es de valorarse la sencillez con la cual se ha descrito el término educa-
ción como “la trasmisión de la cultura del grupo de una generación a la 
otra” (Abbagnano y Visalberghi, 1992: 6).

Esa definición lleva a entender que la educación sólo se da en el 
seno de un grupo humano, que en primer lugar se ha adaptado a su 

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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entorno y luego lo ha transformado para lograr la sobrevivencia. Esa 
adaptación y esa transformación, que han dado resultados favorables, se 
consideran lo suficientemente valiosas y funcionales como para hacer-
las del conocimiento de los nuevos miembros de la comunidad, de quie-
nes se pretende las pongan en práctica para facilitar su existencia.

Entendida de esta forma es posible afirmar que ha existido la educa-
ción desde las cavernas hasta los modernos rascacielos, pues de otra ma-
nera no habría sido posible la continuación de la especie humana. A par-
tir de esta base conceptual, puede entenderse que el núcleo central de la 
educación del ser humano es el grupo familiar. No obstante, en nuestro 
tiempo esa función es compartida por otros sujetos sociales, el mayor de 
los cuales es el Estado, que considera a la educación no sólo como un he-
cho sino como un derecho, tanto individual como social y pretende ga-
rantizarlo, regularlo y dirigirlo.

Esa perspectiva de la educación es muy reciente, ya que en el pasa-
do imperaron otras visiones y maneras de entenderla que ahora parecen 
erróneas o sin sentido, pero no deben juzgarse fuera de su contexto.

En el caso de México está ampliamente documentada la educación 
mexica, no así la del resto de los pueblos originarios, sin embargo, de 
Tenochtitlan se apunta que sus instituciones educativas fueron “… tel-
pochcalli, que significa ‘casa de jóvenes’ […]; calmecac, que significa ‘co-
rredor o pasillo largo’; cuicacalli, ‘casa de canto’ e ichpuchcalli, ‘casa de 
doncellas’” (Escalante, 2012: 21). En estos lugares se impartía la educa-
ción militar, la artística, la religiosa y la cívica; era diferente la de los 
plebeyos y la de las clases dominantes.

La Conquista española transformó la educación, pues aparte de la 
instrucción religiosa se procuró el aprendizaje de la lengua, las artes y 
los oficios europeos, para lo cual se fundaron escuelas, y las “… más 
importantes y antiguas se crearon en la Ciudad de México por iniciativa 
de los franciscanos…” (Escalante, 2012: 34).

Poco tiempo después, en la educación elemental novohispana par-
ticiparon también seglares, que se dedicaron a enseñar en calidad de 
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maestros particulares, cuyo ejercicio fue regulado más adelante por las 
Ordenanzas de Maestros del Muy Noble Arte de Leer y Escribir, prego-
nadas en el año de 1601, que fueron uno de los primeros intentos, en lo 
que ahora es México, de regular la calidad de la enseñanza, ya que para 
desempeñarse como maestro era necesario obtener una licencia, previa 
aprobación de un examen de conocimientos, así como reunir requisitos 
tales como ser español cristiano viejo.

Como se observa, en el periodo colonial existían criterios bien de-
finidos para acceder a la docencia, en los cuales el objetivo principal era 
mantener la pureza de la doctrina católica y las buenas costumbres, 
aunque debe señalarse que: “Ni en las ciudades españolas ni en las pro-
vincias de Ultramar existió un proyecto educativo de alcance general a 
cargo del Estado” (Gonzalbo, 2012: 66).

Ese proyecto, sin embargo, sí existió al finalizar el dominio espa-
ñol, tal como se aprecia en las disposiciones relativas de la Constitución 
de Cádiz, específicamente en su artículo 131, donde la facultad vigésima 
segunda de las Cortes consistía en: “Establecer el plan general de ense-
ñanza pública en toda la Monarquía, y aprobar el que se forme para la 
educación del Príncipe de Asturias” (Juárez, 2010: 103). 

Bajo ese ordenamiento, correspondía a los ayuntamientos según el 
artículo 321, numeral quinto de la constitución de Cádiz: “Cuidar de 
todas las escuelas de primeras letras y de los demás establecimientos 
de educación que se paguen de los fondos del común” y a las Diputaciones 
Provinciales, en términos del artículo 335, numeral quinto: “Promover 
la educación de la juventud conforme a los planes aprobados, y fomen-
tar la agricultura, la industria y el comercio, protegiendo a los invento-
res de nuevos descubrimientos en cualquiera de estos ramos”.

Es el título ix de la Constitución gaditana el que en cinco artículos 
reguló la instrucción pública, mismos que se transcriben a continuación:

Artículo 366. En todos los pueblos de la Monarquía se establecerán es-

cuelas de primeras letras, en las que se enseñará a los niños a leer, escribir 
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y contar, y el catecismo de la religión católica, que comprenderá también 

una breve exposición de las obligaciones civiles.

Artículo 367. Asimismo, se arreglará y creará el número competente de Uni-

versidades y de otros establecimientos de instrucción que se juzguen conve-

nientes para la enseñanza de todas las ciencias, literatura y bellas artes.

Artículo 368. El plan general de enseñanza será uniforme en todo el Rei-

no, debiendo explicarse la Constitución política de la Monarquía en to-

das las Universidades y establecimientos literarios donde se enseñen las 

ciencias eclesiásticas y políticas.

Artículo 369. Habrá una Dirección general de estudios, compuesta de 

personas de conocida instrucción, a cuyo cargo estará, bajo la autoridad 

del Gobierno, la inspección de la enseñanza pública.

Artículo 370. Las Cortes, por medio de planes y estatutos especiales, arre-

glarán cuanto pertenezca al importante objeto de la instrucción pública. 

Estas disposiciones se consideraron vigentes en México, aun después de 
la Independencia, mientras no se expedía una legislación nacional en la 
materia en una época en transición, en la que aún estaban en lento pro-
ceso de formación las instituciones mexicanas.

De ahí que, en 1829, en la Colección de los Decretos y Órdenes Gene-
rales expedidos por las Cortes,2 se tuviera como norma positiva al Decreto 
de 23 de junio de 1813, emitido por las Cortes, en cuyo capítulo i, artículo 
14, y capítulo ii, artículo 12, se desarrollan de manera más amplia las 
atribuciones de los ayuntamientos y de las diputaciones provinciales en 
materia de educación, que respectivamente señalaban:

2	� Suprema Corte de Justicia de la Nación (2005: 88-89 y 94).
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Artículo 14. Cuidará el ayuntamiento de todas las escuelas de primeras 

letras y demás establecimientos de educación, que se paguen de los fon-

dos del común; celando el buen desempeño de los maestros, y muy espe-

cialmente el puntual cumplimiento de lo que previene el artículo 366 de 

la Constitución por la que deberá también enseñarse a leer a los niños, y 

disponiendo se doten convenientemente los maestros de los fondos del 

común, previa la aprobación del gobierno, oído el informe de la diputa-

ción provincial; o en defecto de estos fondos, los que la diputación acuer-

de con las formalidades que previene el artículo 322 de la Constitución.

Artículo 12. Velará la diputación sobre el cumplimiento de lo que está preve-

nido a los ayuntamientos acerca del establecimiento de escuelas de primeras 

letras e instrucción de la juventud, conforme a los planes aprobados por el 

gobierno. La diputación provincial, por ahora y hasta que se apruebe la di-

rección general de estudios, hará examinar, si pudiere ser, en su presencia 

por las personas que tenga por conveniente los que aspiren a ser maestros 

públicos de leer, escribir y contar, procurando que reúnan los que hayan de 

ser aprobados la competente instrucción á la moralidad más acreditada. La 

misma diputación aprobará estos maestros; y el título donde ha de constar 

este requisito será firmado por el jefe político, por un individuo de la diputa-

ción, y refrendado por el secretario de esta: se despachará gratis, y servirá 

para ejercer esta enseñanza en cualquier pueblo de la provincia.

Paralelamente, el Decreto Constitucional para la Libertad de la América 
Mexicana, también conocido como Constitución de Apatzingán, en su 
artículo 39 disponía que: “La instrucción, como necesaria a todos los ciu-
dadanos, debe ser favorecida por la sociedad con todo su poder”. Las dis-
posiciones de ambos ordenamientos se entienden bajo la luz de las ideas 
preconizadas por la Ilustración. Uno de sus principales exponentes, 
en contraste con el desinterés del Antiguo Régimen hacia las masas, en 
Emilio, o de la educación, decía que: “A las plantas las endereza el culti-
vo, y a los hombres la educación” (Rousseau, 2011: 35).
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El énfasis en educar al ciudadano como base del progreso, que aún 
resulta familiar, encuentra su raíz en ese movimiento, cuyas caracterís-
ticas principales fueron “la crítica radical a la autoridad, la utilización 
del método experimental, la redacción y la publicación de todos sus es-
critos en lengua vulgar, el reclamo a la razón para dilucidar todos los 
asuntos, la exaltación de la tecnología moderna…” (Labastida, 2012: 18). 

LOS PRELUDIOS

En las primeras décadas de lo que la historiografía define como la géne-
sis de la república mexicana (1810-1860), en teoría los miembros de ésta 
ya deberían de disfrutar de una vida independiente alejada del gobierno 
virreinal, no obstante, un acercamiento al periodo nos muestra que su 
diario vivir estuvo colmado de diversas tensiones sociales, que se refle-
jaban en las incertidumbres ideológicas y políticas que experimentaron 
para lograr el objetivo de organizarse como una nación; de hecho:

Durante el siglo xix, los grupos en pugna del país consideraban a la edu-

cación como un proceso importante para el individuo y la sociedad; pero 

mientras para unos significaba mantener el statu quo de que disfrutaban 

los grupos privilegiados, para otros era el camino para lograr los cam-

bios que necesitaba la nación, si quería incorporarse a las transformacio-

nes del mundo moderno en un ámbito de libertad (Hernández, 2003). 

De hecho, tales grupos polarizando sus posturas no arribaban a un con-
senso en la construcción de un sistema gubernamental, que tuviese 
sano equilibrio e incluyese tanto los intereses de los conservadores como 
de los liberales o de los poderes centrales y regionales.

En sus orígenes, al federalismo, según la concepción ideológica de las 
Cortes de Cádiz a las que acudió el doctor José María Couto, diputado por 
la provincia de Veracruz, lo imaginó factible para los estados de la Unión, 
mas no para los ciudadanos como individuos.
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Desde la dimensión educativa resulta interesante el título ix de la 
Constitución gaditana, en donde ya se incluyen características novedo-
sas para la instrucción tales como: el establecimiento de una Dirección 
General de Estudios, la cual se supone ocupada primordialmente en la 
supervisión de la enseñanza pública. Además, en el artículo 368 se pre-
veía la estructura de un plan de enseñanza uniforme para todo el reino.

Estas características en sí mismas abrían un amplio espectro para 
emprender el cambio en el campo de la educación, lamentablemente 
su aplicación en la Nueva España resultó limitada por las condiciones 
inestables en las que se vivía, de tal suerte que muchos de los preceptos 
señalados en dicho documento, que en su momento hubiesen traído be-
neficios a los sectores menos favorecidos de la estructura social novo-
hispana, no se instauraron. Quizá porque los defensores de la debilitada 
administración virreinal intuyeron que la Constitución aludida coinci-
día con los anhelos libertarios de los insurgentes, factor que, de alguna 
manera, apuraría la debacle de sus intereses en América. En estas cir-
cunstancias y a pesar de que el sector peninsular empezaba a perder su 
representación como potencia hegemónica, aún se negaba a aceptar un 
relevo en el liderazgo colonial y, para el caso mexicano, en la “hoja de 
ruta” para instituir a la educación como un derecho universal; por lo 
que la lucha por las libertades sociales todavía llevó más tiempo.

Aunque de forma lenta y costosa desde el punto de vista histórico-
social, la marcha por la conquista de las libertades (sobre todo en el contex-
to de la insurgencia) continuó avanzando, tan es así que los integrantes del 
Congreso de Chilpancingo se preocuparon por redactar una constitución 
que fue promulgada en Apatzingán y que, si bien es cierto tomaba muy en 
cuenta los asuntos políticos y otras garantías sociales, no desdeñó el asun-
to educativo y fue congruente con su postura al legislar en torno a él.

En su contenido, la Constitución de Apatzingan, aunque no fijaba 
las condiciones precisas para la educación nacional, sus redactores sí 
tuvieron cuidado de proteger el derecho de las entidades recién federa-
das para que ellas implementaran la educación acorde con sus necesida-
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des específicas. Y con particular énfasis el artículo 39 del capítulo v se-
ñalaba: “La instrucción, como necesaria a todos los ciudadanos, debe 
ser favorecida por la sociedad con todo su poder”.3 Dicho artículo en 
materia educativa establecía de facto la posibilidad para que la enseñan-
za de todo ciudadano no fuese postergada, antes bien, se le definía como 
una necesidad social y una de las responsabilidades centrales del Estado 
y, por tanto, ya se la define con un carácter general, es decir enfocándo-
se hacia la universalidad.

UN PRIMER INTENTO DE FEDERALIZACIÓN

Andando el tiempo y en referencia directa a la primera constitución 
mexicana redactada en 1824, la concepción que descollaba en torno a 
una educación para los recién separados de la monarquía española mos-
traba objetivos más transparentes, toda vez que en su artículo 50, frac-
ción 1, se establece que en la república se debe:

Promover la ilustración, asegurando por tiempo limitado derechos ex-

clusivos a los autores por sus respectivas obras; estableciendo colegios de 

marina, artillería e ingenieros; erigiendo uno o más establecimientos en 

que se enseñen las ciencias naturales y exactas, políticas y morales, no-

bles artes y lengua, sin perjudicar la libertad que tienen las legislaturas 

para el arreglo de la educación pública de los respectivos estados (Solana, 

Cardiel y Bolaños, 1991: 19). 

Tal vez teniendo en mente estas ideas, el doctor José María Luis Mora, el 17 
de noviembre de 1824, en el seno del Congreso del Estado de México, se 
pronunció abiertamente en el sentido de que nada era más importante 
para el Estado que lo referente a la instrucción de la juventud, pues esta sería 
la base para que en el futuro sobre ella yaciesen las instituciones sociales.

3	� Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México (1985: 28).
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A pesar de que el horizonte parecía estar despejado para el estable-
cimiento de las políticas educativas favorables a la población mexicana, 
no obstante, en los años siguientes se volvieron a polarizar los esfuerzos 
entre los conservadores y los liberales, decantándose en vaivenes políti-
co-militares, que las más de las veces terminaron como fallidos ejem-
plos de centralismo, federalismo y hasta monarquismo con influencia 
europea o norteamericana (Corzo, 2001: 6). Sin embargo, en lo profun-
do de la sociedad del México decimonónico, la lucha por las libertades 
sociales y la democracia continuaba dirigiéndose a contracorriente.

UN CASO ATÍPICO DE LEGISLACIÓN

En este sentido, resulta sugestivo el hecho de que fue precisamente en el 
contexto de una de las administraciones centralistas y conservadoras: la 
de Antonio López de Santa Anna en 1833, donde se plantan las ideas 
más cercanas a la educación como derecho universal, que más tarde se 
vislumbrarán en la Constitución de mil ochocientos cincuenta y siete. 

Los hechos enunciados se facilitaron en virtud de que, acompa-
ñando al xalapeño en la presidencia de la república, estuvo Valentín 
Gómez Farías como vicepresidente, quien para atender el ramo educa-
tivo se rodeó de liberales connotados entre los que destacaron José Ma-
ría Luis Mora, Lorenzo de Zavala, Crescencio Rejón y Andrés Quintana 
Roo. Ellos, animados por la filosofía de Gómez Farías, en conjunto sos-
tenían que “la instrucción del niño, era la base de la ciudadanía univer-
sal y de la moral social”.4

La educación del pueblo desde la perspectiva del doctor Mora era 
el punto de partida de cualquier proyecto educativo y la instrucción, a 
su vez, habría de estar en consonancia con la política general del país. 
Sus ideas se resumían en tres puntos: combatir el monopolio que el cle-
ro mantenía sobre la enseñanza, instituirla acorde con las necesidades 

4	 Idem.
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del nuevo Estado social y difundir entre las masas las estrategias más 
precisas para el aprendizaje.

Dichos planteamientos de alguna manera se convertirían en la ins-
piración pedagógica de la reforma educativa de Gómez Farías; con él se 
creó por primera vez la Dirección de Instrucción Pública para el Distri-
to Federal y Territorios de la Federación.

Es con este grupo de intelectuales donde aparecen los conceptos de 
formación de ciudadanos, y donde el término religión se desdibuja en 
aras de una moral social; dicha aportación ya apunta directamente al 
laicismo en el entorno de la educación mexicana. Al hurgar un poco 
más en sus aportaciones se pueden rescatar las que consideramos más 
notables:

1. �La educación será controlada por el Estado.
2. �La enseñanza será libre, pero sujeta a las disposiciones del go-

bierno nacional.
3. �Sustraer la enseñanza de las manos del clero como recurso para 

proporcionar una sólida formación.
4. �Fomentar la instrucción elemental para hombres y mujeres, ni-

ños y adultos.
5. �Fundar escuelas normales para preparar a un profesorado cons-

ciente de su función social.

Una lectura mesurada del documento, nos muestra el intersticio obliga-
do que nos conduciría a la clave para el cambio social y educativo, el 
cual no se hallaba en el giro que tomase la orientación pedagógica ni 
siquiera en la excelencia de los planes académicos, sino en la insuficien-
cia de buenos profesores, los cuales únicamente se tendrían con el esta-
blecimiento de instituciones dedicadas a la formación de ellos: “Esta 
situación contribuyó a frenar las posibilidades de una rápida expansión 
de la política educativa oficial, ya que la continua necesidad y urgencia de 
contar con profesores no sólo debidamente preparados sino en cantidad 
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suficiente, limitó mucho el crecimiento del número de escuelas y la ca-
lidad de la enseñanza” (Velasco, 1988: 49). 

EL EXPEDIENTE TORAL PARA LA LIBERTAD EDUCATIVA

La puesta en marcha de la Constitución producto del movimiento re-
formista liberal de 1857, si bien no era un documento acabado, sí avanzó 
significativamente con rumbo a la universalidad de la enseñanza; sus 
creadores no desdeñaron en absoluto las aportaciones realizadas en los 
manuscritos jurídicos de 1812, 1814, 1824 y 1833, pues a pesar de las ten-
siones nacionales propias de los ajustes estructurales, su avance resulta 
muy significativo en tanto que impactó de sobra en los privilegios socia-
les, económicos y políticos del clero, del ejército y de los latifundistas; 
además, permitió el comienzo de un sistema diferente de tenencia de la 
tierra orientado a la pequeña propiedad privada.

Por el tema que nos compete, consideramos que la mayor aporta-
ción a la construcción de un régimen republicano fue la atinada deci-
sión del Congreso Extraordinario Constituyente integrado por 310 di-
putados (incluyendo a propietarios y suplentes) representantes de los 
diferentes estados, distrito y territorios. Éste, guiado por Ignacio Co-
monfort, como presidente sustituto de la república mexicana, consideró 
pertinente insertar en el capitulario de la Constitución de 1857 a las 
garantías individuales o derechos universales del hombre, las cuales, como 
nuevos paradigmas, en aquel momento, ayudaron sustantivamente a 
contextualizar el proceso histórico de la reforma liberal, que se apoya en 
la nueva dimensión desde la que se mira el problema educativo; inclui-
mos parte de su declaración de principios:

Título i, Sección i: De los derechos universales del hombre:

Artículo 1. El pueblo mexicano reconoce que los derechos del hombre 

son la base y el objeto de las instituciones sociales. En consecuencia, de-
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clara que todas las leyes y todas las autoridades del país deben respetar y 

sostener las garantías que otorga la presente Constitución.

Artículo 2. En la República todos nacen libres. Los esclavos que pisen el 

territorio nacional, recobran, por ese solo hecho, su libertad, y tienen 

derecho a la protección de las leyes.

Artículo 3. La enseñanza es libre. La ley determinará qué profesiones 

necesitan título para su ejercicio, y con qué requisitos se deben expedir.

Artículo 6. La manifestación de las ideas no puede ser objeto de ninguna 

inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque la 

moral, los derechos de tercero, provoque algún crimen o delito, o pertur-

be el orden público.

Como bien lo señala la historiadora Lilia Díaz (2000: 593) al hacer alu-
sión a la trascendencia del texto de 1857: “[De hecho] fue la primera que 
incluyó un capítulo especial de tal naturaleza. Los autores del proyecto 
de 1856 consideraron los derechos del hombre como naturales y supe-
riores a la autoridad, a la ley y a la sociedad misma y no simples limita-
ciones al poder público”. Se puede afirmar que fue con ese espíritu hu-
manista universal con el que se concibió el artículo 3 de la Constitución 
mencionada, que establece la libertad de enseñanza en nuestro país, 
aunque de inicio se deben tener en cuenta las certeras observaciones de 
Daniel Cosío Villegas (1980: 120), investigador que ha tenido mucha in-
fluencia en la reconstrucción de los procesos históricos mexicanos, quien 
al referirse a esta coyuntura social subraya: “… el Congreso trabajó como 
suele suceder en cualquier asamblea normal: ‘una gran masa de gente 
que contribuye a la obra con el nombre, con presencia o una intervención 
insustancial, y una veintena de desesperados que hacen la obra’”.

Dicha opinión representa un excelente marco de referencia para 
adentrarnos en el análisis de la Constitución de 1857, considerando que 
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de los 310 delegados con representación acreditada en el pase de lista 
inicial, en la sesión final de la aprobación del documento, únicamente se 
emitieron 69 votos a favor y 15 en contra, lo que hizo un total de 84 con 
una ausencia evidente y no justificada de 226 diputados.5

Al analizar mesuradamente y a la distancia el suceso narrado, ha-
llamos en éste una trascendencia evidenciada en varios factores de la 
Constitución de 1857: se muestra que se legisló para todos los mexica-
nos pero se apoyaron en un pacto social; se defendió la libertad de ense-
ñanza proclamada y sostenida; se rompió con el monopolio que el clero 
ejercía en los espacios educativos; disminuyó la brecha cultural para el 
establecimiento de escuelas particulares laicas y, sobre todo, se coloca-
ron bases firmes para iniciar la construcción de un sistema educativo 
público con fundamentos universales.

La redacción de la Constitución de 1857 implicó fuertes y encon-
tradas discusiones al interior del Congreso, los conceptos que cada di-
putado manifestó resultan esclarecedores del proceso indicado, por lo 
que consideramos oportuno seleccionar algunas de aquellas interven-
ciones para que a la distancia se pueda construir un juicio equilibrado.

Sin mayor preámbulo ingresemos en las sesiones de los legisladores 
de 1857. Uno de los primeros en tomar la palabra fue Manuel Fernando 
Soto Pastrana (1825-1898) para señalar que la libertad de enseñanza estaba 
muy vinculada al problema social y que éste, a su vez, contemplaba al me-
nos tres dimensiones de desarrollo: inteligencia, bienestar material y sobre 
todo moral; ahora bien, si la familia o el municipio no permitían dicho 
perfeccionamiento social, entonces este derecho le concernía sólo al Estado 
como garante de los esfuerzos individuales, el cual debería vigilar en todo 
momento que los estudiantes ya no fueran rehenes de los planes de estudio 
tiránicos. Con base en lo anterior, Soto se declara a favor de la libertad de 
la enseñanza en tanto que ésta “difundiría la luz en los entendimientos”.6

5	� Comisión Nacional para las Celebraciones del 175 Aniversario de la Independencia 
Nacional y el 75 Aniversario de la Revolución Mexicana (1985: 12). 

6	� Idem.
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Por su parte, el ministro José María Lafragua Ibarra (1813-1875) tam-
bién apoyó dicha postura colocando un acento especial en el hecho de que, 
para evitar el retorno del autoritarismo, el gobierno liberal no tuviese en la 
enseñanza más intervención que la de “cuidar que no se ataque la moral”.7

La intervención de Guillermo Prieto Luján (1818-1875) movió al 
colectivo a una reflexión prudente y no a pocos hizo dudar en el sentido 
de que, si bien era necesario arrancarle al clero el monopolio de la ins-
trucción pública, no obstante, había que tener cuidado para no otorgar 
completamente la libertad educativa al Estado, cuando apenas se estaba 
luchando por ella, pues desde su perspectiva ambos planteamientos re-
sultaban incompatibles: “Querer libertad de enseñanza y vigilancia del 
gobierno es desear luz y tinieblas, es ir en pos de lo imposible y pretender 
establecer un vigía para la inteligencia, para la idea, pero lo que no puede 
ser vigilado es tener miedo a la libertad”.8

La participación de Prieto dio margen para que el diputado Bar-
cárcel indignado dijera ante el Congreso, que el artículo 3 como se ha-
bía presentado abría la puerta al abuso y a la charlatanería, al arribo de 
extranjeros poco instruidos que en el país se convertirían en traficantes 
de la enseñanza. Terminó su exposición subrayando que, entre otras in-
consistencias, los congresistas: “Queriendo quitar trabas a la instruc-
ción, se las coloca al verdadero progreso”.9

Miguel García Granados (1809-1878) centró sus comentarios en los 
antecedentes académicos de los profesores a partir del momento en que 
fuesen empleados; solicitaba de manera formal que a éstos los examina-
ra previamente una comisión pedagógica y, de esa manera, se conociese 
más sobre su procedencia, la formación académica y el perfil del maes-
tro. Tal proceder evitaría, entre otros vicios, la improvisación didáctica 
en las ciencias que, como la física y la medicina, avanzan en sus hallaz-
gos científicos día a día.

7	� Idem.
8	� Idem.
9	� Idem.
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Sus observaciones se consideraron sensatas, en virtud de que 
apuntaban a otra aportación del artículo 3, y que de alguna manera se 
estaban mirando por “encima del hombro”, a saber, la cuestión de que 
las profesiones (y entre éstas la de profesor) necesitaban de un título para 
su ejercicio y, sobre todo, de los requerimientos indispensables para su 
expedición. Dotándolas de este marco legal, hipotéticamente las profe-
siones quedarían sujetas a ejercerse en todo el territorio nacional.

Por su parte, Juan Ignacio Ramírez Altamirano (1818-1879) les dijo 
a los respetables miembros del Congreso que no era el momento de de-
tenerse a discutir asuntos formales o de organización cotidiana, pues a 
su entender tales conductas permitirían que se rebajase el tema funda-
mental de la libertad y la universalidad de la enseñanza a los intereses 
particulares de un maestro de escuela; desde su perspectiva, el Congre-
so tenía una enorme responsabilidad porque se estaba discutiendo uno 
de los más nobles derechos universales del hombre: “Si todo hombre 
tiene derecho de hablar para emitir su pensamiento, todo hombre tiene 
derecho de enseñar y de escuchar a los que enseñan. De esta libertad es 
de la que trata el artículo, y como ya está reconocido el derecho de emi-
tir libremente el pensamiento, el artículo está aprobado de antemano”.10

Diversas alocuciones se dieron alrededor de la libertad de expre-
sión, no obstante, a pesar de la heterogeneidad, una tesis prevaleció so-
bre las otras y se impuso. Ésta registraba que, si no se rescataba e insti-
tuía la libertad de enseñanza en aquel momento, resultaría un tanto 
difícil formar hombres respetuosos y conscientes del sistema liberal, el 
cual la generación de 1857 convirtió en un hito del progreso ilustrativo 
de la nación.

Sin embargo, ante la amenaza de un ataque sorpresivo por parte de 
los sectores conservadores, que en un momento dado podrían utilizar 
dicha libertad en beneficio de un espíritu retardatario, el Congreso ter-
minó decantándose por el control estatal de la educación como recurso 

10	� Idem.
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para otorgarle al país una educación progresista con bases científicas 
bajo la premisa de instruir a: “las jóvenes generaciones en consonancia 
con la filosofía del nuevo Estado Mexicano y los intereses generales de 
la población nacional” (Solana, Cardiel y Bolaños, 1991: 19).

En este contexto, los cambios trascendentales que los hombres de 
la Reforma trataban de imponer en México para alcanzar el progreso 
socioeconómico, resultaron sin duda un buen pretexto para que los 
conservadores enarbolaran el Plan de Tacubaya el 17 de diciembre de 
1857, con el objetivo primordial de invalidar la Constitución recién 
aprobada e impedir la aplicación de las reformas generales. De esta ma-
nera, con una reacción repentina de las fuerzas conservadoras que pro-
vocaron en lo inmediato la inestabilidad político-militar, se limitó con-
siderablemente la aplicación, en las regiones de México, de ese intento 
por tornar laica y libre a la educación.

CONSTITUCIÓN DE 1917

El positivismo llegó a ser también una concepción política que “… se 
utilizó como instrumento por un grupo, de aquí que en México no sea 
posible desligar al positivismo de una forma de política: el porfirismo y 
[…] los científicos” (Zea, 1985: 28). 

El lema positivista de orden y progreso sólo era posible materiali-
zarlo en un sistema político fuerte y con apoyo de la ciencia, que presu-
ponía a la educación como un medio de superar la vieja sociedad domi-
nada por la religión y la tradición.

Partidario de esas ideas, el jurista y médico Gabino Barreda (1818-
1881), quien había escuchado las conferencias que dictaba Augusto Comte 
en París,11 contribuyó a la elaboración de la ley de instrucción pública 
de 1867, que fue la base de la creación de la Escuela Nacional Preparato-
ria con el influjo positivista de la época.

11	� Idem.
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Como estudiante de esa institución, que otrora fuera el Colegio de 
San Ildefonso, otro gran mexicano, Justo Sierra (1848-1912), recibió su 
influencia y más tarde llevó el positivismo a la Universidad Nacional, de 
la cual consideraba que:

… la acción educadora de la Universidad resultará entonces de su acción 

científica; haciendo venir a ella grupos selectos de la intelectualidad 

mexicana y cultivando intensamente en ellos el amor puro de la verdad, 

el tesón de la labor cotidiana para encontrarla, la persuasión de que el 

interés de la ciencia y el interés de la patria deben sumarse en el alma de 

todo estudiante mexicano.12

Más allá de estos esfuerzos, el tema educativo no logró hacerse extensi-
vo durante el Porfiriato, ya que la gran mayoría del pueblo mexicano 
carecía del acceso a este derecho, reclamo sentido de quienes deseaban 
redimir a las masas a través de la educación.

Ésta y otras asignaturas pendientes en materia social se vieron re-
flejadas en los debates del Congreso Constituyente de 1917. Fue tanta la 
importancia que se dio a la materia educativa, que el primer jefe del 
constitucionalismo, Venustiano Carranza, acudió personalmente cuan-
do se discutió el dictamen del proyecto del artículo 3, que la Comisión 
Dictaminadora respectiva modificó para quedar como sigue:

Artículo 3. Habrá libertad de enseñanza; pero será laica la que se dé en 

los establecimientos oficiales de educación, lo mismo que la enseñanza 

primaria elemental y superior que se imparta en los establecimientos 

particulares.

Ninguna corporación religiosa, ministro de algún culto o persona perte-

neciente a alguna asociación semejante, podrá establecer o dirigir escue-

12	� Ibid., p. 390.
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las de instrucción primaria, ni impartir enseñanza personalmente en 

ningún colegio.

Las escuelas primarias particulares sólo podrán establecerse sujetándose 

a la vigilancia del gobierno.

La enseñanza primaria será obligatoria para todos los mexicanos y en los 

establecimientos oficiales será impartida gratuitamente.13

Entre los primeros diputados que hicieron uso de la palabra para posi-
cionarse respecto al dictamen de este artículo, estuvo Francisco J. Mú-
gica, quien de manera grandilocuente calificó al momento del debate de 
ese numeral: “grande, palpitante, solemne, en razón de que se trata 
nada menos que del porvenir de la patria, del porvenir de nuestra juven-
tud, del porvenir de nuestra niñez, del porvenir de nuestra alma máter, 
que debe engendrarse en los principios netamente nacionales y en prin-
cipios netamente progresistas”.14

Luego de arduos debates, en que el punto central fue el concepto de 
laicismo, se aprobó, con 99 votos a favor y 58 en contra, el texto final del 
artículo 3 que señalaba:

Artículo 3. La enseñanza es libre; pero será laica la que se dé en los esta-

blecimientos oficiales de educación, lo mismo que la enseñanza prima-

ria, elemental y superior que se imparta en los establecimientos particu-

lares.

Ninguna corporación religiosa, ni ministro de ningún culto podrá esta-

blecer o dirigir escuelas de instrucción primaria.

13	� Diario de los Debates, p. 432.
14	 �Ibid., p. 434. 
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Las escuelas primarias particulares sólo podrán establecerse sujetándose 

a la vigilancia oficial.

En los establecimientos oficiales se impartirá gratuitamente la enseñan-

za primaria.15

Los diputados constituyentes que votaron a favor fueron Aguilar, Agui-
rre, Allende, Romero, Albertos, Andrade, Aranda, Arteaga, Avilés, De la 
Barrera, Bojórquez, Bravo, Calderón, Cano, Cañete, Casados, Del Castillo, 
Cedano, Cervantes, Céspedes, Colunga, Dávalos, Dinorín, Dyer, Enrí-
quez, Espeleta, Espinosa, Ezquerro, Fernández, Franco, Gámez, García, 
García, Garza, Giffard, Góngora, González, González, Guerrero, Gutié-
rrez, Hidalgo, Ibarra, Ilizaliturri, Jara, Labastida, Leija, Limón, López, 
López, López, Madrazo, Manjarrez, Manzano, Márquez, Martínez, Es-
cobar, Martínez, Mayorga, Mercado, Monzón, Moreno, Múgica, Nava-
rrete, Navarro, Palma, Pastrana, Payán, Pereyra, Pérez, Pintado, Prieto, 
Ramírez, Ramírez, Ramos, Recio, Rivera, Robledo, Rodiles, Rodríguez, 
Roel, Rojano, Román, Romero, Rosales, Ross, Ruiz, Silva, Sosa, Tépal, De 
la Torre, Torres, Truchuelo, Vázquez, Vega, Victoria, Vidal y Villaseñor.

Los diputados que votaron en contra fueron Aguilar, Aguiar, Alva-
rado, Amaya, Castañeda, Castaños, Cepeda, Cervantes, Cravioto, Cha-
pa, Dávalos, Dávila, Dorador, Fajardo, Garza, Garza, Gómez Palacio, 
González, Guzmán, Herrera, Jiménez, Juarico, Lizardi, López, Lozano, 
Macías, Márquez, Martí, Meade, Méndez, Navarro, Ocampo, Ochoa, 
O'Farril, Ordorica, Palavicini, Peralta, Perusquía, Pesqueira, Rodrí-
guez, Rouaix, Sánchez, De los Santos, Sepúlveda, Silva, Solares, Solór-
zano, Suárez, Ugarte, Verástegui, Villaseñor Lomelí, Von Versen, Zava-
la D., Zavala P. y Rojas.

Con el devenir del tiempo, el artículo original se ha ido modifican-
do, de manera que a la fecha lleva diez reformas, que según la fecha de 

15	 �Ibid., p. 530.
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su publicación en el Diario Oficial de la Federación son: la de 13 de di-
ciembre de 1934; la de 30 de diciembre de 1946; la de 9 de junio de 1980; 
la de 28 de enero de 1992; la de 5 de marzo de 1993; la de 12 de noviem-
bre de 2002; la de 10 de junio de 2011; la de 9 de febrero de 2012; la de 26 
de febrero de 2013; y la de 29 de enero de 2016.

Estos vaivenes de la historia patria, sin embargo, no han alterado, 
al menos hasta ahora, dos grandes pilares de la educación en México: su 
carácter laico y gratuito, piedras de toque del sentido de progreso que 
aún anima a nuestra Carta Magna, y que hacen de la escuela pública 
mexicana un ente tangible del derecho a la educación.

LA ACTUALIDAD

El tema educativo se encuentra en el centro del debate nacional en Mé-
xico a raíz de las reformas constitucionales y de las leyes secundarias 
aprobadas en el año 2013 en ese rubro, cuyos ámbitos de aplicación son 
la educación obligatoria y la enseñanza media.

El aspecto toral de estas modificaciones normativas se refiere a la 
calidad educativa definida por el artículo 8, fracción iv, de la Ley Gene-
ral de Educación como: “la congruencia entre los objetivos, resultados y 
procesos del sistema educativo, conforme a las dimensiones de eficacia, 
eficiencia, pertinencia y equidad”.

Esta búsqueda de la calidad en la educación tiene como objetivo 
último “el máximo logro de aprendizaje de los educandos”, según lo 
establece el artículo 3, párrafo 3, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, cuando señala que los materiales y métodos 
educativos, la organización escolar, la infraestructura educativa, la ido-
neidad de los docentes y los directivos deben garantizarla.

El interés por la calidad educativa se recoge en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2013-2018, cuyos resultados fueron producto de la consulta 
ciudadana por internet realizada del 28 de febrero al 26 de abril de 2013 
a través de la página pnd.gob.mx, en la que participaron 129 299 ciuda-
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danos, de los cuales 52% fueron jóvenes menores de 30 años, 36% muje-
res y 2% adultos mayores de 65 años.

En esta consulta, 60% de los encuestados respondió que para me-
jorar la educación básica en México es necesario que maestros, directo-
res y supervisores estén mejor capacitados y evaluados. Así el sistema 
educativo mexicano se encontró ante la impostergable necesidad de me-
jorar para responder a los requerimientos de la sociedad globalizada.

Uno de los aspectos que se estima contribuirá a ese mejoramiento 
es la instauración de un sistema nacional de formación continua, actua-
lización de conocimientos, capacitación y superación profesional para 
maestros de educación básica, en términos del decreto por el que se crea 
la Coordinación Nacional del Servicio Profesional Docente como órga-
no administrativo desconcentrado de la Secretaría de Educación Públi-
ca, según se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 14 de no-
viembre del año 2013, así como poner en marcha procesos similares 
dirigidos a docentes y directivos de todos los niveles educativos.

Las naturales resistencias al cambio se han hecho patentes entre la 
comunidad docente del país, que cree ver en la reforma educativa un 
atentado a los derechos laborales como la estabilidad en el empleo, así 
como una aplicación retroactiva de la ley, aunque en sus manifestacio-
nes públicas de descontento ha aseverado que no se opone a la calidad 
ni a la evaluación educativa propuestas en la norma jurídica.

Más allá de los matices y los elementos consustanciales a la modi-
ficación del orden normativo en materia de educación que han servido 
para abonar la discusión, es innegable la necesidad de elevar la calidad 
de la enseñanza, pues resulta obvio que México continúa en los últimos 
lugares de logros académicos respecto de los demás países de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), según 
los resultados arrojados por las pruebas estandarizadas del Programa 
para la Evaluación Internacional de Alumnos (pisa, por sus siglas en 
inglés), cuyos informes correspondientes al año 2012 no son alentado-
res: el desempeño en matemáticas fue de 413 para México, en tanto que 
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el promedio de la Organización es de 494; en lectura, el resultado nacio-
nal fue de 424, contrastado con el promedio internacional de 496; en 
ciencias se obtuvo 415, mientras el resultado de los países pertenecien-
tes a la Organización fue de quinientos uno. 

De igual forma, factores como la deserción escolar, la escasa vincu-
lación entre la escuela y el sector productivo, la dificultad para incorpo-
rar la enseñanza a las modernas tecnologías de la información y la co-
municación, la ancestral marginación del ámbito rural y la masificación 
de las ciudades, así como la escasa asignación de recursos económicos 
por parte del Estado, que acrecientan las debilidades del sistema escolar 
en México, hacen apremiante no sólo una reforma legal sino de pers-
pectiva social, de actitud individual y de esfuerzo colectivo para incidir 
de manera real y positiva en la mejora de la educación.

CONSIDERACIONES FINALES

Como quedó asentado, el siglo xix se tipifica por la paulatina seculariza-
ción de las relaciones sociales y económicas, empero ello no implicó la 
instauración de un equilibrio político entre las facciones contendientes 
en el México posindependentista, en ese sentido la Constitución de 1857 
fue el resultado de un apretado pacto social que como los propios con-
gresistas señalaron “se realizó en el nombre de Dios y con la autoridad 
del pueblo mexicano”, cuya principal bondad estribó en haber aglutinado 
en un texto diversos intereses contrastantes, que intentaron bosquejar 
los destinos de la nueva república de manera democrática. Fue espinoso 
el camino para instaurar a la educación como derecho universal, pero 
consideramos fehacientemente que esta acción brotó de los ideales libe-
rales que se fueron afianzando a lo largo de la centuria decimonónica. 

En otras palabras, ya se puede hablar de un intento legal y pacífico 
por unificar los intereses opuestos de los partidos en pugna, que desea-
ban controlar al país legislando en torno al derecho universal a instruir-
se de todos los mexicanos. Estamos conscientes entonces de que dicha 
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Constitución, aunque sólo representa un primer avance jurídico, como 
se explicó en este ensayo, este anticipo en buena medida recupera las 
aportaciones realizadas por estadistas, diplomáticos, trabajadores e in-
surgentes, que en su momento apoyaron a la corriente liberal y lograron 
incrustar al proyecto educativo nacional en el contexto de los derechos 
universales del hombre.

Concluiremos nuestro análisis ratificando que la legislación refor-
mista y su incorporación definitiva al texto constitucional, reafirmaron 
en aquellos momentos históricos la configuración política del país y con-
tribuyeron de forma contundente a la construcción de un Estado laico, 
al conseguir la separación de la Iglesia y el Estado, una educación laica 
y liberal y la legitimación de México como nación independiente. Aun-
que esta sacudida desafortunadamente para el país avivó reacciones 
negativas de corte militar, entre las que destacan la Guerra de Tres 
Años, la intervención extranjera y el Segundo Imperio, la evolución so-
ciocultural ya se había gestado.

El orden decimonónico mexicano fue destruido por el huracán de 
la Revolución, que fue a la par un movimiento destructor de las viejas 
estructuras sociales y creador de nuevas instituciones.

El ánimo renovador y regenerador del pueblo se materializó en el 
máximo ordenamiento emanado del constituyente de Querétaro, que dio 
a luz el 5 de febrero de 1917 un nuevo código fundamental, en el que el 
progreso social marcó la pauta en materias tan esenciales como los de-
rechos de los obreros y los campesinos, sin faltar la educación, vista 
como un medio y como un fin para llevar al país a su pleno desarrollo 
bajo los principios de laicidad y gratuidad.

Como un derecho humano fundamental, el de la educación ha re-
corrido un largo proceso de gestación y no puede decirse que se ha cum-
plido por completo, pues cada día se sigue construyendo y fortaleciendo 
al impulso de una sociedad cada vez más informada, que reclama su 
participación en los temas torales de la nación, que aún ve en la educa-
ción un tema inacabado pero demasiado valioso para no involucrarse 
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en su defensa, tanto para las generaciones actuales como para las que 
han de venir, pues en el ejercicio de esta prerrogativa, como quizá en 
ningún otro derecho, se alcanza la dignidad del ser humano.
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ENTRE EL VIEJO Y EL NUEVO ESTADO. POLÍTICAS 
SOBRE LA EDUCACIÓN PÚBLICA EN EL PERIODO 

CONSTITUCIONALISTA. VERACRUZ 1915-1920

Gerardo Antonio Galindo Peláez1

La revolución en las ideas educadoras tiende hacer a la escuela lo que 

debe ser, una escuela genuinamente mexicana, eminentemente nacio-

nal, con el objeto de alcanzar para las generaciones del porvenir el 

mayor grado de desarrollo físico y la mayor potencia intelectual […] a 

fin último de hacer grande a México reconstituyendo nuestra raza.

Enrique Herrera Moreno2

La historia de la educación en Veracruz representa una posibili-
dad de acercarse a un entramado cultural complejo e interesante que nos 
muestra una serie de avatares en el tiempo.3 Como parte de una reali-
dad educativa del país, la veracruzana presenta cambios y continuida-
des que se enmarcan en diferentes procesos históricos nacionales que se 
relacionan y se condicionan entre sí, pero que también ofrecen una fiso-
nomía con rasgos propios. Partimos del hecho de que en el siglo xix en 
la entidad y en el país se establecieron políticas que tendieron a cons-
truir un sistema educativo público controlado por el Estado, y que den-
tro de esta estructura se instauró una “cultura escolar” tal como la defi-

1	� Facultad de Historia de la Universidad Veracruzana.
2	� Enrique Herrera Moreno, nacido en Córdoba, Veracruz, estudió Medicina y fue cate-

drático en los colegios preparatorios de Córdoba y Xalapa. Desempeñó el cargo de 
secretario de Educación Popular en la gubernatura de Heriberto Jara en 1916. El frag-
mento que sirve de epígrafe forma parte de una disertación que fue publicada en la 
revista La Escuela Nacional, órgano de esa dependencia en enero de 1917. 

3	� Este trabajo tiene como antecedente el artículo “Educación popular para una socie-
dad en crisis: la enseñanza elemental en Orizaba, Veracruz, 1914-1920”, que en 
coautoría con Hubonor Ayala Flores se publicó en el número 18 de la revista Ulúa de 
julio-diciembre de dos mil once. 
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ne Dominique Julia, conformada por un curso dividido en niveles, un 
cuerpo profesional integrado por maestros y directores que se encargan 
de cumplir y hacer cumplir las normas y prácticas, y un espacio separa-
do con mobiliario y útiles específicos que permitan la trasmisión de 
saberes (Julia, 1995: 131-134).

En las siguientes líneas intentaremos adentrarnos en los avatares 
que la construcción de esta cultura implicó en el periodo comprendido 
entre 1915 y 1920, época en la que tuvieron lugar diversos acontecimien-
tos enmarcados en la lucha revolucionaria iniciada por Madero en 1911 
para derrocar a Porfirio Díaz.4 En el caso veracruzano, muchas de las 
acciones emprendidas en materia de educación elemental entre 1914 y 
1917 pueden considerarse como antecedentes del artículo tercero cons-
titucional y de la posterior legislación federal en materia educativa del 
periodo posrrevolucionario.

En el periodo comprendido entre 1911 y 1913, a decir de Heather 
Fowler, la agitación popular en Veracruz se manifestó en movimientos 
regionales presionados por problemáticas internas especialmente del 
ámbito rural (Fowler, 2009: 155-207) y en los subsecuentes, entre 1915 y 
1920, en donde ubicamos nuestro trabajo; estas mismas problemáticas 
locales se habían transformado, merced al movimiento revolucionario 
nacional que se había convertido “en un poderoso disolvente de indivi-
dualismos regionales”. La penetración del conflicto armado en las más 
remotas comunidades, que hasta entonces habían estado ajenas a los 
conflictos nacionales, provocó la movilidad forzada general a medida que 

4	� En la historiografía sobre la historia de la educación en el estado sobresalen algu-
nos autores que han trabajado este periodo. En la segunda mitad del siglo xx, los 
libros considerados “clásicos” de Juan Zilli Bernardi, Historia de la educación 
pública en Veracruz, y de Jerónimo Reyes Rosales, Historia de la educación en Vera-
cruz, fueron pioneros en la reseña de las acciones de los revolucionarios veracruza-
nos, aunque eran obras que enumeraban sus acciones sin mayor análisis. En 1986, 
Ricardo Corzo Ramírez, José G. González Sierra y David A. Skerrit en la biografía 
titulada …Nunca un desleal: Cándido Aguilar 1889-1960, le dedican, por primera 
vez, un apartado a las acciones educativas de ese personaje y a su gobierno con un 
sentido crítico.
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los eventos nacionales fueron permeando a todo el territorio (Knight, 
2010: 961). Por otra parte, una vez que el Ejército Constitucionalista de 
Oriente encabezado por Cándido Aguilar controló las principales ciu-
dades del estado en 1914, y se hizo del gobierno estatal, impulsó una 
serie de reformas sociales cuyos aspectos educativos aquí analizaremos.

EN BUSCA DEL APOYO POPULAR

Con el llamado a la insurrección hecho por Venustiano Carranza me-
diante el Plan de Guadalupe, el 26 de marzo de 1913, México entró de 
lleno en una contienda que se caracterizó por su intensidad y su violen-
cia. Con el propósito inicial de desconocer al gobierno de Victoriano 
Huerta y restablecer el orden constitucional interrumpido tras el asesi-
nato de Francisco I. Madero, el nuevo movimiento que se autonombró 
constitucionalista abarcó, en un primer momento, las regiones del norte 
y posteriormente avanzó hacia el resto del territorio nacional.

Aunque enfocados en el combate y en el derrocamiento del gobier-
no huertista, los generales constitucionalistas se dieron tiempo para 
dictar leyes agrarias y laborales, así como para normar aspectos de la 
vida social con el afán de buscar el respaldo de la población. Así, por 
ejemplo, a pesar de la oposición de Carranza, los generales al mando de 
las tropas emitieron, en muchas ocasiones por cuenta propia, distintas 
resoluciones que tuvieron como objetivo satisfacer las demandas de tie-
rra en las regiones que ocuparon, ganando con ello adeptos a su causa 
y reforzando, así, su posición frente a las facciones de Francisco Villa y 
Emiliano Zapata a las que posteriormente derrotarían.

En el inicio del movimiento armado, los propósitos de Carranza se 
circunscribieron a una restauración de la legalidad en torno a los prin-
cipios de la Constitución de 1857, por lo que a su movimiento también 
se le conoció como constitucionalista, pero la realidad imperante y los 
deseos de cambio de algunos de sus seguidores pronto impusieron sus 
propias condicionantes, tanto a las confrontaciones bélicas como a las 
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acciones políticas de ese movimiento encabezado por el llamado Varón 
de Cuatro Ciénegas (Ulloa, 2000: 787-788).

De esta manera, el ejército carrancista enarboló la bandera del cons-
titucionalismo pues supo que existían antecedentes que le otorgaban 
popularidad y legitimidad a su lucha e incorporó a numerosos sectores de 
la población, lo que finalmente le otorgó, junto con el apoyo tácito de Es-
tados Unidos, el triunfo sobre Victoriano Huerta. Dos factores en “clave 
corporativista” coadyuvaron a esa tarea: el pacto con la Casa del Obrero 
Mundial, que aportó una importante y estratégica cuota de sangre a los 
ejércitos de Carranza con contingentes del proletariado urbano de la 
Ciudad de México, y la expedición a marchas forzadas de la ley agraria 
de 6 de enero de 1915, que abrió las posibilidades al reparto de las tie-
rras. No obstante lo anterior, las fuerzas en torno a Venustiano Carran-
za se caracterizaron por aglutinar diversos ejércitos regionales que, sin 
embargo, compartieron rasgos comunes.

La instalación del gobierno constitucionalista en el puerto de Vera-
cruz y de la gubernatura del estado al mando del general Cándido Agui-
lar a fines de 1914, implicó continuar con el esfuerzo de conservar y de 
acrecentar el apoyo de los grupos de obreros y campesinos tanto de la 
Ciudad de México como de Veracruz, condición para ganar la lucha 
contra las fuerzas de la Convención encabezadas por Francisco Villa. 
Cándido Aguilar procedía de la región centro del estado, y se había in-
corporado a la lucha armada ante el llamado a la insurrección hecho por 
Francisco I. Madero en 1910 mediante el llamado Plan de San Ricardo, 
promulgado un 14 de julio de ese mismo año, manteniendo diversos 
combates contra las fuerzas federales.

Ante la llegada de Madero a la presidencia de la república, una vez 
derrotado el régimen porfirista, Aguilar alcanzaría un peso político de 
importancia en Veracruz. Sirvió al gobierno maderista en diversos pues-
tos militares, y cuando Victoriano Huerta asesinó a Madero y se erigió 
en presidente, se lanzó a combatir al usurpador adhiriéndose al movi-
miento de Carranza quien, en mayo de 1914, lo nombró gobernador de 
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Veracruz y encargado de unificar a los distintos sectores en torno a su 
grupo, especialmente a los obreros y a los campesinos para luchar en 
contra del huertismo (Corzo, González, Skerrit, 1986: 18-43).5

Así, las políticas corporativistas fueron la divisa común de su mo-
vimiento como lo muestran las disposiciones y las reformas legislativas, 
que abarcaron diversos aspectos y que intentaron permear al tejido so-
cial, acción que en Veracruz llevó a cabo Aguilar, quien se convertiría 
en su seguidor más importante en la zona central de la costa del Golfo 
de México. Entre otras, destacan las referentes al trabajo, al descanso 
dominical, al divorcio y a la expulsión de los clérigos extranjeros, a 
la prohibición a la Iglesia para que impartiera educación, así como a la 
creación de la Comisión Agraria Mixta y la promulgación de la Ley de 
Educación Popular de 1915. Esta última fue reformada por Heriberto 
Jara en 1916, y se convertiría en el inicio de la política educativa seguida 
posteriormente en el país, cuyas características fundamentales serían 
la de ser laica, gratuita y popular, persiguiendo el ideal de ser “práctica”.

UN PANORAMA DESOLADOR

A pesar de ser el estado de Veracruz escenario inicial de la reforma edu-
cativa emprendida por Enrique C. Rébsamen, quien junto con Enrique 
Laubscher y otros destacados educadores extranjeros y nacionales pu-
sieron los cimientos del sistema educativo nacional durante el Porfiria-
to, el estado de la educación estatal requería de un cambio de fondo. De 
acuerdo con el censo de 1910, noventa por ciento de la población seguía 
en el analfabetismo a pesar de haberse creado en Veracruz la primera 
Escuela Normal para la formación de maestros, contar con dieciocho  
 

5	� En el periodo que comprende esta investigación, de 1915 a 1920, fueron gobernado-
res de Veracruz: Cándido Aguilar, Heriberto Jara, Miguel Aguilar, Adalberto Pala-
cios, Mauro Loyo, Delfino Victoria, José María Mena, Armando Deschamps, Juan 
J. Rodríguez, Antonio Nava, Carlos Méndez Alcalde y Gabriel Garzón Cossa (Bláz-
quez, 1986: 12386-12387).

CienAñosdelaConstitucion.indd   273 05/04/18   9:39



GERARDO ANTONIO GALINDO PELÁEZ

274

escuelas cantonales, cinco colegios preparatorios, otras tantas escuelas 
especiales para la educación de la mujer, etc. Sin embargo, las áreas ru-
rales, donde vivía la mayoría de los veracruzanos, carecían de la más 
elemental infraestructura educativa y no recibieron los beneficios de las 
políticas emprendidas en pro de la educación por el gobierno estatal, 
que en su mayor parte fueron dirigidas a la población urbana. Las esta-
dísticas de esa época nos presentan lo crítico de la situación.

El censo nacional de 1910 arrojaba que la población total de Vera-
cruz era de 1 132 859 habitantes, y de esa cifra los que sabían leer y escribir 
contabilizaban sólo 186 036, por lo que los analfabetos sumaban 937 915. 
La media nacional de alfabetizados era de 19.74% de la población total, 
mientras que en el estado sólo se registraba 16.42% (Secretaría de Agri-
cultura y Fomento, 1918: 8-9, en Galindo y Ayala: 2011: 50). Las anteriores 
cifras reflejan el sentido que hasta entonces habían tenido las políticas 
educativas durante el Porfiriato, en las que prevaleció el interés por una 
elite urbana ilustrada más que por una mayoría carente educación (Ba-
zant, 1993: 271).

Por otra parte, la situación del magisterio presentaba diversas pro-
blemáticas. Las 18 escuelas cantonales existentes en el estado agrupaban 
a la mayoría de los egresados de la Escuela Normal de Xalapa, que deten-
taba los mejores salarios, laboraban en instalaciones adecuadas y estaban 
en contacto con la bibliografía y el material didáctico que generalmente se 
importaba de Europa y Estados Unidos. En contraste, las escuelas soste-
nidas por los ayuntamientos se enfrentaban a la escasez de fondos de los 
municipios para el pago de su sostenimiento, a la indiferencia de muchas 
autoridades y, de ordinario, se ubicaban en casas habitación adaptadas sin 
que existieran las mínimas condiciones higiénicas y pedagógicas. Ejem-
plos de lo anterior, lo constituyen los sueldos del cantón de Coatepec si-
tuado en la zona central del estado y muy cerca de Xalapa, la capital de la 
entidad veracruzana. En 1906, el jefe político del cantón informaba que el 
sueldo de un maestro de la escuela cantonal Benito Juárez era de 58 pesos 
mensuales, y el de un profesor rural en Ayahualulco, una localidad dentro 
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de la misma demarcación, era de 17 pesos, situación que 8 años después 
no había cambiado sustancialmente.6

A ello hay que agregar que pese al funcionamiento de la normal 
xalapeña de la que ya habían egresado cientos de profesores de ambos 
sexos, la realidad era que la mayoría de los docentes que estaba a cargo 
de las escuelas municipales y las que se encontraban en el campo, care-
cía de título. Los que egresaban con un título del plantel fundado por 
Rébsamen, bien encontraban acomodo en las diferentes escuelas canto-
nales y municipales que funcionaban en las principales ciudades o emi-
graban a otros estados en busca de mejores condiciones de trabajo, lo 
que también sucedía en otras entidades.7 No se tienen datos fidedignos 
de Veracruz, pero no debió ser muy diferente de lo que acontecía en el 
Distrito Federal en donde, según Engracia Loyo, 63% de los 2 253 profe-
sores del Distrito Federal y los territorios carecía de título señalando 
que: “Quizás la falta de recursos económicos fuera una de las causas que 
impedían a los jóvenes seguir la carrera de normalistas”, entre otras, así 
como lo difícil de los estudios que provocaba una alta deserción, los 
bajos salarios o el escaso prestigio de la profesión docente que hacía 
desistir a muchos jóvenes de ésta (Loyo, 2003: 59).

En la zona rural la situación se agravaba por la resistencia de los 
padres a enviar a sus hijos a la escuela, debido a que los empleaban en las 
faenas del campo. En esa época, la mayoría de la población vivía en el 
campo y se dedicaba a los cultivos de la caña de azúcar, naranja, tabaco, 
vainilla, etc., y era allí donde se necesitaba abundante mano de obra, 
incluida la infantil. La situación en las ciudades no era muy diferente 
pues el trabajo infantil en las factorías o en los servicios también era muy 

6	� Archivo General del Estado de Veracruz, sección de Justicia e Instrucción Pública, 
exp. 93, letra M, f. 478.

7	� Desde que egresaron las primeras generaciones de maestros normalistas, una cons-
tante fue que un número considerable de ellos se trasladó a otros estados ya sea por 
las solicitudes que hacían las autoridades de esas entidades para instituir planteles 
que siguieran los métodos establecidos en la normal xalapeña o en busca de mejores 
condiciones de trabajo; con el tiempo se originaron relaciones que abarcaron buena 
parte de la geografía nacional (Galindo, 1995: 122; Moreno, 2014: 1-9).
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frecuente, lo que llevó a Cándido Aguilar a obligar a los propietarios 
agrícolas o industriales a fundar y mantener escuelas primarias laicas si 
no hubiera una escuela pública a una distancia menor a dos kilómetros 
de la residencia de los trabajadores, siendo estas inspeccionadas por el 
Estado con el fin de paliar esa situación (Blázquez y Corzo, 1997: 386).8

LEGISLAR PARA CAMBIAR LA REALIDAD

Aguilar promulgó la Ley de Educación Popular de 1915 como fruto de 
las deliberaciones del congreso educativo al que convocó y en el que 
participaron algunos de los más destacados profesores de la entidad en 
esa época, egresados de la Escuela Normal de Xalapa, de los Colegios 
Preparatorios del Estado y de algunos profesores que venían en el con-
tingente encabezado por Venustiano Carranza, que arribó al puerto de 
Veracruz a finales de 1914, como Enrique Herrera Moreno, Delfino F. 
Valenzuela, Atenógenes Pérez y Soto, Saúl Rodiles y Luis Sánchez Pon-
tón, entre otros. El escenario de las deliberaciones de este congreso fue 
el Teatro Principal de la ciudad de Veracruz entre febrero y abril de 
1915, y se reanudaron en Xalapa en el mes de junio en el salón de actos 
de la Escuela Normal xalapeña.9

Los temas debatidos abarcaron la mayoría de los aspectos del pro-
ceso educativo como la organización y la clasificación de las escuelas, 

8	� No obstante, esta previsión, el trabajo infantil no se prohibió sino hasta la promulga-
ción de la Constitución de 1917. En Yucatán, el gobernador Salvador Alvarado, perte-
neciente a la facción de Carranza, prohibió el trabajo de menores de trece años y de 
quince para las niñas. En Jalisco, el gobernador Manuel Aguirre Berlanga expidió 
una ley laboral en 1914 que lo prohibía a los menores de nueve años (Valadés, s.f: 438).

9	� En los últimos días del régimen porfirista, en mayo de 1911, se debatía en el congreso 
federal la Ley de Instrucción Rudimentaria, que facultaba al ejecutivo a abrir escue-
las en cualquier punto de la república y que tenía como objetivo expandir la alfabe-
tización y los conocimientos de aritmética al mayor número de personas posible. 
Fue aprobada en junio de ese mismo año, aunque por la situación política y social 
del país no se aplicó, no obstante, representa un antecedente importante de las 
escuelas dirigidas a grupos marginados y muestra el interés en este tipo de proyectos 
ante la ingente necesidad que había de ampliar la cobertura educativa en la segunda 
década del siglo xx (Acevedo, 2011: 450-451).
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los programas generales de enseñanza, el tiempo escolar, el mobiliario, 
la inspección escolar, la enseñanza normal, secundaria, agrícola, comer-
cial, de artes y oficios, profesional, entre otros temas y problemáticas.

Una de las discusiones se orientó hacia la educación elemental, de-
batiéndose si ésta debería seguir siendo de la mayor responsabilidad de 
los ayuntamientos como lo señalaba la Ley Landero y Cos10 promulgada 
en los tiempos de la República Restaurada, pues la mayoría carecía de 
recursos para sostenerla; se abordó también el tema de la educación se-
cundaria y se promovió su separación de los estudios preparatorios.

Entre las disposiciones de la nueva Ley de Educación destacaban: 
la pretensión de abarcar un ámbito escolar más amplio al denominarse 
precisamente popular,11 además de ser obligatoria y tener objetivos que 
incluyeran la formación intelectual, moral, estética, física, metódica, 
racional y social, tendería a desarrollar y activar las funciones mentales 
y contribuiría a la formación del carácter y la educación del sentimien-
to y la voluntad. También se dividió a la educación primaria en elemen-
tal y superior; la elemental en urbana, rural y suplementaria y le impri-
mió sus características: laica, gratuita, nacionalista e integral, definiendo 
a este último concepto como la tendencia a “producir el desenvolvimiento 
físico, intelectual, moral y estético de los educandos” (Blázquez y Corzo, 
1997: 533).

De acuerdo con varios autores, la idea de Aguilar era relacionar 
estrechamente la educación con el desarrollo agropecuario dentro de 
una política educativa orientada al sentido de lo práctico, que resultaría 

10	� Francisco Landero y Cos fue gobernador de Veracruz de 1872 a 1875 y en su man-
dato se promulgó la Ley Orgánica de Instrucción Pública y el Plan de Estudios Pre-
paratorios Generales y Especiales del Estado, leyes número 123 y 124, respectivamente. 
Esta legislación rigió toda la política educativa del estado desde 1873 hasta 1915 en 
que fue derogada.

11	� El término popular para referirse a la educación pública no era nuevo. Fue expresado 
por primera vez en el Congreso Nacional de Instrucción Pública en 1890. Los miem-
bros de la comisión de Enseñanza Elemental Obligatoria formada por Enrique C. 
Rébsamen, Miguel F. Martínez y Manuel Zayas discutieron el cambio de enseñanza 
elemental por el de educación popular para tratar de unir a todos los miembros de la 
nación por medio de la educación, sin embargo, la propuesta no prosperó.
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fundamental en su concepción y quehacer como gobernante, y en la que 
la educación rural tendría una importancia no vista hasta entonces 
(Corzo, González, Skerrit, 1986: 120-121). Este nuevo énfasis en la edu-
cación de los habitantes del campo se pretendía reforzar con la forma-
ción de profesores que atendieran esas áreas.

En este mismo orden de ideas, en octubre de 1916 se lanzó una con-
vocatoria para la formación de profesores y profesoras de “educación 
primaria rural” mediante la puesta en marcha de cursos “teórico-prác-
ticos”, que durarían dos años y que se realizarían en las primarias supe-
riores ubicadas en las poblaciones de mayor importancia. Los docentes 
serían los maestros de los grados más avanzados y los directivos de di-
chas escuelas superiores, quienes impartirían cinco materias que versa-
rían sobre teoría de la enseñanza, metodología especial de la enseñanza 
de la escritura-lectura, disertaciones sobre temas científicos del progra-
ma de la escuela rural y práctica profesional. Para apoyar estos esfuer-
zos, el gobierno otorgaría “pensiones de cincuenta pesos” a los alumnos 
que ingresaran en dicha formación.12

Para el medio rural, el sentido práctico se traduciría en la creación 
de las llamadas “escuelas granja” y para las zonas urbanas en el estable-
cimiento de escuelas nocturnas para adultos, en este caso dirigidas a 
obreros y artesanos. Cabe señalar que en el caso de las escuelas noctur-
nas enfocadas a la atención de artesanos y obreros, la legislación ya las 
había formalizado desde la época de la Ley Landero y Cos, en 1872, y 
existían varias de este tipo en las ciudades más importantes del estado 
como Córdoba, Orizaba, Xalapa y el puerto de Veracruz, aunque fue en 
el periodo que nos ocupa cuando tuvieron, al parecer, una atención y un 
apoyo más puntual por parte del gobierno del estado y se extendieron a 
más poblaciones de la geografía veracruzana.

12	� La Secretaría de Educación Popular del Estado de Veracruz-Llave (1917: 7-8) señala 
la apertura de diversos planteles en zonas rurales como en Mixquiapan en Jalacingo, 
Pacho Viejo y Zoncuantla en Coatepec, Loma del Sueño, Purga, El Sauce y Paso 
Naranjo en Soledad de Doblado, Médanos, en Alvarado, etcétera.
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El tiempo de la enseñanza en los planteles rurales se distribuía así: 
en el turno matutino se instruía sobre agricultura práctica, aseo para 
entrar al salón, aritmética, canto, cultura física, lengua nacional, geo-
metría, dibujo y trabajos manuales con un tiempo para recreo, el cual 
abarcaba tres horas diarias. Para el turno vespertino, las materias eran 
canto, geometría, dibujo, trabajos manuales, cultura física, lengua na-
cional, un espacio de tiempo para preparar la jornada del día siguiente 
y las clases de agricultura práctica.13 

A partir de la promulgación de la Ley de Educación Popular en 1915, 
la educación primaria estaría a cargo del gobierno estatal y de los ayun-
tamientos; se creó, además, el Consejo de Educación Popular el que 
ejercería, en adelante, el control sobre todo el sistema educativo. Por 
otra parte, la educación básica estaría bajo la supervisión de la Direc-
ción General de Educación Primaria y, a nivel local, se crearon las Jun-
tas de Educación Primaria, las cuales estarían formadas por el alcalde, 
quien fungiría como presidente, el regidor de Instrucción Pública como 
vicepresidente, el director de la principal escuela como secretario, de 
otros dos maestros de escuela y de dos vecinos de “reconocida ilustra-
ción” como vocales, nombrados por el Consejo de Educación Popular.

De acuerdo con Juan Zilli, el “espíritu” de dicha ley fue una concre-
ción de los debates prevalecientes en el congreso. Se trató de desechar el 
viejo concepto de “instrucción pública” que predominaba hasta enton-
ces, sustituyéndolo por el de “educación popular”, pues se trataba de 
mostrar un:

… indicio de que cambió el concepto fundamental de la función de la 

Escuela y el Maestro; ya no priva la intención de impartir conocimientos, 

sino la de promover el funcionamiento regular de los órganos para su 

cabal desarrollo; se trata de coadyuvar al normal desenvolvimiento de 

las disposiciones innatas y personales, encaminar al niño a asumir acti-

13	� Secretaría de Educación Popular del Estado de Veracruz-Llave (1917: 10).

CienAñosdelaConstitucion.indd   279 05/04/18   9:39



GERARDO ANTONIO GALINDO PELÁEZ

280

tudes, normar su conducta. El maestro ya no es el instructor, ni el pre-

ceptor; se quiere que sea educador. Son viejas ideas casi caídas en desuso: 

ideas de Rébsamen, de Laubscher, de Carrillo… (Zilli, 1966: 281).

En estos planteamientos se puede ver una cierta influencia de los debates 
pedagógicos que se estaban desarrollando en el país en medio de las ba-
las de los cañones y de las trincheras de los ejércitos revolucionarios. En 
Yucatán, el profesor José de la Luz Mena empezaba los ensayos de lo que 
se llamó “educación racionalista”, cuyos orígenes ideológicos estaban en 
el pensamiento anarquista y en el racionalismo pedagógico de Francisco 
Ferrer Guardia. En México, el racionalismo se asumió como antagónico 
a la escuela tradicional, oponiéndose al memorismo y preconizando:

… el desarrollo de todas las actividades del individuo; al verbalismo, la 

observación directa de la realidad, la acción y el trabajo espontáneo y útil 

socialmente; la autoeducación y el gobierno de sí mismo frente al autori-

tarismo; al individualismo opuso la solidaridad, la vida en común, la so-

cialización del esfuerzo infantil, la cooperación; fomentó la coeducación 

y frente al laicismo opuso la extirpación de los prejuicios teológicos. El 

maestro debía excitar todas las energías infantiles (Blanco et al., s. f.: 5-28).

No obstante estos esfuerzos enfocados a combatir las causas del atraso 
educativo y la falta de cobertura hacia las clases más necesitadas, así 
como la intención del congreso de reunir a los profesores para discutir 
las soluciones a esas y otras problemáticas, es de notarse, como apuntan 
Corzo y otros autores, “el procedimiento piramidal” que caracterizó al 
mismo Congreso, la asistencia de “contados notables” y la ausencia del 
grueso del magisterio veracruzano, que impidió la intervención de la 
mayoría de los maestros, especialmente los situados en las zonas rurales 
“en la reformulación de su quehacer en Veracruz”, situación que marcó 
una continuidad con las prácticas llevadas a cabo en el Porfiriato (Corzo, 
González, Skerrit, 1986: 120).
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La ley fue derogada en 1916 por el gobernador Heriberto Jara, 
quien promulgó una nueva ley en ese mismo año en la cual trató de dar 
mayor participación y responsabilidad a los ayuntamientos en materia 
de educación, la cual se denominaría cívico-social y se creó también la 
Secretaría de Educación, suprimiendo a la Dirección General de Educa-
ción Primaria. Con estas reglamentaciones se pretendía organizar y des-
centralizar la educación en el estado, ensayándose las reformas que más 
adelante implementarían Carranza y los diputados constituyentes en la 
Carta Magna de 1917; aunque las consecuencias de que la educación estu-
viera a cargo de los municipios continuarían siendo un pesado lastre para 
su desarrollo.

Cabe señalar que tanto la realización del congreso como la pro-
mulgación de las leyes de 1915 y 1916 se dieron en un contexto de crisis 
alimentaria, carestía de alimentos, pugna entre el carrancismo y sus 
oponentes villistas y zapatistas, así como la asunción de nuevos actores 
sociales como obreros y campesinos que, en el caso de Veracruz, esta-
ban siendo coptados por el constitucionalismo a fin de afianzar su do-
minio y enfrentarse a las facciones rivales, por lo que la puesta en mar-
cha de estas disposiciones se dio entre muchas dificultades.

Un primer resultado de esta nueva tendencia en la educación se 
reflejó en la formación de los profesores de la Escuela Normal de Xala-
pa. El plan de estudios de 1916 incluyó la enseñanza de nuevas ciencias 
como la zoología y la botánica, así como otras clases que tenían que ver 
con aplicaciones más prácticas como la floricultura, la horticultura, la 
agricultura y la costura, complementándose con las de tipo artístico 
como el canto, el solfeo, además de las clases de higiene.

Otra importante transformación fue la puesta en marcha de las 
llamadas “conferencias pedagógicas” organizadas por las Juntas de Edu-
cación Popular Primarias y Superiores en las cárceles, los sitios públicos 
y las cabeceras de zonas educativas “con el objeto de hacer obra cultural 
entre el magisterio”. Esta disposición estaba contemplada en el artículo 
339 de la Ley de Educación Popular promulgada en septiembre de 1916 
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(Blázquez, 1986: 140-212). El objetivo de esas conferencias en palabras 
de Enrique Herrera Moreno, secretario de Educación Popular, era per-
seguir la educación social de las masas en sus derechos y obligaciones 
cívicas, así como exaltar el patriotismo.

En el caso de los reos, presos en las cárceles, se buscaba que los 
contenidos de las conferencias versaran sobre temas morales, provo-
cando con ello despertar la conciencia de los presos y también impulsar 
las temáticas cívicas.

Para Herrera, las conferencias públicas eran “verdaderos actos de be-
neficencia social”, pues el conferencista era un benefactor que siembra 
la semilla en donde ha de “brotar el árbol” que proporcionaría frutos a la 
colectividad, por lo que impartirlas se convertiría en un deber, el fomen-
tarlas en una obligación y el escucharlas en una necesidad. Herrera situaba 
la impartición de las conferencias por encima de “la caridad vulgar” pues, 
según él, había más razones de peso que fomentar las actividades colecti-
vas de caridad que trataban de aliviar las “calamidades públicas”, ya que:

… la caridad vulgar remedia la necesidad de un individuo aislado o un redu-

cido número de individuos, en tanto que la conferencia que educa a las ma-

sas es una caridad que se hace a toda la sociedad […] la caridad que alivia ca-

lamidades no beneficia más que al grupo de damnificados, en tanto que las 

conferencias son actos benéficos para toda la colectividad […] la falta de ali-

mento en el cuerpo no origina más que la inanición individual, en tanto que la 

carencia del sustento del espíritu trae consigo la inanición del grupo social.14

Además de la educación oficial impartida en las aulas de clase, el gobier-
no trató de filtrar los ideales del ciudadano modelo que aspiraban for-
mar los gobiernos revolucionarios: individuos aptos para las diferentes 
ramas productivas y con los valores de la nueva organización social y de 
un nuevo nacionalismo nacido de la Revolución.

14	 �Ibid., pp. 15-17.
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La ley de 1916 se destacó por una serie de disposiciones que preten-
dían organizar la administración de la educación en el territorio vera-
cruzano, retomando la mayoría de los contenidos de la que le había an-
tecedido apenas hacía un año. De esta manera, enfatizó que en el estado 
de Veracruz la educación popular debería ser laica y se dividiría de 
acuerdo con los niveles en seis secciones: la educación de párvulos, la 
educación primaria rural, la educación primaria urbana, la secundaria, 
la normal, la agricultura y otras especialidades. Acorde con el ideario de 
crear ciudadanos aptos para el Estado, las finalidades educativas tende-
rían a la formación física, intelectual, moral, estética y cívico social.

En el caso de la educación física, se pretendía inculcar en los edu-
candos las disciplinas como la gimnasia, los deportes, los ejercicios mi-
litares y el tiro al blanco. Por su parte, la educación intelectual tenía 
como propósito educar metódicamente en las funciones mentales, acre-
centar el conocimiento y metodizar la instrucción haciéndola racional a 
fin de formar el carácter por medio de la educación de la voluntad, ba-
sada en el conocimiento de las cosas y sus relaciones. Se establecía que 
la enseñanza no seguiría sólo la memorización, sino que se buscaría 
armonizarla con otras formas educativas para desarrollar integralmen-
te la función intelectual del individuo.

En lo que respecta a la educación moral, se trataba de partir de la 
observación del contexto en el que tenían lugar los actos que rodeaban 
al alumno para orientarlos hacia la adopción de una disciplina escolar, 
la formación del carácter y la orientación hacia el bien, lo que se concre-
taría en lograr actos que tendieran a despertar el amor a la patria, a sus 
héroes y a sus glorias, así como la inclinación hacia todos los benefacto-
res de la humanidad. Además, se pretendía que este bagaje de valores se 
tradujera en la profundización en el aula de temas acerca de los deberes 
personales, deberes de familia, sociales, cívicos, la erradicación de vi-
cios y de las supersticiones.

Con la educación estética se trataba de excitar el amor a la belleza 
en todas las ocasiones que el programa educativo lo permitiera, para lo 
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cual se procuraría que en todas las aulas reinara un ambiente estético. 
Esta área de estudio comprendería la enseñanza del dibujo, las labores 
manuales, las lecturas, las prácticas de recitación, la oratoria, las confe-
rencias, las proyecciones cinematográficas, la educación musical, las ex-
cursiones que fomentaran la observación de la naturaleza, las conferen-
cias sobre historia del arte etc., así como el establecimiento de academias 
de música en algunas poblaciones, entre otras asignaturas y actividades.

La educación cívico-social se impartiría por medio de conferen-
cias y conversaciones del maestro con sus alumnos, clases especiales, 
ligas de acción social e instituciones para escolares. El objeto de esta 
educación sería la promoción del progreso material, moral y cívico de 
cada localidad e incentivar a la iniciativa privada a realizar el bien co-
mún. En cada comunidad donde estuviera una escuela se fundarían li-
gas veracruzanas de acción social formadas por personas de reconocido 
espíritu progresista con virtudes cívicas y morales, y se tendrían en 
cuenta los servicios sociales que hubieran prestado a la sociedad.

Otra de las innovaciones de la legislación fue sin duda la llamada 
educación de párvulos y la creación y puesta en funcionamiento de los 
llamados jardines de niños, concebidos como el inicio de la educación for-
mal de los individuos, cuyo objetivo sería la promoción del desarrollo inte-
gral del niño de entre cuatro y seis años, utilizando el método de Federico 
Froebel, pedagogo alemán, quien creó en el siglo xix los jardines de niños, 
cuyo método fue adoptado por la legislación veracruzana que nos ocupa, 
promoviendo mediante su implementación que el infante tuviera expe-
riencias directas objetivas y concretas, que interactuara con su entorno, con 
la naturaleza mediante la libertad, la espontaneidad y la autoactividad.15

15	� En la revista La Escuela Nacional se reseñaron diversas noticias sobre el funciona-
miento de los primeros kindergarten, puerigardos o jardines de niños que se iban 
estableciendo en las ciudades de Veracruz. En la reseña de la inauguración de la 
ciudad de Córdoba, que en esos días figuraba como la capital del estado, se señala 
que en ese plantel “se protegerá al niño contra los prejuicios, errores y fanatismos de 
la tradicional, rutinaria y patentemente funesta educación de la mayor parte de los 
hogares; en él se cuidará, respetará y desarrollará su organización y actividades rela-
tivas; en él se orientará liberal y juiciosamente su vocación; en él se tratará en fin de 
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Los objetivos propuestos para la educación primaria señalaban el 
desenvolvimiento físico, intelectual moral y estético de los educandos, 
promoviendo el amor a la patria y a sus instituciones, buscando el pro-
greso del país y el perfeccionamiento de sus habitantes. La primaria ele-
mental tendría una duración de 5 años y la primaria superior de 2, y la 
edad para cursarlas se estableció entre los 6 y los 15 años. Esta legisla-
ción hizo énfasis en lo relativo a las escuelas rurales a las que proveyó de 
una reglamentación especial.

En cuanto a la educación secundaria, el legislador trató de configurar 
un nuevo tipo de enseñanza eminentemente práctica que abarcara a va-
rones y a mujeres. Además de ser laica, integral y gratuita, su objetivo era 
concluir el ciclo educativo comenzado en la escuela primaria: “… preparan-
do a los alumnos para la lucha por la vida, poniendo a las señoritas en apti-
tud de proseguir los cursos electivos y a los varones de ingresar a los cursos 
preparatorios que se establezcan en estas escuelas” (Blázquez, 1986: 158).

Las escuelas secundarias para señoritas perseguían el propósito de 
“ensanchar la cultura física, intelectual, moral, estética y cívico-social 
adquirida en la escuela primaria e impartir una cultura encaminada 
hacia la vida del hogar” (Blázquez y Corzo, 1997: 159).

Otra de las disposiciones de la nueva ley fue, además de anticiparse 
a las reformas educativas nacionales que posteriormente crearían las 
escuelas secundarias como extensión de la educación primaria, estable-
cer la universidad como etapa terminal del sistema educativo estatal, la 
cual por los problemas económicos derivados del conflicto armado no 
se instituiría sino hasta décadas después. Estas disposiciones fueron re-
tomadas en la Constitución Política del Estado de Veracruz en septiem-
bre de mil novecientos diecisiete.

En 1918, al hacerse necesario reglamentar los artículos de la nueva 
constitución tanto federal como estatal, el gobierno de Cándido Aguilar 

formar niños normales que en el futuro pueden ser hombres normales”, Secretaría 
de Educación Popular del Estado de Veracruz-Llave (1917: 14).
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creó la Secretaría de Educación Pública, la cual se dividió en la Direc-
ción de Educación Primaria y el Departamento Universitario, al que 
quedaron adscritos los antiguos colegios de Córdoba, Orizaba, Xalapa y 
Veracruz, que eran las escuelas secundarias. Además de estos planteles, 
pertenecían a este ámbito también las escuelas industriales de mujeres 
de Xalapa y Orizaba, una escuela superior de comercio existente en Ori-
zaba, la recién creada Escuela Textil Nocturna de Río Blanco y la acade-
mia de música de Córdoba.

La ley de 1916 también normó lo relativo a la educación profesional 
que incluyó la carrera del magisterio en las escuelas normales, la de en-
fermería para ambos sexos, la de obstetricia y un apartado de enseñan-
zas especiales que incluían el comercio, la agricultura, la industria y las 
artes y los oficios. 

Para emprender estas reformas el gobierno de Aguilar llevó a cabo 
varias acciones en distintos ámbitos. Una de ellas fue mejorar la comuni-
cación entre todos los miembros del magisterio por medio de un órgano 
oficial de la Secretaría de Educación Popular del Estado en formato de 
revista mensual que se denominó La Escuela Nacional. Revista Pedagógi-
ca, redactada por el secretario del ramo, los jefes subalternos de éste, ins-
pectores técnico-escolares, inspectores médico-escolares, directores de 
las escuelas oficiales y maestros en ejercicio. Editada por la Oficina Tipo-
gráfica del Estado en Orizaba y publicada en la Ciudad de Córdoba, por 
breve tiempo capital del gobierno estatal, dicha publicación se convirtió 
en un medio de difusión de las ideas en torno a la educación que se quería 
difundir entre el magisterio. Los objetivos fueron establecidos por Enri-
que Herrera Moreno, secretario de educación estatal, que señaló en su 
primer editorial: “La Escuela Nacional pretende ser una simple obrera en 
la transformación de la escuela, un simple soldado en fila durante la revo-
lución de las doctrinas pedagógicas, que ha de producir, por modificación 
en la manera de educar, el resurgimiento de la raza” (Herrera, 1917: 1-3).

Una breve mirada al índice del tomo i, que abarcó de enero a di-
ciembre de 1917, nos da una idea de lo que se pretendía hacer para me-
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jorar la educación estatal. Así encontramos reflexiones sobre la Ley de 
Educación, el informe del gobernador a la legislatura, orientaciones a 
las profesoras de los nacientes jardines de niños, circulares, aclaracio-
nes sobre los contenidos de la normatividad educativa, cantos, recita-
ciones y lecciones para que los profesores las llevaran a las aulas, artícu-
los sobre la educación rural, sobre el movimiento armado, sobre la 
educación del campesino, el obrero y la mujer, discursos pronunciados 
en fiestas cívicas, noticias educativas de otros estados y de la capital del 
país, entre numerosos contenidos.

Otras medidas se avocaron a llevar a cabo los preceptos que la Ley de 
Educación prescribía como la Policía Escolar del Estado, que tenía como 
finalidad la formación anual de un padrón escolar, la vigilancia de los 
escolares fuera del hogar y de la escuela, hacer efectiva la educación obliga-
toria, dar parte de los infantes que se encontraran en los talleres, fábricas, 
en el campo o en el comercio. Este cuerpo de vigilancia sería dependiente 
de los ayuntamientos y bajo la dirección de las autoridades locales.

Otro rubro que abarcó la política estatal en materia educativa fue 
la ampliación del presupuesto. Aunque debemos aclarar que las cifras 
son las expresadas en los documentos expedidos por el mismo gobier-
no, y que el grado de inestabilidad económica con una inflación galo-
pante y los cambios subrepticios en el uso de la moneda, así como la 
lucha armada y la ocupación de diversos territorios por facciones rivales, 
no permiten saber, por lo pronto, si esas cifras fueron reales o si se apli-
caron efectivamente, lo más seguro es que hayan quedado en su mayor 
parte, y en el mejor de los casos, como testimonios de las intenciones del 
gobierno que las expresaba.16 Así, por ejemplo, en el gobierno de Eduar-
do M. Cáuz, en diciembre de 1913, todavía en el marco del gobierno fe-
deral de Victoriano Huerta, se da la cifra de $23 818.00 para el ramo de 
Instrucción Pública. En 1915, el presupuesto del gobierno constitucio-

16	� Una amplia reseña de la situación de carestía y escasez que se vivió en la ciudad, en 
el puerto y en varias poblaciones del estado de Veracruz puede leerse en Ulloa (1986: 
93-138).
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nalista en Veracruz había aumentado en la cantidad de $826 428.00, 
equivalente a 36.33% del presupuesto estatal que alcanzaba la cifra de 
$2 274 174.50. Para 1917, la cantidad se había ajustado a $509 330.00 y 
fue la misma en 1918, pero aumentó a $839 300.00 y a $950 600.00 en 
1920 (Zilli, 1966: 276-285).

Por otra parte, al promulgarse la Constitución de 1917, los estados de 
la república adecuaron su legislación al nuevo ordenamiento federal. De 
esta manera, el gobernador provisional, Mauro Loyo, expidió la Constitu-
ción Política del Estado Libre y Soberano de Veracruz-Llave, que estable-
ce en su artículo 68 como facultades y obligaciones de la Legislatura: 

XLIV. Promover lo necesario para la difusión y mejoramiento de la edu-

cación en el Estado y legislar sobre enseñanza primaria y universitaria 

[…]

B. Además de lo prevenido en el artículo 3 de la Carta Magna, la ense-

ñanza que se imparta oficialmente deberá ser racional y armónica.17 

LA TERCA REALIDAD

A pesar de tan buenos propósitos la realidad educativa sobrepasaba 
cualquier intención de mejorarla. Los informes de los inspectores esco-
lares de esa época nos hablan de las enormes deficiencias en los plante-
les y las condiciones en las que operaban; como ejemplos están el cons-
tante retraso en la puesta en marcha de los programas de las escuelas 
primarias, la falta de competencia de los profesores que, en la mayoría 
de los casos, carecían de la formación más elemental, así como la cons-
tante falta de recursos económicos.

El presupuesto destinado a la educación aumentó, al menos en el 
discurso oficial, de manera sensible; en su manifiesto al pueblo veracru-

17	� Gobierno del Estado Libre y Soberano de Veracruz Llave (1975: 175).
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zano Cándido Aguilar señalaba que en un año en el que había “gober-
nado” al estado desde que se había lanzado a la lucha contra Huerta y 
hasta julio de 1915, en que se dirigía al pueblo había:

 … iniciado en el Estado la resolución del problema agrario, por medio de 

las Comisiones Agrarias, por la protección a los pequeños agricultores y 

por la distribución de las tierras, ha mejorado, en la materia del trabajo, 

la condición del obrero y del peón de los campos, elevando los salarios, 

disminuyendo las horas de labor […] ha atendido preferentemente la Ins-

trucción Pública, destinando cerca de un millón de pesos al estableci-

miento de Escuelas Rurales, y estimulando la reunión de dos Congresos 

Pedagógicos… (Blázquez, 1986: 5146).

Sin embargo, es difícil cuantificar realmente las acciones realizadas por 
la situación del país y la entidad en general. Los problemas presupuesta-
rios eran de enorme complejidad pues la recaudación no siempre era la 
esperada. Un ejemplo de ello lo representa el impuesto al pulque, bebida 
cuyo comercio y consumo fue prohibido mediante el decreto número 33 
de 18 de junio de 1915,18 que fue derogado por el gobernador Miguel 
Palacios pues había “resultado realmente infructuoso”, ya que la bebida 
se seguía produciendo “fraudulentamente”, y en los estados vecinos no se 
había prohibido, lo que propiciaba que el contrabando fuera intenso y 
las arcas estatales con esto estaban ante la imposibilidad de dedicar re-
cursos a “benéficas obras” (Blázquez y Corzo, 1997: 470).

En un informe presentado en junio de 1917, Herrera Moreno men-
cionaba los obstáculos a los que se habían enfrentado todos sus esfuer-
zos encaminados a mejorar la educación. Señalaba que los tiempos ha-
bían sido calamitosos, pues habían sobrevenido crisis económicas como 

18	� La campaña antialcohólica emprendida por Venustiano Carranza tenía como uno 
de sus fines enviar un mensaje de moralización a sus ejércitos y a la sociedad en 
general. Para Carranza y su grupo las “reformas sociales sólo podían llevarse a cabo 
combatiendo al vicio” (Méndez, 2007: 243-269). 
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la que hizo desaparecer el papel moneda denominado infalsificable, y 
por la falta de impuestos cobrados.

La vida cotidiana de los veracruzanos se vio afectada por la cares-
tía de los productos básicos y la constante devaluación de la moneda. 
Un ejemplo de ello lo muestran los precios en un mercado de Orizaba, 
una ciudad industrial ubicada en la región central del estado y bastión 
del carrancismo. En 1915, los productos como el café, el azúcar, el arroz 
y el frijol habían alcanzado precios exorbitantes de $2.40 el kilo, $0.80 
centavos el kilo, $1.60 el litro y $0.75 el litro, respectivamente; otros 
productos muy demandados como el maíz y la manteca estaban subsi-
diados por el gobierno y oscilaban entre 25 y 50 centavos el cereal y 3 
pesos el producto porcino (Galindo y Ayala, 2011: 59).

Pero un año después, el arroz costaba $2.00 el kilo, el azúcar $2.25, 
el maíz superó los $0.50 y la manteca hasta $7.00. Si tomamos en cuenta 
que el salario más alto era de $40.00 mensuales y correspondía a un 
director y el más bajo, de $25.00, estaba asignado a un ayudante, pode-
mos observar que la situación de la mayoría de la población, incluido el 
magisterio, era deplorable, sobre todo en el medio rural o en las escuelas 
suplementarias y nocturnas, en donde el salario asignado era de $15.00 
para el director y $10.00 para los ayudantes. Ante esta situación, el 
ayuntamiento de Orizaba intervino elevando los salarios de los profeso-
res, pero en la mayoría de las localidades veracruzanas es poco probable 
que este esfuerzo se haya repetido (Galindo y Ayala, 2011: 58-59).

Por otra parte, la intranquilidad en las zonas rurales alejaba de 
ellas a los maestros y los hacía refugiarse en las ciudades abandonando 
las escuelas. Para Alan Knight, en Veracruz se dio una resistencia ma-
yor al carrancismo que en otras latitudes. Señala que hacia 1916, coexis-
tían en ese territorio cuatro movimientos opuestos al constitucionalis-
mo: el de Misantla, comandado por la familia Armenta; Manuel Peláez 
en la Huasteca veracruzana; Salvador Gabay entre Huatusco y Córdoba, 
en el centro del estado; y Cástulo Pérez en Minatitlán, en la zona sur 
(Knight, 2010: 920-922).
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A estas problemáticas se añadían las derivadas de la Primera Guerra 
Mundial que asolaba a Europa y que provocaba, entre otras consecuen-
cias, alzas en los precios de los productos que se importaban y constantes 
interrupciones del tráfico marítimo internacional; las inherentes al con-
flicto armado nacional como la inseguridad en las áreas urbanas y rurales 
y otras más que ya formaban parte de la realidad educativa estatal, entre 
las que destacaba la falta de disposición de los ayuntamientos para pro-
mover la educación en sus localidades. No obstante, esta difícil situación, 
Herrera Moreno señalaba que se habían dado los pasos necesarios para 
afianzar la tarea de transformar a la escuela mexicana en escuela nacional 
para educar conforme a la mentalidad del niño mexicano.

A MANERA DE CONCLUSIÓN

La lucha de facciones que sobrevino a la caída del régimen de Victoriano 
Huerta, en 1914, provocó la adhesión de diversos grupos armados que, 
como el caso del encabezado por Cándido Aguilar en Veracruz, buscaron 
incorporar sus demandas y hacerse del control del territorio estatal. Uno 
de los medios, aparte de las operaciones militares, fue buscar el apoyo de 
los grupos de obreros y de campesinos, así como de las clases medias ur-
banas a través de la puesta en marcha de políticas de mejoramiento eco-
nómico y social, que dieran satisfacción a las necesidades que esos grupos 
presentaban.

Aparte de las medidas de tipo agrario o de defensa de los obreros 
frente a los patrones, la política educativa fue reorientada para estar en 
posibilidades de ampliar la cobertura, mejorar los contenidos, capacitar 
al magisterio y ofrecerle mejores condiciones laborales, así como llevar 
los beneficios del sistema educativo estatal al medio rural y a los grupos 
de obreros y artesanos en las ciudades.

Al igual que las políticas educativas llevadas a cabo por los gobiernos 
constitucionalistas en diferentes estados del país, en la entidad veracruza-
na las reformas educativas de este periodo tuvieron como ejes de su ac-
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ción las diversas leyes y los decretos que se impulsaron para cambiar la 
realidad imperante. En muchas ocasiones, estas legislaciones significaron 
una puesta al día en cuanto a las propuestas pedagógicas y los métodos 
para llevarlas a cabo.

Aunque se buscó la centralización de las actividades educativas y el 
gobierno estatal le dedicó más recursos a ellas, su costo recayó, como lo 
había sido desde el Porfiriato, en los ayuntamientos, los cuales sólo en raras 
ocasiones tenían los recursos necesarios para pagar los sueldos de los profe-
sores o abrir nuevos planteles. Fueron tiempos de escasez, carestía y guerra 
civil, lo que dificultó sobre todo la consecución de los objetivos propuestos.

De esta manera, el proyecto educativo constitucionalista en Veracruz 
se enfrentó principalmente a la falta de recursos y a un contexto social, 
político y económico adverso. No obstante lo anterior, lo planteado en esta 
época en materia educativa fue la raíz de las profundas transformaciones 
educativas que acaecieron en el estado y en el país a lo largo del siglo veinte.
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DE CORRELACIÓN EDUCACIÓN-INVESTIGACIÓN 

CIENTÍFICA Y DESARROLLO TECNOLÓGICO

José Manuel Velasco Toro1

PREÁMBULO

Investigación científica y enseñanza técnica son conceptos que 
se incorporaron en el texto de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que reforma a la de 5 de febrero de 1857, vinculados 
con el sentido de la educación, en tanto premisas garantes de los princi-
pios de laicidad y de racionalidad. A lo largo de los cien años de su pro-
mulgación, se han conservado como parte esencial del argumento laico 
y de la idea de progreso subyacente en el texto constitucional. En el pre-
sente trabajo, reseñamos su relación con la educación siguiendo la diná-
mica de las reformas realizadas a los artículos 3 y 73 constitucionales, hasta 
su emergencia y desarrollo como elementos estructurantes del sistema 
de ciencia y tecnología, que empiezan a configurarse en el gobierno de 
Lázaro Cárdenas (1934-1940), se constituyen en la década de los años 
setenta, y se perfilan hacia una nueva etapa en el momento actual.

LA FASE INICIAL: 1917-1921

Cuando en los trabajos del Congreso Constituyente (1916-1917) se anali-
zó la propuesta inicial de redacción del artículo 3, ésta propició diversas 
reacciones que conllevaron a un largo e intenso debate, que se prolongó 
durante dos días: 13 y 14 de diciembre de 1916. En él participaron veinte 

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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oradores y finalmente fue aprobada la versión conclusiva con 99 votos a 
favor y 58 en contra (Cisneros, 2000: 47). El texto quedó como sigue:

Artículo 3. La enseñanza es libre, pero será laica la que se dé en los estable-

cimientos oficiales de educación, lo mismo que la enseñanza primaria, ele-

mental y superior que se imparta en los establecimientos particulares.

Ninguna corporación religiosa, ni ministros de ningún culto, podrán 

establecer o dirigir escuelas de instrucción primaria.

Las escuelas primarias particulares sólo podrán establecerse sujetándose 

a la vigilancia oficial. En los establecimientos oficiales se impartirá gra-

tuitamente la enseñanza primaria.2

Tres son los preceptos nodales que han significado a este artículo consti-
tucional durante cien años: enseñanza libre, laicismo y gratuidad de la 
educación pública. Tras de su semántica existe un criterio jurídico 
como también un criterio pedagógico. La libertad de enseñanza se exal-
tó como un derecho natural que tiene quien aprende y un derecho huma-
no para enseñar, elemento ligado a la gratuidad como derecho de acceso 
universal a la educación. En el argumento a favor del laicismo, se resaltó 
que este era fundamental para garantizar la educación racional, cuyo 
sentido pedagógico contenía el afán pragmático de una enseñanza técni-
ca y revolucionaria; además de ser fundamental para que la consciencia 
del niño pudiera elegir, criterio tras el cual se encuentra la concepción de 
libre albedrio desde un sentido racional. Y en este principio de laicismo, 
que implicó lo racional, se subsumió la imagen de la ciencia y la percep-
ción que se tenía de la tecnología como herramienta del progreso.

Sin embargo, en ese momento, el interés por la ciencia como prác-
tica investigativa para generar conocimiento no se consideró esencial 

2	� Diario Oficial. Órgano del Gobierno Provisional de la República (1917).
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impulsarlo desde la educación básica (condición hoy necesaria), sino 
que se concibió como una actividad sustantiva a desarrollar en el nivel 
de bachillerato y en la educación superior; de ahí que se facultara al 
Congreso General mediante el artículo 73, fracción xxvii, a que alentara 
a la investigación científica y a la creación de instituciones educativas, 
que implicaran dicha actividad sustantiva. En el texto constitucional se 
lee que entre las facultades dadas en exclusiva al Congreso está:

Fracción xxvii. Para establecer escuelas profesionales de investigación 

científica, de bellas artes, de enseñanza técnica, escuelas prácticas, de 

agricultura, de artes y oficios, museos, bibliotecas, observatorios y demás 

instituciones concernientes a la cultura superior general de los habitan-

tes de la República, entre tanto dichos establecimientos puedan sostener-

se por la iniciativa de los particulares, sin que esas facultades sean exclu-

sivas de la federación. Los títulos que se expidan por los establecimientos 

de que se trata, surtirán sus efectos en toda la República.3

Es claro que los constituyentes tenían presente la necesidad de promo-
ver el desarrollo de la ciencia y de la tecnología para impulsar el progre-
so. Empero, en ese momento, el escenario nacional obligaba a atender la 
universalización de la educación primaria. Recordemos que, al inicio 
del siglo xx, México tenía un porcentaje de analfabetas superior a 80%, 
muy acentuado en el área rural y, además, una economía fundamental-
mente agropecuaria.

El impulso a la investigación científica era un deseo en ciernes, aun-
que la práctica de la enseñanza tecnológica se acometía como parte de la 
instrucción en los colegios preparatorios, que tenían talleres de electrici-
dad y gabinetes de química e historia natural; también en los campos 
agrícolas de la Escuela Nacional de Agricultura (1854), en la Escuela Su-
perior de Agricultura de Chihuahua (1906), en la Escuela Práctica de Ma-

3	� Idem.
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quinistas (1892), en la Escuela Práctica de Ingenieros, Mecánicos, Electri-
cistas y Mecánico-Electricistas (1915). O bien la que realizaron empresas 
agrícolas privadas vinculadas a la colonización, compañías que llevaron a 
cabo experimentos para desarrollar nuevos cultivos y aplicar tecnología 
innovadora, tal como los ejecutado por la Compañía Richardson (1900) 
en el Valle del Yaqui, Sonora, que con el tiempo dieran origen a la llamada 
Revolución Verde, en alusión a la modernización agrícola del noroeste 
mexicano (Velasco, 1978: 11).

En esa dinámica, y apenas trascurrido cuatro años de promulgada 
la Constitución de 1917, se procedió a la primera reforma con el fin de 
sentar las bases jurídicas que permitieran federalizar la educación. En 
julio de 1921 se extendió la facultad al Congreso, en el artículo 73, frac-
ción xxvii, para que se establecieran, organizaran y sostuvieran plante-
les de cualquier tipo, grado o nivel educativo. Esta reforma incluyó la 
potestad para crear establecimientos de investigación científica, de be-
llas artes y de enseñanza técnica. Todo ello sin menoscabo de la “liber-
tad que tienen los estados para legislar sobre el mismo ramo educacio-
nal” (Cisneros, 2000: 61).

Esta reforma sentó las bases que dieron origen a la posterior fede-
ralización de la educación primaria. Con éste y otros fines, el presidente 
Álvaro Obregón creó la Secretaría de Educación Pública (sep) por decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 3 de octubre de 1921. 
Entre las actividades que debía desarrollar resalta el cuidar que la ense-
ñanza se sustentara en criterios y resultados del progreso científico, base 
fundamental para abatir la ignorancia, los fanatismos y los prejuicios; 
también se especificó que debía apoyar la investigación científica y tec-
nológica (Cisneros, 2000: 72-73).

Fue así que en este contexto se resaltó el interés por la educación 
tecnológica, y con tal fin se crearon instituciones para formar expertos 
en procesos técnicos y artes industriales. En 1921, se impulsó al Institu-
to Técnico Industrial para formar, especialmente, técnicos mecánicos 
ferrocarrileros. También, en el mismo año, se unificó la Escuela de In-
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genieros Mecánicos y Electricistas. En 1922, se fundó el Instituto Técni-
co Industrial en la hacienda de Santo Tomás, institución antecesora del 
Instituto Politécnico Nacional (ipn), a la par de la fundación de la Escuela 
Técnica de Maestros Constructores, de la cual emergió la Escuela Supe-
rior de Ingeniería y Arquitectura. Siguiendo esta política de educación 
técnica, diez años después, en 1933, se inauguró la Escuela Federal de 
Industrias Textiles, que después se convirtió en la Escuela Superior de In-
geniería Textil.

Con la reforma que dio origen a la sep, se federalizó la educación 
centralizando la política educativa en la recién constituida Secretaría de 
Educación, medida saludable durante la primera etapa posrevoluciona-
ria, pero con el tiempo se volvió poco funcional e ineficaz, lo que estan-
có, por décadas, el desarrollo del sistema educativo nacional.

EL PERIODO DE LA EDUCACIÓN SOCIALISTA: 1934

En la ciudad de Gómez Palacios, Durango, Lázaro Cárdenas, como can-
didato a la presidencia de la república, señaló que no iba a permitir que el 
clero interviniera en la educación popular. Y en el Plan sexenal (1933) del 
Partido Nacional Revolucionario, se resaltaron tres premisas a seguir en 
materia de educación: 1. Impartir al pueblo nociones claras de los concep-
tos racionales en los que ocurre la vida, por lo que la escuela rural y la 
urbana serían activas y utilitaristas al poner énfasis en la formación téc-
nica; 2. Impulsar la creación de escuelas técnico-industriales y agrícolas 
que prepararan a los trabajadores para que se incorporaran en la indus-
tria; 3. Estimular la cultura superior en materia de investigación cientí-
fica para el progreso del país (Monroy, 1985: 87-89). Fue en este sentido, 
que en diciembre de 1934 se realizó una nueva reforma al artículo 3. En la 
exposición de motivos se señaló que la enseñanza tendría una orientación 
socialista, con tendencia a la solidaridad humana e inspirada en el ideal 
económico de la socialización de los medios de producción. También se 
recalcó que era obligación del Estado el “servicio de la cultura”, por lo que 
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los “maestros, profesionistas y catedráticos de la enseñanza oficial son 
funcionarios públicos” (Monroy, 1985: 108). La reforma no tocó los con-
ceptos de obligatoriedad y gratuidad; en cambio, el concepto laico fue 
sustituido por el de “educación socialista” en el que quedó implicado. Así, 
el texto constitucional quedó en el tenor siguiente:

Artículo 3. La educación que imparta el Estado será socialista, y además 

de excluir toda doctrina religiosa combatirá el fanatismo y los prejuicios 

para lo cual la escuela organizará sus enseñanza y actividades en forma 

que permita crear en la juventud un concepto racional y exacto del uni-

verso y de la vida social.

También se señaló que sólo la federación, los estados y los municipios 
podían ofrecer educación primaria, secundaria y normal; y para los 
particulares se establecieron normas que prohibían cualquier tipo de 
enseñanza religiosa, y la obligación de apegarse a los planes, los progra-
mas y los métodos de enseñanza establecidos por el Estado, entre otras 
disposiciones.4

Durante el debate parlamentario se argumentó a favor y en contra 
de la reforma, y se señaló que la educación no podía fundarse en el “so-
cialismo científico” porque se tenía un régimen capitalista; argumento 
al que se opuso la idea de que era un proceso transitorio, pues el concep-
to de “socialismo científico” orientaba hacia la búsqueda de una educa-
ción que nutriera las mentes de los educandos con la verdad de la ciencia 
y formarlos bajo la imagen exacta del universo y de la vida, sentido plas-
mado en el texto constitucional (Cisneros, 2000: 102-106). En ese mo-
mento, se pensaba en una escuela vinculada a los sectores mayoritarios 
de la sociedad como cimiente de la nacionalidad. El ideal era formar 
cuadros técnicos calificados para impulsar la industria y el agro, ideales 

4	� Instituto de Investigaciones Jurídicas-unam, Texto original de la Constitución de 
1917 y de las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 5 de febrero 
de 1917 al 1 de junio de 2009. 
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que resaltaban la búsqueda de la independencia económica, sin perder 
el sentimiento nacionalista en demanda del mayor desarrollo de las 
fuerzas productivas (Monteón, 2006).

Fue en este momento que se empezó a vislumbrar la investigación 
científica como base para el desarrollo social. Premisa que consideró 
que ello sólo sería posible a partir del impulso a una educación con vi-
sión materialista y racional, cuyo credo ideológico soportado en una 
concepción científica fuera capaz de superar dogmas y fanatismos. En 
ello radicó el laicismo de la educación socialista. Y para conducir el sis-
tema educativo en ese sentido, también se reformó el artículo 73 en su 
fracción xxv fundando, como facultad del Congreso: “... establecer, or-
ganizar y sostener en toda la República escuelas rurales, elementales, 
superiores, secundarias y profesionales; de investigación científica, de 
bellas artes y de enseñanza técnica…” Con esta reforma se facultó al Con-
greso para que dictara leyes encaminadas a unificar y a coordinar la 
educación en el país, en un esfuerzo por equilibrar la distribución edu-
cativa entre federación, estados y municipios, así como aprobar las 
aportaciones económicas para la educación “buscando unificar y coor-
dinar la educación en toda la República”.5

Lázaro Cárdenas tenía claro que era fundamental impulsar la inves-
tigación científica y tecnológica. Por ello, el 21 de julio de 1935, emitió un 
decreto presidencial mediante el cual creó el Consejo Nacional de Educa-
ción Superior y la Investigación Científica (cnesic). Con dicha acción 
buscó reformar la educación superior para armonizarla con las necesida-
des sociales en materia de trabajo técnico; también consideró apremiante 
crear nuevas carreras más allá de los cuadros profesionales tradicionales, 
que estaban bajo el monopolio de las clases acomodadas. En este sentido, 
la investigación científica se visualizó “como soporte ineludible de toda 
enseñanza superior, hasta el punto de que resulta muy difícil separar las 
cuestiones concernientes a la investigación, de las que se refieren a la en-

5	 �Idem.
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señanza”, tal y como se detalló en la exposición de motivos del decreto 
presidencial. (Monteón, 2006: 6). Si bien el cnesic se constituyó como un 
cuerpo técnico de consulta, su función esencial fue realizar los estudios 
técnicos pertinentes para organizar a la educación superior e impulsar a 
la investigación científica. Derivado de esa acción se crearon el Instituto 
Nacional de Educación Superior para Trabajadores, el Museo de la Indus-
tria, el Instituto de Preparación y Perfeccionamiento para Maestros de 
Escuelas Secundarias y la Escuela de Salubridad. También se plantearon 
los proyectos para el Instituto de Salubridad y Enfermedades Tropicales, 
los centros universitarios, el Instituto de Exploraciones del Territorio 
Nacional, además de diversas investigaciones vinculadas a los proble-
mas nacionales. A la par de los trabajos que realizó el cnesic, la Secreta-
ría de Educación Pública anunció el establecimiento de escuelas técnico-
industriales con programas de dos años después de la primaria, así como 
la puesta en marcha del Instituto Politécnico Nacional, cuya noticia se 
dio a conocer el 1 de enero de 1936 (Aguirre, 2016).

Sin embargo, pese a los importantes logros, el cnesic fue reorgani-
zado el 10 de febrero de 1939 para convertirlo en un Consejo de Educa-
ción, organismo que nació más como entidad política cuya burocracia 
frenó el impulso educativo y científico que se había logrado en tres años 
(Monteón, 2006: 7).

RETORNO A LA EDUCACIÓN NACIONALISTA: 1946

Doce años después, el 30 de diciembre de 1946, nuevamente se reformó 
el artículo 3. El fin de la nueva modificación radicó en la eliminación del 
concepto “educación socialista” y el sentido doctrinal implicado. A cam-
bio se mantuvo la actitud nacionalista, se propugnó la solidaridad inter-
nacional, se resaltó el principio de independencia en la justicia y se con-
servó, con otra redacción, el enfoque materialista y racional en tono 
conciliatorio con respecto a lo religioso. El texto de la fracción i quedó 
como sigue:
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I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de creencias, el criterio que orien-

tará a dicha educación se mantendrá por completo ajeno a cualquier doctri-

na religiosa y, basada en los resultados del progreso científico, luchará contra 

la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios.

La concepción “del progreso científico” se bosquejó como la necesidad 
de mantener actualizados los contenidos de la enseñanza en los progra-
mas de estudio. Un supuesto que se percibió preciso para superar la 
“ignorancia” de la población; condición considerada fundamental en el 
logro del ideal democrático, en tanto “sistema de vida fundado en el cons-
tante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo”, tal como 
lo expresa el artículo 3. Ambas premisas: educación y democracia, esta-
ban entrelazadas en el espíritu del legislador, aunque en la práctica del 
ejercicio en los niveles de la educación básica y secundaria no se dimen-
sionó la importancia que poseía el conocimiento científico para impul-
sar el desarrollo formativo de los educandos.

Sin embargo, hacia fines de los años setenta, principió a considerarse 
relevante la necesidad de impulsar la investigación científica y la educación 
tecnológica como factores esenciales para estimular el desarrollo económi-
co y social. Al menos en el discurso se empezó a exaltar la urgencia de 
promover una política científica que fuese parte de la cultura nacional. In-
quietud que se consideró gracias a la efervescencia política que se vivía en 
América Latina frente al dominio tecnológico y la injerencia política de 
Estado Unidos de América. Fue así que se planteó la necesidad de crear un 
organismo que impulsara el hacer científico y el desarrollo tecnológico con 
la finalidad de romper la dependencia tecnológica externa, algo que no hu-
biera ocurrido de haberse continuado, desarrollado y fortalecido el cnesic.

En ese agitar latinoamericano, el gobierno de Chile creó, en 1967, 
la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica.6 Argen-

6	� Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (Conicyt), Ministerio 
de Educación. 
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tina fundó, en 1968, el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas 
y Técnicas, consejo que impulsó la carrera de investigador científico y 
fue extinguido por el régimen militar en 1976.7 Por su parte, Colombia 
estableció el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología en 1968.8 Con-
texto en el que nació, el 29 de diciembre de 1970, el Consejo Nacional de 
Ciencia y Tecnología (Conacyt). Este organismo emergió descentraliza-
do de la administración pública federal, aunque integrante del sector 
educativo, y al igual que el cnesic, su objetivo fue, y ha sido, elaborar e 
implementar las políticas de ciencia y tecnología vinculadas a la inves-
tigación, al desarrollo y a la innovación relacionadas, fundamentalmen-
te, con la educación superior. Sin embargo, no fue sino hasta 1976 cuan-
do el gobierno federal puso en marcha el primer programa para apoyar 
a la investigación científica y a la tecnológica.

LA POLÍTICA CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA EN LOS NUEVOS 
TIEMPOS: 1980-1999

En junio de 1980, nuevamente se reformó el artículo 3. En esta ocasión 
se incorporó, como fracción viii al recorrer el texto original de ésta 
como fracción ix, el reconocimiento a las instituciones de educación 
superior universitarias y su derecho a la autonomía; quedó como sigue:

VIII. Las universidades y demás instituciones de educación superior a las 

que la Ley otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de 

gobernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y di-

fundir la cultura de acuerdo con los principios de este artículo, respetan-

do la libertad de cátedra e investigación y de libre examen y discusión de 

las ideas…

7	� Wikipedia, s.v., “Historia de la ciencia en Argentina”.
8	� Colciencias. Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación, 

gobierno de Colombia.
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Esta reforma refrendó la obligación constitucional de impulsar la inves-
tigación científica en instituciones públicas de educación superior, y 
colocó las bases para fortalecer el financiamiento público con tal finali-
dad. Fue así que en este marco se dieron dos importantes acciones nor-
mativas para incentivar el desarrollo de la ciencia y la tecnología:

Primero, el 26 de julio de 1984 se creó el Sistema Nacional de Inves-
tigadores (sni) con el fin de fomentar el desarrollo científico, tecnológico 
y humanístico mediante “reconocer la labor de las personas dedicadas a 
producir conocimiento científico y tecnológico”, así como “promover y 
fortalecer, a través de la evaluación, la calidad de la investigación científi-
ca y tecnológica y la innovación que se produce en el país”. Igualmente 
se planteó incrementar el número de investigadores en activo, apoyar la 
formación de grupos de investigación e instituir el sistema nacional de 
información científica y tecnológica.9

Segundo, se expidió, en 1985, la Ley para Coordinar y Promover el 
Desarrollo Científico y Tecnológico, cuerpo jurídico que creó las bases 
para la integración y el funcionamiento de un sistema nacional de cien-
cia y tecnología. En su artículo 4 se especificó el carácter interinstitu-
cional que involucró a las dependencias y a las entidades de la admi-
nistración pública federal para que participaran desde el proceso de 
generación de conocimientos científicos y tecnológicos hasta su aplica-
ción en la planta productiva de bienes y servicios, así como en institu-
ciones de los sectores social y privado. Para lograr la concertación se 
instituyó la Comisión para la Planeación y el Desarrollo Tecnológico y 
Científico, integrada por las secretarías de Relaciones Exteriores, Ha-
cienda y Crédito Público, Programación y Presupuesto, Energías, Mi-
nas e Industria Paraestatal, Comercio y Fomento Industrial, Agricultu-
ra y Recursos Hidráulicos, Comunicaciones y Transportes, Desarrollo 
Urbano y Ecología, Educación Pública, Salud y de Pesca, así como por 

9	� “Acuerdo por el que se establece el Sistema Nacional de Investigadores”, Diario Ofi-
cial de la Federación, México, 26 de julio de 1984.
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el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, la Universidad Nacional 
Autónoma de México y el Instituto Politécnico Nacional. Esta comisión 
era presidida por la Secretaría de Programación y Presupuesto. La ley 
especificó las funciones generales que tenía la Comisión y detalló las 
competencias que poseían cada una de las secretarías para el logro con-
junto de una política nacional de ciencia y tecnología.10

También se constituyó el Registro Nacional de Instituciones Cien-
tíficas y Tecnológicas y el Registro Nacional de Empresas Tecnológicas, 
definiéndose en el artículo 25 de la Ley para Coordinar y Promover el 
Desarrollo Científico y Tecnológico, que serían “consideradas activida-
des de investigación científica y desarrollo tecnológico, las siguientes:

I. Investigación teórica y experimental y obtención sistemática de datos 

tendientes a generar nuevos conocimientos.

II. Experimentación que tenga por objeto la innovación, adaptación o 

mejora de productos o procesos para la producción de bienes y servicios.

III. Diseño y fabricación de prototipos y la operación de plantas piloto 

tendientes a mejorar procesos conocidos, o ensayar nuevos procesos.

IV. Formación y capacitación de especialistas en ciencia y tecnología, 

mediante su participación activa en las actividades a que se refieren las 

fracciones anteriores.

No se considerarán actividades de investigación científica y desarrollo 

tecnológico las de carácter artesanal y artístico, la prestación de servicios 

profesionales de ingeniería y la construcción o fabricación de productos 

en serie o por procesos ordinarios.

10	� “Ley para Coordinar y Promover el Desarrollo Científico y Tecnológico”, Diario Ofi-
cial de la Federación, México, 21 de enero de 1985.
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Por su parte, en el artículo 26 se consideró que las actividades de las 
empresas tecnológicas eran:

I. Las de investigación y desarrollo tecnológico, incluyendo investigacio-

nes originales y adaptativas, desarrollo tecnológico y mejoras de produc-

tos, procesos, maquinaria y equipo, diseño de prototipos y experimenta-

ción en plantas piloto.

II. Las de diseño de ingeniería básica.

III. Las de asesoría tecnológica.

IV. Las de servicios de información y extensionismo tecnológico. 

V. Las de capacitación de técnicos e investigadores en materia tecnológica.

Una nueva y cuarta reforma al artículo 3 constitucional ocurrió el 28 de 
enero de 1992. Ésta consistió en modificar la relación Iglesia-Estado en 
materia educativa. La fracción i fue dividida en dos partes, separando la 
referencia del carácter laico de la educación del criterio científico como 
base de la orientación educativa, y se hizo posible que los particulares 
pudieran ofrecer adicionalmente “educación religiosa”. Con tal motivo se 
concedió el derecho a las comunidades y a los ministros de culto de ense-
ñar y de dirigir instituciones educativas en todos los niveles y grados.

Trece meses después, el 5 de marzo de 1993, se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación la quinta reforma sustantiva al artículo 3. Se 
introdujo como párrafo inicial el derecho que tiene todo individuo “a 
recibir educación”, a la par que se elevó a carácter obligatorio la educa-
ción secundaria, reafirmándose la orientación educativa con base en 
“los resultados del progreso científico”. Importante adición fue la frac-
ción v, que quedó como sigue:
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V. Además de impartir la educación preescolar, primaria y secundaria, 

señaladas en el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los 

tipos y modalidades educativos –incluyendo la educación inicial y a la 

educación superior– necesarios para el desarrollo de la nación, apoyará 

la investigación científica y tecnológica y alentará el fortalecimiento y 

difusión de nuestra cultura.

En este cambio se reafirmó en la axiología constitucional el valor jurídi-
co de la educación orientada a partir del progreso científico, cuyo crite-
rio establece un sentido de valor pedagógico, ideal que en la realidad 
estaba muy lejos de cumplirse. También se ratificó el compromiso del 
Estado de apoyar la investigación científica y tecnológica necesarias 
para el “desarrollo”. Ambos conceptos, “progreso” y “desarrollo”, dejan 
traslucir un sentido de modernidad que combina la implicación ética 
del perfeccionamiento moral que coadyuvará a superar la ignorancia, el 
fanatismo y los prejuicios, con el sentido de crecimiento económico, 
producción y calidad de vida.

Sin embargo, pese a las dos importantes acciones realizadas en la 
década de los ochenta, que representaron un avance significante en ma-
teria de investigación científica y tecnológica, los logros aún se perci-
bían precarios y con relativo impacto en el desarrollo nacional. De he-
cho, y aún persiste esta actitud, México se observaba como un operador 
de tecnología y no como un desarrollador de alta tecnología, situación 
que se reflejaba en los bajos niveles de productividad que se tuvieron 
durante el periodo de 1990-2012, que fue de 0.8 por ciento.11

A medida que fue aumentando la dinámica comercial generada por 
el Tratado de Libre Comercio (tlc), los cambios financieros derivados de 
la globalización económica, el flujo creciente de inversión extranjera, la 
incidencia de la alta tecnología en los procesos productivos y el avance 
de la ciencia en relación con el desarrollo, que implicó la urgencia de 

11	� McKinsey Global Institute (2014: 6).
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proteger la propiedad intelectual, de nueva cuenta se planteó la necesi-
dad de superar la precaria visión integral de gasto dedicado a impulsar la 
investigación científica, el desarrollo tecnológico y los procesos de inno-
vación. Sin embargo, las acciones fueron las mismas: incentivar a la co-
munidad científica mediante la financiación de proyectos, vincular al 
sector educativo con el productivo con fines de transferencia de conoci-
miento e invitar a la iniciativa privada para que canalizara fondos hacia 
la investigación científica y el desarrollo tecnológico.

En ese ambiente, y vinculada a la reforma de 1993 del artículo 3, el 
Congreso de la Unión aprobó, el 21 de mayo de 1999, la Ley para el Fo-
mento de la Investigación Científica y Tecnológica mediante la cual el 
Conacyt coordinaría las acciones orientadas a promover la investigación 
científica y el desarrollo tecnológico, en un esfuerzo por descentralizar la 
actividad científica. Con tal fin se crearon diversos fondos para financiar 
la actividad científica y tecnológica. Estos caudales denominados Fondos 
Conacyt se dividieron en cuatro: 1. Los institucionales, cuyos beneficiarios 
serían las universidades públicas y privadas, los centros de investigación, 
los laboratorios, las empresas públicas y privadas, así como las personas 
dedicadas a la investigación científica y tecnológica. 2. Los sectoriales, me-
diante los cuales el sector correspondiente y Conacyt establecerían con-
venios para canalizar recursos para la investigación científica y tecnológi-
ca que requiriera el sector. 3. Los de cooperación internacional. 4. Los 
mixtos que convengan con los gobiernos de las entidades federativas.12

EL ARRIBO DEL SIGLO XXI: 2002-2016

Nuevamente, el 12 de noviembre de 2002 se realizó otra reforma al ar-
tículo 3. En esta ocasión fue para declarar que la educación preescolar 
sería obligatoria, quedó como sigue:

12	� “Ley para el Fomento de la Investigación Científica y Tecnológica”, Diario Oficial de 
la Federación, México, 21 de mayo de 1999.
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V. Además de impartir la educación preescolar, primaria y secundaria 

señaladas en el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los 

tipos y modalidades educativos –incluyendo la educación inicial y a la 

educación superior– necesario para el desarrollo de la nación, apoyará 

la investigación científica y tecnológica, y alentará el fortalecimiento y 

difusión de nuestra cultura.

En esta fracción se reafirmó la obligatoriedad del Estado para concurrir 
con recursos dirigidos a sostener la actividad científica y tecnológica. 
Principio coligado con la fracción xxv del artículo 73, que faculta al Con-
greso para distribuir convenientemente “las aportaciones económicas” 
para tal fin.13

Con ambas sentencias se acentuó el mandato constitucional del de-
recho a la educación, principio que implica la obligación constitucional 
del Estado de atender y brindar las posibilidades educativas para hacer 
realidad la aspiración de educere humanitas. Dimensión positiva que re-
laciona el deber ser con el deber hacer para promover el desarrollo educa-
tivo nacional que, en el contexto de la fracción v del artículo 3, remite al 
sentido de impulso e incremento intelectual y ético con el fin de propiciar 
relaciones que estimulen al país hacia la equidad social, económica, cul-
tural y política con sentido de justicia social.

Este axioma implica la idea de cambio cultural tendente a la cons-
trucción de la paz social, concepto que está presente en el entretejido pros-
pectivo de proyecto de nación; en específico hacia el logro de la democracia, 
que en la fracción ii, inciso a) del artículo 3, se comprende “… como un 
sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y 
cultural del pueblo”. Fue en este orden de ideas, y con el fin de recobrar la 
rectoría del Estado en materia educativa, que se modificó lo que se ha deno-
minado la Reforma educativa. El 29 de enero de 2016 se aprobó la consecu-
tiva reforma al artículo 3. Con ello se busca orientar al sistema educativo 

13	� Diario Oficial de la Federación, México, 12 de noviembre de 2002.
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hacia el siglo xxi, argumento político que tiene como sustento el principio 
constitucional de la fracción ii que dice: “El criterio que orientará a esa 
educación se basará en los resultados del progreso científico, luchará contra 
la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios”.

La semántica constitucional remite a la idea de ascenso, visión con 
claridad plasmada en el enunciado progreso científico, juicio que vincula 
dos elementos: el conocimiento, en tanto producto cognitivo del hacer 
científico relacionado con la posibilidad de impulsar el desarrollo y la sa-
biduría, que deviene como condición necesaria para abatir la ignorancia 
social de la que emerge la barbarie, históricamente proclive a la violencia.

Por tanto, en la fracción iii se determinó el cambio de planes y de 
programas de estudio de la educación básica, media superior y escuelas 
normales de toda la república, el ingreso al servicio docente y la promoción 
a cargos de dirección y de supervisión sujetos a concurso de oposición para 
garantizar “la idoneidad de los conocimientos y capacidades que corres-
pondan”, así como la evaluación obligatoria para ingresar, permanecer y 
promoverse en el servicio docente; para lo cual se facultó al Congreso en 
el artículo 73, fracción xxv, a establecer el Servicio Profesional Docente.

En suma, el planteamiento filosófico subyacente en la reforma edu-
cativa se ancla en el propósito de aprovechar “los avances de la investiga-
ción en beneficio de la formación humanista” para lograr el “equilibrio 
entre valores universales y la diversidad de identidades nacionales, lo-
cales e individuales”.14 Tarea por venir ante los desafíos de la sociedad 
del conocimiento.

LA LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA: 2002-2016

Ante la dinámica global de cambios en la economía, la sociedad y la 
cultura, determinados en gran medida por el avance científico y el de-
sarrollo tecnológico que se ha venido sucediendo desde la década de los 

14	� Secretaría de Educación Pública (2017: 59). 
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noventa del siglo xx, lo que ha posicionado al conocimiento y a la crea-
tividad innovadora como factor de producción generador de valor, el 
Estado mexicano tuvo que reconfigurar su política científica, aunque 
no con la contundencia que exigía el momento significado por la ya 
denominada Revolución Industrial de la Información. Sin embargo, el 
primer paso se dio al expedir una nueva Ley de Ciencia y Tecnología, la 
que se aprobó el 5 de junio de 2002, abrogando la Ley para el Fomento 
de la Investigación Científica y Tecnológica. De igual manera, se recon-
figuró al Conacyt, organismo rector de la política científica y tecnológi-
ca mediante una nueva ley orgánica (Ortega, 2003). 

Ambas leyes se desprenden de las fracciones ii y v del artículo 3 
constitucional, donde se indica que el criterio que orientará a la educa-
ción “se basará en los resultados del progreso científico”, principio que 
se reitera en la fracción v donde se señala que en todas las modalidades 
y tipos educativos se deberá impulsar la investigación científica y tecno-
lógica. En ambas se implica al proyecto científico para México al re-
plantear la organización de la política científica y tecnológica, así como 
al funcionamiento del Conacyt que se separó del sector de la Secretaría 
de Educación Pública para configurar el sector de Ciencia y Tecnología 
con el respectivo Ramo Presupuestal treinta y ocho.

Doce años después, en mayo de 2014, se realizó una reforma a la 
Ley de Ciencia y Tecnología para introducir, en la fracción ii del artícu-
lo 2, el sentir de la ciencia como cultura. En ese tenor se consignó:

I. Promover el desarrollo, la vinculación y diseminación de la investiga-

ción científica que se derive de las actividades de investigación básica y 

aplicada, el desarrollo tecnológico de calidad y la innovación, asociados 

a la actualización y mejoramiento de la calidad de la educación y la ex-

pansión de las fronteras del conocimiento apoyándose en las nuevas tec-

nologías de la información y, en su caso, mediante el uso de plataformas 

de acceso abierto. Así como convertir a la ciencia, la tecnología y la inno-

vación en elementos fundamentales de la cultura general de la sociedad.
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De igual forma, se reformó el artículo 4 en sus fracciones xii, xiii y xiv, 
con el fin de crear el Sistema de Información Científica, Tecnológica y 
de Innovación, pero, sobre todo, como especifica la fracción xiv, dise-
minar y trasmitir la información científica, tecnológica y de innovación 
desarrollada hacia el sector productivo. Ordenamiento que se norma 
ampliamente en el capítulo x: “Del acceso abierto, acceso a la informa-
ción científica, tecnológica y de innovación y del repositorio nacional”, 
también adicionado en mayo de 2014. En sus nueve artículos se coman-
da las normas que habrán de observarse para constituir los mecanismos 
de acceso a la información científica, tecnológica y de innovación con el 
fin de incidir en la creación de una cultura científica, que se filtre hacia 
todos los sectores sociales, al ámbito productivo y, sobre todo, hacia el 
educativo.

En el orden de actualización normativa, el 8 de diciembre de 2015 
se modificó el artículo 40 bis (que había sido adicionado en junio de 
2009) de la Ley de Ciencia y Tecnología para crear incentivos con el fin 
de alentar la correspondencia entre las instituciones de educación supe-
rior (ies) y el sector productivo, e insertarlas en la espiral de constante 
innovación correlacionada con la dinámica económica. En la versión de 
2009, se señala en el párrafo primero: “Artículo 40 bis. Las universida-
des e instituciones de educación pública superior y los Centros Públicos 
de Investigación, podrán crear unidades de vinculación y transferencia de 
conocimiento”.

El cambio en 2015 fue en el tenor siguiente:

Artículo 40 bis. Las instituciones de Educación, los Centros Públicos de 

Investigación y las Entidades de la Administración Pública que realicen 

actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, 

podrán crear unidades de vinculación y transferencia de conocimiento en 

las cuales se incorporarán los desarrollos tecnológicos e innovaciones reali-

zadas en los mismos, así como del personal de dichas instituciones de edu-

cación, Centros y entidades. (Las cursivas son mías.)
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La reforma es sustantiva en lo jurídico y abre mayores posibilidades de 
interpretación, a la vez que tiende a ser generalizadora. A diferencia de la 
norma anterior, en ésta ya no se habla de “universidades e instituciones 
de educación pública superior”, entidades educativas en las que por tra-
dición ha recaído la investigación científica desde el origen del artículo 
3 en 1917. Por el contrario, ahora se consigna una visión amplia al refe-
rir la actividad de investigación científica, desarrollo tecnológico y pro-
cesos de innovación, al conjunto de “Instituciones de Educación”. Con-
cepto abierto y a la vez ambiguo, ya que lo mismo puede referir al nivel 
de preescolar que al superior. Otro elemento que se introdujo fue reco-
nocer a las “Entidades de la Administración Pública” como potencial-
mente generadoras de ciencia, tecnología e innovación.15

Con esta reforma existe la posibilidad de que cualquier institución 
educativa de cualquier nivel puede ser generadora de conocimiento, rea-
lizar aportes tecnológicos e impulsar dinámicas de innovación; lo mismo 
que cualquier entidad de la administración pública donde se lleven a cabo 
dichos procesos, sea de manera permanente u ocasional como parte de las 
acciones programáticas realizadas. A lo anterior se sumó una modifica-
ción de relevancia en el párrafo tercero de dicho artículo, que es relativa a 
la creación de unidades de vinculación y transferencia de conocimiento, 
esto con el fin de gestionar y direccionar la relación con el sector produc-
tivo público y privado. Si bien reafirma que el recurso público que se asigne 
no podrá ser utilizado para cubrir gastos de operación, éste deberá, en 
cambio “… destinarse exclusivamente a generar y ejecutar proyectos 
en materia de desarrollo tecnológico e innovación y a promover su vincu-
lación con los sectores de actividad económica”. En dichas unidades de 
vinculación y transferencia de conocimiento, se podrá incorporar al per-
sonal de la institución, cuyo talento y preparación sea fundamental para 
el logro de la vinculación y el éxito en la transferencia de que se trate.

15	� “Ley de Ciencia y Tecnología”, Diario Oficial de la Federación, México, 8 de diciembre 
de 2015.
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El hecho de crear la posibilidad normativa para que el personal de 
una institución pública se vincule y participe en el proceso de transferen-
cia a través de la unidad existente para tal fin, deriva de la experiencia de 
los fracasos de vinculación de empresas con instituciones de educación 
superior, cuando ésta ha sucedido mediante mecanismos de relación con 
la cúpula directiva que decide qué académico o académicos participan, 
ocurre que con frecuencia esos académicos no estaban interesados o no 
poseían la formación requerida, a lo que se suma una estructura norma-
tiva no actualizada para responder a dichas necesidades, una organiza-
ción académica poco o nada flexible y la complejidad administrativa, ele-
mentos que en conjunto frenan el desarrollo de los proyectos.16 

Ahora bien, para incentivar la participación de los académicos en 
dicho proceso, también se reformó el párrafo primero del artículo 51, 
mismo que ya había sido modificado en 2006 y 2009. Esta reforma se reali-
zó con el fin de ampliar las posibilidades de relación e incentivar a las 
instituciones de educación y los centros de investigación para generar 
procesos de transferencia científica y tecnológica en asociación con en-
tidades del sector público y privado. En ese tenor, la norma permite que:

Las instituciones de educación, los Centros Públicos de Investigación y 

las entidades de la administración pública que realicen actividades de 

investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, promoverán 

conjuntamente con los sectores público y privado la conformación de aso-

ciaciones estratégicas, alianzas tecnológicas, consorcios, unidades de vin-

culación y transferencia de conocimiento, nuevas empresas privadas de 

base tecnológica y redes regionales de innovación en las cuales se incor-

porarán los desarrollos tecnológicos e innovaciones realizadas en dichas 

instituciones de educación, centros y entidades, así como de los investiga-

dores, académicos y personal especializado adscritos a la institución, Cen-

tro o entidad, que participen en la parte sustantiva del proyecto.

16	� Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (2005).
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Al ampliarse la norma para permitir conformar asociaciones u otro tipo 
de colaboración estratégica, se abrió una nueva vía para propiciar la aso-
ciación institucionalizada, esto es, entre una entidad educativa o de in-
vestigación con otra entidad pública o privada cuya actividad requiere de 
esa alianza estratégica, sea para el desarrollo de actividades productivas, 
salud, medio ambiente, innovación de sistemas de organización y proce-
dimientos, mejora tecnológica o cualquier otra actividad donde el cono-
cimiento tiene impacto directo o indirecto en algún proceso.

Pero, por otra parte (¡he aquí lo relevante!), en la fracción i del ar-
tículo 51, también se estableció la factibilidad para que:

c) Los beneficios derivados de la propiedad intelectual que se generen con 

la participación del personal de la institución, Centro o entidad en las 

figuras mencionadas, se otorgarán de conformidad con lo establecido en 

esta Ley y en los lineamientos que al afecto expida el órgano de gobierno, 

sin prejuicio de las prestaciones de carácter laboral que en su caso corres-

ponden a dicho personal.

Esto implica que la institución, los investigadores, los académicos y el 
personal involucrado no incurrirán “en conflicto de intereses”, toda vez 
que las compensaciones complementarias que se pudieran recibir no 
constituirán “una prestación regular y continua en favor del personal de 
la institución”. Sin embargo, para que esto ocurra, los órganos de gobierno 
de las instituciones, los centros y las entidades que correspondan, tienen 
que establecer los criterios y las normas bajo las cuales se regularán las 
empresas de innovación tecnológica incubadas por la institución, lo rela-
cionado con los derechos de la propiedad intelectual, la definición de los 
beneficios que atañan a la institución y lo relativo a la “comercialización 
de los derechos de propiedad intelectual e industrial” que pertenezcan a 
las instituciones, centros y entidades, para “otorgar a los investigadores, 
académicos y personal especializado, que los haya generado hasta 70% de 
las regalías que se generen”, sin detrimento de sus derechos laborales.
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En los incisos de la fracción i se especifican las reglas y las caracte-
rísticas jurídicas que debe cumplir cualquier liga de vinculación con la 
forma elegida que puede ser, entre otras: alianza tecnológica, unidad de 
vinculación y transferencia de conocimiento, empresas de base tecnoló-
gica o redes de innovación, siempre y cuando no exista aportación de 
capital social público en las empresas, ni que las aportaciones de las 
instituciones de educación sean superiores a 49%. De igual forma, se 
hace hincapié en que los beneficios derivados de la propiedad intelec-
tual generados con la participación del personal de la institución, se 
concederán bajo los siguientes criterios:

1. �Se otorgarán con base en los lineamientos de la Ley de Ciencia y 
Tecnología y de aquellos que expida el órgano de gobierno de la 
institución, sin detrimento de las prestaciones laborales.

2. �La participación del personal de la institución no implicará que 
incurra en conflicto de intereses.

3. �Las compensaciones complementarias por concepto de regalías 
no formarán una prestación regular y continua.

La institución de educación, el centro o la entidad tienen la obligación 
de reconocer y de otorgar los beneficios derivados de la propiedad inte-
lectual que se produzca con la participación de las personas generado-
ras de conocimiento, creadoras de un desarrollo tecnológico o proceso 
innovador resultado de la vinculación establecida.

Y en la fracción ii del mismo artículo 51 se elimina el conflicto de 
intereses al normarse que:

Para promover la comercialización de los derechos de propiedad intelec-

tual e industrial de las instituciones, centros y entidades, los órganos de 

gobierno o equivalente aprobarán que permitan otorgar a los investiga-

dores, académicos y personal especializado, que los haya generado hasta 

el 70% de las regalías que generen.
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Estas reformas a los artículos aludidos reafirmaron lo establecido en las 
fracciones vi, xv y xi del artículo 12, relativas a incentivar la concu-
rrencia de aportaciones de recursos públicos y privados, nacionales e 
internacionales para generar, ejecutar y difundir proyectos de investi-
gación científica, desarrollo tecnológico e innovación; incentivar y re-
conocer logros de personas, instituciones o empresas, sin menoscabo de 
los derechos de la propiedad intelectual, así como fortalecer la vincula-
ción de la investigación con las actividades educativas y productivas.

Es en este tenor que el 28 de febrero de 2017 se publicaron en el 
Diario Oficial de la Federación las “Reglas generales para la aplicación 
del Estímulo Fiscal a la Investigación y Desarrollo Tecnológico” (efidt), 
estímulo consistente “en forma de crédito fiscal de 30 por ciento de los 
gastos de inversiones realizadas en Investigación y Desarrollo Tecnoló-
gico (idt) contra isr de las empresas”. La noticia la divulgaron formal-
mente el 4 de abril de 2017 la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(shcp) y el Conacyt. Esta acción está prevista en la fracción vii del artícu-
lo 12 de la Ley de Ciencia y Tecnología. Con ella se busca proporcionar 
incentivos fiscales a las empresas para que inviertan en ciencia y tecno-
logía, a la vez que impulsar la cooperación entre el sector productivo y 
las instituciones educativas generadoras de conocimiento. Medida com-
plementaria de la acción pública para avanzar hacia la economía y la 
sociedad del conocimiento.17

CONSEJO VERACRUZANO DE INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA  
Y DESARROLLO TECNOLÓGICO, 2004-2016

Cabe recordar que la Ley de Ciencia y Tecnología es un ordenamiento 
federal, que se deriva del artículo 3 constitucional en lo referente al 
mandato de correspondencia entre educación y progreso científico para 
impulsar la investigación científica y tecnológica. En dicha ley se esta-

17	� Conacyt, Estímulo fiscal a la investigación y desarrollo tecnológico.
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blecen las bases de una política de Estado con mira a crear el Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, que obliga a los tres ni-
veles de gobierno (federal, estatal y municipal) a crear y sostener conse-
jos u organismos estatales para apoyar la investigación científica y tec-
nológica, así como contribuir a fundar una cultura científica mediante 
acciones que estén orientadas a incorporar el conocimiento científico a 
la cultura general de la sociedad.

De ahí que en cada entidad federativa se crearan organismos públi-
cos descentralizados para desarrollar acciones de apoyo a la investiga-
ción científica y técnica, así como para promover la cultura científica. En 
Veracruz, se instituyó el Consejo Veracruzano de Investigación Científi-
ca y Desarrollo Tecnológico (Coveicydet), mediante la ley número 869 de 
Fomento a la Investigación Científica y Tecnológica del Estado de Vera-
cruz de Ignacio de la Llave, misma que fue publicada en la Gaceta Oficial 
el lunes 8 de noviembre de 2004. La finalidad es múltiple, pues compren-
de desde el fomento y el desarrollo de la investigación científica, el im-
pulso tecnológico y la innovación hasta la vinculación con los sectores 
productivos y con el ámbito de la educación en todos sus niveles. Para 
impulsar y dar seguimiento a la actividad del Coveicydet, se constituye-
ron cuatro órganos de gobierno: un Consejo Directivo, una Dirección 
General, un Consejo Técnico Asesor y un Órgano de Vigilancia. El pri-
mero lo preside un presidente, figura que recae en el gobernador del es-
tado, y son miembros los diversos titulares de las secretarías, el rector de 
la Universidad Veracruzana y los representantes del sector académico, 
industrial, empresarial, Conacyt, agropecuario y las instituciones de 
educación superior privadas. Al inicio no se contempló la inclusión de un 
representante de la legislatura del Estado, razón por la cual se reformó la 
ley con fecha 6 de junio de 2007, sólo para integrar al Consejo Directivo 
a un diputado miembro de la Comisión de Ciencia y Tecnología, adición 
publicada en la Gaceta Oficial en la fecha aludida.

Salvo la reforma mencionada, desde 2004 no ha concordado la ley 
número 869 con las reformas realizadas a la Ley de Ciencia y Tecnología 
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entre 2009 y 2015; conjunción necesaria, toda vez que la segunda cons-
tituye una ley superior reglamentaria del artículo 3 constitucional, por 
un lado. Por otro, es una ley federal cuya norma reguladora y beneficios 
derivados son aplicables a las instancias e instituciones de orden fede-
ral. Esto es, instituciones de educación, centros de investigación y enti-
dades del orden federal como son la Universidad Nacional Autónoma 
de México (unam), el Instituto Politécnico Nacional (ipn), la Universidad 
Autónoma Metropolitana (uam), los centros de investigación Conacyt, 
universidades y tecnológicos federales, Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia (inah), Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) y aque-
llas dependencias del sector público federal en las que se realiza investi-
gación científica y desarrollo tecnológico.

Para que el ordenamiento federal que establece las bases de la polí-
tica de Estado, que sustenta al Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología 
e Innovación, baje hacia los otros dos órdenes de gobierno, es decir, al 
estatal y al municipal, se requiere de la correspondencia entre la ley fe-
deral con la respectiva estatal. Sin embargo, en Veracruz no se ha reali-
zado la armonización de la ley número 869 para incorporar las reformas 
a los artículos 40 bis y 51 de la ley federal, así como a las realizadas con 
anterioridad. Dichas normas son necesarias para que puedan ser aplica-
bles a las instituciones de educación públicas estatales y éstas puedan 
ser beneficiadas sin conflicto de interés. Condición esencial con miras a 
fomentar la participación en acciones de vinculación y de transferencia 
de conocimiento y retribuir económicamente a los creadores intelectua-
les, científicos, tecnólogos e innovadores.

De ahí que sea necesario incorporar a la ley 869, al menos, un ca-
pítulo x bis que se refiera a la vinculación entre las instituciones de edu-
cación, los centros públicos de investigación y las entidades de la admi-
nistración pública, para que éstas puedan crear unidades de vinculación 
y transferencia de conocimiento, promover acciones estratégicas cientí-
ficas y alianzas tecnológicas, nuevas empresas de base tecnológica y re-
des regionales de innovación; así como retribuir a los creadores intelec-
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tuales, investigadores, académicos y personal vinculado, con el pago de 
compensaciones adicionales por concepto de regalías, sin que éstas cons-
tituyan una prestación regular ni incurran en conflicto de interés.

Si bien en el Plan Veracruzano de Desarrollo 2016-2018 se analizan 
los principales problemas económicos y sociales que está viviendo la 
entidad, las propuestas de atención son fragmentarias y pensadas en 
función del problema ex profeso, y no con relación a una atención inte-
gral que implique una visión hacia el futuro. Tal es el caso del apartado 
“Regeneración y reforzamiento de las culturas humanística, científica y 
de masas, y su organización institucional”, en lo referente al objetivo: 
“Impulsar la creación y el desarrollo artístico y científico”. En este apar-
tado, se enuncian las estrategias propuestas que habrán de desarrollarse 
en el Plan sectorial correspondiente para su posible logro, esto es, el de 
Educación. Propuestas que se antojan más un listado proveniente de una 
lluvia de ideas que de una reflexión prospectiva tendente a construir el 
Sistema Estatal de Desarrollo Científico, Tecnológico e Innovación con 
una visión integral y transversal que interrelacione a las instituciones 
de educación, a los sectores productivos y a los niveles de gobierno, ubi-
cando los campos de oportunidad de conocimiento en su relación pro-
ductiva, social y cultural.

Tarea que se tiene que realizar para sumar a la dinámica de la so-
ciedad del conocimiento al sólido sistema educativo de Veracruz, que 
cuenta con más de 35 instituciones de educación superior públicas dise-
minadas a lo largo y ancho de la entidad, como es la Universidad Vera-
cruzana con 5 campus regionales; el Sistema Estatal de Tecnológicos 
que tiene 21 institutos tecnológicos, 3 universidades tecnológicas y 1 
universidad politécnica, repartidos de norte a sur en Veracruz; así como 
4 escuelas normales y 3 centros de actualización del magisterio.18 En 
este conjunto de instituciones de educación superior laboran profeso-

18	� sev-Dirección General de Educación Tecnológica del Estado de Veracruz, “Planteles 
del Sistema de Educación Tecnológica”; sep-Dirección de Educación Superior, 
“Directorio Completo de las Escuelas Normales de la República”.
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res, investigadores y académicos que son miembros del Sistema Nacio-
nal de Investigadores (sni), los que en 2006 sumaban 738 investigadores 
nacionales, de los cuales 455 se encontraban en la Universidad Veracru-
zana. Potencial intelectual y científico que en vinculación con el sector 
productivo y social puede coadyuvar a dar otro sentido al desarrollo 
social, económico y cultural de Veracruz.19

COLOFÓN

Si bien desde el principio los conceptos de “investigación científica” y 
“enseñanza técnica” son constitutivos de la axiología constitucional des-
de 1917, ambos se percibieron como necesarios, pero no determinantes 
en la orientación de la educación. El primero se vio como soporte con-
ceptual del criterio laico; el segundo, como parte integrante del desa-
rrollo económico que requería de técnicos para la industria y el trans-
porte. Con la reforma de 1946 al texto del artículo 3, se incorporó en su 
fracción i, el mandato de progreso científico como base esencial de la 
orientación educativa, pero aún supeditado a la idea de contenidos pro-
gramáticos en el ser educativo.

Pero también fue en esa década de los años cuarenta que se reim-
pulsó la educación técnica y emergió la preocupación por crear condi-
ciones que fomentaran la investigación científica, por lo cual se estable-
ció el cnesic. Empero, no fue sino hasta la década de los años setenta 
que se definió una política nacional tendente a multiplicar la investiga-
ción científica y tecnológica. Y no se trata sólo de dar contenido cogni-
tivo a la educación con base en el progreso científico, sino de generar 
conocimiento científico y promover el desarrollo técnico. El nacimiento 
del Conacyt fue un hito que significó, y continúa significando, el senti-
do de la política científica y el avance técnico en el último cuarto del 
siglo xx con proyección hacia el siglo xxi, caracterizado por una econo-

19	� Sistema Nacional de Investigadores-Conacyt, “Padrón de beneficiarios 2016”. 

CienAñosdelaConstitucion.indd   322 05/04/18   9:39



323

EL ARTÍCULO 3 CONSTITUCIONAL Y EL PRINCIPIO DE CORRELACIÓN

mía y una sociedad altamente determinada por el conocimiento cientí-
fico y los avances tecnológicos.

Fue con la Ley para Coordinar y Promover el Desarrollo Científico 
y Tecnológico (1985), que se dio inicio a una política de Estado en mate-
ria científica, elevándose a rango constitucional al reglamentar y definir 
los axiomas señalados tanto en el artículo 3 como en el 73, respecto a la 
investigación teórica y experimental, el objeto de la innovación, la apli-
cación tecnológica a nuevos procesos y la formación de especialistas en 
ciencia y tecnología. Este cambio se vio reflejado en la reforma de 1993 
cuando se incorporó la fracción v al artículo 3, donde ya aparecen los 
conceptos de investigación científica y tecnológica, a la par del indicati-
vo de fortalecer la cultura, también desde una visión científica.

Esta introducción dio pie para que en 1999 se derogara la Ley para 
Coordinar y Promover el Desarrollo Científico y Tecnológico y se susti-
tuyera por la Ley para el Fomento de la Investigación Científica y Tecno-
lógica, ampliando la función rectora del Conacyt en materia de política 
científica. Tarea titánica dentro de un régimen que acepta la importancia 
que tiene el desarrollo científico y tecnológico, así como la formación 
profesional en ambos campos, pero que en la práctica no prioriza la 
asignación de recursos financieros para tal fin y mantiene su inversión 
muy por debajo de 1% del pib nacional, cuando el futuro productivo y 
de crecimiento económico y social dependen, en buena medida, del co-
nocimiento y de la innovación.
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ALGUNOS ASPECTOS SOBRE EL FRACASO  
DE LAS POLÍTICAS IMPLEMENTADAS  

EN LAS REFORMAS AGRARIAS DE MÉXICO  
Y DE OTROS PAÍSES LATINOAMERICANOS

José Galindo Rodríguez1

INTRODUCCIÓN

Con algunas excepciones, la mayoría de los programas de reforma 
agraria implementados en los países latinoamericanos tuvieron lugar en 
la década de 1960, después de un largo periodo de pobre desempeño 
agrícola. Con excepción de México, cuya producción agrícola se acre-
centó 325% entre 1934 y 1965 (Kay, 1999b), la producción promedio de 
la región fue baja. Entre 1950 y 1964 la producción agrícola en términos 
per cápita creció sólo 0.3%. En el mismo periodo, las exportaciones 
agrícolas de América Latina aumentaron 26%, mientras que las expor-
taciones mundiales crecieron en general 50% (Kay, 1999a). Esto repre-
sentó un deterioro de la posición de América Latina en el mercado agrícola 
mundial.

La razón de este pobre desempeño en el sector agrícola fue, en par-
te, el resultado del cambio en el paradigma de desarrollo de la agricultura 
a la industrialización, que los gobiernos locales adoptaron en ese periodo. 
Debido a esta situación, no introdujeron importantes innovaciones téc-
nicas en el sector agrícola. Además, la agricultura de exportación estaba 
sujeta a impuestos para financiar la expansión urbana e industrial y aun-
que las existencias de los tipos de cambio sobrevalorados favorecieron a 
la industria nacional, tuvieron un impacto negativo en la economía de 

1	�  Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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exportación. La producción agrícola para el consumo interno también 
sufrió, debido a que la mayoría de los gobiernos latinoamericanos fijaron 
los precios de los alimentos en sus ciudades a niveles muy bajos. Durante 
esos años, muchos de los países latinoamericanos mantuvieron las for-
mas existentes de tenencia de la tierra y a las autoridades locales.

Después de la Segunda Guerra Mundial, casi todos los gobiernos 
latinoamericanos introdujeron cambios en sus políticas agrícolas para 
estimular la producción: la inversión pública en infraestructura agrícola 
como el riego; la distribución de nuevas variedades de semillas, fertili-
zantes e insecticidas de alto rendimiento; y, hasta cierto punto, la mecani-
zación. Sin embargo, la mayoría de estas políticas beneficiaron al entonces 
débil sistema de hacienda, que todavía estaba en manos de los terrate-
nientes que pertenecían o estaban vinculados a la élite económica de 
cada país. A pesar de todo eso, las nuevas políticas resultaron positivas 
para empezar a limitar la caída de la productividad del campo latinoa-
mericano. Hubo un importante aumento en la producción de alimentos 
como carnes, cereales, frutas y otros productos que abastecían al nuevo 
mercado de alimentos urbanos.

A medida que se desarrollaba este proceso de modernización en el 
sector agrícola, una combinación de factores internos y externos estimu-
laron la introducción de reformas agrarias en las agendas políticas de la 
región. Con excepción de países que ya habían emprendido grandes re-
formas como México, Bolivia y Cuba con su revolución de 1959, las ha-
ciendas habían dominado los paisajes rurales latinoamericanos.

APOYO EXTERNO Y JUSTIFICACIÓN DE LAS REFORMAS

Después de la Revolución cubana, Estados Unidos, temeroso de la ex-
pansión de otros movimientos socialistas en la región, lanzó la iniciativa 
Alianza para el Progreso para apoyar la deteriorada economía campesi-
na en América Latina. Este programa básicamente ofrecía ayuda econó-
mica para la implementación de reformas agrarias en diferentes países.
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Aunque la Alianza para el Progreso fue una iniciativa externa, que 
no había surgido de las fuerzas locales internas, como había sido el caso 
de las reformas agrarias en México y Bolivia, representó una razón im-
portante por la cual varios países emprendieron este tipo de reformas 
durante y después de la década de 1960 en América Latina. Sin embar-
go, en la práctica, la mayoría de éstas representaron “un ejercicio cosmé-
tico diseñado para asegurar el cumplimiento” de este proyecto (Bulmer-
Thomas, 1994: 320).

Algunas de las principales razones que justificaron las reformas 
agrarias en cada país y que fueron generalmente apoyadas por gobier-
nos nacionales, asesores externos, personas de la cepal y la Alianza 
para el Progreso fueron:

1. �El crecimiento agrícola reduciría las presiones inflacionarias cau-
sadas por el aumento de la demanda de alimentos en las ciudades.

2. �Reducción de la pobreza y el mejoramiento de la distribución del 
ingreso: una mejor distribución del ingreso permitiría la expan-
sión del consumo de bienes industriales. Al mismo tiempo, resolve-
ría el problema de los levantamientos armados en las zonas rurales.

3. �Expansión de la producción industrial mediante la ampliación 
del mercado interno: el aumento de la demanda de bienes indus-
triales se reflejaría en el incremento de la producción de éstos 
para cubrir el exceso de demanda generada.

4. �El apoyo político del campesinado a los gobiernos y la incorpora-
ción de los campesinos a la estructura social y política reforzaría 
los sistemas políticos en la región (Bulmer-Thomas, 1994).

Algunas de estas razones fueron apoyadas por estudios que mostraron 
una relación inversa entre el tamaño de las fincas y su rendimiento por 
hectárea. Sobre la base de esta relación inversa, se explicó que la redis-
tribución de grandes fincas en parcelas más pequeñas traería tanto más 
producción como más empleo. Además, los partidarios de la reforma 

CienAñosdelaConstitucion.indd   331 05/04/18   9:39



JOSÉ GALINDO RODRÍGUEZ

332

argumentaron que la tierra se concentraba en pocos terratenientes y 
había un exceso en la oferta de mano de obra, lo que significaba que los 
propietarios podían mantener bajos salarios. Quienes habían promo-
vido la reforma también querían aumentar la productividad de la tierra, 
y adujeron que una forma más fácil de obtener esa productividad era 
redistribuir la tierra en vez de hacer costosas inversiones en tecnología mo-
derna, lo que, además, podría haber sido desplazamiento laboral (Berry 
y Cline, 1979).

REALIZACIÓN DE REFORMAS

Los principales países que emprendieron reformas agrarias en los años 
sesenta fueron Chile, Colombia, Perú y Ecuador. Otros, como Nicaragua 
y El Salvador, llevaron a cabo las reformas en las siguientes décadas, des-
pués de la Revolución Sandinista y la Guerra Civil, respectivamente. Ar-
gentina fue la excepción a las políticas de reforma agraria y Brasil estuvo 
involucrado en pocos esfuerzos a mediados de los años ochenta. Otras 
reformas, como la paraguaya, la uruguaya y la venezolana, se convirtie-
ron en políticas de colonización más que en planes de redistribución.

Toda reforma agraria incluyó dos medidas fundamentales, al me-
nos en el papel. En primer lugar, las grandes haciendas que fueron subex-
plotadas y no directamente cultivadas por sus propietarios serían expro-
piadas, y las tierras expropiadas serían distribuidas entre los pequeños 
agricultores. En segundo lugar, estos pequeños agricultores se agrupa-
rían en cooperativas para fomentar la producción agrícola eficiente (Long 
y Roberts, 1997: 310). 

Sin embargo, el nuevo sistema cooperativo entró en conflicto con 
las prácticas agrícolas profundamente arraigadas, derivadas de una 
base familiar, y con otros patrones de producción que habían seguido 
los campesinos antes de implementar las reformas (Long y Roberts, 
1997). Como resultado de esas desavenencias, el carácter colectivo del 
sector reformado era a menudo más aparente que real.
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En la mayoría de las reformas agrarias implementadas en este pe-
riodo en América Latina, el margen de maniobra fue limitado por la 
necesidad de mantener el nivel de producción. Los gobiernos trataron 
de preservar la producción agrícola, y los ingresos de exportación prove-
nían de forma desproporcionada de las grandes fincas, por lo que prote-
gían a las haciendas más productivas manteniéndolas intactas incluso 
si eran expropiadas. Perú es un claro ejemplo de ello, en Nicaragua y Hon-
duras también se aplicaron políticas similares.

Además, las políticas exitosas que se habían introducido en el pe-
riodo de posguerra para modernizar las haciendas no permitieron nin-
guna disminución importante de ese sistema cuando las reformas agra-
rias se estaban llevando a cabo. Más bien, las haciendas se transformaron 
en pequeñas granjas capitalistas y se redistribuyeron menos tierras a los 
campesinos.

Los terratenientes también desempeñaron un papel muy importan
te en ese proceso de modernización porque, tratando de evitar cualquier 
expropiación de sus tierras antes de la implementación de los programas 
de la reforma agraria, tomaron algunas medidas de protección, como 
subdividir sus tierras entre parientes y despedir a los trabajadores que 
representaban cualquier presión o amenaza. También cambiaron sus mé-
todos de producción, adoptando los mecanizados, y reemplazaron a los 
arrendatarios por trabajadores asalariados. Por lo tanto, el hecho de que 
los terratenientes percibieran la reforma agraria como una amenaza fue 
un factor que también facilitó la modernización de las haciendas. En pa-
labras de Bulmer-Thomas (1994: 320): “Irónicamente, el temor de la refor-
ma agraria persuade a los grandes agricultores a adoptar técnicas supe-
riores, por lo que la relación de rendimiento inverso entre el tamaño de las 
haciendas y su rendimiento por hectárea dejó de tener la misma fuerza”. 

Asimismo, en los países donde la legislación de la reforma agraria 
permitía a los propietarios retener parte de sus bienes después de la 
expropiación, el sector agrícola capitalista de tamaño mediano se ex-
pandió. En esos casos, los terratenientes conservaron la tierra de mejor 
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calidad, ganado y maquinaria agrícola; en consecuencia, las nuevas pro-
piedades más pequeñas se hicieron más eficientes. Las reservas chilenas 
fueron un claro ejemplo de ello.

Aunque la modernización de las haciendas fue en parte consecuencia 
indirecta de las reformas agrarias, éstas también produjeron algunos resul-
tados. Los mayores efectos se obtuvieron en países que habían experimen-
tado revoluciones sociales. Por ejemplo, México (1910), Bolivia (1952), Cuba 
(1959) y Nicaragua (1979). La razón era que tales revoluciones representa-
ban una amenaza real para el poder político de los terratenientes. En otros 
países, donde no había ocurrido un suceso tan importante, era más fácil 
para éstos invertir el proceso de la reforma agraria o simplemente evitarlo.

LOS RESULTADOS DE LAS REFORMAS

Las tierras agrícolas expropiadas en Bolivia y en Cuba, como conse-
cuencia de su reforma agraria, fueron proporcionalmente las más exten-
sas de América Latina, con cerca de cuatro quintas partes de ellas. Le si-
guen México, Chile, Perú y Nicaragua con casi la mitad de las tierras 
agrícolas expropiadas.2 Respecto al número de campesinos y de trabaja-
dores rurales beneficiados, Bolivia, Cuba y México encabezaron el pro-
ceso. En los dos primeros países, alrededor de las tres cuartas partes de 
los hogares agrícolas se incorporaron al sector reformado y, en el caso 
mexicano, casi la mitad.

En el resto de los países que experimentaron un proceso de reforma 
agraria, los resultados fueron limitados en términos de tierras expropia-
das y de campesinos beneficiados. Esto se debió principalmente a:

1. �La debilidad y/o el verdadero propósito de los gobiernos para 
implementar un programa de reforma agraria sustancial.

2	� Economic Commission for Latin America-Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (1986); Thiesenhusen (1989). 
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2. �La intención de promover la agricultura capitalista en vez de la 
agricultura campesina.

En términos de producción agrícola, en la mayoría de los países los in-
crementos esperados en la producción no fueron alcanzados por las re-
formas. En la primera etapa de su reforma, México, como se mencionó 
anteriormente, fue una de las excepciones a esta tendencia. Sin embar-
go, esto fue el resultado del interés genuino que el presidente Lázaro 
Cárdenas tuvo en la reforma del sector rural. Otros presidentes, por ejem-
plo, Miguel Alemán (1946-1952), descuidaron la agricultura campesina 
y apoyaron al sector agrícola privado.

Otros países que experimentaron importantes reformas agrarias 
no obtuvieron grandes incrementos en la producción. Este fue en parti-
cular el caso de Bolivia, que tardó casi una década para que la produc-
ción alcanzara su nivel prerrevolucionario después de la implementa-
ción de la reforma agraria. En el caso de Chile, la producción agrícola era 
inestable. Primero, se acrecentó durante los primeros años del régimen 
de Frei; luego disminuyó, y volvió a aumentar en el primer año de la pre-
sidencia de Allende. Sin embargo, con el golpe militar de 1973 la produc-
ción en la economía campesina declinó bruscamente. Después del golpe, 
aparecieron otros problemas relacionados con la organización interna 
del sector reformado.

Perú mantuvo niveles muy bajos de producción a pesar de la refor-
ma agraria, no sólo por los conflictos que surgieron entre gerentes y 
beneficiarios del sector reformado, sino también por la decisión del go-
bierno de controlar los niveles de producción de las grandes haciendas 
comerciales y mantenerlas como unidades productivas; esto se mencio-
nó anteriormente.

En Nicaragua, los conflictos internos entre los “contras” y el go-
bierno, la situación general de inseguridad en el país y la mala adminis-
tración de las empresas reformadas, fueron factores que contribuyeron a 
la baja en la tasa de crecimiento agrícola de los años ochenta. Esto con-
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trasta con lo que ocurrió en El Salvador, donde, como resultado de la 
reforma que ocurrió en esa década, los rendimientos alcanzados en las 
tierras colectivas superaron a los obtenidos en las parcelas familiares.

Sin embargo, para la región en general, el efecto positivo del propio 
proceso de redistribución fue cancelado por factores macroeconómicos 
tales como condiciones desfavorables de términos internos de inter-
cambio y política cambiaria, así como por el mal desempeño del sector 
reformado. Si la economía y la agricultura no se mueven, la única que ha 
sido redistribuida es la pobreza (Kay, 1999a). 

Además, en la mayoría de las reformas los grupos rurales más po-
bres fueron excluidos de la redistribución de las tierras, causando gran-
des diferencias económicas entre los campesinos. De hecho, una tenden-
cia común que ocurrió principalmente en Perú y El Salvador fue que los 
beneficiarios de las reformas agrarias (exarrendatarios y asalariados per-
manentes de las haciendas) se convirtieron de manera ocasional en una 
especie de nuevo patrón, que continuaba con las prácticas de emplear 
trabajadores temporales con bajos salarios y arrendamiento de terrenos 
a minifundistas y comuneros (Kay, 1999b). Esto implicó la creación de 
nuevas formas de las mismas relaciones que habían persistido a lo largo 
de los años, y que trataban de ser eliminadas por las reformas.

Quizá uno de los objetivos que se logró, de alguna manera, con la 
implementación de las reformas agrarias en América Latina fue el de-
sarrollo de instituciones formales en el campo. Los gobiernos facilita-
ron la aparición de sindicatos y otros tipos de organizaciones campesi-
nas cooperativas. Con este proceso, los campesinos estuvieron por 
primera vez más integrados en la sociedad y en la política (Kay, 1999b). 
Sin embargo, no todos los campesinos se beneficiaron de las nuevas 
organizaciones. El sector campesino reformado fue el que recibió el pa-
trocinio del gobierno, porque se consideró esencial para el apoyo al ré-
gimen. México y Cuba son un claro ejemplo de países en los que la 
reforma agraria contribuyó a la estabilidad y al fortalecimiento del sis-
tema político. En Bolivia, la reforma redujo los problemas en el campo. 
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Por el contrario, en Chile uno de los factores que desencadenó el golpe 
militar fue el intenso conflicto social en zonas rurales.

Algunos estudios han demostrado que, en general, el nivel de vida 
de los beneficiarios directos de las reformas mejoró. Sin embargo, estos 
efectos positivos se vieron reducidos por la aparición de la crisis produ-
cida por la deuda latinoamericana a principios de los años ochenta y por 
la implementación de un nuevo modelo económico, el neoliberalismo, 
en parte para tratar de resolver esta crisis.

CAMBIOS INTRODUCIDOS POR EL NUEVO  
MODELO ECONÓMICO

Desde la década de 1980, las políticas rurales han cambiado drástica-
mente debido a la introducción de medidas neoliberales. La mayoría de 
los recursos y los servicios que los gobiernos solían proporcionar para 
apoyar la producción agrícola, tales como asistencia técnica, crédito y 
otros, se han privatizado. Al mismo tiempo, la liberalización de la eco-
nomía ha propiciado oportunidades para los productores agrícolas que 
están en mejor posición para competir en los mercados internacionales. 
En general, estos productores son agricultores comerciales, no agricul-
tores campesinos.

Además, los gobiernos neoliberales han subrayado la importancia 
del derecho de propiedad para el buen funcionamiento de un mercado 
de tierras libre y un sistema de crédito. También han alentado la ruptu-
ra de cualquier forma de tenencia colectiva de tierras. Sin embargo, esta 
tendencia contra la posesión colectiva de tierras había comenzado mu-
cho antes de la implementación de las medidas neoliberales. El carácter 
comunal del sector reformado nunca funcionó bien. Lo que llevó a que 
los productores agrícolas comenzaran a buscar soluciones individuales 
a problemas colectivos, como la emergencia de los free-riders. Es decir, 
aquellos que se benefician sin trabajar o que no pagan alguna contra-
prestación, por ejemplo, los gravámenes a la posesión de tierras. 
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Las tierras con los gobiernos neoliberales, cuando es posible, se 
han dividido en parcelas o en terrenos de propiedad particular. Esta 
medida ha ampliado al sector agrícola campesino individual en muchos 
países latinoamericanos. Sin embargo, no todos los beneficiarios del 
sector previamente reformado pudieron obtener una parcela con el sis-
tema neoliberal, y los que la adquirieron a veces no lograron pagar las 
deudas en que incurrieron para comprarla.

El proceso de subdivisión de las tierras en parcelas comenzó en 
Chile a fines de 1973. Sin embargo, sólo unos pocos parceleros se habían 
beneficiado del auge de la agroexportación chilena en el cambio de si-
glo. Perú siguió un proceso de subdivisión de tierras después de 1980, y 
se convirtió en el proceso más grande de las siguientes dos décadas en 
América Latina. El problema en el caso del Perú ha sido la falta de financia-
miento, lo que limitó al sector de los parceleros. Después de Perú, otros 
países también adoptaron el proceso de parcelación a principios de los 
años noventa. Nicaragua, México y El Salvador son algunos ejemplos.

Aunque en algunos países las medidas adoptadas por los gobiernos 
neoliberales han tenido éxito en la expansión de la producción agrícola, las 
nuevas oportunidades que la liberalización de la economía ha llevado a 
las zonas rurales han sido más beneficiosas para los agricultores capitalis-
tas que para el sector campesino. Esto se debe a que los agricultores capi-
talistas tienen más tierra, capital y recursos técnicos, así como vínculos 
con los mercados (nacionales e internacionales), instituciones de crédito e 
influencia en la política agrícola. Como resultado, han estado en mejores 
condiciones para aprovechar las oportunidades que la economía de mer-
cado ha traído y para superar los riesgos del mercado (Kay, 1998). Se puede 
decir que la inserción de los productos agrícolas latinoamericanos en los 
mercados mundiales ha fortalecido la doble estructura de la agricultura: 
la comercial de exportación y la campesina de baja productividad.3 

3	� Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (1991, 
1992, 1993). 
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MÉXICO

La mayor parte de la concentración de tierra que caracterizó a México a 
principios del siglo xx fue el resultado de un corpus de leyes liberales que 
fueron proclamadas en la segunda mitad del siglo xix. La promulgación 
de una ley de confiscación y la segunda constitución liberal del siglo xix 
(1856-1857) fueron seguidas por la aparición de un cuerpo de leyes, códi-
gos, artículos y jurisprudencia federal y local, que buscaban regular y 
transformar radicalmente la legalidad del sistema de propiedad hacia la 
propiedad individual de la tierra; es decir, propiedades que podrían inter-
cambiarse con facilidad en el mercado de la tierra. El principal pensa-
miento de los ideólogos liberales era que la mayoría de los mexicanos se 
convirtieran en pequeños terratenientes, lo que traería progreso econó-
mico y crearía una verdadera clase media leal a la causa liberal. Sin em-
bargo, la aplicación de las nuevas regulaciones tropezó con múltiples obs-
táculos estructurales y con la oposición de las empresas y los individuos 
sin títulos. Además, en la práctica, el derecho colonial siguió vigente y 
hubo contradicciones entre las regulaciones locales y federales de la tierra. 
También, muchas propiedades fueron subastadas y los ricos lo aprovecha-
ron para obtener más posesiones. Como resultado de esto, la clase media 
no se desarrolló en la dimensión que se buscaba. En resumen, esas leyes 
liberales permitieron una importante transferencia de tierras de la Iglesia 
y de las comunidades indígenas a los viejos y a los nuevos latifundistas.

En México, como en otros países de la región, el fin del siglo xix y 
principio del xx representó la consolidación del sistema de haciendas.

En 1910, cuando comenzó la Revolución mexicana, el campesina-
do indio en el centro de México se encontraba peor que cuando los libe-
rales llegaron al poder en 1855. Es por eso que algunos de los primeros 
autores que estudiaron la Revolución mexicana: Molina (1909) y Tan-
nenbaum (1929) consideraron que el problema de la concentración de la 
tierra en las haciendas y en las empresas de agrimensura era el leitmotiv 
de la Revolución.
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Como resultado de la Revolución se promulgaron nuevas leyes. 
Comenzando con la ley de 6 de enero de 1915, que fue seguida por la 
Constitución de 1917; estas leyes reintrodujeron el derecho a poseer 
propiedad comunal. La ley de 6 de enero de 1915 anuló toda alienación 
de las tierras, aguas y bosques de los pueblos. Estableció “como acto 
elemental de justicia” el retorno de estas propiedades mediante la resti-
tución y la dotación, y estableció los mecanismos generales de la refor-
ma agraria. Más tarde, el artículo 27 de la Constitución de 1917 deter-
minó la propiedad original de la nación sobre el suelo, el subsuelo y el 
agua, y restauró, aunque sobre una base nueva, el pluralismo jurídico de 
la propiedad de la tierra: la propiedad privada (establecida por la nación 
y restringida por el derecho de expropiación por razones de utilidad 
pública) y la propiedad comunal o colectiva. Esta última sería creada 
por el Estado para responder a la solicitud de las personas desposeídas 
o privadas de la tierra, pero compensando a los propietarios de las fin-
cas afectadas por la redistribución. En otras palabras, este artículo fue 
diseñado para cumplir con las demandas de muchos campesinos que 
habían sido privados durante el Porfiriato, manteniendo la posibilidad 
de propiedad privada (artículo 27 de la Constitución Política de Méxi-
co). Como ha sido el caso con las regulaciones liberales de la tierra, que 
le han dejado a los estados la tarea de implementar algunos aspectos 
reguladores del nuevo cuerpo legal. Los estados podrían fraccionar 
grandes propiedades por razones de utilidad pública y fijarían la canti-
dad máxima de tierra que podría poseer un propietario estipulándolo 
en las leyes locales de tierras. Éstas, como también había sido el caso con 
las leyes liberales locales anteriores, tardaron algún tiempo en ser escri-
tas e implementadas. Comenzaron a dictarse desde 1918 y extendieron 
la pluralidad de los tipos de propiedad, aumentando la imprecisión con-
ceptual y la diversidad de las interpretaciones jurídicas. El resultado de 
todo esto fue la complicación del marco legal, que a su vez enredó el con-
texto institucional, haciéndolo desfavorable para la inversión y el desa-
rrollo productivo.

CienAñosdelaConstitucion.indd   340 05/04/18   9:39



341

ALGUNOS ASPECTOS SOBRE EL FRACASO DE LAS POLÍTICAS

Los años que siguieron a la Revolución no vieron ninguna redistri-
bución importante de la tierra. El periodo 1920-1935 fue de consolida-
ción del grupo gobernante y de reconstrucción económica, y sólo se 
reasignaron pocos terrenos; en general, en forma de parcelas individua-
les a cada miembro del ejido.4 De hecho, los gobernantes de la década de 
1920 en México provenían de los estados del norte de la república. Ha-
bían sido influenciados por el modelo capitalista rural de Estados Uni-
dos, sobre todo del sur de ese país, y tendían a favorecer las propiedades 
de terrenos privados de tamaño pequeño y mediano sobre las propieda-
des comunales. Por lo general, redistribuyeron la tierra sólo cuando ne-
cesitaban la ayuda de la población para hacer frente a amenazas parti-
culares. Este fue claramente el caso en la Guerra Cristera (1926-1929). 
Durante esta guerra, las fuerzas gubernamentales fueron apoyadas por 
los agraristas, que formaron una milicia rural reclutada en todo México. 
Estos agraristas, como su nombre indica, se habían beneficiado de las 
políticas oficiales de redistribución de la tierra.

Lázaro Cárdenas asumió el poder en 1934. Fue originario de Mi-
choacán, estado centro-occidental. Por lo tanto, estaba acostumbrado a 
formas más tradicionales de propiedad de la tierra. Además, había sido 
influenciado por las ideas socialistas, muy en boga en ese periodo. Si-
guiendo sus ideas consideró la necesidad de redistribuir más tierras al 
campesinado, no sólo como una forma de mejorar la justicia social y el 
nivel de vida de los campesinos, sino también para aumentar la producti-
vidad de las tierras. De este modo, la redistribución de la tierra daría a 
Cárdenas un control vertical sobre los campesinos que se organizaron en 
la Confederación Nacional Campesina (cnc) después de 1938. Una polí-
tica similar de centralización se había implementado con trabajadores 
industriales que se organizaron en la Confederación de Trabajadores de 
México (ctm) en 1936. Como en el caso de la ctm con los trabajadores, la 

4	� El ejido se define como un área de tierra comunal utilizada para la agricultura, en la 
cual los miembros de la comunidad cultivan en forma individual parcelas designa-
das y mantienen colectivamente las propiedades.
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creación de la cnc representó la intención del gobierno de limitar la auto-
nomía de los movimientos campesinos independientes, lo que estaba en 
la misma dirección de los propósitos de administraciones anteriores.

Cárdenas desarrolló un plan de expropiación de grandes hacien-
das en general y, por primera vez, también consideró la redistribución 
de tierras de haciendas altamente productivas. Para evitar una destruc-
ción importante de su productividad, creó ejidos colectivos. Los ideólo-
gos del ejido: 

Plantearon su propia solución institucional, sui generis: inicialmente con 

la idea de restaurar, al menos provisionalmente, algo del pasado [...] mo-

dos de tenencia de la tierra y organización comunitaria que supuesta-

mente existían y funcionaban bien antes. Con la idea de reconstituir, por 

necesidad política más que convicción o admiración, las formas y prácti-

cas colectivas de tenencia agrícola y organización social supuestamente 

características de las poblaciones nativas de México, cuyos orígenes se 

remontan a los pueblos indios y a través de ellos, los calpullis del Mundo 

indígena prehispánico (Kourí, 2015: 1). 

Según Emilio Kouri, “otorgar tierras a colectividades de campesinos 
por medio del ejido [...] era en muchos aspectos un extraño ideal revo-
lucionario, inspirado más por un sentido del pasado que por una visión 
del futuro” (Kourí, 2015: 1). Además, las ideas en las que se inspiró el 
nuevo modelo (el igualitarismo en los ejidos originales y las de los que 
afirmaban que “la tenencia comunal tradicional en los pueblos mexica-
nos era en gran medida estable, transparente, funcional y muy querida 
institución socio-legal hasta 1856, cuando los liberales la proscribieron” 
(Kourí, 2015: 1)) eran exageradas o ni siquiera existían en la práctica en 
las comunidades indígenas mexicanas. De hecho, “es posible afirmar 
que durante siglos la distribución del control y el uso de la tierra comu-
nal fue muy jerárquica y profundamente desigual, y que, en la práctica, 
existían derechos de propiedad privados” (Kourí, 2015: 1). Sin embargo, 
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en ese momento ninguno de los ideólogos del nuevo ejido cuestionó 
este modelo ni sugirieron otras alternativas que podrían haber genera-
do resultados diferentes, tales como granjas familiares inspiradas en 
Estados Unidos, colonias agrícolas privadas, granjas colectivas soviéticas, 
o una mezcla de aquéllas, que eran las formas más modernas de tenen-
cia de la tierra en el mundo, en ese momento.

La política de tierras de Cárdenas se complementó con la creación 
del Banco de Crédito Ejidal, y por el aumento de los recursos al Depar-
tamento Agrario. El gobierno utilizó a estas instituciones para ofrecer 
planes, organización, créditos y otros servicios a los nuevos ejidos.

Algunos de los primeros ejidos colectivos fueron exitosos. Por 
ejemplo, los establecidos en la región norte del país como La Laguna 
(Kourí, 2015), en el estado de Coahuila, y el Valle del Yaqui, en el estado 
de Sonora, que tenían una productividad comparable a la de las anti-
guas haciendas capitalistas. Sin embargo, otros casos representaron un 
terrible fracaso económico; por ejemplo, en Yucatán e incluso en Mi-
choacán, donde el presidente Cárdenas había puesto mucho esfuerzo 
para instaurar ejidos exitosos.

En términos políticos, la reforma agraria de Cárdenas tuvo mucho 
éxito. En sus seis años de mandato redistribuyó alrededor de 18 millones 
de hectáreas de tierra a los campesinos, las cuales fueron más de lo que 
todos sus predecesores habían reasignado. Además, durante su presiden-
cia, el sistema de hacienda perdió su influencia predominante en México. 
Sin embargo, este país no fue la excepción en las tendencias generales 
que aparecieron en la mayoría de los países latinoamericanos, que em-
prendieron importantes reformas agrarias. Como en otros países, Cár-
denas –la ley– permitió a los hacendados mantener tierras dentro de las 
haciendas. Las tierras retenidas eran generalmente las mejores. Se in-
cluyeron el edificio principal de la hacienda, los almacenes y el acceso al 
agua y a las bombas de agua. Además, al igual que en el resto de los países, 
la simple amenaza que representaba la reforma agraria animaba a los 
hacendados a subdividir sus tierras entre parientes, prestanombres o 
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empleados. Estos dos factores, unidos a la falta de infraestructura, recursos 
y crédito que enfrentaron la mayoría de los ejidatarios en los gobiernos 
poscardenistas, permitieron el desarrollo de una nueva clase de terrate-
niente, que propició un fenómeno conocido como neolatifundismo.

Los gobiernos después de Cárdenas, como los anteriores, no se in-
volucraron demasiado en las actividades para estimular la redistribu-
ción de las tierras a los campesinos hasta la década de 1960. Para esos 
gobiernos, la prioridad fue el desarrollo de la agricultura comercial y la 
industria. La falta de interés en la producción ejidal se reflejó en los 
cambios en el rendimiento por hectárea en los ejidos comparados con 
los de las fincas privadas. Entre 1938 y 1943, los ejidos mostraron 9% 
más de producción por hectárea en comparación con las fincas priva-
das. Sin embargo, para 1960, las propiedades privadas tenían 25% más 
de producción por hectárea que los ejidos.5 

De hecho, la etapa presidencial de Miguel Alemán (1946-1952) ha 
sido llamada “periodo de contrarreforma”, no sólo porque modificó el 
código agrario para promover la agricultura capitalista a gran escala, 
sino también porque extendió certificados de inmunidad a los terrate-
nientes para evitar la expropiación de sus tierras. Además, retiró el apoyo 
financiero y técnico a los ejidos. Las iniciativas de Alemán se fortalecie-
ron aún más en las administraciones posteriores, y todas las tierras que 
se redistribuyeron a los campesinos durante esas administraciones fue-
ron generalmente marginales e infértiles. Por ejemplo, durante el go-
bierno de Díaz Ordaz (1964-1970) se redistribuyeron 25 millones de 
hectáreas de tierra. Esto representó una cantidad mayor que la de Cárde-
nas, sin embargo, sólo 10% de ella era cultivable (Gutelman,1974: 293).

Es importante mencionar que aunque la política agraria después 
de Cárdenas comenzó a favorecer más al sector privado sobre la econo-
mía campesina, la tasa de crecimiento agrícola fue la mayor en toda 

5	� Centro de Investigaciones Agrarias y Comité Interamericano de Desarrollo Agrícola 
(1974: 213).
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América Latina hasta 1965. De hecho, con esa tasa, la agricultura pudo 
proporcionar cantidades importantes de divisas necesarias para la in-
dustrialización. A partir de los años sesenta el desempeño agrícola ha 
sido pobre. Después de 1965, la producción agrícola se desaceleró, au-
mentando sólo 1.2% anual entre ese año y 1970. El desempeño en los 
años setenta y ochenta fue errático y desigual; en la década de los ochen-
ta, el crecimiento de la producción agrícola fue negativo al menos en 
cinco de cada diez años.6 En realidad, en 1980 fue necesario que el gobier-
no implementara el Sistema Alimentario Mexicano (sam) y se convir-
tiera en autosuficiente en la producción básica de cereales, en particular 
del maíz y del frijol. Este sistema ayudaría a la economía campesina; 
tuvo éxito en su primer año de funcionamiento, 1981, en términos de 
obtener los resultados de producción esperados. Sin embargo, la mayor 
parte de la producción se dio en los distritos que estaban bajo el control 
de la burguesía agraria. Como resultado de esto, la economía campesi-
na no fue tan beneficiada como se había planeado desde su origen. En su 
segundo año de funcionamiento, el sam no pudo alcanzar su objetivo 
principal en términos de producción básica de cereales y, finalmente, 
fue enterrado en parte como resultado del estallido de la crisis de la 
deuda en 1982. Después de un infructuoso esfuerzo para poner en práctica 
un amplio programa de reforma agraria durante el gobierno de Echeve-
rría (1970-76),7 la política agraria de López Portillo y Miguel de la Ma-
drid favoreció a los agricultores privados de mediana y gran escala, y 
prestó poco apoyo a los beneficiarios de la reforma.

Y siguiendo esta tendencia, a principios de los años noventa, el go-
bierno mexicano de Salinas (1988-1994) definió una serie de políticas 
dirigidas a liberalizar la agricultura: la reforma del ejido, la supresión de 

6	� Banco de México-Oficina de Estudios sobre Proyecciones Agrícolas (1966).
7	� Echeverría incluso creó un nuevo ministerio, la Secretaría de la Reforma Agraria, 

específicamente para abordar los temas asociados con la implementación de la reforma 
agraria. Sin embargo, se distribuyeron muchas tierras improductivas y a veces se die-
ron más de una vez las mismas tierras, como una forma de mostrar la magnitud de la 
reforma y disimular la situación real de las zonas rurales.
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los permisos de importación a alimentos, la reducción de los aranceles, 
la supresión de los precios de garantía y la negociación del tlcan; el 
desmantelamiento y la extinción de la Compañía Nacional de Subsis-
tencias Populares (Conasupo), empresa paraestatal mexicana encarga-
da de desarrollar acciones relacionadas con el sistema de abastecimien-
to de alimentos y la seguridad alimentaria mexicana; y la reducción de 
los subsidios a la agricultura, entre otros.

Las reformas de 1992 al artículo 27 de la Constitución mexicana pu-
sieron fin a la reforma agraria. Estas reformas constitucionales relajaron la 
mayoría de las prohibiciones sobre la tenencia y la transferencia de tierras 
y abolieron el derecho a una parcela para cada ciudadano mexicano. Ade-
más, las reformas definieron los derechos individuales a la tenencia de la 
tierra de los ejidatarios, que pueden asociarse entre sí y vender, comprar y 
alquilar sus tierras, o usarlas como garantía, algo que antes no era posible. 
Todas estas acciones tienen que ser autorizadas por la asamblea ejidal. Este 
fue un paso importante para convertir al sistema agrícola mixto estableci-
do en uno netamente capitalista. Además, a partir de 1995, estas medidas 
han sido complementadas con una conjunción de programas guberna-
mentales para apoyar la competitividad de los agricultores en una econo-
mía abierta. Cada estado o municipio es responsable de aplicar estos pro-
gramas, que están centralizados por el gobierno federal en la Alianza para 
el Campo. Este es el último programa agrícola federal importante, insti-
tuido durante la administración del presidente Zedillo en 1995. En la si-
guiente administración se llamó Alianza Contigo.

Sin embargo, la producción agrícola no mejoró en las siguientes 
décadas. De hecho, el sector agrícola tuvo un desempeño bastante po-
bre, con un crecimiento anual del pib agrícola consistente pero inferior 
al promedio regional, incluso por debajo de la tasa del crecimiento de-
mográfico de México (De Albuquerque, Dirven, Vogelgesang, 2000: 
1673-1688). Sólo se han cumplido algunas previsiones sobre los efectos 
de la liberalización, como el auge de la producción de frutas y de horta-
lizas en determinados estados del país.
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Entre 1994 y 2014, el volumen de producción de frutas y hortalizas se 

duplicó y su valor creció a tasas reales promedios anuales de 2.1% y 1.9%, 

mientras que el valor total de la producción agrícola doméstica creció a 

una tasa real promedio anual del 0.9%. En 2013, la producción mundial 

de frutas y hortalizas se estimó en 1.8 millones de toneladas. México 

ocupó el séptimo lugar con una participación del 1.7% en la oferta mun-

dial, después de China (40.4%), India (11.2%), Estados Unidos (3.4%), 

Brasil (2.7%), Turquía (2.4%) e Irán (2.0%). Los cinco árboles frutales 

más importantes aportan el 11.7% del valor de la producción agrícola 

nacional: aguacate (5.0%), limón (2.2%), naranja (1.6%), plátano (1.5%) y 

nuez (1.5%); las cinco verduras principales aportan 11.6%: chile verde 

y seco (4.3%), tomate rojo (3.7%), espárragos (1.4%), cebolla (1.4%) y pe-

pino (0.9%) (Gaucín, 2015a: 1).

Sin embargo, al igual que en otros países de América Latina, las refor-
mas neoliberales mexicanas han beneficiado “a los agricultores más 
acomodados, ya involucrados en los cultivos más dinámicos o ya estable-
cidos en las regiones más dinámicas, exacerbando así las fuertes desigual-
dades existentes” (De Albuquerque, Dirven y Vogelgesang, 2000: 1682). 

Asimismo, México ocupa el quinto lugar en el mundo según el 
valor de las exportaciones de frutas y hortalizas, con una cuota del 4.4%. 
Precede Estados Unidos (10.7%), China (9.1%), España (8.3%) y los Paí-
ses Bajos (7.8%). Algunos estados productores de frutas y hortalizas en 
México son: Sinaloa, Michoacán, Zacatecas, Guanajuato, Sonora, Vera-
cruz y San Luis Potosí (Gaucín, 2015b). 

Además de la desigualdad, persiste la polarización productiva y 
regional en el campo mexicano, así como la falta de acceso a los servi-
cios financieros por parte de los campesinos. Como resultado de la alta 
pobreza en el campo y del limitado crecimiento económico y, por con-
siguiente, de la baja demanda de mano de obra, los habitantes del área 
rural mexicana siguen mirando hacia Estados Unidos como una alter-
nativa para mejorar su calidad de vida.
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Por otro lado, a pesar de las reformas de los últimos 20 años, el 
campo mexicano no ha experimentado una profunda reorientación hacia 
el cultivo de bienes más competitivos en el mercado internacional, a 
pesar de que hoy México se destaca como uno de los países latinoameri-
canos con la mayor canalización de recursos públicos a su agricultura.8 

Aparte del caso específico de las frutas y las hortalizas, cuya tasa de 
crecimiento es ligeramente superior a la media del resto de la agricultu-
ra en México, la producción agrícola mexicana es muy baja, además de 
que persiste un problema de difícil solución o sobre el cual no se han 
puesto suficientes recursos y talento para resolverlo: la correcta gestión 
de la política pública sobre la clara distinción que existe entre los pro-
ductores agrícolas comerciales y los agricultores que producen granos 
básicos sobre todo para su propio consumo. Se vuelve necesario que la 
política pública hacia los hogares rurales se base en la atención a los as-
pectos productivos de estos hogares, más que en las políticas de lucha 
contra la pobreza.

CONCLUSIONES

Es difícil generalizar los resultados de las reformas agrarias en América 
Latina. Algunos países pudieron redistribuir más tierras a los campesi-
nos que otros y desarrollar programas con un verdadero deseo de mejo-
rar la economía campesina. Para otros países, la reforma agraria fue 
más un ejercicio cosmético para obtener ayuda económica, que un es-
fuerzo real para mejorar el nivel de vida de la población rural. Lo que ha 
quedado claro en la mayoría de los países latinoamericanos es que, los 
principales ganadores de las políticas agrícolas, incluyendo el periodo 
actual de las políticas neoliberales, han sido los agricultores capitalistas 
los que han estado en mejor posición para aprovechar los cambios. Es 
decir, cuando las reformas agrarias tuvieron lugar, los agricultores capi-

8	� Banco Mundial (2006).
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talistas pudieron mantener las tierras más productivas; también tenían 
más recursos para trabajarlas que los campesinos; además, tuvieron ma-
yor influencia en las políticas agrícolas. Ahora que las políticas neolibe-
rales se han aplicado, los agricultores capitalistas también han estado en 
una mejor posición para aprovechar las oportunidades que la economía 
de mercado ha traído y para superar los riesgos de la misma Por otra 
parte, para la mayoría de los campesinos “la promesa de reforma agra-
ria sigue sin cumplirse” (Groppo, 1998). 

Desde el punto de vista institucional, la sugerencia (imposición) de 
implementar modelos y programas desde el exterior, como la Alianza 
para el Progreso, ha demostrado no dejar una huella institucional interna 
importante que permee las instituciones locales formales y las prácticas 
de los países. Tampoco una marca, o la ha dejado con un saldo negativo 
en términos económicos. Los programas de reforma al campo mal dise-
ñados o que no han tenido continuidad, como el de la reforma agraria de 
Cárdenas, donde además de la tendencia regional hacia el fortalecimiento 
del desarrollo industrial no lo favoreció, se implementaron con una idea 
errónea de lo que había sido el ejido igualitario, inexistente en México, 
que a largo plazo hizo que esta reforma agraria representara un obstáculo 
para el campo mexicano, salvo en los casos en que el mercado regulaba la 
oferta y la demanda de los bienes: en el caso de la agricultura capitalista.

Por otro lado, el modelo neoliberal no es necesariamente malo pero 
el soborno, la corrupción y el poder de los ricos juegan contra quienes 
tienen la intención pero no los recursos, el poder pero no la influencia 
para triunfar. De hecho, las acciones de las élites económicas en la im-
plementación de las reformas agrarias en América Latina jugaron con-
tra el cumplimiento de algunos de los objetivos de estas reformas. Por 
ejemplo, en la mayoría de los casos, la élite industrial de los países no 
apoyaba las reformas agrarias, aunque en teoría tales reformas amplia-
rían el mercado interno y por lo tanto la demanda de bienes industriales 
crecería. La razón de no apoyar estas reformas tenía que ver con sus 
vínculos directos con la élite terrateniente, porque en algunos casos, 
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eran la misma élite. En este sentido, esto nos hace reflexionar sobre el 
poder que tienen las acciones de la élite económica sobre las políticas 
públicas. Es decir, este aspecto institucional “informal” tiene un papel 
definitivo en los resultados de las políticas.

En relación con lo anterior, las políticas neoliberales no han permi-
tido a los beneficiarios de la redistribución de la tierra, ejidatarios ante-
riores, participar en auges agroindustriales. Además de no haber recibi-
do el apoyo oficial necesario, se han enfrentado a los intereses de los 
emprendedores capitalistas, que han comprado las tierras de los exeji-
datarios, generando un proceso de neoacumulación de tierras más en-
focado en la producción de los bienes, que han experimentado un au-
mento de su demanda interna y externa. Entonces, surgen las siguientes 
preguntas: si estos campesinos recibieran el apoyo gubernamental ade-
cuado ¿venderían sus tierras a empresarios capitalistas? o ¿es la necesi-
dad la que los lleva a tomar esta decisión?

En opinión del autor, la solución no es detener las políticas neolibera-
les sino regular de la mejor manera posible al sector agrícola, dando las 
mismas oportunidades a los campesinos, limitando la corrupción y sim-
plificando los procesos burocráticos. Lo que ha ocurrido es que no ha exis-
tido un compromiso real con ese grupo de la sociedad y, en general, los 
gobiernos han preferido apoyar a los agricultores del sector privado con 
quienes, ciertamente, es más fructífero hacer alianzas. Es una verdad irre-
futable que cuando los gobiernos han tenido un interés genuino hacia los 
campesinos, que son uno de los grupos más vulnerables de la sociedad, se 
han hecho cosas positivas. Con todas sus limitaciones y fracasos, un ejem-
plo de ello es la reforma agraria de Cárdenas en sus primeros años.
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LA MEMORIA DEL DESPOJO:  
LA LEY Y LA MEMORIA HISTÓRICA DE LOS PUEBLOS  

ANTE LA REFORMA AGRARIA Y EL ARTÍCULO  
27 DE LA CONSTITUCIÓN DE 1917

Michael T. Ducey1 

Generalmente las constituciones se analizan como documentos 
jurídicos, como proyectos que establecen las normas y las reglas de go-
bierno que especifican los derechos de los ciudadanos y los poderes para 
actuar. Construyen el Estado, definen el papel de los actores al interior 
y la relación de los ciudadanos en el nuevo orden político y social. En 
este capítulo quiero enfatizar otros aspectos del constitucionalismo, ta-
les como su impacto cultural y la manera en que promueve la creación 
de nuevos actores dentro de una sociedad. Siempre se reconoce el papel 
histórico de las constituciones; son documentos que transforman a las 
sociedades y a los órdenes políticos, pero también son historiográficos 
en el sentido en que influyen en la interpretación que le damos al pasado; 
la ley del 15 de enero, el artículo 27, y más ampliamente la reforma agra-
ria, pasaron a ser las gafas por las cuales hemos observado por muchos 
años el pasado rural de los pueblos.

Además de ser un conjunto de leyes, las constituciones son narra-
tivas. El artículo 27 tiene un contenido historiográfico porque presenta 
un argumento sobre el pasado y propone una solución a los males que, 
según el documento, caracterizó al campo porfiriano. Así que mi pri-
mer objetivo en este texto es describir la narrativa que las leyes ofrecie-
ron para explicar la crisis revolucionaria en el campo; ¿cuál era la visión 
de los problemas del Porfiriato rural que consideran las leyes de 1915 y 

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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1917? Me interesa la forma en que acogieron la narrativa sobre el despo-
jo a los pueblos en las solicitudes entregadas a las autoridades revolucio-
narias en las posteriores décadas a 1915. No voy a hablar de los nuevos 
derechos y de las herramientas jurídicas que les brindó la nueva carta 
constitucional, sino de la manera en que la narrativa revolucionaria del 
pasado porfiriano transformó la memoria popular de los despojos y de 
los atropellos que los proyectos liberales ocasionaron en los pueblos y, a 
consecuencia de ellos, ejercieron una gran influencia sobre la historio-
grafía profesional posterior a la Revolución. La ley agraria y el artículo 
27 crearon instituciones comprometidas con una visión del pasado y la 
promovieron entre los actores campesinos que se prestaron a participar 
en la reforma agraria. Estas instituciones difundieron una narrativa 
histórica sobre la experiencia del despojo, que impactó a los participan-
tes en el proceso de la reforma y a los científicos sociales que llegaron 
después a estudiar el fenómeno.

Desde luego, las razones históricas de las leyes eran producto de los 
actores de la época y de su apreciación de la realidad social que vivían 
en el momento. Críticos sociales y opositores al régimen como Wistano 
Luis Orozco, Andrés Molina Enríquez y Luis Cabrera influenciaron a 
los constitucionalistas que llegaron al Congreso de Querétaro. La na-
rrativa que armaron no era del todo errónea, sino una visión simplifica-
da del pasado agrario del Porfiriato. En algunos aspectos fueron bastan-
te acertados en su apreciación de los problemas que experimentaba el 
campo mexicano, lo cual no nos debe sorprender pues conocían de cer-
ca la realidad social de los pueblos. Andrés Molina Enríquez como jo-
ven abogado, quien en diferentes momentos ocupó el puesto de notario, 
estaba enterado por lo menos desde el escritorio en los pueblos rurales 
del Estado de México e Hidalgo, de la situación de la tenencia de la tierra 
que privaba en el Porfiriato (Córdoba, 1978: 21-22; Kourí, 2009: 273-274). 
Aunque Luis Cabrera siguió una carrera más centrada en la capital, 
tuvo la experiencia de haber nacido en Zacatlán, un pueblo de la sierra 
norte de Puebla, y antes de entrar en la Escuela Nacional de Jurisprudencia 
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vivió la precaria existencia de un maestro rural (Beer, 1984: 13-14). Oroz-
co nació en un pueblo pequeño de Jalisco donde transcurrió su juven-
tud como campesino y arriero; sin embargo, gracias al apoyo de un cura 
logró cursar estudios de leyes (Orozco Sánchez, 1975: 31). Así que los 
tres tenían en común la formación de la abogacía, y aunque se interesaban 
en cuestiones del campo realmente representaban a la clase profesional 
que surgió en la segunda mitad del siglo xix. Sus vidas también reflejan 
la inestabilidad económica que caracterizó a esta clase media profesio-
nal rural, en la que todos enfrentaron necesidades económicas que, en 
ciertos momentos, los forzaba a suspender sus estudios o buscar diver-
sas “chambas” para sobrevivir. Todo su interés y experiencia en el cam-
po pasaban por el filtro de su formación en leyes, la cual los predisponía 
a buscar los orígenes de los problemas nacionales en la jurisprudencia.

Aun así, sus observaciones fueron muy acertadas en su momento. 
Cabrera escribió bajo el seudónimo de Blas Urrea en 1911, y delineó la 
visión de los problemas en el campo, identificando al caciquismo, o sea, 
el abuso de la autoridad local en contra de las clases proletarias, al ha-
cendismo, con el que quería mostrar las ventajas económicas que los 
grandes propietarios ejercieron en un sistema desigual, y al peonismo o 
la subordinación completa de los jornaleros ante el hacendado, como 
los principales problemas del campo (Cabrera, 1973: 668). Sobresalen en 
su análisis la desigualdad como el factor determinante de la crisis en el 
campo, y las diferencias sociales intensificadas por el poder político y 
económico que ejercía la élite. El hecho es que los grandes terratenientes 
podían distorsionar el espacio rural por su preponderancia de poder, lo 
que les permitía dominar la política local, subordinar la fuerza de trabajo, 
desequilibrar los mercados e imponerse sobre los intereses de los peque-
ños propietarios.

Wistano Orozco, uno de los verdaderos precursores del pensa-
miento agrarista, fincó su crítica de la ley de deslinde de los terrenos 
nacionales precisamente en el argumento de que dicho proceso había 
fomentado la creación de los latifundios y fracasado en su objetivo de 
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poner a la disposición de los pequeños agricultores las tierras ociosas de 
la nación (Holden, 1994: 111). Orozco construyó una denuncia detallada 
de los procesos de desamortización y privatización en su estudio exhaus-
tivo Legislación y jurisprudencia sobre terrenos baldíos, demostrando la 
confusión que habían producido los procesos de titulación posteriores a 
la Independencia (Orozco, 1974). Kourí (2009: 284) nos indica que fue 
Orozco quien documentó de una manera sistemática, aunque muy bre-
ve, los abusos asociados a los procesos del reparto de las tierras comu-
nales. Y fue precisamente su crítica a la ley de terrenos baldíos la que 
tuvo el mayor impacto en el curso de la Revolución. Es notable que en el 
artículo 3 del Plan de San Luis Potosí, promulgado por Francisco I. Ma-
dero, el único que hace referencia a la situación social del campo, se afirme 
que fue el abuso de la ley de terrenos baldíos el que provocó el despojo 
de los “numerosos pequeños propietarios, en su mayoría indígenas” 
(Francisco I. Madero, en Carmona, 2017). 

Fueron bastante astutos los críticos del orden liberal en su formu-
lación, primero en entender que el error fundamental de la reforma li-
beral no era simplemente la pérdida de la tierra o los abusos del Estado 
o de sus funcionarios, sino el restarles a los pueblos su capacidad jurídi-
ca para defenderse; asimismo, en el campo notaron que, mientras los 
pensadores de mediados del siglo xix exaltaban la pequeña propiedad y 
aspiraban a fomentar una “clase media rural”, en realidad sólo estimu-
laron el crecimiento de los grandes latifundios. Molina Enríquez, sin 
duda, estaba de acuerdo con el objetivo liberal de crear esa clase media 
rural, su objeción era que la ley de 1856 era inadecuada para tal fin. La 
visión de este escritor tenía también su lado negativo al estar funda-
mentada en la idea de las supuestas deficiencias raciales de “los indios”, 
las cuales les impedían defenderse de la embestida del porfirismo.

Por el carácter de las leyes, la narrativa del despojo que presenta-
ron tenía como meta explicar la Revolución y hacer nacional una histo-
ria agraria para justificar la creación de nuevos derechos como los plas-
mados en el artículo 27. Desde luego, tal ejercicio requería de generalizar 
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procesos muy complejos y buscaba exponerlos como si fueran naciona-
les aun cuando se rigieran por reglas locales, leyes estatales y actores 
específicos. La ley de 26 de junio de 1856, el artículo 27 de la Constitu-
ción de 1857 y, de una manera más indirecta, la Ley de Colonización o 
Terrenos Baldíos, fueron tomados como ejemplos de las leyes funda-
mentales que socavaron los derechos a la tierra de los indígenas. Si revi-
samos la ley de 6 de enero de 1915, notamos que se identifica con la Ley 
Lerdo en el punto de partida de la historia del despojo, enseguida, en las 
disposiciones sobre los terrenos baldíos (las enajenaciones hechas por la 
Secretaría de Fomento y Hacienda) y, por último, en la falta de protec-
ción jurídica que la Constitución de 1857 no le proveía a los pueblos como 
los tres elementos responsables del empobrecimiento de la clase indíge-
na. Del mismo modo, la Constitución de 1917 ratificó la ley agraria y 
volvió a poner la mira en la legislación de 25 de junio de 1856. En el 
texto original del artículo, la Ley Lerdo es propuesta como el partea-
guas en la historia rural de México. “Se declaran nulas todas las diligen-
cias […] enajenación o remate que hayan privado total o parcialmente 
de sus tierras, bosques o aguas a los condueñazgos, rancherías, pueblos, 
congregaciones, tribus y demás corporaciones que existen todavía des-
de la ley del 25 de junio de 1856”.2 Este lenguaje, sorpresivamente radi-
cal, describe a dicha ley como el instrumento central en la destrucción 
de la propiedad comunal. Sin embargo, la promesa de restituir a los 
pueblos es limitada. El texto, como el de la ley de 1915, también recono-
ce la legalidad del reparto liberal cuando resultó de una repartición en 
pequeñas propiedades de menos de cincuenta hectáreas y con más de 
diez años de antigüedad. Es decir, el artículo respaldó el proyecto libe-
ral sólo al tener el efecto deseado de crear pequeños productores.

Es en el preámbulo de la ley de 1915 donde Luis Cabrera y los cons-
titucionalistas plasmaron en concreto su visión histórica; y él describe 

2	� Todas las referencias al texto constitucional provienen del documento original publi-
cado en Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión LVIII Legislatura (2001). 
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su versión del despojo a los pueblos. Identifica el problema agrario como 
causa general de los malestares del país, lo que a su vez tiene su origen 
en la mala aplicación de la ley de 25 de junio de 1856. Igualmente, señala 
a la ley de terrenos baldíos y al artículo 27 de la Constitución de 1857 de 
haber dejado desamparados a los pueblos ante las acciones de los minis-
tros de Fomento y Hacienda al favorecer a las “llamadas compañías des-
lindadoras”. Estas medidas jurídicas trajeron consigo, según los autores 
de la ley, el empobrecimiento de los pueblos indígenas pues “no ha que-
dado a la gran masa de la población de los campos otro recurso para 
proporcionarse lo necesario a su vida, que alquilar a vil precio su traba-
jo a los poderosos terratenientes, trayendo esto como resultado inevita-
ble, el estado de miseria, abyección y esclavitud, de hecho…”3 La ley 
permitió a los poderosos actores esclavizar a los indefensos indígenas.

La Constitución y la ley agraria de 1915 tenían el propósito de cons-
truir una narrativa nacional capaz de convencer a los mexicanos de que 
los constitucionalistas contaban con un proyecto que resolvería sus con-
flictos y pacificaría al país; aspiraban a transformar una disputa política 
y violenta, con múltiples orígenes en las tensiones sociales, en una his-
toria simplificada sobre los despojos y los abusos del Porfiriato. La Re-
volución era necesaria y la Constitución con sus nuevos líderes se pre-
sentaba como una salida a la crisis. La Constitución y la nueva reforma 
agraria aseguraban ser una solución a los problemas nacionales porque 
prometían corregir los errores cometidos por las Leyes de Reforma, mien-
tras preservaban algunos de los logros de los liberales como el de crear 
pequeños propietarios. El problema eran los grandes latifundistas que 
acaparaban la tierra y manipulaban el orden político para su propio be-
neficio. Otro tema poco comentado es que las leyes reflejan un interés 
en fomentar la agricultura y, sobre todo, la producción de alimentos; 
preocupación sobresaliente durante los años de hambruna que experi-

3	� El texto de la ley puede ser consultado en Legislación preconstitucional de la Revo-
lución mexicana (1915). Disponible en: http://congre-sojal.gob.mx/BibliotecaVir-
tual/libros/LegislacionPrecosntitucional1915.pdf. 
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mentó el país a partir de 1914. Los acaparadores, o sea los grandes ha-
cendados, fueron considerados como el factor que había debilitado la 
capacidad de la nación para producir sus propios alimentos.

Al adentrarme en el estudio de los procesos de desamortización, el 
primer hecho que salta a la vista es que mientras muchos pueblos termi-
naron experimentando despojos, cada uno de ellos fue distinto. Las le-
yes implementadas, su manera de efectuarse, las reacciones de los par-
ticipantes, las actitudes de las autoridades municipales, cantonales y 
estatales, y los tiempos en que tomaron lugar son diferentes y hasta sui 
géneris. Es decir, hay una gran diversidad de reacciones y los comune-
ros demostraron bastante iniciativa al demorar, trastornar y apropiarse 
de dicha implementación. De igual manera, toda la legislación de 1915 
y de 1917 ignoró el hecho de que los despojos no fueron necesariamente 
producto de las iniciativas federales, sino de las leyes estatales que pre-
tendían privatizar y fraccionar las propiedades de los pueblos. En busca 
de una narrativa nacional de la expropiación, hicieron caso omiso de la 
realidad del proceso que estuvo regido, sobre todo, por las múltiples le-
yes de las distintas entidades federales. Resulta ser un cuento mucho más 
simple pero que no necesariamente explica lo que pasó.

Por ejemplo, es posible observar reacciones contrastantes del esta-
blecimiento de la Ley Lerdo de 1856 en el caso del estado de Veracruz: 
por un lado, tenemos el proceso de desamortización en Atzalan, donde 
la aplicación de la ley fue central en la privatización de las tierras comu-
nales y en oposición, en una de las comunidades de Chicontepec, los 
comuneros se aprovecharon de la ley para hacerse de nuevos títulos 
para sus tierras de común repartimiento. Algunos pueblos, como Atza-
lan, contaban con grandes cantidades de tierras que abarcaban desde 
las altas y templadas hasta una zona tórrida y baja; sin embargo, la dis-
tribución de la población no era pareja. La gran mayoría de ella vivía y 
sembraba en tierras altas mientras la tierra caliente servía como una 
reserva económica de la comunidad. El proceso de desamortización de 
las tierras fue complejo: los comuneros recibieron parcelas reducidas en 
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la tierra alta, y las grandes extensiones de tierra caliente se las apropia-
ron personas con intereses comerciales. Aun así la historia agraria de 
este pueblo, rescatada por el historiador Luis Juventino García Ruiz, fue 
difícil porque se aplicaron distintas disposiciones legales y por el hecho 
de que los comuneros no aceptaron el despojo con los brazos cruzados. 
No fue una clase terrateniente tradicional la que se aprovechó de la co-
yuntura, sino comerciantes e inmigrantes.

Al mismo tiempo que los comuneros de Atzalan estaban siendo 
desalojados de sus tierras, podemos ver en el caso de la comunidad de 
San Gerónimo Sasaltitla que los mismos indígenas del lugar pidieron 
adjudicarse “una puja de tierra valorizada en 300 pesos”.4 Lo interesan-
te de este proceso es que se valieron de la ley de 25 de junio de 1856 para 
reclamar sus propios terrenos declarando: “El presente paso es un sacri-
ficio pero es inevitable, por querer proporcionar su bienestar y que aun-
que recuerdan haber tenido títulos de dichos terrenos, éstos se han des-
aparecido sin saber su paradero”. La ley de desamortización les sirvió 
para amparar su posesión con nuevos títulos expedidos por el gobierno 
liberal. En Altotonga, un pueblo vecino de Atzalan, los comuneros apro-
vecharon las Leyes de Reforma, específicamente la que nacionalizaba 
las propiedades eclesiásticas, para transformar las tierras de la antigua co-
fradía del Santísimo Sacramento en propiedad “privada” con todos los 
vecinos del pueblo como dueños colectivos del predio.5 Estos dos ejem-
plos nos muestran, en primer lugar, el modo en que los comuneros fue-
ron proactivos al acomodar sus intereses en el orden liberal y, segundo, 
su capacidad para reafirmar sus derechos sobre la tierra. En el contexto 
de la narrativa nacional estas historias demuestran la diversidad ante las 
iniciativas de ley y la complejidad de la tenencia de la tierra que seguía 
presente en el espacio rural mexicano.

4	� agev, cam, exp. 80, acta de adjudicación, 23 de octubre de 1856, notario número 39 de 
la Ciudad de México; la propiedad constaba de 1 117 hectáreas.

5	� Describo (2015: 108-111) este caso llamativo.
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En el caso de las leyes de terrenos baldíos, podemos ver ejemplos 
donde operaron de una manera muy parecida a lo imaginado por los 
autores de las leyes revolucionarias. Los pueblos de Soteapan y Mecaya-
pan fueron víctimas del acaparamiento de sus tierras comunales por 
parte del influyente político y suegro de Porfirio Díaz, Manuel Romero 
Rubio, quien respaldándose en dichas leyes se apropió de un latifundio 
extenso.6 Sin embargo, el papel de las leyes de terrenos baldíos era mu-
cho más ambiguo según el estudio de Robert Holden, quien demostró 
que en la mayoría de los casos a las compañías deslindadoras no les fue 
posible imponer su voluntad a los propietarios en las disputas que sur-
gieron durante sus operaciones. En general, los comuneros y pequeños 
propietarios implementaron una amplia gama de estrategias para fre-
nar las actividades de estas compañías (Holden, 1994: 130-133). Incluso 
en el caso de Papantla, los totonacos intentaron utilizar la ley de terre-
nos baldíos para detener el proceso, lleno de anomalías, de individuali-
zar los terrenos de la comunidad (Kourí, 2004: 219, 225, 228). Y de he-
cho, el estudio meticuloso de Emilio Kourí confirma que fueron las 
leyes estatales, las disposiciones de los ayuntamientos y los jefes políti-
cos, los que produjeron un proceso violento e intensamente injusto de la 
privatización y parcelización de las propiedades de los papantecos, y 
que las leyes señaladas por los revolucionarios no tuvieron nada que ver.

La investigación histórica de los despojos indica que en muchas 
instancias la Ley Lerdo y las referentes a los terrenos baldíos no fueron 
esenciales en el proceso de división de la tierra, aun en casos donde se 
trataba de propiedades pertenecientes a instituciones religiosas. No 
obstante, al revisar los expedientes resguardados hoy en día en el Archi-
vo General del Estado de Veracruz y al solicitar Restitución, lo más sig-
nificativo es la frecuente justificación citando la ley de 25 de junio de 
1856 o las leyes de deslinde de terrenos nacionales. Desde un inicio la 
terminología de la ley de 1915 influía, como era de esperarse, en el len-

6	� Velázquez (2006: 151-158) describe el proceso.
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guaje de los solicitantes, como se ve en la comunidad de Otlamalcatl, 
del municipio de Benito Juárez, que declararon: “En vista de lo dispues-
to en el artículo 1 de la ley constitucional agraria se declara nulo el re-
parto hecho en el año de 1886 por el H. Ayuntamiento de Santa Cruz 
Juárez, en virtud de no estar conforme con lo dispuesto en la ley de 25 
de junio de 1856…”7 El texto de la ley misma le daba un papel principal 
a la Ley Lerdo, pero la mayoría de los despojos ocurrieron a raíz de la 
aplicación de las leyes estatales sobre el reparto de la tierra. Papantla es 
el caso emblemático del laberinto que representaba el proceso regido 
por las leyes estatales y caracterizado por las divisiones internas en la 
comunidad de indígenas. Sobresale que los excomuneros de Papantla 
no apelaran al proceso de restitución, y que el único intento de hacer 
uso de los nuevos derechos sociales para revertir las injusticias del re-
parto liberal fuera llevado a cabo por el nuevo ayuntamiento que, bajo 
una administración revolucionaria, solicitó la devolución de su ejido 
para beneficio de los residentes urbanos.8 Las frases adoptadas en las 
solicitudes se iban simplificando conforme los actores rurales aprendie-
ron a presentarse ante las instancias de la Reforma Agraria. Parte de ese 
aprendizaje fue adoptar una narrativa que concordara con el modelo 
presentado en las leyes y en los directivos que emanaban de las autori-
dades agrarias. Los funcionarios de la reforma agraria distribuían for-
mularios para solicitar tierras; éstos tenían espacios en blanco para es-
cribir el nombre del pueblo, el lugar, la fecha y uno para especificar los 
terrenos restituidos (Gudiño y Palacios, 1998: 92). El mismo proceso 
burocrático promovía la estandarización de la narrativa del despojo.

La narrativa puso al latifundio como el protagonista central en la 
historia, pero cuando uno se acerca a la documentación del periodo re-

7	� agev, cam, exp. 84, Otlamalcatl, municipio de Benito Juárez, f. s.n.
8	� agev, cam, exp. 14, Papantla, municipio de Papantla, Restitución. Informe del Comité 

Particular Ejecutivo, 1916, fs. 14-16, el presidente municipal se quejaba de que el pue-
blo no tenía espacio para crecer porque los posesionarios del ejido “se han opuesto 
terminantemente a ceder ni una pulgada de terreno”, Informe del ayuntamiento de 
Papantla, f. 29.
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salta la multiplicidad de su función en los despojos. El texto influyente 
de John Womack presenta una visión de dos instituciones antiguas: el 
pueblo y la hacienda, ambas encerradas en una lucha milenaria donde 
el Porfiriato representó el momento en que los grandes propietarios casi 
lograron vencer definitivamente a sus contrincantes (Womack, 1968). 
Sin duda, hay casos que se ajustan a este modelo, haciendas bien capita-
lizadas e integradas a los mercados, pero tales posesiones no existían en 
todos lados. En muchas situaciones nos encontramos con personajes 
que emergieron de los mismos procesos de la reforma liberal y que to-
maron ventaja del nuevo orden para apoderarse de las tierras. Asimis-
mo, se dio una creciente desigualdad dentro de la comunidad indígena 
que trastornó el orden agrario. Sobre todo, se nota que el despojo a los 
pueblos fue experimentado como un proceso político, donde los funcio-
narios locales eran los agentes principales de la gran estafa territorial. 
En el cantón de Chicontepec, por ejemplo, no son los hacendados tradi-
cionales los que ejercieron presión sobre las tierras comunales sino los 
jefes políticos que, ayudados por su posición en la administración local 
con facultades para supervisar los procesos de privatización, se las que-
daron. Eran propiedades nuevas, muchas de ellas fueron delimitadas de 
tamaño mediano por comerciantes y funcionarios, que haciendo mal 
uso de las leyes aprovecharon para hacerse de un rancho.

Los licenciados que formularon el agrarismo revolucionario no te-
nían una sólida formación en cuestiones de economía y, en general, un 
gran ausente en su visión es el mercado y su impacto sobre la concentra-
ción de la tierra. Aunque estaban conscientes de que predominaba el 
caciquismo en los pueblos, no se enfocaron mucho en la cuestión de 
cómo el poder distorsionaba los procesos económicos. Por ejemplo, 
John Coatsworth en su estudio sobre los ferrocarriles revela el impacto 
de los cambios en el mercado de la tenencia de la tierra a partir de la 
llegada del nuevo transporte (Coatsworth, 1974: 48-71). Igualmente, el 
estudio de Kourí describe cómo los ciclos de la industria de la vainilla 
sirvieron como la fuerza motora de los procesos de privatización. La 
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venta de acciones y de parcelas jugó un papel central en la concentra-
ción de la propiedad en los pueblos durante el Porfiriato; tanto en Atza-
lan como en Papantla los acaparadores utilizaron el mercado de las tie-
rras para desplazar a los antiguos comuneros. En general, los agraristas 
presentan las transacciones como un ejemplo más de la incapacidad de 
los “indios” para proteger sus intereses o entender los documentos lega-
les que poseían. Hay un creciente interés en esta área, pero aún carece-
mos de estudios, en la mayoría de los casos, que nos puedan dar las 
pistas necesarias para entender la influencia de los mecanismos del 
mercado sobre la propiedad.

Los reformistas tenían una visión que se caracterizó por algunas 
ideas que hoy en día nos parecen muy anticuadas y hasta extrañas. Molina 
Enríquez, en especial, presenta un marco interpretativo del campo que es 
intensamente racializado, donde los actores se comportan según su perte-
nencia a la raza indígena, mestiza o criolla, y los coloca en una escala ba-
sada en un concepto de evolución modificado para el uso de los positivistas 
mexicanos. Los “criollos nuevos”, según Molina, son los que obtuvieron 
mayor ventaja de la ley de 1856, que despojó a los indígenas y creó a la vez 
un sector frustrado integrado por los mestizos (Molina, 1978: 121). Su apre-
ciación de la raza indígena era que, como tal, estaba en una fase inferior de 
desarrollo, que la hacía dependiente de sus comunidades, y el gran error 
del orden jurídico a partir de 1856 fue eliminar la protección tutelar de 
que disfrutaba con anterioridad. Es interesante cómo pone de cabeza la 
propuesta liberal de 1856, la cual mostraba al indio esclavizado por sus 
instituciones comunales mientras los liberales habían proclamado que su 
intención era liberarlo de ser un simple colono en sus tierras de común 
repartimiento para convertirlo en pequeño propietario libre de la tiranía de 
los que mandaban en los pueblos. Molina representaba al pueblo y a la tierra 
comunal como producto de la naturaleza del indígena. No es incidental en 
su análisis, es un modelo “sociológico” que, según él, explica el desarrollo 
nacional en el siglo xix. Él estaba en búsqueda de un sistema para generali-
zar sobre realidades muy diversas, y recurrió a este modelo racial que unido 
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al discurso positivista criticaba a los políticos del siglo xix por no haber 
tenido en cuenta la “naturaleza” del indígena en sus proyectos.

Esta ideología presenta una infinidad de problemas para com-
prender los procesos históricos del despojo de los pueblos. En ella, el 
indio es incapaz de actuar fuera de su colectivo, lo que reduce su capa-
cidad de ser un protagonista de su propia historia. Al mismo tiempo, 
Molina sobreestimaba la unidad de “los indígenas” donde todos pensa-
ban igual y querían vivir felizmente en sus pueblos. Es de cierto modo 
un precursor de lo que los antropólogos describían como la “comu-
nidad corporativa cerrada”, que era vista como un ecosistema social 
hermético y autosostenible ajeno al mundo exterior. Pero al observar 
los casos de privatización, lo que sobresale es la diversidad dentro de 
las comunidades, que muchas veces se refleja en una vida política fértil 
y, en otras, intensamente violenta. Así que el proceso de reforma libe-
ral estuvo acompañado en muchos lugares, por ejemplo, de manera 
notoria en Papantla, por divisiones internas que reflejaban una compe-
tición aguda entre los comuneros. Los ahora numerosos estudios de los 
procesos de desamortización y de privatización están repletos de ejem-
plos de comuneros y de sus aliados manejando con habilidad sus nexos 
políticos, ejerciendo sus derechos jurídicos y resistiendo a cada paso 
los actos más abusivos del orden liberal.

La narrativa revolucionaria del despojo presentaba a los pueblos 
como instituciones que existían fuera del tiempo actual, con títulos que 
poseían “desde tiempos inmemoriales”. Sin embargo, sabemos que no 
son los herederos del altepetl ni del supuesto calpolli, sino que dichos pue-
blos tenían su origen en la época colonial y que a lo largo de su historia 
habían experimentado cambios constantes. El desfase de los pueblos rura-
les puede ser encontrado en el libro clásico de Jesús Sotelo Inclán sobre el 
zapatismo, el cual presenta al movimiento de 1910 como una acción em-
prendida por el antiguo consejo de viejos. El contraste con la historia com-
plicada del siglo xix de Anenecuilco relatada por Alicia Hernández es 
obvio, pues para llegar a la revolución hay que entender la historia de un 
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pueblo liberal, no solamente sus raíces mesoamericanas (Sotelo, 1943; 175-
176; Hernández, 1991: 63-83).9 Conflictos internos y presiones políticas y 
económicas promovieron la formación de nuevos pueblos y dificultades 
entre los mismos vecinos a lo largo de la historia. Las comunidades despo-
jadas fueron producto de la interacción entre la Corona, la Iglesia y los 
gobiernos republicanos y los actos de acomodación, negociación y, de vez 
en cuando, resistencia de sus residentes. Los estudiosos de la Colonia han 
rechazado la visión trillada del pueblo inmóvil, netamente mesoamerica-
no que era popular en la historiografía revolucionaria.10

La ley de 1915 se proponía eliminar las violaciones de la Ley Lerdo y 
reconstituir a los pueblos. Sin embargo, de inmediato se presentaron pro-
blemas, ahí se hablaba de la restauración de los pueblos, pero ¿ya existían 
como tales en 1915? Y ¿quién hablaría por ellos? En 1915, ¿quién era in-
dio? Desde luego había muchos y era un vocablo común, aunque ya desde 
1820 no se usaba en términos políticos y de hecho desde la década de 1820 
los actores rurales preferían adoptar el término indígena en sus peticiones 
y documentos oficiales. No estoy haciendo una observación pedante de la 
filología, sino que me interesa resaltar la dificultad al tratar realidades del 
siglo xx con una terminología colonial de pueblos e indios, tomando en 
consideración que los liberales del siglo anterior a la Revolución se habían 
esforzado en restarles poder jurídico y minar su realidad socioeconómi-
ca. Por ejemplo, en 1915 se presentó un “Club indígena” en Atzalan para 
promover la restitución de sus tierras, pero ¿con qué derecho representa-
ban a los pobladores indígenas?11 Los documentos se refieren a ellos como 

9	� Hernández (1991) es igualmente útil para ver el impacto de los gobiernos posinde-
pendientes sobre las repúblicas de indios.

10	� Para una versión resumida del argumento sobre el pueblo colonial recomiendo a 
Menegus (1991: 17-49); y para la región que nos interesa una de las mejores descrip-
ciones de los procesos coloniales se encuentra en García (1987).

11	� agev, Gobernación, Justicia y tierras, caja 435, “Terrenos relativos a la cuestión sus-
citada entre los vecinos y el ayuntamiento de Altotonga sobre el reparto de terrenos 
de Magueyitos”. Y agev, cam, exp. 75ª, Restitución de ejidos, Atzalan, elección de la 
mesa directiva de una sociedad que se denominará “Club indígena”, 2 de octubre de 
1915, f. 6, Magueyitos, f. 5, solicitud de 8 octubre de 1917.
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voceros de los indígenas, pero ¿quién los nombró? Anteriormente, los ac-
tores del campo habían transformado su identidad de indio en la de ciu-
dadanos o propietarios para participar en el nuevo orden liberal. De cier-
to modo, este dilema representa el éxito de la reforma liberal, al restarle 
poder social y cultural a las instituciones pueblerinas. En muchos lugares 
del país ya no existían instituciones que personificaran a todo lo que ha-
bía sido el antiguo pueblo colonial. En muchos pueblos esta reforma libe-
ral había dividido las tierras en grandes lotes, en los cuales se organizaron 
congregaciones y pueblos sujetos, y en el caso de Chicontepec, éste estaba 
integrado por las comunidades que reclamaban restitución. Otro ejemplo 
del problema de la representatividad se encuentra en la historia que cuen-
ta Paul Friedrich de Naranja, Michoacán, donde los agraristas hicieron 
circular un documento solicitando un cura para el pueblo, pero una vez 
que consiguieron las firmas cambiaron el contenido, reemplazando la so-
licitud religiosa por una petición de tierras a los funcionarios encarga-
dos de la reforma agraria (Friedrich, 1977: 91-92).

El ejido revolucionario fue la solución que la reforma agraria propi-
ció para superar el problema del deterioro de los pueblos y la realidad de 
que la gran mayoría de los beneficiarios de la reforma no eran excomune-
ros. Chris Boyer nota como este proceso representó una clase de revolu-
ción cultural donde la creación del ejido produjo un nuevo actor social: el 
campesino (Boyer, 2003: 43-45). La nueva identidad de “campesino,” par-
ticipante en la reforma, era un personaje de diversos orígenes. Siempre me 
ha llamado la atención el término, es moderno y en realidad no define la 
relación del individuo con el sistema de tenencia de la tierra o con la acti-
vidad productiva, pero llega a ser el sinónimo de beneficiario de la refor-
ma agraria. Es precisamente por esto que los revolucionarios que lucha-
ban por recuperar las tierras del pueblo de Namiquipa, Chihuahua, se 
negaron a utilizar la identidad de campesino, insistiendo en que eran 
agricultores no recipientes de la bondad del Estado (Nugent, 1993: 103). 
Es interesante que el término no aparece en el texto de la ley de 6 de enero 
de 1915 ni en el artículo 27 en 1917, se habla de “vecinos de un pueblo, 
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ranchería, congregación o comunidad,” pero no de campesinos. Dadas 
las limitaciones de la visión de Enríquez Molina sobre el sujeto histórico, 
los revolucionarios inventaron uno nuevo.

En general, mis comentarios se han centrado en los pueblos que bus-
caban recuperar sus tierras, pero no podemos dejar de explicar que el 
principal objeto de la reforma agraria era el desposeído, el jornalero sin 
tierra, que aparece como beneficiario del proceso de dotación. A diferen-
cia de la restitución, para participar en una dotación no había el requisito 
de demostrar despojo, sólo la necesidad de tierras y la residencia en una 
comunidad. La historia del lugar no tenía importancia y los funcionarios 
de la reforma agraria no indagaban sobre el origen de las rancherías o las 
congregaciones que consideraban merecedoras de una dotación. Para los 
participantes en el sistema del reparto agrario, el establecimiento del eji-
do moderno marcaba el momento del año cero, eran pueblos sin historia 
según el discurso del sistema. Sin embargo, muchas solicitudes de restitu-
ción fueron rechazadas por falta de pruebas documentales y sus solicitan-
tes fueron canalizados a la opción de dotación, un procedimiento que 
efectivamente los destituía de sus derechos históricos.

Si bien se han hecho muchos estudios de la gran hacienda mexica-
na y también de los pueblos, existe una enorme laguna en nuestro cono-
cimiento del mundo rural en lo referente a los pequeños propietarios. 
Hubo comunidades que lograron dividir sus territorios y mantener su 
posesión, un fenómeno que representaba el resultado anhelado por los 
constituyentes de 1857 pero que, por alguna razón, no ha merecido la 
atención de los historiadores. Podemos citar el ejemplo de la parceliza-
ción de la tierra comunal en Naolinco, donde la comunidad logró dividir 
su propiedad en 1861 y mantener la posesión sin experimentar el acapa-
ramiento excesivo de las propiedades durante el Porfiriato.12 Hubo re-

12	� Describo este caso en mi texto (2005: 317-319). agev, Comisión Local Agraria, caja 
1, exp. “San José Miahuatlán, terrenos de comunidad de indígenas en el cantón de 
Jalapa”. Juan Ortiz Monasterio, jefe político de Jalapa al alcalde municipal de Nao-
linco, 26 de noviembre de 1880, f. 435.
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partos de tierras comunales que si no los llamaríamos exitosos del todo, 
por lo menos podemos decir que los participantes aceptaron el cambio. 
El artículo 2 de la ley de 1915 reconoció este hecho cuando estableció 
que: “La división o reparto que se hubiere hecho legítimamente entre 
los vecinos de un pueblo, ranchería, congregación o comunidad, y en la 
que haya habido algún vicio, solamente podrá ser nulificada cuando así 
lo soliciten las dos terceras partes de aquellos vecinos…”13 Este artículo 
ayuda a explicar el porqué nunca se planteó una restitución de las tierras 
comunales en lugares como Papantla, a pesar de los múltiples abusos 
evidentes en el proceso: jamás podrían haber conseguido el apoyo de dos 
tercios de los vecinos para reconsiderar el reparto.

Los estudios de la historia del despojo con normalidad empiezan 
con la lectura de los expedientes de las solicitudes presentadas ante las 
autoridades de la Secretaría de la Reforma Agraria; son documentos 
que muestran de una manera ordenada una visión de cada comunidad 
que pide tierras. En el caso de solicitar una restitución, inician con una 
narrativa del despojo y continúan con una petición donde los interesa-
dos presentan su perspectiva de la historia. Pero estos son una minoría, 
en la gran mayoría se solicitan dotaciones y la narrativa es mucho más 
breve, y se establece simplemente la necesidad imperante de dotar de 
tierras a los campesinos desamparados de una comunidad o ranchería. 
Tanto los historiadores profesionales como los miembros de las comu-
nidades, es decir los ejidatarios, recurren a estos documentos como las 
fuentes primarias para entender el pasado de sus comunidades. Traba-
jar en un archivo agrario es una experiencia poco común donde los his-
toriadores académicos se codean con los descendientes de sus objetos de 
estudio. La reforma agraria produjo discursos para conseguir fines con-
cretos. A la vez, la nueva legislación ofrecía una narrativa muy poderosa 
para alcanzar los objetivos que querían lograr los agraristas. El atribuir 
a la ley de 25 de junio de 1856 todas las desgracias del pueblo era una 

13	� Artículo 2 de la ley de 6 de enero de 1915.
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manera de nulificar cambios en la tenencia de la tierra durante el Porfi-
riato y se puede decir lo mismo de la ley de terrenos baldíos o naciona-
les; la referencia a estos dos procesos se volvió habitual en los machotes 
que los agraristas utilizaron para solicitar tierras. Los solicitantes crea-
ron expedientes incompletos o, más bien, con fines que no requerían la 
reconstrucción detallada de las realidades de los despojos.

Lo interesante es cómo estos documentos, los expedientes que lee-
mos en el archivo de la Comisión Agraria Mixta o en el Registro Agrario 
Nacional, se volvieron importantes para la memoria histórica de los pue-
blos y para los nuevos asentamientos, los ejidos, que fueron erigidos a raíz 
de la reforma agraria. Los ejidatarios recurren a ellos para resolver sus 
disputas y de paso para entender de qué forma y cuándo se fundaron sus 
comunidades. Aunque conservan tradiciones orales, muchas de las cua-
les son distintas a la historia documental, ninguna tiene hegemonía sobre 
la comunidad. Son visiones particulares y parciales que se desgastan con 
el tiempo. En este contexto, los discursos orales que tienen respaldo en la 
documentación son los duraderos. Boyer nota que el proyecto revolucio-
nario también proponía una historia sobre el Porfiriato y de la experien-
cia del “despojo de los pueblos”, que tuvo que ser implantada por los pro-
cesos del nuevo Estado. Adoptar la perspectiva del pasado ofrecida por 
Francisco Múgica (en el caso de Michoacán) fue una manera de acceder a 
un proyecto político que les prometía nuevos beneficios (Boyer, 2003: 78).

En este contexto, entendemos mejor cómo la historiografía del des-
pojo se desarrolló durante la mayor parte del siglo xx. Si vemos los pri-
meros acercamientos a la historia de la tenencia de la tierra tomando 
por ejemplo el texto de Wistano Orozco titulado Los ejidos de los pue-
blos, que data de 1914, es notable que su análisis del despojo de los pue-
blos es de apenas quince páginas, y se centra en la legislación federal en 
materia de la tierra (Orozco, 1975: 175-193).14 Se puede entender que 

14	� Una faceta muy interesante del libro es precisamente su discusión de los problemas que 
“los indios” enfrentaron a partir de 1910 al buscar la restitución de sus tierras (241-244).
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en 1914 Orozco tuviera objetivos más urgentes que el rescate de la his-
toria, y su libro es un trabajo polémico que justifica una reforma agraria 
con argumentos morales, judiciales y hasta nacionalistas. Trabajos sub-
secuentes, como el de Jesús Silva Herzog, aunque mucho más extenso, 
siguen este patrón de discutir el orden jurídico y señalar al gran latifun-
dio porfiriano como el principal beneficiario de las leyes a pesar del 
impulso igualitario de los liberales (Silva, 1964). No pierde mucho tiem-
po en discutir en detalle cómo se aplicaron las leyes y cómo los hacenda-
dos se apoderaron de la tierra. Los autores Frank Tannenbaum y Eyler 
Simpson escribieron dos libros de gran influencia en 1933 y 1937, res-
pectivamente, siguiendo esta tradición (Tannenbaum, 1933; Simpson, 
1937). Su discusión del despojo parte del lenguaje de la Constitución de 
1917 y de los pensadores mexicanos (Orozco, Molina y Cabrera) resal-
tando el papel de la ley de terrenos baldíos. Estos estudiosos norteame-
ricanos presentan una visión global donde analizan a partir de datos 
nacionales el porcentaje del territorio nacional en manos de los latifun-
distas. En un momento donde las economías capitalistas estaban en crisis, 
realmente no les interesaba la causa de la Revolución sino el experimen-
to de la propiedad comunal que se adoptó con la Constitución. Leyendo 
estos textos hoy en día, nos recuerdan lo radical que era la propuesta de 
crear o recrear un orden agrario que amparara los derechos de los pe-
queños productores.

Otra faceta de los trabajos aquí discutidos es que presentan al pue-
blo de indios como la verdadera raíz de México, la esencia no cambiante 
del pueblo. Orozco lo llamó “el alma nacional”, sobre la cual el Estado 
debe formar sus aspiraciones (Orozco, 1975: 227). Como ya lo mencioné, 
consideran al pueblo comunal como una institución prehispánica que ha-
bía perdurado desde hace 400 años. Estas historias de problemas agrarios 
son de carácter nacional, reemplazando la narrativa política de conquis-
tadores, virreyes y presidentes con la historia de leyes sobre la propiedad 
rústica. A pesar de todas sus limitantes, aquí tenemos un primer intento 
de contar la historia de México desde abajo, desde la tierra misma.
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Si analizamos de qué modo los historiadores de la década de los 
sesenta y setenta describieron el despojo, como el texto clásico de John 
Womack, es claro que hacen referencia a la Ley Lerdo y a las leyes de 
deslinde pero sin explicar los mecanismos con que eran aplicadas. Lo 
interesante del trabajo de Womack es que ubica el despojo a los pueblos 
en los procesos políticos del gobierno local y estatal. El brillante trabajo 
de Paul Friedrich, rico en detalles provenientes de sus entrevistas con 
los residentes de Naranja en Michoacán, también presenta muchas ge-
neralidades sobre los procesos concretos de enajenación de la tierra. 
Mientras su análisis del despojo en Naranja es muy sofisticado, su pró-
logo repite los lugares comunes al describir a las Leyes de Reforma y a 
las compañías deslindadoras como las responsables principales.15

Observamos que es hasta la década de los noventa, irónicamente 
justo cuando el Estado abandona la visión crítica del Porfiriato junto 
con la reforma agraria, cuando los historiadores la redescubren de algu-
na manera. Arriba citados tenemos muchos trabajos que han profundi-
zado en el conocimiento de los procesos regionales que funcionaron 
como el motor de la privatización de las tierras y la disolución de las co-
munidades.16 No podría terminar sin comentar el trabajo de Raymond 
Craib, quien nos guió la mirada hacia los cambios de tenencias, que 
también representaron un reto técnico que requirió de mapear los espa-
cios rurales remotos del país. A diferencia de los trabajos que le prece-
dieron, él se enfocó en los detalles de cómo, físicamente, se habían tra-
zado las líneas y las brechas para hacer la división de las tierras 
comunales. Un proyecto que buscaba visualizar en el papel el espacio 
geográfico, pero a la vez transformar la realidad social del campo tanto 

15	� Friedrich (1977: 3-4) hasta utiliza la frase de Simpson (1937: 29) “rape of the pueblos” 
para describir el proceso.

16	� Se debe reconocer el trabajo de Domínguez (2015) sobre Chicontepec y el de Velasco 
(2003) para la cuenca del Papaloapan y Acayucan en la renovación de los estudios de 
los procesos rurales en el siglo xix. Para citar su contribución más reciente, quisiera 
destacar un libro que fue de gran ayuda en la elaboración de este trabajo coordinado 
por estos dos académicos y Luis Juventino García Ruiz (2015). 
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antes como después de 1915 (Craib, 2004). Para finalizar, quisiera sim-
plemente recordar el estudio de Emilio Kourí sobre Papantla, que po-
dría ser leído como un contra-discurso de la narrativa revolucionaria 
sobre la desamortización: no hay latifundio y, aunque el mercado global 
es el motor económico de la expropiación, no hay grandes consorcios de 
capital extranjero; el pueblo indígena no es unido, pero tampoco sumiso 
ante el proyecto liberal. Papantla tenía una tradición de lucha abierta por 
la tierra que no tenía Chicontepec, sin embargo, sus antecedentes de re-
vueltas no produjeron movimientos consistentes para la restitución. Ya 
hemos visto que había límites en la misma ley que no ayudaban a pro-
mover una restitución en aquel pueblo pero, a la vez quizá la falta de un 
mito histórico, que sirviera de unificador para el pueblo en contra de un 
enemigo común, es lo que también impidió la acción agraria en Papant-
la en los años posteriores a mil novecientos veinte. 

CONCLUSIONES

Simplificar la historia agraria del siglo xix tuvo un costo político para el 
proceso de la reforma agraria y la formación del Estado posrevoluciona-
rio. Dado que presentaba al “campesino” como un actor insuficiente, 
aislado e incapaz de manejar el reto de las leyes liberales, se crea un 
proyecto que por fuerza incorpora al actor rural como un subordinado 
necesitado de tutela. Daniel Nugent, en su estudio de la historia agraria 
de Namiquipa, señaló la importancia de que los revolucionarios nami-
quipenses formularan su propia interpretación del despojo de sus tie-
rras. Esta narrativa les proveyó de una base para establecer una posición 
independiente del Estado en formación, que les sirvió para conseguir 
la restauración de sus tierras y una independencia de la burocracia de la 
Secretaría de la Reforma Agraria, que los protegió por muchos años.17 

17	� Es interesante notar que los agraristas locales rechazaron el título de campesinos, 
insistiendo en que las autoridades, en sus documentos, utilizaran el término agri-
cultor (Nugent, 1993: 99-100).
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La interpretación del despojo presentada en las leyes revolucionarias te-
nía una función para el proyecto de Estado que los constitucionalistas 
proponían. El discurso de las leyes de 1915 y 1917 sirvió a los revolucio-
narios oficialistas de justificación de la sangre derramada que los llevó 
al poder y prometía a los actores una avenida para participar en los be-
neficios de un nuevo orden. Al mismo tiempo, menospreciaba al actor 
indígena quien, decía, tenía que ser rescatado de la esclavitud del lati-
fundista y transformado, otra vez, en un ciudadano moderno. El precio 
que pagó la nación al cerrar los caminos alternativos que abrieron la 
Revolución y la participación popular en los desórdenes de la primera 
mitad del siglo xx es difícil de averiguar. Pero seríamos remisos si seña-
láramos que el camino que se tomó no fue el único ni el inevitable.

REFERENCIAS 

Archivos

agev, Archivo General del Estado de Veracruz

cam, Comisión Agraria Mixta

Comisión Local Agraria

Gobernación Justicia y Tierras

Bibliográficas

Beer, Gabriella de (1984). Luis Cabrera. Un intelectual en la Revolución Mexi-

cana. México: fce. 

Boyer, Christopher R. (2003). Becoming Campesinos. Politics, Identity, and 

Agrarian Struggle in Postrevolutionary Michoacán, 1920-1925. Stanford: 

Stanford University Press.

Cabrera, Luis (1973). Obras completas. Obra política: 3, México: Ediciones 

Oasis.

CienAñosdelaConstitucion.indd   374 05/04/18   9:39



375

LA MEMORIA DEL DESPOJO: LA LEY Y LA MEMORIA HISTÓRICA

Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. LVIII Legislatura. 

(2001). La Constitución del pueblo mexicano. México: Porrúa.

Coatsworth, John H. (1974). “Railroads, Landholding and Agrarian Protest in the 

Early Porfiriato”, Hispanic American Historical Review. 54 (1) enero, 48-71.

Córdoba, Arnaldo (1978). “Prólogo: El pensamiento social y político de An-

drés Molina Enríquez”, Andrés Molina Enríquez, Los grandes proble-

mas nacionales. México: Era.

Craib, Raymond B. (2004). Cartographic Mexico: A History of State Fixations 

and Fugitive Landscapes. Durham: Duke University Press.

Domínguez Pérez, Olivia (2015). “ Despojo y restitución de tierras comunales 

en la Huasteca veracruzana”, José Manuel Velasco Toro, Luis J. García 

Ruiz y Olivia Domínguez Pérez (coords.), La ley de 6 de enero de 1915. 

Nueve estudios en el centenario de su promulgación. Xalapa: Editora de 

Gobierno del Estado de Veracruz.

Ducey, Michael T. (2008).“La comunidad liberal: Estrategias campesinas y la 

política liberal durante la República Restaurada y el Porfiriato en Vera-

cruz”, Brian Connaughton (coord.), Prácticas populares, cultura política 

y poder en México: Continuidades y contrastes entre los siglos xviii y 

xix. México: uam-Iztapalapa.

 (2015). “La construcción cotidiana del republicanismo mexicano 

en el escenario de los pueblos rurales de Veracruz entre la Independen-

cia y la Reforma: los casos de Misantla y Altotonga”, Ulúa. Revista de 

Historia, Sociedad y Cultura. (26) julio-diciembre, pp. 91-122.

Friedrich, Paul (1977). Agrarian Revolt in a Mexican Village. Chicago: Uni-

versity of Chicago Press.

García Martínez, Bernardo (1987). Los pueblos de la sierra. El poder y el es-

pacio entre los indios del norte de Puebla hasta 1700. México: Colmex. 

Gudiño, María Rosa y Guillermo Palacios (1998). “Peticiones de tierras y estra-

tegias discursivas campesinas: procesos, contenidos y problemas metodo-

lógicos”, Antonio Escobar O., Jaqueline Gordillo, María Rosa Gudiño, 

Guillermo Palacios, Gabriela Acosta, Arnulfo Embriz y Juan Matamala 

CienAñosdelaConstitucion.indd   375 05/04/18   9:39



MICHAEL T. DUCEY

376

(eds.), Estudios campesinos en el Archivo General Agrario. México: Re-

gistro Agrario Nacional-ciesas.

Hernández Chávez, Alicia (1991). Anenecuilco. Memoria y vida de un pueblo. 

México: fce. 

 (1993). La tradición republicana del buen gobierno. México: fce. 

Holden, Robert H. (1994). Mexico and the Survey of Public Lands. The Mana-

gement of Modernization, 1876-1911. DeKalb Il: University of Northern 

Illinois Press.

Kourí, Emilio (2004). A Pueblo Divided. Business, Property, and Community in 

Papantla, México. Stanford: Stanford University Press.

 (2009). “Los pueblos y sus tierras en el México porfiriano: un le-

gado inexplorado de Andrés Molina Enríquez”, Emilio Kourí (coord.), 

En busca de Molina Enríquez. Cien años de Los grandes problemas na-

cionales. México: Colmex-University of Chicago.

Madero, Francisco I. (2017). “1910 Plan de San Luis Potosí”, Doralicia Carmona 

Dávila (ed.), Memoria Política de México. Instituto de Estudios Políticos. 

Nueva edición perenne, disponible en: memoriapoliticademexico.org/

textos/6Revolucion/1910psl.html, consultado el 15 de febrero de 2017. 

Menegus, Margarita (1991). “La destrucción del Señorío indígena y la forma-

ción de la república de indios en la Nueva España”, Heraclio Bonilla 

(coord.), El sistema colonial en la América española. Barcelona: Edito-

rial Crítica.

Molina Enríquez, Andrés (1978). Los grandes problemas nacionales. México: 

Era.

Nugent, Daniel (1993). Spent Cartridges of Revolution: An Anthropological His-

tory of Namiquipa, Chihuahua. Chicago: University of Chicago Press.

Orozco, Wistano Luis (1975). Los ejidos de los pueblos. México: Ediciones El 

Caballito.

 [1895] (1974). Legislación y jurisprudencia sobre terrenos baldíos. 

Edición Facsimilar, México: Ediciones El Caballito.

Orozco Sánchez, Elena (1975). “Prólogo”, Wistano Luis Orozco, Los ejidos de 

los pueblos. México: Ediciones El Caballito, 7-42.

CienAñosdelaConstitucion.indd   376 05/04/18   9:39



377

LA MEMORIA DEL DESPOJO: LA LEY Y LA MEMORIA HISTÓRICA

Silva Herzog, Jesús (1964). El agrarismo mexicano y la reforma agraria. Expo-

sición y crítica. 2a. ed. actualizada, México: fce. 

Simpson, Eyler N. (1937). The Ejido: Mexico's Way Out. Chapel Hill: University 

of North Carolina Press.

Sotelo Inclán, Jesús (1943). Raíz y razón de Zapata. Anenecuilco. Investiga-

ción histórica. México: Editorial Etnos.

Tannenbaum, Frank (1933). Peace by Revolution. An interpretation of Mexico. 

Nueva York: Columbia University Press.

Velasco Toro, José (2003). Tierra y conflicto social en los pueblos del Papaloa-

pan veracruzano (1521-1917). Xalapa: uv. 

Velasco Toro, José Manuel, Luis J. García Ruiz y Olivia Domínguez Pérez 

(coords.) (2015), La ley de 6 de enero de 1915. Nueve estudios en el cente-

nario de su promulgación. Xalapa: Editora de Gobierno del Estado de 

Veracruz.

Velázquez Hernández, Emilia (2006). Territorios fragmentados. Estado y 

comunidad indígena en el Istmo veracruzano. México: ciesas-Colegio 

de Michoacán.

Womack, John (1968). Zapata and the Mexican Revolution. Nueva York: Ran-

dom House.

CienAñosdelaConstitucion.indd   377 05/04/18   9:39



CienAñosdelaConstitucion.indd   378 05/04/18   9:39



379

UNA REFLEXIÓN SOBRE LOS CAMPESINOS 
BENEFICIADOS POR EL REPARTO AGRARIO

Olivia Domínguez Pérez1

INTRODUCCIÓN

La conmemoración del centenario de la promulgación de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos nos brinda la oportu-
nidad de debatir sobre los resultados de la aplicación del artículo 27 de 
nuestra Carta Magna, que desarrolló las bases de la reforma agraria. La 
gran conquista de los campesinos que se sumaron al movimiento revo-
lucionario de 1910 se concretó en la aprobación de este artículo; duran-
te más de siete décadas permaneció vivo a pesar de las enmiendas, los 
cambios y las añadiduras hasta que, en 1991, se canceló el reparto de tierra 
de un “plumazo” y se inició un proceso de certificación y de titulación de 
casi 120 000 millones de hectáreas, que a lo largo del siglo xx se conoció 
como propiedad ejidal o propiedad social. 

Hoy en día existen 37 410 ejidos con 3.1 millones de ejidatarios, 
pero el escenario rural se encuentra en la fase más crítica de su historia: 
depreciación de los granos básicos, ingreso de cultivos transgénicos, 
cierre de mercados para los productos agroindustriales, emigración de 
los trabajadores de los campos a los polos de desarrollo y, en las últimas 
décadas, hacia el país del norte. Por lo anterior, considero aún pertinen-
te debatir sobre la política ejidal que se gestó hace un siglo. En este sen-
tido, ¿aún es factible hablar de beneficiarios de la tierra?, como se les 
conoció en el lenguaje oficial a los campesinos que recibieron parcelas 
ejidales o comunales. En el presente ensayo me limitaré a hurgar en la 

1	� Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad Veracruzana.
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tenencia de la tierra y en las condiciones de los trabajadores del campo, 
que vivían en la región más cercana al puerto de Veracruz.

UN POCO DE HISTORIA

El movimiento revolucionario desencadenó el poder de justicia del cam-
pesino que se sumó a la lucha maderista. Como sabemos, aún no termi-
naba de definirse el rumbo de la Revolución cuando se dieron posicio-
namientos por parte de los jefes militares, acción que fue suspendida por 
órdenes del jefe carrancista (Ulloa, 1983: 347-351), sin desconocer que 
previamente, durante el efímero gobierno de Francisco I. Madero, se ha-
bía intentado poner en marcha una instancia agraria.

Berta Ulloa afirma que a partir del decreto de 1915, los pueblos 
presentaron 348 solicitudes de restitución y de dotación, de las cuales 
sólo dos fueron resueltas de manera definitiva antes de la aprobación de 
la Carta Magna de 5 de febrero de 1917 (Ulloa, 1983: 366).2

La ley agraria de 6 de enero de 1915 emitida por Venustiano Ca-
rranza fue publicada en Veracruz, en ella se dieron a conocer las bases 
para la restitución de las tierras de las extinguidas comunidades indíge-
nas, además de la dotación de ejidos a los núcleos de población que ca-
recieran de terrenos de cultivo y de títulos de propiedad. Los solicitantes 
debían iniciar el proceso con una petición enviada al ejecutivo estatal, 
donde no hubiera se dirigiría a los jefes militares, quienes la turnarían a 
la Comisión Local Agraria para el dictamen y posesión provisional. 
Este trámite debía continuar ante la Comisión Nacional Agraria, la 
cual, después de analizar el procedimiento, confirmaba o revocaba el 
mandamiento para la firma de la resolución definitiva.

En el caso de la entidad veracruzana, los primeros repartos de tierra 
se hicieron en los municipios aledaños al puerto, estos fueron producto de 

2	� La primera favoreció al pueblo de Iztapalapa el 31 de octubre de 1916, y la segunda a 
San Cosme Xalostoc en Cuahutémoc, Tlaxcala, el 23 de enero de 1917. 
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acciones que surgieron aun antes de la ley de 1915, como la requisición 
que hizo Cándido Aguilar siendo jefe y comandante militar de la antigua 
hacienda de Buenavista, Punta del Hato y Antón Lizardo en los límites 
de Boca del Río; otro caso es el de los campesinos de la villa de Xico, quie-
nes iniciaron su trámite de reparto el 11 de noviembre de 1914, en su tes-
timonio asentaron que eran descendientes de los indígenas de Santa Ma-
ría Magdalena de Xicochimalco por lo que solicitaban la restitución de 
sus antiguos ejidos.

Pero la presión campesina se concentraba en las poblaciones cerca-
nas a las cabeceras municipales; en el caso de Veracruz, la demanda cam-
pesina se dio en todos los municipios que circundaban al puerto como 
La Antigua, ubicado al norte, al oeste Paso de Ovejas y Manlio Fabio 
Altamirano, y al sur y sureste Boca del Río, Alvarado, Medellín y Jama-
pa; estos últimos son los que abordaremos en el presente ensayo.

Las solicitudes llegaron a la oficina agraria establecida desde octu-
bre de 1914 por el gobernador Cándido Aguilar, entre ellas estaban las 
peticiones de los asentamientos que se encontraban en las haciendas del 
antiguo pueblo de San Miguel Medellín. Según los solicitantes, perdie-
ron los terrenos del común además de los propios, los que habían sido 
absorbidos por el municipio y agregados a su fundo legal. En los alega-
tos que presentaron, afirmaban que desde la época de Antonio López de 
Santa Anna éste acaparó las tierras de los “propios” adjudicadas más 
tarde a las haciendas de Jamapa y El Tejar; Will Fowler afirma que el 
general había adquirido en 1839 las haciendas del Jobo, El Lencero, La 
Palma y una porción de Santa Fe, las que formaron las haciendas de 
Manga de Clavo y Paso de Varas; éstas lo convirtieron en el hacendado 
más importante de la región. Tras de su exilio en Colombia en 1851, los 
predios fueron distribuidos entre varios propietarios vinculados por la 
vía del compadrazgo con el militar xalapeño (Fowler, 2010: 264). 

Aunque los alegatos eran muy simples, basados en la tradición oral, 
fueron asentados por las autoridades agrarias ante la carencia de eviden-
cias documentales. Los hacendados, por su parte, presentaron títulos de 
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dominio que demostraron el proceso de privatización rural que se dio en 
la región a partir de la segunda mitad del siglo xix. Ya desde los tiempos 
coloniales, las tierras que circundaban al puerto se caracterizaron por la 
producción agrícola y por la cría de ganado mayor; en las ubicadas al sur, 
en las tierras húmedas, cultivaban productos como el maíz, el arroz y el 
algodón, este último en poca escala aun era acopiado en las haciendas de 
Alvarado, Medellín y Tlalixcoyan, por eso estas tierras eran considera-
das muy rentables (Chávez y Florescano, 1965).

En efecto, Antonio López de Santa Anna siendo dueño de las ha-
ciendas de Manga de Clavo y Paso de Varas las hizo muy rentables has-
ta que le fueron confiscadas y vendidas por el gobierno a Eduardo José 
Perry, el 27 de agosto de 1857, quien a su vez las dividió en partes y las 
vendió a varios rancheros asentados en Paso de Ovejas.

Otro importante comerciante de Veracruz, Dionisio José de Velasco, 
adquirió en 1830, junto con tres personas, la hacienda de Santa Bárbara Ma-
librán ubicada en la jurisdicción de Veracruz; años después Velasco se con-
virtió en el único propietario y la vendió a Eufemia Ibáñez de Díaz Mirón, 
quien a su vez, en 1865, la transfirió a Francisco Mosquera, debido a que los 
intereses de Dionisio José de Velasco estaban en la hacienda de San José 
Novillero y San Pedro Paso del Toro ubicadas en Boca del Río y Medellín.

De acuerdo con un testimonial familiar, la hacienda era usufructua-
da desde mediados del siglo xix por Dionisio José de Velasco y su esposa 
Pilar Carballo de Velasco. En 1871, los herederos del matrimonio presen-
taron ante las autoridades registrales un título de dominio de las hacien-
das a la vez que formaron la Sociedad Velasco Hermanos, cuya matriz 
tenía su sede en la ciudad de Puebla de los Ángeles. En el puerto perma-
neció como representante de la sociedad Justo Ramón Velasco Carballo, 
quien adquirió en 12 000 pesos la propiedad llamada Santa María Jamapa 
alias Tunilla, que pertenecía a María del Carmen Eizaguirre de Riba.3 

3	� En su artículo “Debatir el reparto agrario: el fraccionamiento de la hacienda Santa 
María Jamapa, 1921-1935”, Sergio Rosas reconstruye los avatares que tuvo la hacienda 
desde el siglo xvi hasta 1868 en que transforma su nombre en Santa María Jamapa. 
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Meses después, el 14 de agosto, la misma sociedad compró a la testamen-
taria de Mariano Cenobio la hacienda colindante de Paso Naranjo en 
12 500 pesos; otra parte de dicha hacienda fue vendida a Miguel Mans, 
vecino de Córdoba.4

Los Velasco mantuvieron separadas ambas haciendas hasta que 
fueron fusionadas en 1879 por un nuevo propietario, José Antonio Pérez 
García; a partir de ese año se conocería como la hacienda de Santa María 
Jamapa, ese mismo año también habían vendido 2 388.55 hectáreas ubi-
cadas en Medellín a José María Melgar y Lascurain, quien las transfirió 
al hacendado de Santa Fe, Luciano Vargas, también dueño de la propie-
dad El Rincón de Lechería, de la que se desprenderá a favor de Benito 
González y González, comerciante español del puerto de Veracruz, que 
había acaparado tierras en varios lugares de la región, entre ellos Mata 
Cocuite. A finales del siglo xix, Santa María Jamapa tenía una extensión 
de 9 625 hectáreas y se dedicaba al cultivo de maíz, arroz, frijol, ajonjolí 
y chile, además de poseer frutales como el plátano y los agostaderos de 
ganado. A la muerte de Pérez García, dicha propiedad fue dividida en 7 
grandes fracciones que sumaron 4.6 sitios o sea 8 074.85 hectáreas. Una 
de las fracciones volverá a su nombre original, El Naranjo, con una ex-
tensión de 3 084 hectáreas y pasará a manos de Dionisio José de Velasco.

Otras dos haciendas se encontraban en los municipios de Boca del 
Río y Alvarado: una llamada Santa María Buenavista, Hato y Antón Li-
zardo y la otra San Pedro Joluca. La primera perteneció a un mayorazgo 
con una extensión de doce sitios de ganado mayor y 20 000 cabezas de 
ganado bovino; los herederos residentes en España conservaron la pro-
piedad hasta 1847, año en el que vendieron seis sitios y 10 000 cabezas de 
ganado a Longino Benito Muriel en 5 125.87 pesos; los herederos de Mu-
riel cedieron la hacienda a Venancio Muriel en pago de una hipoteca, 
quien a su vez la transfirió el 7 de mayo de 1875 a Manuel Olivier, quien 

4	� Para 1871, el ingenio San José Novillero estaba valuado en 24 679.17 pesos y la hacienda 
de Paso del Toro en 97 635.50 pesos. Archivo del Registro Público de la Propiedad de 
Veracruz, arppv, libro 1871, inscripción 348, f. 26. 
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dos años después acrecentó la propiedad con el excedente que aún con-
servaba Rosa Pérez Castrillón y García de la Vega con una compra estipu-
lada en 17 000 pesos.5

Santa María Buenavista contaba con 13 192 hectáreas en 1875, las 
cuales fueron incrementadas años después al formarse la Compañía Co-
lonizadora de Antón Lizardo con los socios Rafael Dondé, Tomas Bra-
niff, Félix Cuevas y Delfín Sánchez; básicamente era una hacienda gana-
dera, y una parte era arrendada a colonos que cultivaban caña de azúcar, 
maíz, frijol, arroz, chicle, mango, plátanos y también explotaban carbón 
y madera. A fines del siglo xix, por decreto de Teodoro A. Dehesa, estos 
predios que estaban dentro de la demarcación de Boca del Río se integra-
ron al municipio de Alvarado en mil ochocientos noventa y siete.

En 1871, San Pedro Joluca era una hacienda ganadera en manos de 
la testamentaria de Joaquín Martínez Villaseca, quien la vendió en el 
mes de marzo a Francisco Tejeda, vecino de Alvarado; una década des-
pués la mitad de la propiedad fue heredada a Buenaventura Tejeda, quien 
vendió la parte del casco al comerciante español José Antonio Pérez Gar-
cía, emparentado con los hermanos Velasco. A la muerte de Pérez García 
en 1903 la hacienda fue dividida; según un plano elaborado en 1908, 
contaba con una extensión de 19 268.68 hectáreas y se situaba en los 
terrenos de Mandinga, Cardón y Laguna Camaronera. Buenaventura 
Tejeda vendió el resto de la propiedad que llegaba hasta la Laguna Cama-
ronera al ayuntamiento de Alvarado, así se convierte en colindante con 
los hermanos José Antonio, Adrián y María Concepción Pérez y Gonzá-
lez de Castilla, herederos de Pérez García. Otro colindante era la hacienda 
de San Ramón, propiedad de Ricardo y Dionisio de Velasco.

5	� Ambas haciendas remontaban sus orígenes a la época colonial; el mayorazgo de la 
hacienda de Santa María Buenavista fue fundado por Juan Sarmiento y su esposa 
Isabel Pérez Razcón en 1580 en favor de su hija Ana Sarmiento, y estaba constituido 
por 8 sitios de ganado mayor y San Pedro Joluca por 4 sitios (7 020 hectáreas); según 
asienta Antonio García de León, en 1591 fue de José Soto, otros propietarios la ten-
drían en sus manos como Martín Goycochea y, en 1771, los padres bethenitas (Gar-
cía de León, 2011: 351, 809 y 851; Ramos, 1997: 15; y arppv, t. 17, f. 67). 
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La hacienda ganadera de Paso del Toro, propiedad de los hermanos 
Velasco y Carballo, fue adquirida por José Antonio Pérez y García en 
julio de 1895; hay que recordar que Pérez y García sostenía negocios con 
la sociedad de los Velasco Hermanos y, además, desde 1884 se había 
desposado con Guillermina González de Castilla y Mosquera, viuda de 
Justo Ramón Velasco y Carballo. Pérez y García acrecentó su patrimo-
nio pues ya era propietario de San Pedro Joluca, Santa Guillermina, 
Santa María Jamapa e Ixcoalco y Cotaxtla. Este español nacido en San-
tillana, provincia de Santander, España, también tenía considerables 
ingresos debido a la exportación de palo de Campeche a Europa. Pérez 
y García continuó la administración de la hacienda dividiéndola en tres 
propiedades: Paso del Toro, Copital y Bocana. Las tierras correspon-
dientes al antiguo ingenio de San José Novillero fueron vendidas por el 
hacendado a Manuel R. Morales, dueño de grandes predios que llega-
ban hasta Mecayucan; en 1904, el predio de la Bocana fue heredado a 
Ramón Pérez y García (González de Castilla, 1996: 43-44). La hacienda 
Canalizo alias El Tejar era parte de la hacienda de Santa Fe y fue vendi-
da por el general Santa Anna, antes de salir al exilio en 1845, a José 
Antonio Esteva. Un año después, su apoderado, Francisco de Paula y 
Castro, le vendió a Esteva los predios de La Palma y El Jobo. La hacienda 
de Santa Fe, junto con varios parajes y potreros, fue adquirida por José 
María Pasquel, quien posteriormente la dividió para su venta; así el pre-
dio Buenavista que colindaba con el fundo de Veracruz pasó a manos de 
Luis G. Gago; con posterioridad esta fracción será conocida como Co-
llado y La Boticaria. A la muerte de Gago su viuda, Gertrudis Castro, 
vendió el paraje de Tembladeras a Francisco Portilla (Bermúdez, 1984: 
76).6 Esteva fusionó en una sola propiedad los tres predios y a partir de 
entonces se llamaría hacienda El Tejar, La Palma y el Jobo, la cual se ex-
tendía por el sur hasta los paredones de la casa de Malibrán llegando 

6	� rppv, año 1871, inscripción 76. Hacienda Santa Fe, s. f. rppv, año 1875, t. 14, inscrip-
ción 153, fs. 63b 64 y 65. 
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hasta la margen izquierda del río Jamapa, y colindaba con la hacienda de 
Santa María; esta propiedad permaneció indivisa a la muerte de José An-
tonio Esteva; los herederos realizaron un juicio testamentario el cual fi-
nalizó en 1893, y se acordó que la hacienda se entregaría en partes iguales 
a Rita O. viuda de Esteva, Luz Esteva de Pasquel, Mercedes, Guillermo y 
Gustavo Esteva. La única fracción que se deslindó en 1905 fue la de Luz 
Esteva, que a su muerte fue adquirida por los copropietarios que fomen-
taron la ganadería y los cultivos de maíz, frijol y arroz.7 La descripción de 
los cambios de propietarios de las haciendas que circundaban a la ciudad 
de Veracruz demuestra que las transformaciones y las ventas se dieron 
en la primera mitad del siglo xix por diferentes intereses de los detentores 
de ellas. Estas propiedades se caracterizaron por la producción y por la 
fertilidad de su suelo, lo que incrementó el valor mercantil de estas tierras 
irrigadas por aguas caudalosas que desembocan en el Golfo de México.

La fragmentación de las haciendas se aceleró a partir de la segunda 
mitad del siglo; los ejemplos más claros son Santa Fe y Paso de Varas, 
que se dividieron en dos grandes fracciones que a su vez fueron vendi-
das en partes, y que corresponden a los parajes y a los potreros donde 
existían caseríos identificados con otros nombres por los nuevos pro-
pietarios, aunque en las escrituras se siguen mencionando los nombres 
de las antiguas haciendas. Así, para el último tercio del siglo xix se cons-
tituyeron haciendas o fincas de mediana extensión como es el caso de 
Santa Fe, de la cual se desprendieron las haciendas El Jobo, Buenavista, 
Tembladeras, El Tejar y La Palma, El Collado y La Boticaria.

La forma de explotación era muy tradicional a través del arrenda-
miento, como es el caso de las tierras para el cultivo o el ganado. Los 
arrendatarios plantaban diversos productos, aunque no tenemos una 
información precisa al analizar los reglamentos de algunas haciendas; 
en éstos se asientan datos que nos ayudan a entender cómo funcionaban 
estas unidades productivas. Cada año los propietarios renovaban los 

7	� Diario Oficial de la Federación (1927: 5).
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permisos que otorgaban a los arrendatarios para laborar el predio a 
cambio de una renta anual, la presentación de un fiador y el cumpli-
miento de las obligaciones estipuladas en el reglamento; podían ocupar 
el predio que se estipulaba y construir sus viviendas, pero al final del 
contrato las mejoras eran de los hacendados. En el caso de la hacienda 
de Santa María Buenavista, Hato y Antón Lizardo, los arrendatarios 
pagaban veinte pesos anuales y diez pesos por hectárea; además, los co-
lonos ganaderos pagaban porque pastasen sus ganados.

Artículo 8. Los colonos, arrendatarios u ocupantes pagarán la renta que 

enseguida se expresa: el agricultor que se dedique a la siembra de arroz, 

maíz y cualquiera otra planta que no sea caña de azúcar pagará como mí-

nimo diez pesos anuales por cada diez mil metros cuadrados, o sea una 

hectárea, bien entendido que no podrá ensancharse al extenderse por nin-

gún concepto, de los linderos que se le hayan señalado en el permiso. El 

agricultor que se dedique a la caña de azúcar u otra clase de planta que no 

sean las estipuladas arriba, pagarán la renta que fije el administrador.

Artículo 9. Los ganaderos cuyos ganados sólo permanezcan en los llanos de 

la Hacienda en la estación de lluvias pagarán un peso por cada cabeza de ga-

nado vacuno, caballar, mular o asnal, se entiende por cada temporada. Aque-

llos que tengan sus ganados todo el año en los llanos de la Hacienda pagarán 

dos pesos por cada cabeza de ganado vacuno, caballar, mular o asnal.

Artículo 10. Los cercados para pastos, naturales o artificiales, sea que ya 

estén establecidos, y los que se permitan hacer en lo futuro, pagarán por 

renta anual la que fije el administrador, según sus condiciones y aptitud, 

tanto del terreno como de los pastos.

Artículo 11. Los colonos que sólo tengan sus casas en los terrenos de la 

Hacienda y sus ganados y labores fuera de ella, pagarán la renta que fije 

el administrador.
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Artículo 12. Todos los colonos, arrendatarios u ocupantes pagarán sus ren-

tas, precisamente, sin excusa ni pretexto alguno, como sigue: los ganade-

ros, del primero al último día de septiembre de cada año, y los colonos 

agricultores pagarán desde el primero de septiembre al último de octubre 

de cada año; los ocupantes pagarán la renta cuando lo fije el administrador, 

sin que por esto el pago deje de hacerse dentro de las fechas arriba citadas.

Artículo 13. Los colonos, arrendatarios u ocupantes que no cumplan pun-

tualmente con el pago de sus rentas, se les cargará y pagarán un veinticinco 

por ciento sobre el importe total de la renta que adeudaren, por todo el tiem-

po que estuviere sin solventarse, y en caso de juicio pagarán todos los gastos 

y perjuicios que por causa de este cobro llegaren a originarse a la Hacienda.8

Este reglamento tenía muchas prohibiciones, los arrendatarios que acep-
taban las condiciones estaban sometidos a multas en caso de realizar ac-
tividades vedadas; en consecuencia, sólo eran dueños del producto que 
sembraban o del ganado que criaban y estaban sujetos también a que re-
visaran su ganado antes de la venta para verificar la propiedad y el fierro.

En San Pedro Joluca (a) Mandinga había un reglamento menos 
punitivo pero la renta era cinco pesos más cara que la de Santa María 
Buenavista, Hato y Antón Lizardo, además existía una cláusula especial 
para cañeros “… los plantíos de caña pagarán a razón de cincuenta pe-
sos por cada millar de matas, si pasan de cinco mil matas, y no llegando 
a este número pagarán veinticinco pesos al año…”9 El administrador se 

8	� Reglamento y condiciones a las que deben sujetarse los colonos de la hacienda Santa 
María Buenavista, Hato y Antón Lizardo, 1907. age, fondo Secretaria General de 
Gobierno, sección Gobernación y Justicia, serie Tierras. 

9	� Reglamento, obligaciones y deberes de los colonos de la hacienda de San Pedro Joluca 
(a) Mandinga, 1906. age, fondo Secretaría General de Gobierno, sección Goberna-
ción y Justicia, serie Tierras. En la sección Gobernación y Justicia del fondo Secretaría 
de Gobierno del age se localizaron 46 reglamentos de fincas rústicas que elaboraron 
23 haciendas, 9 fincas, 6 predios, 6 terrenos, 2 ranchos y 1 plantación en el periodo de 
1882 a 1910. La actualización de los mismos puede localizarse en los expedientes 
agrarios del acervo de la Comisión Agraria Mixta. 
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encargaba del cobro de las rentas y de cuidar los intereses de su patrón 
incluyendo los trámites administrativos ante la Jefatura Política como 
la actualización del reglamento; el mismo caso lo encontramos en la 
hacienda de Paso del Toro, Copital y Bocana; en su reglamento de 1896 
presentaba las mismas condiciones de arrendamiento para los colonos, 
los agricultores y los ganaderos que en el de los otros hacendados, aun-
que Antonio Pérez García permitía en sus propiedades el asentamiento 
de personas que no se dedicaran a las actividades señaladas en el con-
trato a cambio de una renta de diez pesos anuales.

Esta forma de control de la tierra y del trabajo provocaba desaliento 
entre los arrendatarios, pues sólo eran dueños de una parte de su trabajo 
siempre y cuando pagaran y cumplieran las cláusulas del reglamento.

Los colonos y arrendatarios de El Tejar sufrieron las duras condi-
ciones que imponía el hacendado:

Artículo 7. Los colonos agricultores pagarán por la tierra que designe su 

permiso ocho pesos anuales por cada hectárea de sembradura que ocupen 

con plantaciones de tabaco, maíz, hortaliza, frijol y otras siembras que re-

quieran renovarse cada año. Los plantíos de café, caña de azúcar, y los 

demás que permanezcan en explotación por más de un año, causarán por 

renta quince pesos anuales por cada hectárea de terreno de sembradura, 

salvo el convenio especial anual escrito. Los colonos agricultores pagarán 

como mínimo de renta de tres hectáreas, siembren el todo o parte de ellas. 

No pagarán renta por piso de una casa cuando ésta se encuentre dentro de 

los límites del terreno que se les designe para cultivar. Una casa aislada cau-

sará por piso la renta convencional que acuerden los propietarios del terre-

no. Los propietarios de las Haciendas se reservan el derecho de cobrar una 

renta especial por los terrenos donde se hayan sembrado árboles frutales.

Artículo 8. Los colonos agricultores no tendrán derecho a mantener ga-

nados, cualquiera que sea su especie, dentro de los terrenos de las Ha-

ciendas sin previo permiso escrito de los Administradores, y en este caso 
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se sujetarán a las disposiciones que respecto de los colonos ganaderos 

prescribe el presente Reglamento (Manrique, 1986: 280-281).

De la lectura de este reglamento que consta de 24 artículos se desprende 
que los colonos no podían dedicarse a otra actividad que no estuviera 
estipulada en el contrato, además estaban prohibidas las diversiones pú-
blicas y estaban obligados a prestar servicio en la casa del hacendado 
siempre que se les requiriera.

En el caso de Santa Fe, desde 1811, existían 228 arrendatarios que 
aportaban 909 pesos y, además, podían quedarse con las crías y la leche, 
la cual era vendida en el puerto. Este sistema continuó con los posterio-
res propietarios según lo demuestran los reglamentos presentados de 
manera pública a partir de 1882.10 En el caso de esta hacienda el regla-
mento se volvió más flexible, disminuyeron las prohibiciones y se otor-
garon facilidades a los colonos para su subsistencia y ya no se les especi-
ficaba el monto de las rentas, lo que demuestra que existía un trato más 
directo con el dueño que era Luciano Vargas: 

Artículo 7. Pagar las rentas que se les asignen en sus licencias por semes-

tres, o según lo explique el permiso cuando no exista contrato que otra 

cosa determine. Artículo 8. Pagar $1.50 por cabeza al año.11

Su heredero Benito Vargas, en 1916, presentó un reglamento con pocas 
prohibiciones donde ya se incluía a los que trabajaban por jornal: 

Artículo 11. Los arrendatarios, colonos o jornaleros no pagarán cuota 

alguna por el sacrificio del ganado. 

10	� amv, caja 86, años 1811-1812, f. 60. 
11	� Reglamento, condiciones a que deben sujetarse los colonos de mis terrenos denominados 

Santa Fe, en el municipio de Veracruz y Esperanza en el municipio de Medellín. 1910. age, 
fondo Secretaría General de Gobierno, sección Gobernación y Justicia, serie Tierras. 
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Artículo 12. Las rentas serán pagadas a su vencimiento y en la forma si-

guiente: los colonos, agricultores o ganaderos que tomen terrenos en 

arrendamiento ya sea por la temporada de siembra o por anualidad pa-

garán la renta de $8.00 (ocho pesos) por hectárea. Los ganaderos pagarán 

$1.50 (un peso cincuenta centavos) de pasto por cabeza al año.

Artículo 16. Siempre que algún colono pierda su cosecha por causa de 

fuerza mayor, quedará exento del pago de la renta correspondiente.12

Algunos arrendatarios lograron adquirir pequeñas parcelas, pero con-
tinuaron siendo colonos en las localidades donde habían construido sus 
viviendas; este grupo será utilizado por los propietarios, como veremos 
más adelante.

LOS PRIMEROS REPARTOS

El conflicto revolucionario causó un fuerte impacto en esta región debi-
do a que frenó los planes de expansión de los hacendados durante todo 
el periodo armado, continuamente se quejaban de la pérdida de ganado, el 
que eran forzados a entregar a los diferentes grupos revolucionarios, 
además tuvieron que suspender las cuotas de los arrendatarios, sobre 
todo a partir de 1913, debido a que los grupos contrarrevolucionarios 
comandados por José Gabay asolaron desde Huatusco hasta los límites 
del puerto de Veracruz.

Ya establecido el gobierno de Cándido Aguilar, se inició su política 
agraria en la región sobre todo en Medellín, ya que este municipio tenía 
los elementos necesarios para que se cumplieran las disposiciones de la 
ley agraria de 1915. En efecto, la villa tenía un pequeño fundo legal de 
40 hectáreas y 42 fincas rústicas que alcanzaban más de 35 000 hectá-
reas; 4 haciendas destacaban por su extensión: El Tejar, La Palma y El 

12	� age, cam, Medellín, Santa Fe, exp. 30. 
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Jobo con 7 445 hectáreas, Paso del Toro con 14 044 hectáreas, La Espe-
ranza con 3 456 hectáreas y La Bocana con 2 647 hectáreas. Los testimo-
nios de los solicitantes no fueron avalados por los títulos primordiales 
como lo exigía la ley, ellos insistieron en que los ejidos habían quedado 
en manos de familias del puerto de Veracruz, las que vendieron la por-
ción aledaña a la villa al comerciante Ladislao Gómez. Así, en las prime-
ras décadas del siglo xx los habitantes pagaban cuotas de arrendamien-
to, otros eran colonos de diferentes propietarios que tenían haciendas 
en las distintas congregaciones del municipio, me refiero a Dos Bocas, 
El Tejar, Juan Alfaro, Río Cotaxtla y La Bocana. Los hacendados presen-
taron siempre resistencia a las disposiciones agrarias, entre ellos los her-
manos Esteva y José Pérez Castilla, cuya hacienda se extendía en los 
municipios de Medellín y Jamapa.

Días después de la emisión de la ley agraria se empezó a formar un 
expediente para dotar al pueblo de Medellín de los ejidos que habían in-
vadido las haciendas; una primera diligencia fue realizada por un inspec-
tor del trabajo, el que recorrió la hacienda de El Tejar, El Jobo y La Palma 
donde analizó los contratos de arrendamiento, a los cuales considero “de-
plorables y en condiciones ventajosísimas para los propietarios”; calculó 
que aproximadamente trabajaban trescientos colonos en parcelas de ocho 
a diez hectáreas; el informe también hizo énfasis en que los arrendatarios 
pagaban hasta por el piso de sus casas, por desmonte y por el derecho a los 
pastos, no podían recibir huéspedes aunque fueran de su familia, además, 
tenían que garantizar el pago por medio de fianzas. Así mismo, especificó 
que algunas hectáreas estaban sembradas con frutales como mango ma-
nila y dedicaban una o dos hectáreas a la siembra de pastos artificiales.13

El 6 de marzo, ante las autoridades del lugar, comparecieron los 
campesinos Juan López, Felipe Neri Mata, Leonardo Colina, Teodoro 
Aguirre Contreras, Marcelino Rodríguez, Sebastián Luna, Mateo Guerre-

13	� age, cam, Medellín, exp. 1, f. 153; informe que rinde el Jefe de la Sección el 26 de 
febrero de 1915. 

CienAñosdelaConstitucion.indd   392 05/04/18   9:39



393

UNA REFLEXIÓN SOBRE LOS CAMPESINOS BENEFICIADOS

ro y Timoteo Contreras; el más anciano, Marcelino Rodríguez, recorda-
ba los deslindes realizados durante la época del imperio de Maximiliano, 
cuando se delimitaron las tierras del municipio de manera arbitraria 
beneficiando a los hacendados. El 9 de marzo, el gobernador Aguilar 
firmó un acuerdo en el que nombraba a una comisión de ingenieros 
para que marcara los terrenos susceptibles de reparto, ya fuera por la 
restitución o por la dotación. Los trabajos topográficos iniciaron el 15 
de marzo de 1915, al mismo tiempo que formaron el Comité Particular 
Ejecutivo con Luis Jiménez como presidente, Celerino Vallejo como vo-
cal y Faustino Martínez como secretario.

La delegación agraria dictaminó la dotación y aceptó proceder a 
un reparto provisional de los terrenos de Medellín para el mayor núme-
ro de campesinos a la brevedad posible, con el objeto de obtener un 
rendimiento rápido de las cosechas. Los mismos delegados estaban cons-
cientes de que los estudios no eran muy exactos pero, dada la premura 
de la instrucción del ejecutivo, procurarían legalizar las parcelas que 
correspondían a los vecinos que ya estaban en posesión pacífica de al-
gunas extensiones, es decir, de los arrendatarios y de los colonos con el 
visto bueno del Comité Particular Ejecutivo y en cumplimento del artícu-
lo 3 del decreto de 6 de enero.14

Según un reporte de la época, la villa de Medellín de Bravo fue 
dotada con 500 hectáreas el 25 de abril de 1915. Cándido Aguilar acom-
pañado del secretario general interino, Luis Sánchez Pontón, junto con 
las autoridades del municipio y del Comité Particular Ejecutivo acudie-
ron al paraje Paso Real, ubicado en los terrenos de la hacienda El Tejar, 
para iniciar el reparto de 20 lotes, después de ese acto simbólico se en-
tregaron otros lotes más.

Este primer reparto de 20 lotes comprendió 113.9202 hectáreas, 
cada ejidatario recibió de 3 a 10 hectáreas; el segundo reparto también fue 
de 113.9202 hectáreas correspondientes a los lotes del 21 al 35; el tercer 

14	� age, cam, Medellín, Dotación, exp. 1, fs. 212-213. 
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reparto se efectuó el 18 de mayo y fueron 114.5366 hectáreas que abar-
caron las parcelas de la 36 a la 50; el 16 de junio se fraccionaron 144.5335 
hectáreas para los lotes del 51 al 72 y el mismo día se repartieron los 
lotes del 73 al 90 con 77.7362 hectáreas; el 23 de octubre se distribuyeron 
los lotes del 91 al 100 con 44.3950 hectáreas, además, se dividió el potre-
ro de Ladislao Gómez que formó las parcelas de la 101 a la 143 con 101.50 
hectáreas. Lo interesante de este reparto de tierras en Medellín, que ana-
lizamos, es que en 1915 hubo siete repartimientos en el mismo municipio, 
que afectaron básicamente a la hacienda El Tejar, La Palma y El Jobo.

Al año siguiente hubo tres afectaciones más que incluyeron tam-
bién a las haciendas El Huasimal y La Esperanza, que alcanzaron la can-
tidad de casi 1 500 hectáreas. En efecto, el 19 de enero se repartieron 80 
parcelas que correspondieron a los lotes del 144 al 222 con 359.9050 
hectáreas; el 20 de abril se entregaron tierras para ampliar el fundo legal 
y los ejidos de la villa de Medellín, en esta ocasión fueron 466.9050 hec-
táreas para los lotes del 223 al 306; el 11 de mayo se repartieron 69.1000 
hectáreas que abarcaron los lotes del 307 al 321, lo que da un total gene-
ral de 1 454.5404 hectáreas. Desgraciadamente, el expediente 1 está in-
completo, pero el comisionado argumenta que hubo dos proyectos de 
fraccionamiento que desaparecieron de la carpeta, y a partir de estos 
documentos dice que se dan irregularidades y no se cumplen todos los 
requisitos del proceso de dotación a pesar de la “loable intención” del 
gobernador de ayudar a los labradores en pequeño de Medellín. En con-
secuencia, el 12 de julio de 1917 se declararon nulas estas dotaciones y 
ejecuciones. Los agraciados que aún vivían en las poblaciones beneficia-
das volvieron a insistir en la dotación y en la apertura de un nuevo ex-
pediente; los ingenieros verificaron si los campesinos estaban trabajan-
do los lotes, pero encontraron muchas hectáreas que no hacían producir 
los beneficiados de 1915. Se levantó un nuevo padrón con 101 agriculto-
res susceptibles de recibir 1 755 hectáreas, aunque en esta ocasión se 
consideraba afectar 51 hectáreas que pertenecían a la hacienda de Santa 
María Jamapa, ubicada en el municipio colindante.
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Estos meses fueron aprovechados por los terratenientes de la ha-
cienda El Tejar para insistir en el cobro de las rentas atrasadas que, en 
efecto, por instrucción de las autoridades locales habían dejado de re-
caudar. El alcalde municipal contestó que era improcedente el pago por-
que los terrenos ya no estaban en posesión de los hacendados; finalmen-
te, el 27 de diciembre de 1917, Venustiano Carranza firmó una dotación 
definitiva de 500 hectáreas para Medellín; más tarde, el 14 de junio de 
1919, se emitió una ampliación provisional de 924.3917 hectáreas, pero 
la resolución definitiva firmada por el presidente Adolfo de la Huerta el 
17 de noviembre de 1920, sólo aprobó 798 hectáreas; 209 hectáreas fue-
ron tomadas de la hacienda El Tejar, 142 del Jobo y 447 hectáreas de La 
Palma. Otra afectación fue signada en primera instancia el 15 de no-
viembre de 1918 y confirmada de manera definitiva el 25 de octubre de 
1923, en la que El Tejar aportó 355.50 hectáreas para Boca del Río; la 
dotación definitiva se amplió de 209 a 244 hectáreas tomadas de la ter-
cera fracción de la hacienda El Tejar, propiedad de Guillermo Esteva.

La estrategia que siguieron las demás localidades, que habían sido 
beneficiadas en 1915, fue iniciar el proceso de dotación como es el caso de 
Playa de Vacas, que el 23 de mayo de 1921 solicitó los terrenos que perte-
necían a Mercedes Esteva y que aún conservaba 2 000.067 hectáreas. Los 
alegatos de la familia Esteva a partir de este año insistían en que la hacien-
da estaba dividida en varias fracciones entre la viuda y los hijos; para 
evitar el proceso de dotación también argumentaron que se beneficiaba 
no sólo a los arrendatarios y a los colonos sino a las personas que no vi-
vían en el lugar; las investigaciones de los ingenieros dieron como resul-
tado que los Esteva no presentaron la cifra correcta de la extensión que 
poseían, además, los beneficiados comprobaron su carencia de tierras, 
que era un elemento necesario para la dotación. Finalmente, Playa de 
Vacas logró la dotación para el ejido y para el fundo legal de El Tejar el 
14 de abril de 1924 con 324 hectáreas. También los vecinos de El Tejar y 
del Rancho del Padre solicitaron la dotación el 5 de septiembre de 1922 
y les concedieron 533 hectáreas en posesión provisional; a El Cedral se le 
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adjudicaron 348 hectáreas más 240 hectáreas para el poblado Paso los Arrie-
ros; todas estas tierras se tomaron también de la hacienda de La Palma.

La hacienda de Santa María Jamapa fue afectada el 15 de abril de 
1916; los campesinos de la cabecera habían solicitado el 6 de noviembre 
de 1915 la dotación de ejidos, el acuerdo fue a su favor. Esta dotación, como 
el caso de Medellín, fue revisada por las autoridades agrarias después de la 
emisión de la Constitución de 1917. Así, el 9 de marzo de 1918, el goberna-
dor concedió un sitio de estancia de ganado mayor (1 755 hectáreas) que 
se tomó de la hacienda de Jamapa, pero en la segunda instancia se con-
sideró la ubicación de Jamapa, ya que ésta ocupaba tierras en ambos lados 
del río; dichas tierras pertenecían a dos haciendas: La Palma y Santa Ma-
ría, por lo que se modificó la resolución provisional con la dotación de 625 
hectáreas de ambas propiedades que beneficiaron a 125 campesinos,15 se-
gún resolución definitiva del 12 de agosto de 1921. El expediente del ejido 
El Rincón inició con la solicitud del 9 de diciembre de 1921, desde el pri-
mer informe del comisionado se consideraron afectables las tierras de San-
ta María Jamapa, que para ese año contaba con 8 074.85 hectáreas, cuyo 
propietario era José Pérez Castilla, quien argumentó que había vendido 
2 872.31 hectáreas; en el dictamen no se consideró legal esta transacción 
porque fue realizada durante el proceso de dotación. Para las autoridades 
esta maniobra del hacendado era una estrategia para “eludir el cumpli-
miento de las leyes agrarias”, por lo tanto, el 21 de julio de 1923 se confirmó 
la resolución provisional de 548 hectáreas que benefició a 138 campesinos. 

El 7 de julio de 1929, los agricultores de la congregación de Ixcoal-
co pidieron se les dotara con terrenos que ya cultivaban, esta petición fue 
rechazada por el representante de la dueña María de C. Pérez Rivero, al 
señalar que el censo estaba mal levantado porque se beneficiaba a campe-
sinos que ya habían sido dotados en el reparto de El Rincón; finalmente, 
hubo una resolución provisional el 2 de junio de 1931 que benefició a 47 
individuos con 282 hectáreas, de las cuales 65 fueron tomadas del pre-

15	� Diario Oficial de la Federación, 8 de septiembre de 1921. 
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dio de Ixcoalco, propiedad de Pérez Rivero, 135 de El Atascadero, pro-
piedad de Ladislao Gómez y 83 de Santa María Jamapa. La resolución 
definitiva fue firmada el 1 de octubre de mil novecientos treinta y cuatro. 

Los campesinos de la exhacienda La Campana solicitaron la dota-
ción de tierras el 16 de septiembre de 1931; el 4 de noviembre de 1933 
lograron una resolución provisional de 432 hectáreas, las que beneficia-
ron a 22 campesinos. La Campana, repartida entre las cuatro hermanas 
Villalvazo, aportó 288 hectáreas y la hacienda de Jamapa 144; sin em-
bargo, en la resolución definitiva del 19 de noviembre de 1941 se dicta-
minaron 257 hectáreas de la exhacienda de La Campana y 175 de la 
hacienda de Santa María Jamapa.16

La hacienda de Paso del Toro también contribuyó a la dotación de 
tierras de varios poblados; los campesinos de La Bocana fueron los pri-
meros en presentar una solicitud el 13 de octubre de 1921, el predio que 
pedían se encontraba dentro de dos haciendas: La Bocana, propiedad de 
Ramón Pérez García y Paso del Toro, de Guillermina Castilla González, 
viuda de Pérez; la primera con una extensión de 2 617 hectáreas y la se-
gunda con 10 676.3988 hectáreas. Sesenta campesinos fueron dotados 
con 240 hectáreas, sin embargo, en la resolución definitiva se aumentó 
a 280 hectáreas, que beneficiaron a 70 agricultores con 120 hectáreas de 
la hacienda La Bocana y 160 hectáreas de Paso del Toro.17

A principios de 1921, la hacienda de Paso del Toro se dividió en 
cinco partes precisamente cuando empezaron a proliferar las solicitu-
des de dotación. Los campesinos de La Providencia pidieron tierras el 
12 de septiembre de 1924; la resolución provisional de 8 de julio de 1932 
los dotó de 270 hectáreas tomadas de 174 hectáreas de la fracción v de la 
hacienda de Paso del Toro, y 96 hectáreas de la propiedad de Noa Celes-
te Andrade de Cueto; el dictamen definitivo se emitió el 18 de junio de 
mil novecientos treinta y cuatro.18

16	� Ibid., 4 de marzo de 1942.
17	� Ibid., 27 de mayo de 1925. 
18	� Ibid., 12 de septiembre de 1934. 
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Los campesinos que habitaban en la congregación de San Juan de 
Alfaro turnaron su solicitud de dotación el 30 de enero de 1926; la resolu-
ción provisional del 28 de febrero de 1929 les otorgó a los 118 campesinos 
708 hectáreas; fueron tomadas 290 de la fracción i a nombre de la suce-
sión de Miguel de Velasco y 418 de la fracción ii de Ricardo de Velasco; 
esas hectáreas provenían de la hacienda de Paso del Toro. La resolución 
definitiva fue firmada el 9 de enero de 1930. También esa hacienda fue 
afectada por los campesinos de El Copital, los que realizaron la solicitud 
el 18 de febrero de 1928; la dotación provisional les concedió 324 hectá-
reas que fueron tomadas de las fracciones iv y v y beneficiaron a 54 in-
dividuos. La resolución definitiva fue emitida el 9 de enero de 1930.

Para la dotación del poblado El Mangal, los campesinos iniciaron 
el proceso el 19 de marzo de 1929, dicho poblado se ubicaba a lo largo 
del río Cotaxtla en los terrenos de la exhacienda de San Pedro Paso del 
Toro, cuyas fracciones eran de Ramón de Velasco. La resolución provi-
sional de 30 de diciembre de 1929 concedió 342 hectáreas a 47 campesi-
nos; fue confirmada de manera definitiva el 26 de junio de mil nove-
cientos treinta y uno.

Los campesinos de Rincón Pérez solicitaron dotación de tierras el 
23 de octubre de 1930. La resolución provisional dictaminó el reparto 
de 558 hectáreas que se tomaron: 200 hectáreas de la fracción v de la 
hacienda de Paso del Toro; 113 de la finca Rincón Pérez, propiedad de 
Remigio Morales; 185 de Santa Rosa de Rosario Meza de Morales; y 60 
de la propiedad de Santiago Pérez; se confirmó esta dotación el 8 de ju-
lio de mil novecientos treinta y dos. 

El 3 de marzo de 1936, los campesinos del poblado Paso del Toro 
solicitaron dotación de tierras. El dictamen provisional otorgó 1 340 
hectáreas a 111 campesinos, con lo que se afectó a la fracción i con 166 
hectáreas, para estos años esta fracción se encontraba como proindivisa 
de los señores Justo Ramón de Velasco, Augusto V. González de Casti-
lla, Isabel Velasco de Wehelen y María de Velasco de López de Guereño; 
a la fracción ii de Ricardo de Velasco con 727 hectáreas de la exhacienda 
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del mismo nombre, y 444 hectáreas de la finca La Bocana, propiedad 
de Ángel y Daniel Pérez Deveaux. La dotación sería confirmada el 19 de 
julio de mil novecientos treinta y nueve. 

En 1915, la hacienda de San Pedro Joluca estaba en posesión de 
María Pérez y González de Castilla y era administrada por el hacenda-
do de Jamapa, José Pérez; para ese año contaba con una extensión de 
18 266 hectáreas. La primera solicitud fue turnada el 20 de julio de 1915 
por los vecinos del poblado Rincón de La Palma, en el informe del dele-
gado agrario se consideraron afectables terrenos de San Pedro Joluca y 
El Jiote con una extensión de 3 233 hectáreas, propiedad de Alejandro 
Tejeda; así, la resolución provisional de 7 de febrero de 1918 dio 1 755 
hectáreas a las siguientes congregaciones: Rincón de La Palma recibió 
305 hectáreas: del Jiote se tomaron 264 hectáreas y 41 hectáreas de San 
Pedro Joluca; esta hacienda también dotó de 705 hectáreas a la congre-
gación de Costa de La Palma y de 745 hectáreas a Moral y Mosquitero. 
Sergio Rosas afirma que, entre 1916 y 1917, Pérez Castilla fraccionó 3 500 
hectáreas de la hacienda que seguramente benefició a sus arrendatarios. 

Esto explica que no se encuentren nuevas solicitudes hasta 1930 
cuando la hacienda ya es propiedad de Dionisio Velasco e hijos; en efec-
to, ese año los vecinos de Mandinga de Cardón, El Nanchal, Salinfas y 
La Piedra requirieron una dotación de tierras de cultivo. Mandinga de 
Cardón solicitó tierras el 6 de junio de 1930 y obtuvo una resolución 
provisional el 23 de mayo de 1932, San Pedro Joluca aportó 540 hectá-
reas y la hacienda colindante de Ricardo Velasco, San Ramón, 300 hec-
táreas, esta dotación fue confirmada el 2 de abril de 1934. El Nanchal 
pidió sus tierras el 4 de julio de 1930, concediéndosele 834 hectáreas 
tomadas de San Pedro Jocula, las cuales fueron confirmadas el 30 de 
julio de mil novecientos treinta y cuatro. 

La congregación de Salinas solicitó dotación el 9 de noviembre del 
mismo año, la resolución provisional de 30 de noviembre de 1931 le con-
cedió 2 832 hectáreas tomadas de San Pedro Joluca, con las que se bene-
fició a 118 campesinos, y fue confirmada por resolución presidencial el 
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30 de abril de 1934. Por su parte, los campesinos de La Piedra pidieron 
la dotación de tierras el 17 de diciembre, logrando el 24 de agosto de 1932 
que les asignaran 1 716 hectáreas, de las cuales 300 de temporal de pri-
mera fueron tomadas de la hacienda de San Ramón y 1 416 de San Pedro 
Joluca; benefició a 109 campesinos. Este expediente es muy interesante 
porque los propietarios afirmaron que ya habían sido afectados por 
otras dotaciones y que se debían considerar las inversiones que realiza-
ron años atrás, cuando tuvieron que vender propiedades que usufruc-
tuaban en Cuba, por las que el gobierno había recibido una cuantiosa 
suma en pagos al fisco por concepto “de traslación de dominio y contri-
buciones”, además de las múltiples mejoras que realizaron a la hacien-
da. A pesar de su oposición, se confirmó la dotación el 23 de mayo de 
mil novecientos treinta y dos. 

Las congregaciones que se ubicaban en la hacienda de Santa María 
Buenavista, Hato y Antón Lizardo solicitaron tierras en dotación el 4 
de enero de 1916; una primera dotación provisional fue el 19 de marzo de 
1918 y benefició a Rincón de Plumaje, Punta de Antón Lizardo, Hato, El 
Bayo, La Piedra, La Matosa, Mandinga y las rancherías de La Aguada, 
Bajo Grande y El Zapote con 1 870 hectáreas, pero fueron negadas de 
manera definitiva el 16 de marzo de 1920. Debido a esto los campesinos 
tuvieron que hacer una solicitud por cada poblado; así, Punta del Antón 
Lizardo presentó su petición el 16 de septiembre de 1920 y logró una 
dotación provisional de 1 601 hectáreas donde se incluían 101 hectáreas 
para el fundo legal y 30 para la zona marítima, todas tomadas de la ha-
cienda Santa María Buenavista. Este expediente fue turnado a la Comi-
sión Nacional Agraria, que después de revisar la documentación compro-
bó que la hacienda tenía 13 192.66 hectáreas. No obstante, la resolución 
presidencial de 11 de noviembre de 1926 sólo confirmó la dotación de 
1 221.12 hectáreas.

Los vecinos de la ranchería El Zapote presentaron su solicitud de 
tierras el 24 de enero de 1922 pero, como sucedió en los otros poblados, 
desistieron de su petición, por lo que esta dotación fue negada en la re-
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solución provisional de 16 de agosto de 1928. Sin embargo, la Comisión 
Nacional Agraria continuó el trámite en la segunda instancia y final-
mente concedió el 10 de noviembre de 1933, 804 hectáreas tomadas de 
la hacienda Santa María Buenavista, que favorecieron a 84 campesinos.

Los vecinos del poblado El Bayo solicitaron dotación el 16 de sep-
tiembre de 1922, pero conforme avanzó el trámite los campesinos desis-
tieron del reparto y afirmaron estar de acuerdo en permanecer en cali-
dad de arrendatarios. Afortunadamente, una nueva solicitud de 9 de 
febrero de 1931 tuvo más éxito, pues al final fueron apoyados de manera 
definitiva con 1 306 hectáreas, de las cuales 736 se utilizaron para for-
mar 92 parcelas, una parcela escolar y un campo experimental, y 300 
hectáreas para montes. El 10 de diciembre de 1929, los campesinos de 
La Aguada pidieron ser favorecidos con tierras de la hacienda Buenavis-
ta; tres años después, el 10 de septiembre de 1932, la resolución provisio-
nal les concedió 840 hectáreas para formar 140 parcelas de 6 hectáreas 
cada una; la resolución definitiva confirmó esta dotación el 6 de agosto 
de mil novecientos treinta y cuatro. 

Los campesinos de Mandinga y Matosa solicitaron tierras el 25 de 
octubre de 1930, y a pesar de la oposición de la Compañía Colonizadora 
de Antón Lizardo se les concedió provisionalmente 920 hectáreas, que se 
repartieron a 92 individuos, las que se tomaron de Buenavista; esta dota-
ción fue confirmada el 16 de julio de mil novecientos treinta y cuatro. 

Los campesinos de El Hato presentaron su solicitud el 17 de di-
ciembre de 1930 y fueron favorecidos de manera provisional el 23 de 
mayo de 1932 con 380 hectáreas tomadas de la hacienda de Santa María 
Buenavista; la resolución definitiva confirmó la dotación el 2 de abril de 
mil novecientos treinta y cuatro. 

En esta reconstrucción histórica que inició con la fragmentación y la 
formación de nuevas haciendas en el siglo decimonónico, los campesi-
nos sin tierra permanecieron controlados por abusivos contratos que no 
les permitían acceder a los títulos de dominio de los predios que labora-
ban; los desheredados de la tierra habían soportado durante varias gene-
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raciones condiciones de miseria como jornaleros de los grandes acapara-
dores de la tierra; estas condiciones dominaban en el campo veracruzano 
y, especialmente, en estas ricas tierras que rodeaban al primer puerto de 
México. Por lo anterior, los iniciales repartos representaron una boca-
nada de esperanza para los primeros beneficiados de la tierra. 

EPÍLOGO

De acuerdo con lo que las cifras oficiales proporcionan, hay 3 720 nú-
cleos agrarios constituidos en toda la entidad; en Medellín se tienen 
registrados 36 ejidos con 19 596.82 hectáreas, de los cuales 9 tienen rie-
go. Pero según lo que hemos reseñado a lo largo de este ensayo, estas 
cifras no corresponden a la realidad debido a que la mancha urbana ha 
avanzado sobre los municipios de Medellín, Boca del Río y Alvarado. 
Lo que sí podemos afirmar es que los campesinos de Medellín, a partir 
de 1915, realizaron 72 solicitudes agrarias de las cuales obtuvieron 36 
resoluciones de dotación y de ampliación; en gran parte de los ejidos 
ubicados a la orilla del río Jamapa, producto del desmembramiento de 
las haciendas El Tejar, La Palma y El Jobo, Santa María Jamapa y Paso 
del Toro, la que a partir de 1940 fue transferida e incluso vendida a par-
ticulares, se han edificado complejos habitacionales como el fracciona-
miento Puente Moreno; a pesar de ello aún encontramos ejidatarios y 
pequeños propietarios que se han negado a dejar sus predios.

Existen también ganaderos que compraron fracciones de tierra a los 
antiguos propietarios y que hoy sostienen prósperos ranchos como Rosa de 
Alba, que se dedica a la mejora genética del ganado vacuno gracias al im-
pulso del Grupo Ganadero de Validación y Transferencia de Tecnología, 
que integra a productores pecuarios con el fin de incrementar la producti-
vidad de sus ranchos. En el caso de la propiedad ejidal en Boca del Río 
y Alvarado, los antiguos ejidos de José Novillero, La Matosa, El Bayo y 
Mandinga se encuentran ubicados en lo que hoy se conoce como la riviera 
veracruzana, que incluye desde el puente de Boca del Río hasta Antón Li-
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zardo, donde gran parte de las parcelas se han vendido para dar paso a una 
zona de mayor plusvalía por los complejos residenciales que se han edifica-
dos en ese lugar conocidos como El Dorado, El Conchal y Punta Tiburón.

Por último, el municipio de Jamapa cuenta con 12 ejidos que suman 
5 598.76 hectáreas, ahí aún encontramos a muchos herederos de los pri-
meros beneficiados por el reparto agrario; aunque el desarrollo de estas 
tierras ha sido muy irregular debido a que carecen de riego y conservan 
prácticas de cultivo tradicionales, es decir, que por falta de tecnología se 
han rezagado y no se han incorporado en los proyectos productivos exi-
tosos; sin embargo, estas tierras que son regadas por el río Cotaxtla y Ja-
mapa, por su grado de humedad que las hace fértiles, continúan siendo 
disputadas por los campesinos que habitan en ellas.

Un caso pendiente de estudiar son los ejidos ubicados al norte de la 
ciudad de Veracruz, terrenos que pertenecieron a la hacienda de Santa 
Fe y que hoy presentan muchas afectaciones y funcionan como un polo 
de desarrollo y expansión del nuevo puerto.
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En 2017 se cumplieron cien años de la promulgación 
de la Constitución vigente en México.
Este aniversario abrió un proceso de re�exión en 

torno a la pertinencia, la organización, los alcances y los 
problemas del texto constitucional y sus derivaciones 
legales, sociales y políticas. La vigencia de la Constitución 
es un tema relevante, pues no se trata de una prevalencia 
meramente inercial, sino que está marcada por el cambio 
constante, por la transformación, por el debate
y por la insatisfacción en torno a lo que en sus líneas está 
expresado, prometido, silenciado y excluido. En sus cien 
años de vida, la Constitución ha experimentado un 
número signi�cativo de modi�caciones que de una forma 
u otra han tratado de responder a las demandas de 
quienes han logrado expresar en ella sus expectativas,
sus convicciones, sus desacuerdos o sus aspiraciones.
En este sentido, el actual texto constitucional se encuentra 
en una situación paradojal: es y al mismo tiempo no es 
aquel que se �rmó en Querétaro bajo la sombra del ciclo 
revolucionario de inicios del siglo XX. En este libro
los autores exploran diferentes dimensiones del devenir 
social, político e histórico de la Constitución de 1917. 
Esperamos constituya un referente en la re�exión 
colectiva sobre este aspecto clave de la vida nacional.
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José Galindo Rodríguez

(Ciudad de México, 1974)

Es licenciado en Economía (ITAM), maestro en 

Estudios Latinoamericanos (Universidad

de Oxford), doctor en Historia (UNAM)

y posdoctor en Historia Latinoamericana 

(Universidad de California); es miembro del 

Sistema Nacional de Investigadores (nivel I)

e investigador en el IIH-S

de la Universidad Veracruzana. 

Michael T. Ducey

(Youngtown, 1960)

 Es doctor en Historia por la Universidad

de Chicago e investigador del IIH-S, donde 

trabaja sobre temas relacionados

con la historia social y coordina el seminario 

Indígenas y Subalternos en la Historia.
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Otros títulos

Interpretación, analogicidad y cultura

Mauricio Beuchot

Poetas mexicanos del 30: una generación 

entre el cielo y la tierra

Rogelio Guedea

Narración, juegos de lenguaje e identidades. 

Aproximaciones desde la filosofía de Paul 

Ricœur

Marta Cecilia Bentacur García

Los multiculturalistas al diván

Raúl Homero López Espinosa
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